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ACTA DE LA SESION ANTERIOR. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules intervienen los diputados:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS NO DICTAMINADAS DENTRO 
DEL PLAZO REGLAMENTARIO

Comunicación de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados con la que infor-
ma que de conformidad con el artículo 89, numeral 2, fracción III, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, que 23 iniciativas que no fueron dictaminadas den-
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tro del plazo reglamentario, se tienen por desechadas. Archívese los expedientes
como asuntos total y definitivamente concluidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Dos oficios de la Junta de Coordinación Política por los que comunica cambios de
integrantes en las Comisiones de: Radio, Televisión y Cinematografía; Jurisdic-
cional; Cultura; Presupuesto y Cuenta Pública; Marina; y de la Defensa Nacional.
Aprobados, comuníquense. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADA QUE SE REINCORPORA

Oficio de la diputada Claudia Ruiz Massieu Salinas, por el que comunica la rein-
corporación a sus actividades legislativas. De enterado, comuníquese. . . . . . . . . 

CAMARA DE SENADORES

Oficio de la Cámara de Senadores, por el que se comunica la elección de senado-
res integrantes de la Comisión Permanente, correspondiente al segundo receso del
tercer año de la LXI Legislatura. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUENTA DE LA HACIENDA PUBLICA FEDERAL, 2011

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite la Cuenta de la Hacien-
da Pública Federal, correspondiente al ejercicio fiscal de 2011. Se turna a las Co-
misiones de Presupuesto y Cuenta Pública y de Vigilancia de la Auditoría Supe-
rior de la Federación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE SOLICITAN LICENCIA

Oficios de los diputados Martha Angélica Bernardino Rojas, José Ignacio Pichar-
do Lechuga, Adolfo Rojo Montoya, Omar Jalil Flores Majul, Augusta Valentina
Díaz de Rivera Hernández, con los que solicitan licencia para separarse de sus car-
gos en la quinta circunscripción plurinominal, XXIII distrito del estado de Méxi-
co, primera circunscripción plurinominal, II distrito del estado de Guerrero, cuar-
ta circunscripción plurinominal, respectivamente. Aprobados, comuníquense. . . . 

DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente designa comisión que acompañe a los ciudadanos Oscar Ignacio
Rangel Miravete, María Zamudio Guzmán, César Augusto Rodríguez Cal y Ma-
yor, Antonino Cayetano Díaz, Martín Palacios Calderón y María Teresa Alvarez
Vázquez, electos en el IX distrito electoral del estado de Guerrero, y en las pri-
mera, tercera, cuarta y quinta circunscripción plurinominales, respectivamente, en
el acto de rendir su protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que adiciona dos párrafos al inciso a), del artículo 18 de la Ley sobre el Es-
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cudo, la Bandera y el Himno Nacionales. Se turna a la Comisión de Gobernación,
para su dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma la fracción II del artículo 46 del Estatuto de Gobierno del Dis-
trito Federal. Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para su dictamen. . . . . 

CODIGO DE COMERCIO

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones del Código de Comercio. Se turna a la
Comisión de Economía, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AÑO DEL BICENTENARIO DEL CONGRESO DE ANAHUAC 
Y LA PROCLAMACION DE LOS SENTIMIENTOS DE LA NACION

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto por el que se declara al año 2013 como “Año del Bicentenario del Congreso
de Anáhuac y la Proclamación de los Sentimientos de la Nación”; se autoriza la
emisión de una moneda conmemorativa del Bicentenario del “Congreso de Aná-
huac, Primer Constituyente de la Nación Mexicana”. Se turna a las Comisiones
Unidas de Gobernación y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . 

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite para los efectos de la frac-
ción E) del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Sociedades Mercanti-
les. Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PREVENCION Y GESTION 
INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite para los efectos de la frac-
ción E) del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 62 de la Ley General de Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos. Se turna a la Comisión de Medio y Ambiente y Recursos Naturales, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite para los efectos de la frac-
ción E) del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que adicio-
na un capítulo 1 Bis al Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LUZ Y FUERZA DEL CENTRO

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión solicita al Instituto Federal de Acceso a la Información
Pública un informe respecto al número o identificador de los expedientes involu-
crados con el proceso de extinción de Luz y Fuerza del Centro. Aprobado, comu-
níquese.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GUARDERIA ABC

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal, para que
a través de la Procuraduría General de la República, se apresuren las investiga-
ciones relacionadas con el incendio de la Guardería ABC de Hermosillo, Sonora,
ocurrido el 5 de junio de 2009. Aprobado, comuníquese.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DEMANDAS DE TRANSPORTISTAS

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la Cámara de Diputados
integra un grupo de trabajo para dar seguimiento a las demandas realizadas por los
transportistas, a propuesta del diputado Antonio Benítez Lucho, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. . . . . . . . . . . . . . . 

Interviene el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña.. . . . . . . . . . . . . 

Se aprueba el acuerdo presentado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DERECHOS HUMANOS, SOCIALES Y LABORALES DE MIGRANTES

Se recibe del diputado Marcos Carlos Cruz Martínez, proposición con punto de
acuerdo que expresa un exhorto a la corte Suprema de Justicia de los Estados Uni-
dos, para que su resolución sobre la constitucionalidad de la Ley Arizona SB1070,
observe y respete los derechos humanos, sociales y laborales de millones de mi-
grantes, los cuales contempla la Organización Mundial del Trabajo y diversas le-
gislaciones internacionales y además convoca al Senado de la República para que
conjuntamente ambas mesas directivas se entrevisten con el magistrado presiden-
te de la Corte Suprema de Justicia de Estados Unidos, para que de viva voz le ex-
presen la preocupación del Poder Legislativo mexicano sobre el delicado asunto
de gran trascendencia para ambos países. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Interviene el diputado Marcos Carlos Cruz Martínez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobada la proposición, comuníquense.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA LA PREVENCION E IDENTIFICACION 
DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILICITA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Justicia y de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de de-
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creto que expide la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operacio-
nes con Recursos de Procedencia Ilícita. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Opinión de impacto presupuestario que emite la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, a la minuta con proyecto de decreto que expide la Ley para la Preven-
ción e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. . . . . . 

LEY GENERAL DE VICTIMAS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Justicia, con proyecto de decreto que expide la Ley General de Vícti-
mas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY PARA LA PROTECCION DE PERSONAS DEFENSORAS 
DE DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Derechos Humanos, con proyecto de decreto que expide la Ley para la
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION, 2012

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto que reforma el
artículo trigésimo quinto transitorio del decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2012. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS 
ARQUEOLOGICOS, ARTISTICOS E HISTORICOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Cultura, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, en mate-
ria de procedimiento de declaratorias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS 
ARQUEOLOGICOS, ARTISTICOS E HISTORICOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Cultura, con
proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley Federal sobre
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Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, en materia de patri-
monio subacuático. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS 
ARQUEOLOGICOS, ARTISTICOS E HISTORICOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Cultura, con
proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, en materia de san-
ciones.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL - LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

Se realiza la votación nominal del dictamen de la Comisión de Seguridad Social,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, y de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, puesto a discusión en la pasada sesión. Es aprobado
en lo general y en lo particular, se devuelve al Senado para los efectos de la frac-
ción E) del artículo 72 constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

El Presidente informa de la recepción de solicitud de la Junta de Coordinación Po-
lítica, para que se sometan a discusión y votación diversos dictámenes. Se autori-
za. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan comentarios sobre diversos dictámenes, los diputados:

Luis Felipe Eguía Pérez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Antonieta Pérez Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Gabriela Cuevas Barron. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MESA DIRECTIVA

Acuerdo de los grupos parlamentarios, relativo a la elección de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados, del tercer año de ejercicio de la LXI Legislatura, para el
periodo comprendido del 1 de mayo al 31 de agosto de 2012. . . . . . . . . . . . . . . . 

Durante la votación intervienen desde sus curules:

José María Valencia Barajas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Kenia López Rabadán. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueba el acuerdo presentado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Desde su curul realiza comentarios el diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . 

Se toma la protesta de ley a los miembros integrantes de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados, del tercer año de ejercicio de la LXI Legislatura, para el pe-
riodo comprendido del 1 de mayo al 31 de agosto de 2012. Comuníquense a los
Poderes, por escrito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISION PERMANENTE

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se propone a la Cámara
de Diputados la integración de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión
para el segundo receso del tercer año de ejercicio de la LXI Legislatura.. . . . . . . 

COMISION DE RADIO, TELEVISION Y CINEMATOGRAFIA

Durante la votación desde sus curules se refieren la presentación de dictamen de
la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía, los diputados:

Juan Gerardo Flores Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Luis Jaime Correa.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ignacio Téllez González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Domingo Rodríguez Martell.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Felipe Solís Acero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agustín Carlos Castilla Marroquín. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Gerardo Flores Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Luis Jaime Correa.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISION PERMANENTE

Se aprueba el acuerdo de la Junta de Coordinación Política, con los diputados in-
tegrantes de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, para el segundo
receso del tercer año de ejercicio de la LXI Legislatura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE VICTIMAS

Discusión de dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
expide la Ley General de Víctimas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño, fundamenta el dictamen. . . . . . . . 
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Fijan la postura de su respectivo Grupo Parlamentarios, los diputados:

Teresa Guadalupe Reyes Sahagún. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Olga Luz Espinosa Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Gastón Luken Garza.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión en lo general, participan:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Vázquez González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María del Pilar Torre Canales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido en lo general. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Víctor Humberto Benítez Treviño. . . . . . . . . . . . . . . 

Se da cuenta con fe de erratas de la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Durante la votación en lo general y particular, desde sus curules realizan comen-
tarios:

Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Jiménez León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado el proyecto de decreto que expide la Ley General de Víctimas. Pasa al
Ejecutivo, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA LA PREVENCION E IDENTIFICACION 
DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILICITA

Discusión del dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Hacienda y Cré-
dito Público, con proyecto de decreto que expide la Ley Federal para la Preven-
ción e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. . . . . . 

Fijan la postura de su respectivo Grupo Parlamentarios, los diputados:

Pedro Jiménez León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Dolores de los Angeles Nazares Jerónimo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Antonieta Pérez Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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A discusión intervienen los diputados:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Esthela Damián Peralta, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones:

Fidel Christian Rubí Huicochea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Alfredo Sergio Cuadra Tinajero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continua el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones:

Miguel Angel García Granados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Dora Evelyn Trigueras Durón.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión la diputada Ruth Esperanza Lugo Martínez. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones, las diputadas:

Carmen Lizeth Valle Vea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ruth Esperanza Lugo Martínez, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carmen Margarita Cano Villegas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ruth Esperanza Lugo Martínez, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Prosigue con la discusión el diputado Oscar Martín Arce Paniagua. . . . . . . . . . . 

Enrique Torres Delgado, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . . . . . . . . . . 
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Oscar Martín Arce Paniagua, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido, es aprobado en lo general y en lo particular los artícu-
los no reservados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión en lo particular, se concede la palabra a los diputados:

Mario Alberto di Costanzo Armenta, quien presenta propuestas de modificación
que se aceptan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Zamora Jiménez, que presenta propuestas de modificación, que se aceptan.

María Antonieta Pérez Reyes, desde su curul realiza observaciones que el Presi-
dente responde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Secretaría da lectura a propuestas presentadas por el diputado Zamora Jiménez.

Desde sus curules realizan comentarios:

Francisco Javier Orduño Valdez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Antonieta Pérez Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aceptan las propuestas del diputado Zamora Jiménez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Alberto Pérez Cuevas, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECESO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA LA PREVENCION E IDENTIFICACION 
DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILICITA

Se reanuda la sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente propone posponer la discusión del dictamen de las Comisiones Uni-
das de Justicia y de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que ex-
pide la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Re-
cursos de Procedencia Ilícita, en tanto la comisión llega a un acuerdo. Se acepta.

LEY PARA LA PROTECCION DE PERSONAS DEFENSORAS 
DE DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS

Discusión de dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de de-
creto que expide la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos
Humanos y Periodistas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . 
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Fundamenta el dictamen la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo. . . . . . . . . . 

Fijan la postura de su Grupo Parlamentario:

María Guadalupe García Almanza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Vázquez González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Enoé Margarita Uranga Muñoz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión intervienen los diputados:

Arturo Villaseñor Fernández.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agustín Guerrero Castillo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Durante la votación intervienen desde sus curules:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que expide la
Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodis-
tas. Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente solicita minuto de silencio en memoria de la periodista Regina Mar-
tínez Pérez, asesinada el pasado 28 del presente mes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE SOLICITAN LICENCIA

Oficios de los diputados Salvador Caro Cabrera, José Francisco Javier Landero
Gutiérrez, Adriana de Lourdes Hinojosa Céspedes, y Olga Luz Espinosa Morales,
con los que solicitan licencia para separarse de sus cargos por el XI distrito del es-
tado de Jalisco, en la quinta circunscripción plurinominal, y tercera circunscrip-
ción plurinominal, respectivamente. Aprobados, comuníquense. . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente designa comisión que acompañe a los ciudadanos Martha Patricia
Bernal Díaz, María del Pilar Báez Padilla, Jazel Suárez Bastida, Guadalupe Mon-
dragón Cobos y Jorge Alberto Muro Ortiz, electos en los distritos electorales XX,
XXX y XXXIV del estado de México, y en la quinta circunscripción plurinomi-
nal, respectivamente, en el acto de rendir su protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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DIPUTADO QUE SOLICITA LICENCIA

Oficio del diputado Feliciano Rosendo Marín Díaz, con el que solicita licencia pa-
ra separarse de su cargo en la quinta circunscripción plurinominal. Aprobado, co-
muníquense. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA LA PREVENCION E IDENTIFICACION 
DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILICITA

El diputado Arturo Zamora Jiménez, informa sobre el acuerdo respecto a pro-
puestas sobre el dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Hacienda y
Crédito Público, con proyecto de decreto que expide la Ley Federal para la Pre-
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.. . . 

Desde su curules, participan los diputados:

María Antonieta Pérez Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aceptan las propuestas de modificación presentadas por el diputado Arturo Za-
mora Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por instrucciones del Presidente la Secretaría da lectura a las reservas de los dipu-
tados Mario Alberto di Costanzo Armenta y Arturo Zamora Jiménez. . . . . . . . . . 

Durante la votación intervienen desde su respectiva curul:

María Antonieta Pérez Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, se refiere al cambio de Secretario de
Servicios Parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son aprobados los artículos reservados con las modificaciones aceptadas o en tér-
minos del dictamen. Se devuelve a la Cámara de Senadores, para los efectos de la
fracción E) del artículo 72 constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Agustín Carlos Castilla Marroquín, desde la curul se refiere al cambio
de Secretario de Servicios Parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION, 2012

Discusión de dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo trigésimo quinto transitorio del decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2012. . . . . . 
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Fundamenta el dictamen, el diputado Fermín Montes Cavazos. . . . . . . . . . . . . . . 

Fijan la postura de sus grupos parlamentarios, los diputados:

Pedro Vázquez González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Héctor Elías Barraza Chávez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión, los diputados:

Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jesús María Valencia Barajas, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Avila Nevárez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido y durante la votación desde su curul el diputado Jorge
Venustiano González Ilescas.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que reforma el
artículo trigésimo quinto transitorio del decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el ejercicio fiscal 2012. Pasa al Ejecutivo, para sus efectos cons-
titucionales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Gerardo Sánchez García.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

El Presidente informa de la recepción de una comunicación de la Junta de Coor-
dinación Política, con la que solicita modificar el orden del día para incorporar el
siguiente dictamen. Se autoriza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL - LEY GENERAL DE ACCESO A LAS 
MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA - LEY ORGANICA
DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - LEY ORGANICA DE 
LA PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Justicia con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones del Código Penal Federal, de la Ley General de Acceso a las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral y de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Se dis-
pensan los trámites. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Durante la votación desde sus curules se refieren a diversos dictámenes, los dipu-
tados:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Héctor Elías Barraza Chávez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueba el dictamen presentado. Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitu-
cionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA

Discusión de dictamen de las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Co-
operativo y Economía Social, con proyecto de decreto que expide la Ley de la
Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del artículo 25
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo concerniente
al sector social de la economía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión participa el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mientras se realiza la votación, intervienen los diputados:

Tomasa Vives Preciado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto presentado. Pa-
sa al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN III

LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS - LEY GENERAL
DE SOCIEDADES MERCANTILES - LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - LEY DEL INSTITUTO DEL
FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES -
LEY DE VIVIENDA - LEY GENERAL DE EDUCACION

Discusión de dictamen de la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía So-
cial, con proyecto de decreto que expide una nueva Ley General de Sociedades
Cooperativas; y reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles, Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores,
Ley de Vivienda, y de la Ley General de Educación.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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A discusión participan:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido y realizada la votación respectiva no se aprueba. Se de-
vuelve a la Cámara de Senadores, para los efectos del inciso D) del artículo 72
constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISION PERMANENTE

Desde su curul el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, solicita información
sobre la instalación de la Comisión Permanente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECESO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRABAJOS LEGISLATIVOS

Se reanuda la sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente informa de acuerdo de la Junta de Coordinación Política, para dar
por terminada la sesión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules se refieren a dictámenes pendientes, los diputados:

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Héctor Elías Barraza Chávez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Frida Celeste Rosas Peralta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

César Mancillas Amador. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se acepta la propuesta de la Junta de Coordinación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECLARATORIA DE CLAUSURA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA PRESENTE SESION. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MENSAJE DE LA PRESIDENCIA

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo, dirige mensaje ante la clausu-
ra de trabajos de la LXI Legislatura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CLAUSURA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE ACTIVIDADES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

SIGNIFICADO DE LAS SIGLAS Y ACRONIMOS INCLUIDOS. . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones del siguiente dictamen:

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de las Leyes del Seguro Social, y del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (en lo general y en lo
particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto expide la Ley General de Víc-
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De las Comisiones Unidas de Justicia, y de Hacienda y Crédito Público, con pro-
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(en lo general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto que re-
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cular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto por el que se reforman y adi-
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Presidencia del diputado 
Guadalupe Acosta Naranjo

ASISTENCIA

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta Pre-
sidencia el resultado del cómputo de asistencia de diputa-
dos.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Se informa a esta Presidencia que existen registrados pre-
viamente 325 diputados y diputadas; por tanto, hay quó-
rum.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo (a
las 10:34 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra al orden del día, en virtud de que se encuentra publica-
do en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al or-
den del día. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la afirmativa, señor presidente. Se dispensa la
lectura. 

«Segundo periodo de sesiones ordinarias.— Tercer año de
ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Lunes 30 de abril de 2012

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la Mesa Directiva.

De la Junta de Coordinación Política.

Reincorporación de la diputada Claudia Ruíz Massieu Sa-
linas.

Oficio de la Cámara de Senadores

Con el que comunica la elección de integrantes de la Co-
misión Permanente.

Oficio de la Secretaría de Gobernación

Con el que remite la Cuenta de la Hacienda Pública Fede-
ral, correspondiente al Ejercicio Fiscal de 2011.

Solicitudes de licencia

De los diputados Martha Angélica Bernardino Rojas, José
Ignacio Pichardo Lechuga, Adolfo Rojo Montoya, Omar
Jalil Flores Majul y Augusta Valentina Díaz de Rivera Her-
nández.

Toma de protesta

De los diputados Óscar Ignacio Rangel Miravete, María
Zamudio Guzmán, César Augusto Rodríguez Cal y Mayor,
Antonino Cayetano Díaz y Martín Palacios Calderón. 

Minutas

Con proyecto de decreto por el que adiciona dos párrafos
al inciso a) del artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto por el que reforma la fracción II
del artículo 46 del Estatuto de Gobierno del Distrito Fede-
ral. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto por el que se reforma diversas
disposiciones del Código de Comercio. (Turno a Comi-
sión)

Con proyecto de decreto por el que se declara al año 2013
como “Año del Bicentenario del Congreso de Anáhuac y la
Proclamación de los sentimientos de la Nación”; y se auto-
riza la emisión de una moneda conmemorativa del Bicen-
tenario del Congreso de Anáhuac. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto por el que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles, para los efectos de la Fracción E del artículo 72
Constitucional. (Turno a Comisión)
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Con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
62 de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos, para los efectos de la Fracción E del artí-
culo 72 Constitucional. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto por el que se adiciona un capítulo
I Bis al Código Penal Federal, para los efectos de la Frac-
ción E del artículo 72 Constitucional. (Turno a Comisión)

Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política

Por el que la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión solicita al IFAI un informe respecto del número o
identificador de los expedientes involucrados con el proce-
so de extinción de Luz y Fuerza del Centro. (Votación)

Por el que la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo Federal, para
que a través de la Procuraduría General de la República, se
apresuren las investigaciones relacionadas con el incendio
de la Guardería ABC de Hermosillo, Sonora, ocurrida el 5
de junio de 2009. (Votación)

Por el que la Cámara de Diputados integra un Grupo de
Trabajo para dar seguimiento a las demandas realizadas
por los transportistas. (Votación)

Por el que expresa un exhorto a la Suprema Corte de Justi-
cia de Estados Unidos para que en su resolución sobre la
constitucionalidad de la Ley Arizona SB 1070, observe y
respete los derechos humanos, sociales y laborales de millo-
nes de migrantes, los cuales contempla la Organización
Mundial del Trabajo y diversas legislaciones internaciona-
les; y además convoca al Senado de la República, para que
conjuntamente, ambas mesas directivas se entrevisten con el
Magistrado Presidente de la Corte Suprema de Justicia de
Estados Unidos, para que de viva voz le expresen la preocu-
pación del Poder Legislativo Mexicano, sobre este delicado
asunto de gran trascendencia para ambos países. (Votación)

Elección de integrantes de la Mesa Directiva.

Elección de integrantes de la Comisión Permanente.

Declaratoria de publicidad de los dictámenes

De las Comisiones Unidas de Justicia y de Hacienda y Cré-
dito Público, con proyecto de decreto que Expide la Ley

Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones
con Recursos de Procedencia Ilícita. (Dispensa de Trámi-
tes, Discusión y Votación) 

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
Expide la Ley General de Víctimas. (Dispensa de Trámites,
Discusión y Votación) 

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que Expide la Ley para la Protección de Personas
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. (Dispen-
sa de Trámites, Discusión y Votación) 

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo Trigésimo Quinto
Transitorio del Decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2012. (Dispensa de
Trámites, Discusión y Votación) 

De las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos y de Cultura, con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral Sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos, en materia de procedimiento de declaratoria.

De las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos y de Cultura, con proyecto de decreto que
adiciona diversas disposiciones a la Ley Federal Sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos, en materia de patrimonio subacuático.

De las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos y de Cultura, con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral Sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos, en materia de sanciones.

Dictámenes a discusión de leyes y decretos

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.
(Pendiente de Votar) 

De las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Co-
operativo y Economía Social, con proyecto de decreto que
Expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Regla-
mentaria del Párrafo Séptimo del artículo 25 de la Consti-



tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo
concerniente al Sector Social de la Economía.

De la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía So-
cial, con proyecto de decreto que Expide una nueva Ley
General de Sociedades Cooperativas y se reforman, adicio-
nan y derogan diversas leyes federales.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversos artículos
de la Ley del Servicio Exterior Mexicano.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
expide la Ley Federal de Fomento a la Industria Vitiviní-
cola.

De las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, y de Hacienda y Crédito Público, con proyecto
de decreto que Expide la Ley General de la Calidad del Ai-
re y Protección a la Atmósfera.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Educación, en ma-
teria de educación inclusiva.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Asistencia Social.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de bancos de sangre.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma diversas disposiciones de la Ley General de Salud,
en materia de discapacidad.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción I Bis al Artículo 61 de la Ley General
de Salud.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que reforma el artículo 112
de la Ley de Migración.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que reforma los artículos
109 y 110 de la Ley de Migración.

De la Comisión de Ciencia y Tecnología, con proyecto de
decreto que adiciona un último párrafo al artículo 5o. de la
Ley de Ciencia y Tecnología.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que Expide la Ley Reglamentaria de las fracciones
II del artículo 76, y VII del artículo 78 constitucionales, en
lo relativo a la ratificación de agentes diplomáticos y cón-
sules generales.

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma el último párrafo del artículo 52 de la Ley de
Aviación Civil.

De la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto que
reforma diversas disposiciones de la Ley General de Turis-
mo.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
proyecto de decreto que Expide la Ley General para la Pro-
tección Integral de los Derechos de la Niñez.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de balance energético y publicidad.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una Fracción II Bis al artículo 163 de la Ley General
de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 210 de la Ley General
de Salud, en materia de etiquetado.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 72 y 73 de la Ley General de Salud, en
materia de salud mental.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de sobrepeso y obesidad.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma el primer párrafo del artículo 27 de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el artículo 13 de la Ley Fe-
deral para prevenir y eliminar la discriminación.
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De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma el artículo 29 y adiciona una fracción
VI al artículo 19 de la Ley de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona un segundo párrafo al artículo 41 de la Ley Fede-
ral de Protección al Consumidor.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que adiciona un artículo 48
Bis a la Ley de Migración.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 342 Bis 3 a la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 216 de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 222 de la Ley General de Salud, en mate-
ria de medicamentos alopáticos.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma las fracciones I y III del artículo 245 de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de adicciones.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, relativo a la regulación para la apertura de esta-
blecimientos residenciales y semiresidenciales especializa-
dos en el tratamiento de las adicciones.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 225 Bis a la Ley General de Salud, en ma-
teria de prescripción de medicamentos.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 46 de la Ley General
de Salud, en materia de mejoras a las Unidades Médicas
del Sector Público.

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Aeropuertos.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que reforma el artículo 45 de
la Ley General de Educación, en materia de apoyos econó-
micos para jóvenes que cursan formación para el trabajo.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede el permiso constitucional necesario para que
los ciudadanos: Claudia Espinosa Pérez, Lourdes Beatriz
Meza Spindola, Nuria Rangel Rivera, Ramón Chávez Pra-
do, Karen Nallely García Delgado, Antonio de Jesús Pérez
Rebollar, Felipe Lemus Zamorano, Juan Carlos Alvarado
Herrera, Manuel Cuan Chin Yu, María del Carmen Lucas
Zamora, Alfredo Morales Riou, Héctor Ramón Fernández
Montiel y José Everardo Gaytán Salazar, puedan prestar
servicios en las Embajadas de los Estados Unidos de Amé-
rica y de la República de Filipinas, en México y en el Con-
sulado General de los Estados Unidos de América en Mon-
terrey, Nuevo León.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto,
que concede permisos a los ciudadanos Abel Escartín Mo-
lina, Andrés Fernando Aguirre O. Sunza, Carlos Espinosa
Morales, Véronique Ramón Vialar y Miguel Ángel Mance-
ra Espinosa para aceptar y usar Condecoraciones que en di-
ferentes Grados les otorgan Gobiernos Extranjeros.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma los artículos 65 Bis y 128; y se adicionan los artí-
culos 65 Bis1, 65 Bis2, 65 Bis3, 65 Bis 4, 65 Bis 5, 65 Bis
6 y 65 Bis 7 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona una fracción XI al artículo 1 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor.

De la Comisión de Cultura, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal
del Derechos de Autor.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción IV al artículo 464 Ter de la Ley Gene-
ral de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción III Bis al artículo 464 Ter de la Ley Ge-
neral de Salud.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que adiciona los artículos 263 y 268 de la Ley del Se-
guro Social.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma las fracciones III y IV del artículo 84 y
130 de la Ley del Seguro Social.



De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma las fracciones V y VII del artículo 84 y
el artículo 95 de la Ley del Seguro Social.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones a la Ley
de Comercio Exterior.

De la Comisión de Juventud y Deporte, con proyecto de
decreto que reforma y adiciona la Ley del Instituto Mexi-
cano de la Juventud.

De las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, y de Hacienda y Crédito Público, con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, en materia de evaluación ambiental estratégi-
ca.

De la Comisión del Distrito Federal, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 39 del Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal.

De la Comisión del Distrito Federal, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 50 del Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal.

De la Comisión del Distrito Federal, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los artículos 67 y 42 del Es-
tatuto de Gobierno del Distrito Federal.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
Expide el Código Federal del Proceso Penal Acusatorio.
(Pendiente de Votar) 

De la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto que
reforma los artículos 2, 18 y 19 de la Ley General de Tu-
rismo.

De la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto que
adiciona diversas disposiciones a la Ley General de Turis-
mo, en materia de Turismo de la Salud.

De la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto que
reforma el artículo 38 de la Ley General de Turismo.

De la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Turismo.

Dictámenes a discusión 

De puntos de acuerdo

De la Comisión de Cultura, con punto de acuerdo por el
que se exhorta al CONACULTA, elabore un plan especial
de apoyo al desarrollo cultural de la niñez y la juventud en
Ciudad Juárez, Chihuahua.

De la Comisión de Pesca, con puntos de acuerdo por los
que se exhorta a la Conapesca a expedir permisos de pesca
comercial de pepino de mar en la Península de Yucatán.

De la Comisión de Pesca, con puntos de acuerdo por los
que se exhorta a los Titulares de la Secretaría de Agricultu-
ra, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y de
la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, fomenten el
consumo de productos marinos, así como llevar a la pobla-
ción productos de calidad a bajos precios.

De la Comisión de Pesca, con puntos de acuerdo por los
que se exhorta al Ejecutivo Federal, para que a través de la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación y a la Comisión Nacional de Pesca,
implementen la operación del Fondo Mexicano para el De-
sarrollo Pesquero Acuícola.

De la Comisión de Pesca, con punto de acuerdo por el que
se exhorta a la Sagarpa a impulsar por la Conapesca el de-
sarrollo Técnico de la camaronicultura en Nayarit.

Iniciativas con vencimiento de plazos a discusión

Discusión de Iniciativas con vencimiento de plazo.

Dictámenes a discusión 

Negativos de iniciativas y minutas

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
puntos de acuerdo, por los que desechan Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
puntos de acuerdo, por los que desechan Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 20 y adiciona la
fracción VI del título segundo, de los derechos y Garantías
para las Personas con Discapacidad, del Capítulo VI del
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Desarrollo y la Asistencia Social de la Ley General para
Personas con Discapacidad.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
puntos de acuerdo, por los que desechan Iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona un segundo párrafo al artí-
culo séptimo transitorio de la Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
puntos de acuerdo, por los que desechan Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 1, el segundo pá-
rrafo del artículo 13 y se adicionan dos párrafos, recorrien-
do el siguiente de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con puntos de acuerdo, por los que desechan
treinta y cinco iniciativas con proyecto de decreto que re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de creación y cambio de nombres de
comisiones ordinarias.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con puntos de acuerdo, por los que desechan
diez iniciativas en materia de Letras de Oro e Inscripciones
de Honor.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo, por los que desechan dos Iniciati-
vas con proyecto de decreto que reforman los artículos 46
y 28 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo, por los que declara sin materia la
Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
60 Bis 1 de la Ley General de Vida Silvestre.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo, por los que desecha la Minuta con
proyecto de decreto que reforma que reforma la Fracción
XXXIV del Artículo 3o. y la Fracción III del Artículo 77
Bis de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo, por los que desecha la Minuta con
proyecto de decreto que reforma el artículo 31 de la Ley

General para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con puntos de acuerdo, por los que desechan
Minuta con proyecto de decreto de Reglamento de la Co-
misión Permanente del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con puntos de acuerdo, por los que desechan
Minuta con proyecto de decreto que reforma los artículos
118, numeral 2, inciso c) y 119 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Turismo, con puntos de acuerdo, por los
que desechan Minuta con proyecto de decreto que reforma
el artículo 31 de la Ley General de Turismo.

Iniciativas

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos;
se abroga la Ley del Servicio Militar y se expide la Ley Ge-
neral del Servicio Comunitario, suscrita por diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Sólo
Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Instituto Politécnico Nacional, suscrita por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza. (Sólo Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 20 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ro-
berto Pérez de Alva Blanco, del Grupo Parlamentario Nue-
va Alianza. (Sólo Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 12 de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal y 33 de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Roberto Pérez de Alva
Blanco, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Sólo
Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 22 de la Ley de Asistencia Social,
a cargo del diputado Liborio Vidal Aguilar, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México. (Sólo
Turno a Comisión)



Que reforma el artículo 32 de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo del diputado Liborio Vidal Aguilar, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(Sólo Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 47 de la Ley General de Educa-
ción y 18 de la Ley de Migración, suscrita por los diputa-
dos Laura Arizmendi Campos, María Guadalupe García
Almanza y Pedro Jiménez León, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. (Sólo Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 348 de la Ley General de Salud,
suscrita por los diputados Laura Arizmendi Campos, María
Guadalupe García Almanza, Ma. Teresa Rosaura Ochoa
Mejía y Pedro Jiménez León, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. (Sólo Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3o., 104 y 112 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Jaime Arturo Vázquez Agui-
lar. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 111 y adiciona un artículo
8 ter a la Ley Federal de Protección al Consumidor, a car-
go del diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno a
Comisión)

Que reforma el artículo 2° de la Ley de Vivienda, a cargo
de la diputada Lily Fabiola de la Rosa Cortés, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 65 Bis de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, a cargo de la diputada Carmen
Margarita Cano Villegas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 10 de la Ley del Seguro Social y
25 de la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Ro-
dolfo Lara Lagunas, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, a
cargo del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 47 del Código Fiscal de la Federa-
ción, a cargo del diputado Alejandro De la Fuente Godínez,

del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 140 y 148 y deroga los artículos
141 y 149 del Código Civil Federal, a cargo de la diputada
Laura Viviana Agundiz Pérez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2° de la Ley para Regular las Acti-
vidades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Prés-
tamo, a cargo de la diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 84 Bis a la Ley General de Po-
blación, a cargo del diputado Edgardo Chaire Chavero, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 132 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Pedro Pe-
ralta Rivas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 13 de la Ley General de Derechos
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, a cargo del diputado
Edgardo Chaire Chavero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 7° de la Ley Orgánica del Banco
del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, a cargo de la
diputada Cecilia Soledad Arévalo Sosa, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal y de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Ceci-
lia Soledad Arévalo Sosa, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 55, 115 y 116 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Ivideliza Reyes Hernández, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 9° de la Ley Federal para Prevenir
y Eliminar la Discriminación, a cargo de la diputada Alba
Leonila Méndez Herrera, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)
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Que expide la Ley General de Atención y Protección de los
Derechos de las Víctimas del Delito, a cargo del diputado
Óscar Martín Arce Paniagua, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 64 de la Ley del Seguro Social, a
cargo de la diputada Carmen Margarita Cano Villegas, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente y de la Ley Federal sobre Metrología y Norma-
lización, a cargo de la diputada Nelly Del Carmen Márquez
Zapata, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 30 de la Ley de Vivienda, a cargo
del diputado José Luis Ovando Patrón, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que adiciona los artículos Décimo y Undécimo Transito-
rios a la Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el
Fondo de Apoyo Social para Ex Trabajadores Migratorios
Mexicanos, suscrita por diputados integrantes de la Comi-
sión Especial de Seguimiento a los Fondos Aportados por
los Ex-trabajadores Mexicanos Braceros. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 17 de la Ley de Ingresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal de 2012, a cargo del dipu-
tado Juan José Cuevas García, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Juan José Cue-
vas García, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Derecho de Autor, a cargo del diputado Óscar
Saúl Castillo Andrade, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley General de Cultura, a cargo del diputado
Herón Agustín Escobar García, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, suscrita por diputados integrantes de la Comisión
de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 61 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 89 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se solicita al Gobernador
del estado de Chihuahua, realice las acciones necesarias a
fin de dar inicio al proceso de resolución del conflicto re-
lacionado con el funcionamiento y operación de la planta
tratadora de mineral “Luis Escudero” ubicada en el sector
de “La Esmeralda”, en el Municipio de Parral, Chihuahua,
a cargo de la diputada Carmen Margarita Cano Villegas,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
y al Congreso del estado de Hidalgo, así como a la SRA,
para que coadyuven y solucionen el conflicto de límites te-
rritoriales entre el poblado La Estancia del Municipio de
Chilcuautla y el Alberto, Municipio de lxmiquilpan, a car-
go del diputado Jorge Herrera Martínez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo por el que esta soberanía se pronun-
cia sobre los acontecimientos en la región de Cherán, esta-
do de Michoacán y exhorta a diversas autoridades a resol-
ver los graves conflictos que en ella acontecen, suscrito por
diversos diputados integrantes de los Grupos Parlamenta-
rios de los Partidos del Trabajo y de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los partidos
políticos, cumplan a cabalidad, el acuerdo CG431/2011
que emite el Consejo General del IFE, por el que se deter-
minan las cifras del financiamiento público para el sosteni-
miento de actividades ordinarias permanentes, para gastos
de campaña y por actividades específicas de los partidos
políticos nacionales para el año 2012, y propiciar la igual-
dad de oportunidades y la equidad entre hombres y muje-
res, a cargo de la diputada Cecilia Soledad Arévalo Sosa,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP para
que genere y difunda los instrumentos que permitan que los
egresados como Técnico Superior Universitario, puedan
dar continuidad a su preparación académica y obtener una
mejor oportunidad laboral, a cargo de la diputada Cecilia
Soledad Arévalo Sosa, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que esta Soberanía felicita al
productor Pablo José Barroso, así como al elenco artístico,
por el desarrollo de la primer película épica mexicana “La
Cristiada”, suscrito por los diputados Óscar Saúl Castillo
Andrade y Bernardo Margarito Téllez Juárez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Nacional de Protección Social en Salud para que sea in-
cluida la enfermedad de Esclerosis Múltiple en el Fondo de
Protección contra Gastos Catastróficos, del Programa Se-
guro Popular, a cargo del diputado Miguel Antonio Osuna
Millán, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal, a extender la vigencia del Decreto por el que se
otorgan beneficios fiscales a los patrones y trabajadores
eventuales del campo, suscrito por diputados integrantes de
la Comisión de Recursos Hidráulicos. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Titular del
Juzgado Primero de Distrito de Procesos Penales Federales
con sede en la Ciudad de Matamoros, Tamaulipas, a resol-
ver de manera expedita y con estricto apego a las disposi-
ciones constitucionales la causa penal 32/2011-II, a cargo
del diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Clausura.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: El
siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Pido a la Secretaría que consulte a la asam-
blea si se dispensa la lectura, tomando en consideración
que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asam-
blea en votación económica si se dispensa la lectura al ac-
ta de la sesión anterior, tomando en consideración que ha
sido publicada en la Gaceta Parlamentaria. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo, gracias. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmati-
va, señor presidente. Se dispensa la lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el viernes veintisiete de abril de
dos mil doce, correspondiente al segundo periodo de sesio-
nes ordinarias del tercer año de ejercicio de la Sexagésima
Primera Legislatura

Presidencia del diputado
Guadalupe Acosta Naranjo

En el Palacio Legislativo de San Lázaro en la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con una asistencia de 283 di-
putadas y diputados, a las 10 horas con 57 minutos del
viernes 27 de abril de 2012, el presidente declaró abierta la
sesión.

A las 11 horas, por instrucciones de la Presidencia se cerró
el sistema electrónico de asistencia con 287 diputadas y di-
putados.

En sendas votaciones económicas se dispensaron la lectura
al orden del día y al acta de la sesión anterior, de la misma
forma se aprobó.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realiza-
ron comentarios de diversos temas legislativos los diputa-
dos Laura Itzel Castillo Juárez, del Partido del Trabajo; Ro-
drigo Reina Liceaga, Antonio Benítez Lucho, ambos del
Partido Revolucionario Institucional; Jaime Fernando Cár-
denas Gracia, del Partido del Trabajo; César Augusto San-
tiago Ramírez, Víctor Humberto Benítez Treviño y Diva
Hadamira Gastélum Bajo, del Partido Revolucionario Ins-
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titucional; Ariel Gómez León, Héctor Elías Barraza Chá-
vez, Filemón Navarro Aguilar y Emilio Serrano Jiménez,
del Partido de la Revolución Democrática; y Mario Alber-
to di Costanzo Armenta, del Partido del Trabajo. El presi-
dente hizo aclaraciones.

Se dio cuenta con comunicaciones oficiales:

a) De la Junta de Coordinación Política, en relación con
cambios de integrantes y de Juntas Directivas de Comisiones
Ordinarias y Especiales. En votación económica se aprobó.

b) De la diputada Laura Elena Estrada Rodríguez, por la
que solicitó que sus iniciativas con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Salud, la Ley del Seguridad Social, y de la Ley Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado; y que reforma diversas disposiciones de
Código Federal de Procedimientos Penales, de la Ley Or-
gánica de la Procuraduría General de la República, de la
Ley Federal de Defensoría Pública, y de la Ley que Esta-
blece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
Sentenciados, presentadas el 13 de diciembre de 2010 y el
1 de marzo de 2011, sean retiradas de las Comisiones Uni-
das de Salud, y de Seguridad Social; y Unidas de Justicia y
de Seguridad Pública, respectivamente. Se tienen por reti-
radas, actualícense los registros parlamentarios.

c) Del diputado Agustín Carlos Castilla Marroquín, por la
que solicitó que sus iniciativas con proyecto de decreto, que
reforma el artículo 354 del Código Federal del Instituciones
y Procedimientos Electorales; y que reforma, adiciona y de-
roga diversas disposiciones del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales y de la Ley General de
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral,
presentadas el 1 de diciembre de 2009 y 23 de marzo de
2011, fueran retiradas de las Comisiones de Gobernación; y
Unidas de Gobernación, y de Justicia, respectivamente. Se
tiene por retiradas, actualícense los registros parlamentarios.

d) Del diputado Pedro Peralta Rivas, por la que solicitó que
su iniciativa con proyecto de decreto que reforma al artícu-
lo 50 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relaciona-
dos con las Mismas, presentada el 15 de marzo de 2011,
fuera retirada de la Comisión de la Función Pública. Se tu-
vo por retirada, actualícense los registros parlamentarios.

e) Del diputado Omar Fayad Meneses, por la que informa
la reincorporación a sus actividades legislativas a partir de
esta fecha. De enterado. Comuníquese.

f) Del gobierno de Chiapas, con la que remite contestación
a punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados,
relativa al presupuesto para el campo 2012. Se remitió a la
Comisión de Desarrollo Rural para su conocimiento.

g) De la diputada María Joann Novoa Mossberger, por la
que solicitó que sus iniciativas con proyecto de decreto que
reforma el artículo ciento diez del Código Federal e Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales; y que reforma el ar-
tículo setenta y dos de la Ley Federal de Radio y Televi-
sión, presentadas el 30 de septiembre de 2010 y el 8 de
noviembre de 2011, fueran retiradas de la Comisión de
Gobernación y de Radio, Televisión y Cinematografía, res-
pectivamente. Se tienen por retiradas. Actualícense los re-
gistros parlamentarios.

h) De las y los diputados:

• Alicia Elizabeth Zamora Villalva, por la que solicitó li-
cencia, por tiempo indefinido para separarse de sus fun-
ciones como diputada federal electa en el sexto distrito
electoral de Guerrero, a partir del 30 de abril del año en
curso.

• Fausto Sergio Saldaña del Moral, por la que solicitó li-
cencia, para separarse de sus funciones como diputado
federal electo en el decimocuarto distrito electoral del
estado de México, a partir del 27 de abril y hasta el 2 de
julio del año en curso.

• Armando Corona Rivera, por la que solicitó licencia,
para separarse de sus funciones como diputado federal
electo en el duodécimo distrito electoral del estado de
México, a partir del 1 de mayo y hasta el 2 de julio del
año en curso.

• Héctor Hernández Silva, por la que solicitó licencia,
para separarse de sus funciones legislativas como dipu-
tado federal en el vigésimo sexto distrito electoral del
estado de México, a partir del 30 de abril y hasta el 2 de
julio del año en curso.

• José Luis Velasco Lino, por la que solicitó licencia, por
tiempo indefinido, para separarse de sus funciones co-
mo diputado federal electo en el trigésimo cuarto distri-
to electoral del estado de México, a partir del primero de
mayo del año en curso.

• Guillermina Casique Vences, por la que solicitó licen-
cia, para separarse de sus funciones como diputada fe-



deral electa en el trigésimo sexto distrito electoral del
estado de México, a partir del primero de mayo y hasta
el cinco de julio del año en curso. 

• Filemón Navarro Aguilar, por la que solicitó licencia,
por tiempo indefinido para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en la cuarta circunscrip-
ción plurinominal, a partir de esta fecha.

• Fermín Gerardo Alvarado Arroyo, por la que solicitó
licencia, por tiempo indefinido para separarse de sus
funciones como diputado federal electo en el noveno
distrito electoral de Guerrero, a partir del 30 de abril del
año en curso.

• Laura Arizmendi Campos, por la que solicitó licencia
por tiempo indefinido, para separarse de sus funciones
como diputada federal electa en la cuarta circunscripción
plurinominal, a partir del 28 de abril del año en curso.

En votación económica se aprobaron, Comuníquense.

Se dio cuenta con comunicaciones de la Mesa Directiva:

• Por el que se desechan y archivan las proposiciones
con punto de acuerdo presentadas antes de la entrada en
vigor del Reglamento de la Cámara de Diputados, pen-
dientes de resolución. Intervinieron en contra los dipu-
tados Jaime Fernando Cárdenas Gracia y Porfirio Mu-
ñoz Ledo, ambos del Partido del Trabajo. En votación
económica se aprobó. Comuníquese. Actualícense los
registros parlamentarios.

• Relativo a las iniciativas de ley o decreto cuyo plazo o
prórroga para ser dictaminadas aún no precluye. Intervi-
nieron en contra los diputados Jaime Fernando Cárde-
nas Gracia, y Gerardo Fernández Noroña, ambos del
Partido del Trabajo; Jorge Humberto López-Portillo Ba-
save, Antonio Benítez Lucho y Miguel Ángel García
Granados, del Partido Revolucionario Institucional; En
votación económica se aprobó. Comuníquese. Actualí-
cense los registros parlamentarios.

De la Cámara de Senadores, con la que remite iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos veinti-
nueve y treinta y dos de la Ley del Impuesto Sobre la Ren-
ta, presentada por el senador Fernando Jorge Castro Tren-
ti, del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público para dictamen.

La Secretaría dio lectura a los encabezados de los dictáme-
nes con proyecto de decreto que se encontraban publicados
en la Gaceta Parlamentaria; de las comisiones:

a) Unidas de Derechos Humanos, y de la Función Pública
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y
se adiciona el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabi-
lidades Administrativas de los Servidores Públicos.

b) De Turismo:

• Que reforma los artículos 2, 18 y 19 de la Ley Gene-
ral de Turismo.

• Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General
de Turismo, en materia de turismo de la salud.

• Que reforma el artículo 38 de la Ley General de Tu-
rismo.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Turismo.

De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, la Presidencia co-
municó que se cumplió con la declaratoria de publicidad.

Por solicitud del presidente de la Comisión de Justicia, el
diputado Víctor Humberto Benítez Treviño, la Presidencia
sometió a consideración de la asamblea, diferir la discusión
en lo particular del dictamen con proyecto de decreto de la
Comisión de Justicia, que expide el Código Federal del
Proceso Penal Acusatorio, al término del apartado de dic-
támenes a discusión. En votación económica se autorizó.

Se sometieron a discusión los siguientes dictámenes con
proyecto de decreto de las comisiones:

a) De Justicia:

Que expide la Ley Federal para la Protección a Personas
que Intervienen en el Procedimiento Penal, y se reforma el
artículo 31 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental. Se concedió el uso
de la palabra para fundamentar el dictamen en nombre de
la comisión al diputado Víctor Humberto Benítez Treviño.
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Presidencia del diputado
Balfre Vargas Cortez

Se concedió el uso de la palabra para fijar postura de su
grupo parlamentario el diputado Pedro Vázquez González,
del Partido del Trabajo. Se sometió a discusión en lo gene-
ral e intervino en contra el diputado Jaime Fernando Cár-
denas Gracia, del Partido del Trabajo; y en pro los diputa-
dos Pablo Escudero Morales, del Partido Verde Ecologista
de México, Norma Leticia Salazar Vázquez, del Partido
Acción Nacional; y Dolores de los Ángeles Nazares Jeró-
nimo, del Partido de la Revolución Democrática. En vota-
ción económica se consideró suficientemente discutido, y
en votación nominal se aprobó en lo general y en lo parti-
cular el proyecto de decreto por doscientos ochenta y cin-
co votos a favor; nueve en contra; y tres abstenciones. Pa-
sa al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales.

• Que adiciona y deroga diversas disposiciones del Código
Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, en materia de responsabilidad de las personas mora-
les. Se concedió el uso de la palabra para fundamentar el
dictamen en nombre de la comisión al diputado Víctor
Humberto Benítez Treviño. Se concedió el uso de la pala-
bra para fijar postura de su grupo parlamentario al diputado
Pedro Vázquez González, del Partido del Trabajo. Se so-
metió a discusión en lo general e intervinieron en pro los
diputados Jaime Fernando Cárdenas Gracia y Mario Alber-
to di Costanzo Armenta, ambos del Partido del Trabajo; Is-
rael Madrigal Ceja, del Partido de la Revolución Democrá-
tica; y Nancy González Ulloa, del Partido Acción
Nacional. En votación económica se consideró suficiente-
mente discutido en lo general. El presidente informó a la
asamblea que se han reservado para la discusión en lo par-
ticular los artículos 13 Bis, 13 Ter; 17 Bis, 24 Bis y 50 Ter
del Código Penal. En votación nominal se aprobaron en lo
general y en lo particular los artículos no impugnados del
proyecto de decreto por 295 votos a favor y una absten-
ción. Se sometieron a discusión los artículos reservados. Se
concedió el uso de la palabra al diputado Óscar Arce Pa-
niagua, del Partido Acción Nacional, para presentar sus re-
servas a los artículos 13 Bis, 13 Ter, 17 Bis, 24 Bis, y 50
Ter del Código Penal. En votación económica se consideró
suficientemente discutido en lo particular, de la misma for-
ma se aceptaron las modificaciones propuestas y en vota-
ción nominal se aprobó en lo particular los artículos reser-
vados con las modificaciones aceptadas por la asamblea
por 274 votos a favor, 11 en contra y 6 abstenciones. Se
aprobó en lo general y en lo particular el proyecto de de-
creto por el que se adiciona y deroga diversas disposicio-

nes del Código Penal Federal y del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales, en materia de responsabilidad de las
personas morales. Pasó al Senado para sus efectos consti-
tucionales.

En su oportunidad y desde sus curules realizaron moción
de procedimiento las diputadas María Elena Pérez de Teja-
da Romero y Carmen Margarita Cano Villegas, ambas del
Partido Acción Nacional. El presidente hizo aclaraciones.

Se dio cuenta con comunicación de la diputada Augusta
Valentina Díaz de Rivera Hernández, por la que informa la
reincorporación a sus actividades legislativas. De enterado.
Comuníquese.

La Presidencia informó a la asamblea, que fue recibida una
comunicación de la Junta de Coordinación Política, por la
que solicitó se modifique el orden del día, se dispensen trá-
mites y se sometiera a discusión y votación el dictamen de
las Comisiones Unidas de Derechos Humanos, y de la
Función Pública que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, que adiciona el artículo 8 de la Ley Fe-
deral de las Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos. Intervinieron en relación con la
modificación del orden del día los diputados Jaime Fer-
nando Cárdenas Gracia y Gerardo Fernández Noroña, am-
bos del Partido del Trabajo; y Enoé Margarita Uranga Mu-
ñoz, del Partido de la Revolución Democrática. El
presidente hizo aclaraciones. En votación económica se au-
torizó se modificara el orden del día, y se informó que de
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumplió con la de-
claratoria de publicidad.

En votación económica se autorizó la dispensa de trámites
y se sometió a discusión y votación el dictamen con pro-
yecto de decreto de las Comisiones Unidas de Derechos
Humanos, y de la Función Pública que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos y se adiciona el artícu-
lo 8 de la Ley Federal de las Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos. Se concedió el uso de
la palabra para fundamentar el dictamen en nombre de la
Comisión de la Función Pública al diputado Pablo Escude-
ro Morales. Se sometió a discusión en lo general e intervi-
no en contra el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia,
del Partido del Trabajo, quien aceptó interpelación del
diputado Pablo Escudero Morales, del Partido Verde Eco-
logista de México.



En su oportunidad y desde sus curules el diputado Juan
Carlos Regis Adame, del Partido de la Revolución Demo-
crática, realizó comentarios de diversos temas legislativos,
y el diputado David Hernández Pérez, del Partido Revolu-
cionario Institucional, solicitó una moción de procedimien-
to. El presidente hizo aclaraciones.

En votación económica se consideró suficientemente dis-
cutido, y en votación nominal se aprobó en lo general y en
lo particular el proyecto de decreto por 292 votos a favor,
7 en contra y 2 abstenciones. Pasó al Ejecutivo para sus
efectos constitucionales.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realiza-
ron comentarios de diversos temas legislativos los diputa-
dos Antonio Benítez Lucho, del Partido Revolucionario
Institucional; Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Partido
del Trabajo; José Manuel Marroquín Toledo, del Partido
Acción Nacional; y Pedro Ávila Nevárez, del Partido Re-
volucionario Institucional. El presidente hizo aclaraciones.

Se dio cuenta con oficio de la Mesa Directiva por el que so-
licitó modificación de turno de la minuta con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción vigésima novena-Q al artícu-
lo setenta y tres de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, que se encontraba publicada en la Gace-
ta Parlamentaria. De conformidad con los artículos 73 y 74,
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
modificó el turno. Se turnó a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales para dictamen, y a la Comisión de Justicia para
opinión. Actualícense los registros parlamentarios.

Se recibió oficio de la Cámara de Senadores con el que re-
mite Minuta con proyecto de decreto por el que se estable-
cen las características de la novena moneda de plata con-
memorativa del “Quinto Centenario del Encuentro de Dos
Mundos”. En votación económica se consideró de urgente
resolución y se dispensaron todos los trámites, en conse-
cuencia se sometió a discusión en lo general e intervinieron
en contra los diputados Enoé Margarita Uranga Muñoz, del
Partido de la Revolución Democrática; Mario Alberto di
Costanzo Armenta, quien aceptó interpelación de la dipu-
tada Laura Itzel Castillo Juárez; y Gerardo Fernández No-
roña del Partido del Trabajo, quien aceptó interpelación del
diputado César Francisco Burelo Burelo, del Partido de la
Revolución Democrática. En votación económica se consi-
deró suficientemente discutido, y en votación nominal no
se aprobó en lo general y en lo particular el proyecto de de-
creto por 102 votos a favor, 156 en contra y 25 abstencio-

nes. Se devolvió al Senado, para los efectos de la fracción
e) del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

Desde su curul realizó moción de procedimiento la dipu-
tada Enoé Margarita Uranga Muñoz, del Partido de la Re-
volución Democrática. El presidente hizo aclaraciones.

Se dio cuenta con acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica por el que solicitó se modifique el orden del día, se
dispensen trámites y se someta a discusión y votación el
dictamen de las Comisión Unidas de Derechos Humanos,
y de Justicia que expide la Ley General para prevenir, san-
cionar, y erradicar los Delitos en materia de Trata de Per-
sonas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de
estos delitos, abroga la Ley para prevenir y sancionar la
Trata de Personas; y reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal contra la Delincuencia Organiza-
da, del Código Federal de Procedimientos Penales, del Có-
digo Penal Federal, de la Ley Orgánica del Poder Judicial
de la Federación, de la Ley de la Policía Federal y de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Inter-
vino la diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz, del Parti-
do de la Revolución Democrática. El presidente hizo acla-
raciones. En votación económica se autorizó que se
modificara el orden del día, y se informó que, de confor-
midad con lo que establece el artículo 87 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, se cumplió con la declaratoria
de publicidad.

Presidencia del diputado
Guadalupe Acosta Naranjo

En votación económica se autorizó la dispensa de trámites
y se sometió a discusión y votación el dictamen con proyec-
to de decreto de las Comisión Unidas de Derechos Huma-
nos, y de Justicia que expide la Ley General para prevenir,
sancionar, y erradicar los Delitos en materia de Trata de Per-
sonas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de es-
tos delitos, abroga la Ley para prevenir y sancionar la Trata
de Personas; y reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, del Códi-
go Federal de Procedimientos Penales, del Código Penal
Federal, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración, de la Ley de la Policía Federal y de la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Se concedió el
uso de la palabra para fundamentar el dictamen en nombre
de la comisión a la diputada Diva Hadamira Gastélum Ba-
jo, Comisión de Derechos Humanos.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 201231



Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados32

Desde sus respectivas curules realizaron moción de proce-
dimiento las diputadas Martha Angélica Bernardino Rojas
y Mary Telma Guajardo Villarreal, del Partido de la Revo-
lución Democrática. El presidente hizo aclaraciones.

A las 14 horas con 42 minutos el presidente declaró un

Receso

A las 16 horas con 10 minutos se reanudó la sesión.

El presidente informó a la asamblea que se continuaba con
la discusión del dictamen con proyecto de decreto de las
Comisiones Unidas de Derechos Humanos, y de Justicia
que expide la Ley General para prevenir, sancionar, y erra-
dicar los Delitos en materia de Trata de Personas y para la
Protección y Asistencia a las Víctimas de estos delitos,
abroga la Ley para prevenir y sancionar la Trata de Perso-
nas; y reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada, del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales, del Código Penal Fede-
ral, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
de la Ley de la Policía Federal y de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, e intervinieron en pro
las diputadas Caritina Saénz Vargas, del Partido Verde Eco-
logista de México; Rosi Orozco, del Partido Acción Nacio-
nal, quien aceptó interpelación del diputado Jaime Fernan-
do Cárdenas Gracia, del Partido del Trabajo; y María
Araceli Vázquez Camacho, del Partido de la Revolución
Democrática.

En su oportunidad y desde su curul realizó comentarios so-
bre diversos temas legislativos la diputada Celeste Rosas
Peralta, del Partido Revolucionario Institucional. El presi-
dente hizo aclaraciones.

En votación económica se consideró suficientemente dis-
cutido, y en votación nominal se aprobó en lo general y en
lo particular el proyecto de decreto por unanimidad de 268
votos a favor. Pasó al Ejecutivo para sus efectos constitu-
cionales.

Se sometieron a discusión los siguientes dictámenes con
proyecto de decreto de las comisiones:

a) De Seguridad Social, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley del Seguro Social y de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado. Se concedió el uso de la palabra para fun-
damentar el dictamen en nombre de la comisión a la dipu-

tada Enoé Margarita Uranga Muñoz. Por instrucciones de
la Presidencia, la Secretaría dio lectura a una moción sus-
pensiva presentada por la diputada Ana Elia Paredes Arci-
ga, del Partido Acción Nacional. Se sometió a discusión la
moción suspensiva e intervino en pro la diputada Ana Elia
Paredes Arciga, del Partido Acción Nacional, y en contra la
diputada Martha Angélica Bernardino Rojas, del Partido de
la Revolución Democrática. En votación nominal se acep-
tó a discusión la moción suspensiva por 142 votos a favor,
106 en contra y 5 abstenciones. Se sometió a discusión la
moción suspensiva e intervinieron en contra los diputados
Enoé Margarita Uranga Muñoz, del Partido de la Revolu-
ción Democrática; quien aceptó interpelación de los dipu-
tados Leticia Quezada Contreras, del Partido de la Revolu-
ción Democrática; Porfirio Muñoz Ledo, del Partido del
Trabajo; y Víctor Manuel Castro Cosío, del Partido de la
Revolución Democrática; Jaime Fernando Cárdenas Gra-
cia, del Partido del Trabajo, quien aceptó interpelaciones
de los diputados César Francisco Burelo Burelo, del Parti-
do de la Revolución Democrática; Mario Alberto di Cos-
tanzo Armenta, del Partido del Trabajo; Teresa del Carmen
Incháustegui Romero, del Partido de la Revolución Demo-
crática; Porfirio Muñoz Ledo, Laura Itzel Castillo Juárez y
Gerardo Fernández Noroña, del Partido del Trabajo; y en
pro los diputados David Hernández Pérez, del Partido Re-
volucionario Institucional; Ana Elia Paredes Arciga, quien
aceptó interpelación del diputado Arturo Villaseñor Fer-
nández; y José Gerardo de los Cobos Silva, ambos del Par-
tido Acción Nacional, quien aceptó interpelacion de la
diputada Teresa del Carmen Icháustegui Romero, del Par-
tido de la Revolución Democrática. En votación económi-
ca se desechó la moción suspensiva. Se sometió a discu-
sión en lo general el dictamen e intervino en contra la
diputada Ana Elia Paredes Arciga, quien aceptó interpela-
ción del diputado José Gerardo de los Cobos Silva, ambos
del Partido Acción Nacional. En votación económica se
consideró suficientemente discutido en lo general. 

Desde sus curules realizaron comentarios sobre diversos
temas legislativos los diputados Jorge Venustiano Gonzá-
lez Ilescas, del Partido Revolucionario Institucional y Ga-
briela Cuevas Barron, del Partido Acción Nacional. El pre-
sidente hizo aclaraciones.

El presidente instruyó a la Secretaría abriera el sistema
electrónico para procesar la votación en lo general y en lo
particular el proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley del Seguro Social y de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado.



A las 18 horas con 19 minutos, con un registro de 201 vo-
tos, el presidente informó a la asamblea que no existía quó-
rum y declaró un

Receso

A las 18 horas con 24 minutos se reanudó la sesión.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realiza-
ron comentarios sobre diversos temas legislativos los dipu-
tados Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Partido del
Trabajo; Gabriela Cuevas Barron, del Partido Acción Na-
cional, en dos ocasiones; Agustín Guerrero Castillo, del
Partido de la Revolución Democrática; Jesús Ricardo Enrí-
quez Fuentes, del Partido Revolucionario Institucional; y
Mary Telma Guajardo Villarreal, del Partido de la Revolu-
ción Democrática. El presidente hizo aclaraciones.

El presidente instruyó a la Secretaría abriera el sistema
electrónico para proceder a la votación en lo general y en
lo particular del proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social y de
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado. Con un registro de 244 dipu-
tados, el presidente levantó la sesión por falta de quórum a
las 18 horas con 45 minutos y citó para la próxima que ten-
drá lugar el lunes 30 de abril de 2012 a las diez horas.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: So-
lo vamos a dar la palabra —y entiendan que es la última se-
sión, compañeros y tenemos algunos asuntos que de verdad
creo que a ustedes también y a todos nos urge que salgan,
que se puedan votar—; entonces, vamos a dar solo la pala-
bra, porque es reglamentario en el tema del acta.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Sí,
diputado Gerardo Fernández Noroña, dos minutos, por fa-
vor. Proceda a poner a discusión el acta, para darle la pala-
bra ya en la discusión del acta.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Está a discusión el acta.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Tiene la palabra, ahora sí, el diputado Gerardo Fernández
Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Sí, gracias, diputado, seré muy puntual, es
sobre el acta. Quedó pendiente, porque se había pasado pa-
ra el último punto, no sé cómo está en el orden del día, pe-
ro quedó pendiente lo del Código Penal y al final espero
que éste no se presente.

En el acta no está claro qué tratamiento finalmente se le va
dar a este tema, porque el domingo, en la madrugada, sin
que este código esté funcionando llegaron a hacer una re-
dada en Morelia, Michoacán, en las casas del estudiante;
detuvieron de manera ilegal, sin orden de aprehensión y sin
orden de allanamiento a 196 estudiantes.

Hay diferentes cifras; hay siete lesionados graves y hay un
acto brutal de represión y de violación a derechos y garan-
tías constitucionales de estos jóvenes. Es un hecho muy,
muy grave.

Me parece que inclusive en el transcurso de la sesión esta
soberanía debería de tomar alguna determinación, aunque
supongo que la Permanente lo va a retomar.

El Código Penal justo abría la puerta para que se hicieran
cosas que hizo el represor gobernador de Michoacán, Faus-
to Vallejo, que son totalmente contrarias al marco legal
constitucional y a las garantías establecidas en nuestra Má-
xima Carta, máxima Constitución.

Por lo anterior, pido que se aclare, ya que no está en el ac-
ta y tampoco está muy claro en el orden del día qué va a
pasar con esto del código, y planteo que se formarme una
comisión o se le diera el acuerdo a la Comisión Permanen-
te para que se trasladen a Morelia y se logre además la li-
beración de algunos jóvenes estudiantes, que aún siguen
detenidos. Muchas gracias, diputado presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: El
tema sí está agendado, diputado Noroña, en el punto 58,
porque lo pasamos al final. Diputado Jaime Cárdenas.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, presidente. Dos solicitudes, dos peticiones,
presidente, respecto al acta y al orden del día; la primera
tiene que ver con el fallecimiento, el homicidio a la corres-
ponsal de Veracruz, de la Revista Proceso, Regina Martí-
nez.

Creo que la Cámara de Diputados —ya no estaremos en se-
siones—, en su momento la Comisión Permanente tendrá
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que integrar una comisión de legisladores para investigar y
coadyuvar con los hechos.

Respecto a este caso de la corresponsal fallecida, de Pro-
ceso, Regina Martínez, solicito muy atentamente un minu-
to de silencio, independientemente de lo que se va a pro-
poner en la Comisión Permanente.

La segunda petición, presidente, es de manera muy encare-
cida, presidente, si me puede escuchar un momentito por-
que voy a decirle algo, a ver qué reacción hay de su parte,
presidente, respecto al orden del día. Creo que los temas
domésticos, como la elección de la Mesa Directiva, el
nombramiento o la designación de los compañeros que es-
tarán en la Permanente, ese tema debe de pasar al final,
presidente, porque hay otros temas que son más importan-
tes y apremiantes, como la propia Ley de Víctimas, la le-
gislación en torno a periodistas, el tema de feminicidios y
desde luego, el de lavado de dinero y agregaría los del Dis-
trito Federal, en los que ha insistido la compañera Gabrie-
la Cuevas.

Que esos temas fueran prioritarios y que hasta al final vié-
semos los temas relacionados a la elección de la Mesa Di-
rectiva y la elección de los diputados y diputadas, que su-
ponemos integraremos la Comisión Permanente. Muchas
gracias, presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: El
minuto de silencio está contemplado, lo contempló la Me-
sa Directiva y lo vamos a obsequiar un poco más adelante,
cuando esté en mejores condiciones el pleno para guardar
el minuto de silencio.

Sobre el otro tema, sí quisiera informarle que esa fue la
postura del presidente de la Mesa Directiva; el presidente
de la Mesa Directiva planteó, en la reunión de Mesa previa,
que el primer punto que deberíamos de tratar posterior-
mente a culminar el proceso interrumpido por la falta de
quórum en la sesión pasada era lo de Ley de Víctimas y
luego lo de periodistas y tres, lavado de dinero, y poste-
riormente entrar a la elección de los órganos, pero no fue
compartida la postura del presidente por la mayoría.

Por lo tanto, el presidente, que está convencido de que las
mayorías pueden más que las minorías, se ha allanado a la

decisión, pero qué bueno que lo dice, porque aprovecho pa-
ra plantear que efectivamente esa fue la postura del señor
presidente y la Junta de Coordinación pensó que era más
importante elegir los órganos que comenzar con Ley de
Víctimas.

Por último compañero del PAN, Julio Saldaña, sobre el ac-
ta. Estamos sobre el acta, compañeros; ya paso, ya se votó,
sí, sí pasó y sí se votó. Proceda la Secretaría.

La Secretaria diputada Gloria Romero León: Por ins-
trucciones de la Presidencia, se pregunta si se aprueba el
acta. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayo-
ría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobada el acta.

INICIATIVAS NO DICTAMINADAS 
DENTRO DEL PLAZO REGLAMENTARIO

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Me-
sa Directiva.

Honorable Asamblea:

La Presidencia de la Mesa Directiva, de conformidad con
el artículo 89, numeral 2, fracción III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, informa que las siguientes iniciati-
vas, que no fueron dictaminadas dentro del plazo regla-
mentario, se tienen por desechadas:

1. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Presentada por la diputada Elsa María Martínez Peña
(Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 2082.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

(A las 10:37 horas, por instrucciones de la Presidencia, se cierra el
sistema electrónico de asistencia, con un registro de 332 diputadas y
diputados)



2. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y deroga el artículo 3o. de la Ley para prevenir y
sancionar la Trata de Personas.

Presentada por la diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso
(Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de
Derechos Humanos.

Expediente 1372.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

3. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y se adiciona un artículo 40 Bis y reforma el artí-
culo 85 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas
de la Federación.

Presentada por el diputado Jorge Antonio Kahwagi Ma-
cari (Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de la
Función Pública.

Expediente 1603.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

4. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Presentada por la diputada María del Pilar Torre Cana-
les (Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 2242.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

5. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 28 de la Ley para la Protección de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Presentada por el diputado Jorge Antonio Kahwagi Ma-
cari (Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 2277.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

6. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 10 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Presentada por el diputado Jorge Antonio Kahwagi Ma-
cari (Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 2279.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

7. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Presentada por la diputada Laura Elena Estrada Rodrí-
guez (PAN) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 2298.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

8. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Presentada por el diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas
y suscrita por la diputada Paz Gutiérrez Cortina (PAN)
el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 2466.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.
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9. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 78 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 117 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por la diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso
(Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 2474.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

10. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y reforma y adiciona los artículos 110 y 111
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales.

Presentada por la diputada Elsa María Martínez Peña
(Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de
Gobernación.

Expediente 2934.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

11. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Presentada por la diputada Yolanda del Carmen Montal-
vo López (PAN) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 3319.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

12. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Presentada por el diputado Víctor Alejandro Balderas
Vaquera (PAN) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 3605.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

13. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; del Código Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales y de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal.

Presentada por la diputada Elsa María Martínez Peña
(Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de
Gobernación.

Expediente 3636.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

14. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 65 y 66 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Jorge Antonio Kahwagi Ma-
cari (Nueva Alianza) el 3 de marzo de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 18. 

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

15. Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un se-
gundo párrafo al artículo 116 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por el diputado Antonio Benítez Lucho
(PRI) el 10 de agosto de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 5076.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

16. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 70, la fracción I del artículo 71, los incisos c) y j) del



artículo 72, se adiciona la fracción IV al artículo 73 y la
fracción III al artículo 74 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos

Presentada por el diputado Jorge Humberto López-Por-
tillo Basave (PRI) el 10 de agosto de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 5084.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

17. Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un
apartado C al artículo 102 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Presentada por la diputada María Araceli Vázquez Ca-
macho (PRD) el 10 de agosto de 2011.

Comisión de Puntos Constitucionales.

Expediente 5087.

Vencimiento: 27 de abril de 2012.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2012.— Diputado
Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con el artículo 89, numeral 2, fracción III, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se tienen por de-
sechadas. Archívense los expedientes como asuntos to-
tal y definitivamente concluidos.

COMISIONES LEGISLATIVAS

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 34, inciso
c) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados

Unidos Mexicanos, le pido atentamente se sometan a con-
sideración del Pleno de la Cámara de Diputados, los si-
guientes movimientos solicitados por el Diputado Carlos
Alberto Pérez Cuevas, Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

• Que la diputada María Yolanda Valencia Vales, cause
baja como Secretaria de la Comisión de Radio Televi-
sión y Cinematografía. 

• Que el diputado Rubén Arellano Rodríguez, cause ba-
ja como secretario de la Comisión de Radio Televisión
y Cinematografía. 

• Que la diputada Aranzazu Quintana Padilla, cause ba-
ja como integrante de la Comisión de Radio Televisión
y Cinematografía. 

• Que la diputada María de Jesús Mendoza Sánchez,
cause baja como integrante de la Comisión de Radio Te-
levisión y Cinematografía. 

• Que el diputado Jesús Ramírez Rangel, cause baja co-
mo integrante de la Comisión de Jurisdiccional. 

• Que el diputado Ignacio Téllez González, cause baja
como integrante de la Comisión de Cultura. 

• Que el diputado Francisco Javier Orduño Valdéz cau-
se baja como integrante de la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública. 

• Que el diputado Gustavo Antonio Miguel Ortega Joa-
quín cause baja como integrante de la Comisión de Ma-
rina. 

• Que la diputada Adriana Fuentes Cortés cause baja co-
mo integrante de la Comisión de Defensa Nacional. 

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar. 

Sin otro particular, quedo de usted. 

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, 26 de abril de 2012.— Diputada
Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
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volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 34, inciso
c) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le pido atentamente se sometan a con-
sideración del Pleno de la Cámara de Diputados, los si-
guientes movimientos solicitados por el Diputado Carlos
Alberto Pérez Cuevas, Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

• Que el diputado Jesús Ramírez Rangel, cause alta co-
mo Secretario de la Comisión de Radio Televisión y Ci-
nematografía. 

• Que el diputado Arturo García Portillo, cause alta co-
mo Secretario de la Comisión de Radio Televisión y Ci-
nematografía. 

• Que el diputado Ignacio Téllez González, cause alta
como integrante de la Comisión de Radio Televisión y
Cinematografía. 

• Que el diputado Francisco Javier Orduño Valdéz, cau-
se alta como integrante de la Comisión de Radio Televi-
sión y Cinematografía. 

• Que el diputado Gustavo. Antonio Miguel Ortega Joa-
quín, cause alta como integrante de la Comisión de Ra-
dio Televisión y Cinematografía. 

• Que la diputada Adriana Fuentes Cortés, cause alta co-
mo integrante de la Comisión de Radio Televisión y Ci-
nematografía. 

• Que el diputado Arturo Villaseñor Fernández, cause al-
ta como integrante de la Comisión de Radio Televisión
y Cinematografía. 

• Que el diputada José Luis Vil legas Méndez, cause al-
ta como integrante de la Comisión de Radio Televisión
y Cinematografía. 

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar. 

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, 26 de abril de 2012.— Diputada
Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica).»

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueba. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa favor de manifestarlo,
gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-
gativa favor de manifestarlo, gracias. Diputado presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobados. Comuníquense.

DIPUTADA QUE SE REINCORPORA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 16, numeral
1, del Reglamento de la Cámara de Diputados, solicito mi
reincorporación al cargo de diputada federal de la LXI Le-
gislatura, la cual tendrá efectos a partir del 30 de abril de
2012.

En razón de lo anterior, solicito que dicte sus apreciables
instrucciones para que se realicen los trámites parlamenta-
rios conducentes al respecto.

Agradezco de antemano la atención que sirva prestar a la
presente.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, DF, a 27 de abril de
2012.— Diputada Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
enterado. Comuníquese.



CAMARA DE SENADORES

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicarles que en sesión celebrada en esta
fecha se eligió a los senadores que integrarán la Comisión
Permanente correspondiente al segundo receso del tercer
año de la LXI Legislatura.

Atentamente

México, DF, a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
enterado.

CUENTA DE LA HACIENDA
PUBLICA FEDERAL, 2011

El Secretario diputado Martín García Avilés: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por instrucciones del presidente de la República y en cum-
plimiento de lo dispuesto por el artículo 74, fracción VI de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
me permito enviar: 
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Cuenta de la Hacienda Pública Federal 
Correspondiente al ejercicio fiscal de 2011 

Lo anterior, con fundamento en lo establecido por la frac-
ción XIV, del artículo 27 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, para su análisis respectivo. 

Sin otro particular, reciba un cordial saludo. 

Atentamente 

México, DF, a 27 de abril de 2012.— Licenciado Rubén Alfonso Fer-
nández Aceves (rúbrica), subsecretario.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Documentos referentes a la Cuenta de la Hacienda Pública
Federal de 2011, que con fundamento en lo establecido por
la fracción VI del artículo 74, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en esta fecha se entregan a la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión:

Recibí

México, DF, a 27 de abril de 2012.— Elena Sánchez (rúbrica).»



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Presidencia de la República.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.— Presente. 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 74, fracción
VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, me permito presentar ante esa Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, la Cuenta Pública corres-
pondiente al ejercicio fiscal 2011. 

Reitero a Usted las seguridades de mi más alta considera-
ción. 

México, Distrito Federal, a 27 de abril de 2012.— Felipe de Jesús Cal-
derón Hinojosa (rúbrica), Presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Túr-
nese a las Comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública y
de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación.

Se recibieron cinco oficios con solicitudes de licencia de ciu-
dadanos diputados. Proceda la Secretaría a dar lectura solo a
los puntos de acuerdo y posteriormente ponerlos a votación.

DIPUTADOS QUE SOLICITAN LICENCIA

El Secretario diputado Martín García Avilés: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicentena-
rio de la Independencia.— Centenario de la Revolución.—
LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto me permito solicitar al pleno de esta ho-
norable Cámara de Diputados mi solicitud de licencia por
tiempo indefinido al cargo de diputada federal, de confor-
midad con los artículos 62 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 12 del Reglamento de es-
ta honorable Cámara de Diputados vigente, a partir del 30
de abril de 2012. 

Sin otro particular y para los efectos legales a que haya lu-
gar. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de abril de 2012.— Diputada
Martha Angélica Bernardino Rojas (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, a la
diputada Martha Angélica Bernardino Rojas, para separar-
se de sus funciones como diputada federal electa en la
quinta circunscripción plurinominal, a partir del 30 de abril
del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

El que suscribe, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 62 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, 12 y 13 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, me permito solicitar a usted ponga a considera-
ción de esta honorable asamblea de la Cámara de Diputados
que me sea concedida licencia para separarme del cargo que
vengo desempeñando del 30 de abril al 11 de julio del año
en curso. 

Sin otro particular me despido de usted, no sin antes reite-
rarle la seguridad de mi consideración distinguida. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2012.— Diputado
Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia al diputado José Ignacio Pi-
chardo Lechuga, para separarse de sus funciones como dipu-
tado federal electo en el XXIII distrito electoral del estado de
México, del 30 de abril al 11 de julio del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.
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Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto y de conformidad con los artículos 3,
fracción X, 6, fracción XV, 12, fracción III, 13, y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, me
permito solicitar de la manera más atenta a la Mesa Direc-
tiva de este órgano legislativo, licencia por tiempo indefi-
nido para separarme de mi cargo como diputado federal
electo por el distrito 3 de Sinaloa, con efectos a partir de
hoy 27 de abril del presente año.

Lo expuesto, en virtud de que es de mi interés buscar la
postulación a otro cargo de elección popular.

Por lo anterior, le solicito que en los términos de la norma-
tividad correspondiente una vez verificada la procedencia
de la presente solicitud por esta Mesa Directiva, sea some-
tida a consideración del pleno para su aprobación y se rea-
licen los trámites conducentes a que den lugar para que se
llame a mi suplente.

Sin más por el momento respetuosamente me despido,
agradeciendo de antemano la tención que se sirva dar al
presente escrito.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de abril de 2012.— Diputado
Adolfo Rojo Montoya (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Adolfo Rojo Montoya, para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en la primera circuns-
cripción plurinominal, a partir de esta fecha.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

El que suscribe, con fundamento en lo dispuesto en el artí-
culo 62 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción XVI;
12, numeral 1, fracción III; y 13, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, me permito solicitar li-
cencia por tiempo indefinido a partir del 30 de abril del
presente año, para separarme del cargo que actualmente
desempeño como diputado federal por el distrito electoral
02 del estado de Guerrero. 

Por tal motivo me permito solicitar a usted que gire sus ins-
trucciones a quien corresponda para que se realicen los trá-
mites conducentes al respecto. 

Agradeciendo de antemano el favor de su atención me per-
mito enviarle un cordial saludo.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2012.— Diputado
Omar Jalil Flores Majúl (rúbrica).»

Está a discusión el siguiente punto de acuerdo:

Único. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al dipu-
tado Omar Jalil Flores Majul, para separarse de sus funcio-
nes como diputado federal electo en el II distrito del esta-
do de Guerrero, a partir del 30 de abril del año en curso.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Respetable presidente Acosta Naranjo:

Sirva la presente para enviarle un cordial saludo y al mis-
mo tiempo solicitarle que en alcance a los oficios con fe-
cha 24 y 25 de abril del presente año, dirigidos a la Mesa
Directiva en cual le solicito licencia a mi cargo de diputada
federal sean cancelados al mismo tiempo solicito sea recti-
ficada mi fecha de solicitud, para que surta efecto la licen-
cia a partir del martes 1 de mayo.

Sin más por momento y agradeciendo de antemano la aten-
ción a la presente, le reitero la seguridad de mi más alta y
distinguida consideración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de abril de 2012.— Diputada
Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (rúbrica).»



Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, a la
diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, pa-
ra separarse de sus funciones como diputada federal electa
en la cuarta circunscripción plurinominal, a partir del 1o.
de mayo del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presi-
dente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobados. Comuníquense.

DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se
encuentran a las puertas de este recinto los ciudadanos Ós-
car Ignacio Rangel Miravete, María Zamudio Guzmán, Cé-
sar Augusto Rodríguez Cal y Mayor, Antonino Cayetano
Díaz, Martín Palacios Calderón y María Teresa Álvarez
Vázquez, diputados federales electos en el IX distrito elec-
toral del estado de Guerrero, de la primera, tercera, cuarta
y quinta circunscripción plurinominales; se designa en co-
misión para que los acompañen en el acto de rendir la pro-
testa de ley para entrar en funciones, a las siguientes dipu-
tadas y diputados: diputado Israel Madrigal Ceja, diputada
María Florentina Oceguera Silva, diputada Celia García
Ayala, diputado Luis Hernández Cruz y diputado Pedro
Vázquez González.

El Secretario diputado Martín García Avilés: Se pide a
la comisión cumplir con este encargo.

(La comisión cumple su encargo)

Se invita a los presentes a ponerse de pie.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Ciudadanos Óscar Ignacio Rangel Miravete, María Zamu-
dio Guzmán, César Augusto Rodríguez Cal y Mayor, An-
tonino Cayetano Díaz, Martín Palacios Calderón y María
Teresa Álvarez Vázquez, ¿protestan guardar y hacer guar-

dar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y las leyes que de ella emanen, y desempeñar leal y
patrióticamente el cargo de diputados que el pueblo les ha
conferido, mirando en todo por el bien y la prosperidad de
la Unión?

Los ciudadanos María Teresa Álvarez Vázquez, María
Zamudio Guzmán, Antonino Cayetano Díaz, Martín
Palacios Calderón, Óscar Ignacio Rangel Miravete y
César Augusto Rodríguez Cal y Mayor: Sí protesto.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Sí
así no lo hicieran, que la nación se los demande. Sean
bienvenidos, compañeros y compañeras diputadas. 

Continúe la Secretaría, por favor.

LEY SOBRE EL ESCUDO, 
LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se adicionan dos párrafos al inciso a) del artículo 18 de
la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales.

Atentamente

México, DF, a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se adicionan dos párrafos al inciso a) del ar-
tículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el
Himno Nacionales. 

Artículo Único. Se adiciona una fecha conmemorativa y
se reforma el motivo de la fecha conmemorativa del 6 de
noviembre del inciso a) del artículo 18 de la Ley sobre el
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Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, para quedar
como sigue: 

Artículo 18. En los términos del artículo 15 de esta ley, la
Bandera Nacional deberá izarse: 

a) A toda asta en las siguientes fechas y conmemoracio-
nes: 

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

13 de septiembre: 

“Congreso de Anáhuac de 1813, Primer Constitu-
yente de la Nación Mexicana”. 

14 de septiembre: 

Incorporación del estado de Chiapas al Pacto Fede-
ral.

15 de septiembre: 

Conmemoración del Grito de Independencia.

16 de septiembre: 

Aniversario del inicio de la Independencia de Méxi-
co, en 1810.

27 de septiembre: 

Aniversario de la Consumación de la Independencia,
en 1821.

30 de septiembre: 

Aniversario del nacimiento de José María Morelos,
en 1765.

12 de octubre: 

“Día de la Raza” y Aniversario del Descubrimiento
de América, en 1492.

22 de octubre: 

Aniversario de la constitución del Ejército Insurgen-
te Libertador, en 1810.

23 de octubre: 

“Día Nacional de la Aviación”.

24 de octubre: 

“Día de las Naciones Unidas”.

30 de octubre: 



“Aniversario del nacimiento de Francisco I. Madero,
en 1873”.

1o de noviembre: (Derogado) 

6 de noviembre: 

“Conmemoración de la promulgación del Acta So-
lemne de la Declaratoria de Independencia de la
América Septentrional por el Primer Congreso de
Anáhuac, sancionada en el Palacio de Chilpancingo,
en 1813”. 

20 de noviembre: 

Aniversario del inicio de la Revolución Mexicana,
en 1910.

23 de noviembre: 

“Día de la Armada de México”. 

29 de diciembre: 

Aniversario del nacimiento de Venustiano Carranza,
en 1859. 

Los días de clausura de los periodos de sesiones or-
dinarias del Congreso de la Unión.

b). ... 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan a lo establecido en el presente decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Gobernación, para su dicta-
men.

ESTATUTO DE GOBIERNO 
DEL DISTRITO FEDERAL

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción II del artículo 46 del Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal. 

Atentamente

México, DF, a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforma la fracción II del artículo 46 del
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal

Artículo Único.

Se reforma la fracción II del artículo 46 del Estatuto de Go-
bierno del Distrito Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 46. ...

I. ... 

II. Al Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal,
en todo lo relacionado con la organización y funciona-
miento de la administración de justicia;

III. y IV. ... 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. Posterior a la aprobación de la presente reforma
y a la entrada en vigor del decreto, la Asamblea Legislati-
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va del Distrito Federal deberá promover las reformas con-
ducentes a la Ley Orgánica y al Reglamento para el Go-
bierno Interior de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, dentro de los 90 días posteriores, a efecto de realizar
las modificaciones correspondientes. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión del Distrito Federal, para su dic-
tamen.

CODIGO DE COMERCIO

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones del Código de Co-
mercio. 

México, DF, a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman diversas disposiciones del Códi-
go de Comercio. 

Artículo Primero. Se reforma el artículo 75, fracción
XXV, la denominación del título sexto del libro segundo
del Código de Comercio; y se adicionan las fracciones
XXVI, XXVII y XXVIII al artículo 75; un capítulo V de-
nominado Del Suministro; los artículos 395, 396, 397, 398
y 399; un capítulo VI denominado de la Distribución; los
artículos 400, 401, 402, 403, 404, 405 y 406; un capítulo
VII, De la Franquicia; los artículos 407, 408, 409, 410, 411,

412, 413 y 414, todos del Código de Comercio, para que-
dar como sigue: 

Artículo 75. La ley reputa actos de comercio: 

I. a XXIV. ... 

XXV. Las operaciones de suministro; 

XXVI. Las operaciones de distribución; 

XXVII. Los contratos de franquicia de prestación de
bienes o servicios; 

XXVIII. Cualesquiera otros actos de naturaleza análoga
a los expresados en este Código. 

Titulo Sexto 
De la Compraventa y Permuta Mercantiles, 

de la Cesión de Créditos Comerciales, 
de la Consignación Mercantil, del Suministro, 

de la Distribución y de la Franquicia 

Capítulo V
Del Suministro 

Artículo 395. Se reputa mercantil el contrato de suminis-
tro cuando una parte denominada proveedor o suministra-
dor este obligado a cambio de una contra prestación, a
cumplir a favor de otra parte denominada suministrada o
consumidor, prestaciones periódicas o continuas de pro-
ductos o servicios. 

Artículo 396. Las prestaciones a cargo del proveedor po-
drán ser periódicas o continuas. En caso de que las partes
contratantes hayan omitido o no fijaron la cantidad deter-
minada para cada prestación, se aplicarán las siguientes
disposiciones: 

I. Si las partes han fijado un límite máximo y uno míni-
mo para el total del suministro o para cada prestación,
corresponderá al consumidor determinar la cuantía del
suministro; 

II. Si las partes han fijado solamente un límite máximo
corresponderá al consumidor determinar la cuantía, sin
exceder dicho máximo; 

III. Si las partes contratantes se remiten a la capacidad
de consumo o a las necesidades ordinarias, el consumi-



dor podrá determinar las cantidades que su capacidad de
consumo le impongan. 

Artículo 397. El consumidor deberá pagar el precio de la
cuantía que se le haya suministrado en los términos y pla-
zos convenidos. A falta de convenio las partes aceptaran el
precio que los productos o servicios suministrados tengan
una vez recibida la prestación y en proporción a su cuantía.
Si el suministro es de carácter continuo el precio se pagara
por mes corriente. 

Artículo 398. Si las partes contratantes establecieron plazo
para cada prestación éste no podrá ser modificado de ma-
nera unilateral por cualquiera de las partes. 

En caso de que no se hubiese fijado plazo para el suminis-
tro, el suministrador estará obligado a dar aviso con cinco
días de anticipación a la otra parte,  respecto de la fecha en
que debe cumplirse la correspondiente prestación. Si se ha
pactado la entrega el consumidor no estará obligado a reci-
birlo fuera de ello. 

Artículo 399. Son causas de terminación del contrato de
suministro: 

I. El incumplimiento de las obligaciones de alguna de
las partes contratantes; independientemente de los da-
ños y perjuicios que pudiese ocasionar el incumpli-
miento; 

II. La ejecución total de las obligaciones derivadas del
contrato. 

Si en el contrato no se hubiere estipulado la duración total
del suministro, cualquiera de las partes contratantes podrá
dar por terminado el contrato de referencia, debiendo noti-
ficarse dicha situación con un término no mayor de sesen-
ta días. 

Capítulo VI 
De la Distribución 

Artículo 400. Se reputa mercantil el contrato de distribu-
ción cuando una persona denominada fabricante le otorga
el derecho a otra persona denominada distribuidor, de ad-
quirir, comercializar y revender los productos de aquellos,
ya sea por su propia cuenta y en nombre propio o en las
condiciones que le señale el fabricante. 

Para los efectos de este capítulo cuando se utilice el térmi-
no de distribuidor principal, se entenderá aquel distribuidor
que tiene celebrado de manera primigenia un contrato de
distribución con el fabricante, quien le permite celebrar a
su vez contratos de distribución con terceros en un territo-
rio determinado y en las condiciones que se le han autori-
zado. 

Artículo 401. La duración determinada del contrato de dis-
tribución será fijada por las partes de común acuerdo. 

Artículo 402. El distribuidor principal para celebrar un
contrato de distribución deberá acreditar que cuenta con la
autorización del fabricante para la celebración del mismo
en la zona geográfica. 

Artículo 403. En caso de que el fabricante cuente con una
marca o signo que distinga sus productos, otorgará licencia
de uso de marca en los términos de la Ley de la Propiedad
Industrial. 

Artículo 404. El distribuidor principal está obligado: 

I. Adquirir los productos o mercancías del fabricante,
mismas que tiene la obligación de comercializar; 

II. Usar la marca, según sea el caso, en los términos de
la licencia respectiva; 

III. Seguir todo lo especificado sobre el proceso de re-
venta o comercialización de los productos o mercancías
del fabricante, si se ha estipulado en el contrato;

IV. Pagar el precio acordado en el contrato o el que le
indique el fabricante al momento en que se le entreguen
los productos materia de la distribución; 

V. No variar y respetar las condiciones del precio de re-
venta al consumidor final, según la lista que le otorgue
el fabricante; 

VI. Respetar la cláusula de exclusividad. 

Artículo 405. El fabricante está obligado: 

I. Entregar al distribuidor los productos en los plazos es-
tablecidos en el contrato, a fin de que éste último pueda
realizar la comercialización o reventa. 
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II. Otorgar al distribuidor garantía sobre los productos o
mercancías que se le vendan, haciéndose extensiva di-
cha garantía y sin necesidad de cláusula especial al con-
sumidor final. 

III. Mantener su imagen y marca en un estándar de cali-
dad y posicionamiento. 

IV. Respetar, en su caso, la cláusula de exclusividad. 

Artículo 406. El contrato de distribución termina por: 

I. El cumplimiento del plazo fijado en el contrato; 

II. Mediante convenio expreso de las partes; 

III. Incumplimiento de las obligaciones por alguna de
las partes contratantes en los términos de los artículos
404 y 405 de este Código. 

Si el contrato fue por tiempo indeterminado, y las partes
contratantes desean darlo por terminado, se obligan a comu-
nicar dicha decisión con una anticipación de sesenta días. 

Capítulo VII 
De la Franquicia

Artículo 407. Existirá franquicia, cuando con la licencia de
uso de una o más marcas, otorgada por escrito, se transmi-
tan conocimientos técnicos o se proporcione asistencia téc-
nica, para que la persona a quien se le concede pueda pro-
ducir o vender bienes o prestar servicios de manera
uniforme y con los métodos operativos, comerciales y ad-
ministrativos establecidos por el titular de la marca o por
un licenciatario facultado a sublicienciar o franquiciar, ten-
dentes a mantener la calidad, prestigio e imagen de los pro-
ductos o servicios a los que ésta distingue. 

La marca o marcas vinculadas a la franquicia deberán dis-
tinguir precisamente los productos o servicios relacionados
con el giro principal o preponderante de la franquicia con-
forme a la clasificación prevista en la Ley de la Propiedad
Industrial y su Reglamento, para tal efecto. 

Para la inscripción del contrato de franquicia serán aplica-
bles las disposiciones previstas para las licencias de marcas
en términos de la Ley de la Propiedad Industrial y su Re-
glamento. La inscripción de la franquicia en los términos
precisados producirá efectos en perjuicio de terceros. Y para
los casos de nulidad en lo no previsto se aplicarán supleto-

riamente las disposiciones contenidas en el Código Civil
Federal de aplicación supletoria al de la materia. 

Artículo 408. Para los efectos de este Código, el titular de
la franquicia deberá proporcionar a los interesados con por
lo menos veinte días naturales a la celebración del contra-
to de franquicia, por lo menos, la siguiente información
técnica, económica y financiera: 

I. Nombre, denominación o razón social, domicilio y
nacionalidad del franquiciante; 

II. Descripción de la franquicia; 

III. Antigüedad de la empresa franquiciante de origen y,
en su caso, franquiciante maestro en el negocio objeto
de la franquicia; 

IV. Derechos de propiedad intelectual que involucra la
franquicia; 

V. Montos y conceptos de los pagos que el franquiciata-
rio debe cubrir al franquiciante; 

VI. Tipos de asistencia técnica y servicios que el fran-
quiciante debe proporcionar al franquiciatario; 

VII. Definición de la zona territorial de operación de la
negociación que explote la franquicia, debiendo señalar
si el franquiciante se reserva o no la facultad de modifi-
car la zona territorial que conceda al franquiciatario y
bajo cuáles condiciones; 

VIII. Derecho del franquiciatario a conceder o no sub-
franquicias a terceros y, en su caso, los requisitos que
deba cubrir para hacerlo; 

IX. Obligaciones del franquiciatario respecto de la in-
formación de tipo confidencial que le proporcione el
franquiciante; 

X. Señalar si es requisito que el franquiciatario o algu-
no de sus socios participe de forma directa en la opera-
ción y administración de la franquicia; 

XI. Señalar claramente las obligaciones del franquicia-
tario a la terminación del contrato de franquicia, parti-
cularmente por lo que hace a conocimientos y asisten-
cia técnica transmitidos durante la vigencia del
contrato, secretos industriales a los que tuvo acceso, así



como respecto a las obligaciones de no competencia
previstas en el contrato de franquicia; 

XII. Proporcionar un listado de los franquiciatarios que
formen parte de la red de franquicias y de aquellos que
han dejado de serio durante el año anterior; 

XII. En general las obligaciones y derechos del franqui-
ciatario que deriven de la celebración del contrato de
franquicia, debiendo para tal efecto proporcionar el tex-
to completo del contrato y sus anexos, incluyendo cual-
quier otro contrato vinculado con el sistema de franqui-
cias del franquiciante. 

La falta de entrega de la información a que se refiere el pá-
rrafo anterior dará derecho al franquiciatario, además de
exigir la nulidad del contrato, a demandar el pago de los
daños y perjuicios que se le hayan ocasionado al franqui-
cia, siempre y cuando ejercite su acción dentro de los pri-
meros seis meses contados a partir de la fecha de firma del
contrato de franquicia, de lo contrario se entenderá conva-
lidado dicho requisito. 

En tratándose de la entrega parcial de información y la fal-
sedad, procederá la nulidad, siempre que la información
falsa o aquella omitida recaiga en el motivo determinante
de la voluntad del franquiciatario para la firma del contra-
to. 

Artículo 409. El contrato de franquicia deberá constar por
escrito y deberá contener, cuando menos, los siguientes re-
quisitos: 

I. La zona geográfica en la que el franquiciatario ejerce-
rá las actividades objeto del contrato, siempre y cuando
exista limitación o exclusividad territorial; 

II. Las obligaciones relacionadas con las acciones de pu-
blicidad que deberá realizar el franquiciatario tanto a ni-
vel local como a nivel nacional en su caso; 

III. Las contraprestaciones a cargo de las partes en los
términos convenidos en el contrato; 

IV. Las obligaciones relacionadas con los acuerdos que
deberá suscribir el franquiciatario con los proveedores
de la franquicia, siendo que la asignación de proveedo-
res exclusivos únicamente será justificada cuando el
modelo de negocio requiera de las características espe-
cíficas de proveedores de productos o servicios a efecto

de mantener la estandarización de su sistema de fran-
quicias; 

V. Los derechos y obligaciones relacionados con la ca-
pacitación del franquiciatario, así como de la asistencia
y soporte continuos en su caso; 

VI. Establecer los términos y condiciones para subfran-
quiciar, en caso de que las partes así lo convengan; 

VII. Las causales para la terminación del contrato de
franquicia; 

VIII. No existirá obligación del franquiciatario de ena-
jenar sus activos al franquiciante o a quien éste designe
al término del contrato, salvo pacto en contrario; 

IX. No existirá obligación del franquiciatario de enaje-
nar o transmitir al franquiciante en ningún momento, las
acciones de su sociedad o hacerlo socio de la misma,
salvo pacto en contrario; 

X. La obligación del franquiciante de mantener vigentes
la marca o marcas licenciados a través del contrato de
franquicia; y 

XI. Los demás derechos y obligaciones que las partes
pacten de común acuerdo en el contrato respectivo. 

Artículo 410. El franquiciante podrá tener injerencia en la
organización y funcionamiento del franquiciatario, única-
mente para garantizar la observancia de los estándares de
operación, comercialización, administración y de imagen
de la franquicia conforme .a lo establecido en el contrato,
pudiendo requerir incluso los informes y reportes que con-
sidere convenientes e incluso realizar visitas al franquicia-
tario y su establecimiento para tal efecto. 

No se considerará que el franquiciante tenga injerencia en
casos de fusión, escisión, transformación, modificación de
estatutos, transmisión o gravamen de partes sociales o ac-
ciones del franquiciatario, cuando con ello se modifiquen
las características personales del franquiciatario que hayan
sido previstas en el contrato respectivo como determinante
de la voluntad del franquiciante para la celebración del
contrato con dicho franquiciatario. 

Artículo 411. El franquiciatario deberá guardar durante la
vigencia del contrato y, una vez terminado éste, la confi-
dencialidad sobre la información técnica, operativa y fi-
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nanciera de la que haya tenido conocimiento, en virtud de
las operaciones y actividades celebradas durante la vigen-
cia de la relación contractual en los términos en que sea es-
tablecido por las partes en el contrato respectivo, ya sea
que éste le hubiera sido revelada por el franquiciante o en
general por cualquier tercero relacionado con la franquicia.
Para el caso de que la información confidencial pueda ser
considerada como un secreto industrial, se aplicarán sin
perjuicio de lo aquí previsto las disposiciones contenidas
en la Ley de la Propiedad Industrial. 

El franquiciatario deberá tomar las medidas precautorias
necesarias para garantizar la confidencialidad de la infor-
mación que le haya sido proporcionada derivado de la ce-
lebración del contrato de franquicia y de la cual haya sido
prevenido expresamente sobre su confidencialidad. 

Artículo 412.Para el caso de que el franquiciatario llegue
a desarrollar innovaciones a partir de la información técni-
ca, operativa y financiera que haya sido revelada por el
franquiciante durante la vigencia del contrato respectivo,
se presumirá como causahabiente al franquiciante y por
tanto corresponderá a este la titularidad de la invención,
modelo de utilidad, diseño industrial o cualquier derecho
que pudiera generarse, correspondiendo entonces al fran-
quiciante el derecho exclusivo de su explotación en su pro-
vecho, por si o por terceros con su consentimiento, para lo
cual este último deberá cumplir con las formalidades de re-
gistro o protección que le exijan las Leyes aplicables. 

Artículo 413. El contrato de franquicia termina o puede
terminar por las siguientes causales: 

I. Cumplimiento de su vigencia; 

II. Mutuo acuerdo de las partes; 

III. Nulidad; 

IV. Rescisión; 

V. Pérdida de los derechos de la marca licenciada a tra-
vés de la franquicia; y 

VI. Aquellas que puedan derivar de este Código. 

Para que el franquiciatario o el franquiciante puedan dar
por terminado anticipadamente el contrato, ya sea que esto
suceda por mutuo acuerdo o por rescisión, deberán ajustar-

se a las causas y procedimientos convenidos en el contrato
o de aquellas que puedan derivar de este Código. 

En caso de actualizarse las fracciones III y V de este artí-
culo, dará lugar al pago de las penas convencionales que
hubieran pactado en el contrato, o en su lugar a las indem-
nizaciones por los daños y perjuicios causados por la parte
responsable. 

Artículo 414. A la terminación del contrato de franquicia,
por cumplimiento de su vigencia, por mutuo acuerdo de las
partes o por rescisión motivada por el franquiciatario, el
franquiciatario deberá: 

I. Pagar al franquiciante, todos los pagos pendientes por
cualquier concepto. Por lo que la terminación del con-
trato no extinguirá la acción de demandar las contra
prestaciones pendientes de pago a favor del franqui-
ciante, salvo pacto en contrario; 

II. Dejar de utilizar inmediatamente las marcas vincu-
ladas con la franquicia, sin perjuicio de los demás de-
rechos de propiedad industrial relacionados con la
misma y que de igual forma hubieran sido licenciados
al franquiciatario de forma expresa o tácita; 

III. Dejar de utilizar inmediatamente la Imagen de la
franquicia, debiendo entender por la imagen el conjunto
de elementos característicos, decorativos, mobiliario y
en general cualquier otro que identifiquen al estableci-
miento como parte de la red de franquicias del franqui-
ciante; 

IV. Observar y cumplir con las cláusulas o pactos de no
competir en caso de que hubieren sido previstas en el
contrato de franquicia; 

V. Dejar de ostentarse como franquiciatario, debiendo
retirar de inmediato, cualquier marca, logotipo, anuncio,
publicidad que lo identifique con tal carácter; 

VI. Cualquier otra que se derive del contrato suscrito
por las partes. 

La falta de cumplimiento de las disposiciones previstas en
esta cláusula se sancionará con las penas convencionales
pactadas o a falta de estas con el pago de los daños y per-
juicios que su incumplimiento origine en perjuicio del fran-
quiciante. 



Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. Se derogan los artículos 142, 142 Bis, 142 Bis 1,
142 Bis 2, 142 Bis 3 y la fracción XXV del artículo 213 de
la Ley de la Propiedad Industrial, el artículo 65 del Regla-
mento de la Ley de la Propiedad Industrial, así como todas
las disposiciones legales que se opongan al presente decre-
to. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Economía, para dictamen.

AÑO DEL BICENTENARIO DEL CONGRESO 
DE ANAHUAC Y LA PROCLAMACION DE 

LOS SENTIMIENTOS DE LA NACION

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se declara al año 2013 como “Año del Bicentenario del
Congreso de Anáhuac y la Proclamación de los Sentimien-
tos de la Nación” y se crea la Comisión Especial de dicha
conmemoración; SE autoriza la emisión de una moneda
conmemorativa a los 200 años del “Congreso de Anáhuac
de 1813, Primer Constituyente de la Nación Mexicana”.

Atentamente

México, DF, a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se declara al año 2013 como año del bicente-
nario del Congreso de Anáhuac y la proclamación de
los Sentimientos de la Nación, y se autoriza la emisión
de una moneda conmemorativa del bicentenario del
Congreso de Anáhuac

Artículo Único. Se declara al año 2013 como año del bi-
centenario del Congreso de Anáhuac y la proclamación de
los Sentimientos de la Nación.

Artículo Primero. El honorable Congreso de la Unión de-
clara al año 2013 como “Año del Bicentenario del Congre-
so de Anáhuac y de la Proclamación de los Sentimientos de
la Nación”.

Artículo Segundo. Los tres poderes de la Unión celebra-
rán los 200 años de la instalación del Primer Congreso de
Anáhuac y de la proclamación de los Sentimientos de la
Nación, el 13 de septiembre en la ciudad de Chilpancingo
de los Bravo, en el estado de Guerrero. En todos los esta-
dos de la república y en el Distrito Federal se realizarán
conmemoraciones en las que se destaque la importancia de
dichos eventos históricos.

Artículo Tercero. Se crea la Comisión Especial para la
conmemoración del bicentenario del Congreso de Anáhuac
y de la proclamación de los Sentimientos de la Nación, que
será la responsable del desarrollo de un programa de acti-
vidades cívicas que contenga la realización de eventos, ac-
ciones, expresiones, homenajes, conmemoraciones en
Guerrero y el resto de las entidades federativas, para lle-
varse a cabo desde la entrada en vigor del presente decreto
y hasta el último día del año 2013.

Artículo Cuarto. La comisión tendrá la responsabilidad de
exaltar la importancia histórica del Congreso de Anáhuac y
de la proclamación de los Sentimientos de la Nación en el
surgimiento de nuestra nación, del Congreso de la Unión y
su influencia en la actual Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Artículo Quinto. La Comisión Especial estará integrada
por el número de senadores que así lo determine la Junta de
Coordinación Política y de forma proporcional a la repre-
sentación de cada una de los grupos parlamentarias en el
Senado de la República. Integrará a los presidentes de las
Cámaras de Diputados y Senadores, o a quien éstos desig-
nen, quienes fungirán como secretarios de la comisión.
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Artículo Sexto. El programa de actividades cívicas deberá
definir:

a) Organizar, impulsar, coadyuvar y dar seguimiento a
todas las actividades conmemorativas, divulgación, edi-
ción y cualquier otra actividad que deberá realizarse en
el estado de Guerrero y en el resto de los estados de la
república.

b) Coordinar sus actividades con la colegisladora, las
dependencias del Ejecutivo federal, el Poder Judicial de
la federación, el gobierno de Guerrero y el Congreso lo-
cal la organización de diferentes eventos cívicos, acadé-
micos y culturales en el marco de los festejos del bicen-
tenario del Congreso de Anáhuac y la proclamación de
los Sentimientos de la Nación por el generalísimo José
María Morelos y Pavón.

c) Coordinar actividades con el gobierno del estado de
Guerrero y el municipio de Chilpancingo, para la reali-
zación de actos cívicos del Senado de la República rela-
cionados con el bicentenario del Congreso de Anáhuac;

d) Coadyuvar con la Mesa Directiva del Senado de la
República para convocar a los Poderes de la Unión a la
celebración de los 200 años de la instalación del Primer
Congreso de Anáhuac y de la proclamación de los Senti-
mientos de la Nación, el 13 de septiembre de 2013, con
una sesión solemne en la ciudad de Chilpancingo de los
Bravo, en Guerrero.

e) Realizar una convocatoria pública para seleccionar
una propuesta para una moneda conmemorativa con
motivo del bicentenario del Congreso de Anáhuac y la
proclamación de los Sentimientos de la Nación.

f) Promover y compilar en una memoria colectiva de to-
dos los estudios, investigaciones históricas, estudios le-
gislativos y constitucionales sobre la influencia del
Congreso de Anáhuac para la historia nacional y las ins-
tituciones actuales del Estado mexicano. Para el cum-
plimiento de dicho objetivo la Comisión Especial esta-
blecerá una mesa de trabajo permanente con las
asociaciones de historia, académicos, legisladores y or-
ganizaciones de la sociedad civil a nivel nacional y en el
Estado de Guerrero. 

g) Todas aquellas actividades que establezca la Junta de
Coordinación Política.

Artículo Séptimo. La Comisión Especial en coordinación
con los gobiernos y congresos locales establecerá un ca-
lendario cívico para honrar a los diputados integrantes del
Congreso de Anáhuac: Ignacio López Rayón, por la provin-
cia de Nueva Galicia; José Sixto Verduzco, por la provincia
de Michoacán; José María Liceaga, por la provincia de Gua-
najuato; Andrés Quintana Roo, por la provincia de Puebla;
Carlos María Bustamante, por la provincia de México; José
María de Cos, por la provincia de Zacatecas; Cornelio Ortiz
Zárate, por la provincia de Tlaxcala; José María Murguía,
por la provincia de Oaxaca; José Manuel de Herrera, dipu-
tado por la provincia de Técpan, y Carlos Enríquez del Cas-
tillo quien fungió como secretario del Congreso.

Artículo Octavo. La Comisión Especial expedirá su regla-
mento interno y contará con los recursos presupuéstales,
humanos y técnicos necesarios para la realización de sus
atribuciones, de conformidad con la normatividad aplica-
ble de la Cámara de Senadores.

Artículo Noveno. Se autoriza la emisión de una moneda
conmemorativa a los 200 años del “Congreso de Anáhuac
de 1813, Primer Constituyente de la Nación Mexicana”, de
conformidad con lo dispuesto por el inciso c) del artículo 2
de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, con
las características que a continuación se señalan: 

Moneda con contenido de una onza troy de plata pura por
pieza.

a) Valor nominal: Diez pesos.

b) Forma: Circular.

c) Diámetro: 40,0 mm (cuarenta milímetros)

d) Ley: 0,999 (novecientos noventa y nueve milésimos)
de plata, 

e) Peso: 31.103 q, (treinta y un gramos ciento tres mili-
gramos) equivalente a 1 (una) onza troy de plata pura, 

f) Contenido: 1 (una) onza troy de plata pura, 

g) Tolerancia en Ley: 0,001 (un milésimo) en más o en
menos, 

h) Tolerancia en peso: Por unidad, 0,175 g, (ciento se-
tenta y cinco miligramos); por conjunto de mil piezas,
19, (un gramo), ambas en más o en menos, 



i) Canto: Estriado continuo, 

j) Cuños:

Anverso: El Escudo Nacional en relieve escultórico,
en semicírculo superior la leyenda “Estados Unidos
Mexicanos”, el marco liso.

Reverso: El motivo de esta moneda será el que, de
conformidad con el artículo Segundo Transitorio del
presente Decreto, apruebe el Banco de México a
propuesta de la Comisión Especial para el desarrollo
de los festejos del bicentenario del Congreso de
Anáhuac, dicho motivo deberá referirse al papel que
representa para la nación mexicana y para el Con-
greso de la Unión la realización del “Congreso de
Anáhuac de 1813, Primer Constituyente de la Na-
ción Mexicana”.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración, 

Segundo. La Comisión Especial para la conmemoración
del “Bicentenario del Congreso de Anáhuac y de la Procla-
mación de los Sentimientos de la Nación” deberá quedar
instalada durante los veinte días siguientes a la entrada en
vigor del presente Decreto.

Tercero. A la publicación del presente decreto, la Comi-
sión Especial para la conmemoración del Bicentenario del
Congreso de Anáhuac y de la Proclamación de los Senti-
mientos de la Nación, contará con un plazo no mayor a 90
días hábiles para expedir su reglamento interno.

Cuarto. A la publicación del presente decreto, la Comisión
Especial para la conmemoración del bicentenario del Con-
greso de Anáhuac y de la proclamación de los Sentimien-
tos de la Nación, contará con un plazo no mayor a 180 dí-
as hábiles para publicar el programa de actividades cívicas.

Quinto. La Comisión Especial para la conmemoración del
bicentenario del Congreso de Anáhuac y de la proclama-
ción de los Sentimientos de la Nación, cesará en sus fun-
ciones el 31 de diciembre del 2013.

Sexto. La Comisión Especial para el desarrollo de los fes-
tejos del bicentenario del Congreso de Anáhuac enviará al

Banco de México el diseño del motivo que se contendrá en
el reverso de la moneda a que se refiere el artículo segun-
do del presente Decreto, a más tardar dentro de los 30 días
naturales posteriores a la entrada en vigor del presente de-
creto. 

La moneda a que se refiere el artículo único de este Decre-
to podrá comenzar a acuñarse a los 60 días naturales pos-
teriores a la fecha límite de entrega del diseño señalado en
el párrafo primero del presente artículo.

Séptimo. La Casa de Moneda de México deberá realizar
los ajustes técnicos que se requieran para que el motivo que
proponga la Comisión Especial para la conmemoración del
bicentenario del Congreso de Anáhuac y de la proclama-
ción de los Sentimientos de la Nación, pueda ser utilizado
en el reverso de la moneda conmemorativa. En todo caso,
los ajustes técnicos que se realicen en los términos de este
artículo deberán ser acordes con las características esencia-
les del motivo propuesto.

Octavo. Corresponderá al Banco de México cualquier de-
recho de propiedad industrial o intelectual derivado del di-
seño de acuñación de la moneda.

Noveno. La aprobación que realice el Banco de México
respecto del diseño del reverso de la moneda a que se re-
fiere el artículo segundo del presente decreto, será publica-
da en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Gobernación y de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.
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Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto por el se refor-
man y adicionan diversas disposiciones de la Ley General
de Sociedades Mercantiles. 

Atentamente

México, DF, a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

Artículo Único. Se reforman el primer párrafo del artículo
58; el primer párrafo del artículo 87; y los artículos 89 y
229;  se adiciona un último párrafo al artículo 1; dos párra-
fos al artículo 58 y dos párrafos al artículo 87, todos de la
Ley General de Sociedades Mercantiles, para quedar como
sigue: 

Artículo 1o. ... 

I. a VI. ... 
…

Sociedad unipersonal es aquella de responsabilidad limita-
da o anónima, en cuyo capital participa un solo socio. 

Artículo 58. Sociedad de responsabilidad limitada es la
que se constituye por uno o más socios que solamente es-
tán obligados al pago de sus aportaciones, sin que las par-
tes sociales puedan estar representadas por títulos negocia-
bles, a la orden o al portador, pues sólo serán cedibles en
los casos y con los requisitos que establece la presente ley. 

Todas las disposiciones de este capítulo, que hacen referen-
cia a “socios” o “miembros”, se entenderán aplicables res-
pecto del socio único. Aquellas que hagan referencia a “con-
trato social”, se entenderán aplicables al acta constitutiva. 

A las sociedades integradas por un solo socio, les serán
aplicables las disposiciones de este capítulo, salvo por lo
que se refiere al régimen de convocatoria y celebración de
las asambleas de socios; en este caso, las decisiones del so-

cio deberán constar por escrito y ser firmadas y registradas
en el libro de actas. 

Artículo 87. Sociedad anónima es la que existe bajo una
denominación y se compone de uno o más socios cuya
obligación se limita al pago de sus acciones. 

Todas las disposiciones de este capítulo que hacen referen-
cia a “socios”, “miembros” o “accionistas” se entenderán
aplicables respecto del socio único. Aquellas que hagan re-
ferencia a “contrato social”, tratándose de sociedades cons-
tituidas por un solo socio, se entenderán aplicables al acta
constitutiva. 

A las sociedades integradas por un solo socio, le serán apli-
cables las disposiciones de este capítulo, salvo por lo que
se refiere al régimen de convocatoria y celebración de la
asamblea de accionistas; en este caso, las decisiones del so-
cio deberán constar por escrito y ser firmadas y registradas
en el libro de actas. 

Artículo 89. Para proceder a la constitución de una socie-
dad anónima se requiere: 

I. Uno o más socios; 

II. a IV. ... 

Artículo 229. ... 

I. a III. ... 

IV. Porque el número de socios o accionistas llegue a ser
inferior al mínimo que esta ley establece, en su caso; 

V. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrara en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; Senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica),
Secretario.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Economía, para dictamen.



LEY GENERAL DE PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 62 de la Ley General para la Prevención
y Gestión Integral de los Residuos. 

Atentamente

México, DF, a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforma el artículo 62 de la Ley General
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del Artícu-
lo 62 de la Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos, para quedar como sigue:

Artículo 62. La incineración de residuos así como su co-
procesamiento, deberá restringirse a las condiciones que se
establezcan en el Reglamento y en las normas oficiales
mexicanas correspondientes, en las cuales se estipularán
los grados de eficiencia y eficacia que deberán alcanzar los
procesos, y los parámetros ambientales que deberán deter-
minarse a fin de verificar la prevención o reducción de la
liberación al ambiente de sustancias contaminantes, parti-
cularmente de aquellas que son tóxicas. Estas mismas con-
sideraciones deberán ser observadas en los procesos en los
cuales se utilicen residuos para co-procesamiento. 

En los citados ordenamientos se incluirán especificaciones
respecto a la caracterización analítica de los residuos sus-
ceptibles de incineración, así como de las cenizas resultan-
tes de la misma, y al monitoreo periódico de todas las emi-
siones sujetas a normas oficiales mexicanas, cuyos costos
asumirán los responsables de las plantas de incineración. 

La Secretaría, al establecer la normatividad correspondien-
te, tomará en consideración los criterios de salud que al
respecto establezca la Secretaría de Salud. 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. Los Congresos de los estados y la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, deberán adecuar
sus leyes correspondientes a lo dispuesto por el presente
decreto, en un plazo no mayor a 180 días contados a partir
de su entrada en vigor. 

Artículo Tercero. La Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, deberá expedir en un plazo no mayor a
180 días contados a partir de la publicación del presente
Decreto, las disposiciones reglamentarias y las normas ofi-
ciales mexicanas correspondientes. 

Artículo Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; Senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secre-
taria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

CODIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto que adiciona el
Código Penal Federal.
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Atentamente

México, DF, a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se adiciona el Código Penal Federal

Único. Se adiciona un Capítulo I Bis que se denominará
“Del robo al autotransporte federal” al título vigésimo se-
gundo, con el artículo 381 Ter, al Código Penal Federal, pa-
ra quedar como sigue: 

Capítulo I Bis 
Del robo al autotransporte federal 

Artículo 381 Ter. Al que cometa el delito de robo en con-
tra de personas que presten o utilicen por sí o por un terce-
ro los servicios de autotransporte federal de carga, pasaje-
ros o turismo y transporte privado regulados conforme. a la
ley de la materia o sus servicios auxiliares, se le impondrá
una pena de 6 a 12 años de prisión cuando el objeto del ro-
bo sea exclusivamente las mercancías y de 2 a 7 años de
prisión cuando se trate únicamente de equipaje o valores de
turistas o pasajeros, en cualquier lugar durante el trayecto
del viaje, con independencia del valor de lo robado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 26 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), Secre-
taria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LUZ Y FUERZA DEL CENTRO

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión solicita al
IFAI un informe respecto del número o identificador de los
expedientes involucrados con el proceso de extinción de
Luz y Fuerza del Centro, el plazo al que cada uno de ellos
estuviere clasificado como reservado, así como el nombre
del funcionario responsable de la clasificación y el funda-
mento legal bajo el cual se hubiere determinado dicha cla-
sificación; asimismo, el estudio y revisión de las resolucio-
nes y determinaciones adoptadas por funcionarios y
servidores públicos de las Secretarías de Energía, y Ha-
cienda y Crédito Público, así como de la Comisión Federal
de Mejora Regulatoria, por las cuales se clasificaron como
reservados documentos o expedientes relativos al proceso
de extinción del organismo Luz y Fuerza del Centro; tam-
bién se solicita que, en el alcance previsto por la Ley de la
Materia, se agilice su trámite y resolución

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hace suya la proposición con punto de acuerdo
relativa a la materia objeto del presente, que sustentan di-
versos diputados de los Grupos Parlamentarios del Partido
de Revolucionario Institucional, de Acción Nacional, de la
Revolución Democrática, y del Trabajo de esta Cámara de
Diputados, por lo que se someten a consideración del ple-
no los siguientes 

Acuerdos

Primero. Se solicita al Instituto Federal de Acceso a la In-
formación y Protección de Datos, un informe respecto del
número o identificador de los expedientes involucrados
con el proceso de extinción del organismo Luz y Fuerza del
Centro, el plazo al que cada uno de ellos estuviere clasifi-
cado como reservado, el nombre del funcionario responsa-
ble de la clasificación, y el fundamento legal bajo el cual se
hubiere determinado dicha clasificación. 

Segundo. Se solicita también al referido Instituto, adopte
las medidas necesarias a efecto de consolidar el estudio y



revisión de las resoluciones y determinaciones adoptadas
por funcionarios y servidores públicos de las Secretarías de
Energía y Hacienda y Crédito Público, así como de la Co-
misión Federal de Mejora Regulatoria, por las cuales se
clasificaron como reservados documentos o expedientes
relativos o vinculados al proceso de extinción del organis-
mo Luz y Fuerza del Centro. 

Tercero. De igual forma, se solicita a dicho Instituto que,
de acuerdo a lo previsto por la ley de la materia, se agilice
su trámite y resolución, quedando incluida en la solicitud la
oportuna desclasificación de reserva a los expedientes, en
los que la fundamentación o motivación, no corresponda
estrictamente a los supuestos previstos por la normativa
aplicable. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de abril de 2012.—
Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica), Presidenta y Co-
ordinadora del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática; diputado Francisco José Rojas Gutiérrez (rúbrica p.a.), Co-
ordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (rúbrica), Coordi-
nador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; diputado
Juan José Guerra Abud (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México; diputado Pedro Váz-
quez González (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo; Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbrica
p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; dipu-
tado Pedro Jiménez León (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano.» 

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se encuentra suficientemente discutido.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si el acuerdo se encuentra su-
ficientemente discutido. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las
diputadas y los diputados por la negativa. Mayoría por la
afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría, en votación económica, si se
aprueba.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-

se manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputados por
la negativa. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobado. Comuníquese.

GUARDERIA ABC

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión exhorta
respetuosamente al Ejecutivo federal a apresurar por la
Procuraduría General de la República las investigaciones
relacionadas con el incendio de la guardería ABC de Her-
mosillo, Sonora, ocurrida el 5 de junio de 2009

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hace suya la proposición con punto de acuerdo
relativa a la materia objeto del presente, que sustentan los
diputados de la Comisión Especial para Analizar los Es-
quemas de Tercerización de Servicios en el Sector Público
de la Cámara de Diputados, por lo que se somete a consi-
deración del pleno el siguiente 

Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal, para que a
través de la Procuraduría General de la República, se apre-
suren las investigaciones relacionadas al incendio de la
guardería ABC de Hermosillo, Sonora, ocurrida el 5 de ju-
nio de 2009, toda vez que han transcurrido más de dos años
de ocurrido el siniestro y no se tienen avances en cuanto a
su esclarecimiento. Asimismo, solicita respecto de la reco-
mendación emitida por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, que resuelve la facultad de investigación número
1/2009, mediante el dictamen publicado en el Diario oficial
de la Federación del 18 de noviembre de 2010, se exhorte
a las autoridades señaladas, a la obligación de la reparación
del daño causado por el incendio, donde murieron 49 in-
fantes y 80 más resultaron lesionados.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de abril de 2012.—
Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica), Presidenta y Co-
ordinadora del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática; diputado Francisco José Rojas Gutiérrez (rúbrica), Coordi-
nador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas, Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; diputado Juan José
Guerra Abud (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México; Diputado Pedro Vázquez Gonzá-
lez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo; diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbrica p.a.), Coor-
dinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; diputado Pedro Ji-
ménez León (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si el asunto se encuentra suficientemente discutido.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta si se encuentra suficientemente discutido. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Diputado pre-
sidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se prueba.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
pregunta a la asamblea si es de aprobarse. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo, gracias. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa sírvanse manifestarlo. Diputado presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobado. Comuníquese.

DEMANDAS DE TRANSPORTISTAS

El Secretario diputado Martín García Avilés: «Acuerdo
de la Junta de Coordinación Política, por el que la Cámara

de Diputados integra un grupo de trabajo para dar segui-
miento a las demandas realizadas por los transportistas

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hace suya la propuesta del diputado Antonio
Benítez Lucho, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, por lo que se somete a considera-
ción del pleno los siguientes

Acuerdos

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta al Poder Ejecutivo a recibir en audiencia a
una representación de los transportistas para entablar un
diálogo y atender sus demandas.

Segundo. Se propone que en la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión se establezca un grupo de trabajo pa-
ra recibir a sus representantes y dar seguimiento a sus peti-
ciones.

Tercero. Se exhorta a que tanto el Poder Ejecutivo como el
grupo que se propone integrar con motivo del presente
acuerdo rindan un informe de actividades a la Cámara de
Diputados.

Cuarto. Para dar continuidad a sus labores, el grupo de tra-
bajo deberá estar vigente hasta el 31 de agosto de 2012.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de abril de 2012.—
Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica p.a.), Presidenta y
Coordinadora del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática; diputado Francisco Rojas Gutiérrez (rúbrica p.a.), Coor-
dinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional; diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (rúbrica), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; diputado Juan
José Guerra Abud (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México; diputado Pedro Vázquez Gon-
zález (rúbrica),  Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo; diputado Jorge Kahwagi Macari (rúbrica p.a.), Coordinador
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; diputado Pedro Jiménez
León (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Tiene la palabra el diputado Gerardo Fernández Noroña,
para hablar en contra del acuerdo.



El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
A ver, compañeros diputados, compañeras diputadas, pri-
mero me parece que la propuesta que hace el diputado Be-
nítez Lucho es correcta; el problema de los transportistas es
un problema grave, sus manifestaciones son legítimas y
merecen la mayor atención.

Me he inscrito en contra por dos razones, que es realmente
de pregunta, porque la Cámara está terminando como em-
pezó; ¿este grupo de trabajo a quién le va a reportar, si ya
no volverá a haber pleno? ¿Cómo va a tener fuerza este
grupo de trabajo, si ni comisiones y estamos ya en receso
del periodo ordinario de sesiones?

Este grupo de trabajo qué fuerza tendrá para que el Ejecuti-
vo, si se hacen exhortos en esta Cámara de Diputados de to-
do este pleno y al Ejecutivo de facto le tiene sin cuidado,
¿cómo se le va a dar una respuesta seria a los transportistas?

Me parece que otra vez se está usando demagogia en el te-
ma, no por parte de mi amigo, Benítez Lucho, sino la salida
política que se le está dando, que es: sí los vamos a atender,
pero en realidad no se le está dando ninguna respuesta, no se
le está dando ninguna posición firme.

Me preocupa, porque casi no había nadie al principio de la
sesión y comenté otro problema, que tampoco encuentro có-
mo se atienda de manera correcta por esta misma situación,
que es la grave represión de estudiantes en Michoacán. Me
parece que seguir tolerando la respuesta autoritaria y violen-
ta a los problemas sociales es una irresponsabilidad.

Por cierto, el nuevo PRI se manifiesta claramente repre-
sentado en Díaz Ordaz, en Fausto Vallejo —su hijito pre-
dilecto—, que en vez de atender las demandas de los estu-
diantes, llega en la noche y los encarcela, los detiene,
allana las casas de estudiante, los golpea, los tortura, los
encarcela y los presenta como si fueran gravísimos crimi-
nales y el narco tiene de rodillas a Michoacán y así sí,
Fausto Vallejo y Calderón no se meten, porque ésos si son
problemas mayores.

Es más fácil enfrentarse con la Policía Federal a un grupo
de muchachos, de estudiantes, de jóvenes rebeldes, que en-
frentar al crimen organizado.

No comparto la salida que se está dando al problema de los
transportistas; me parece que lo que plantea mi compañero
diputado Benítez Lucho, merece una respuesta más seria
de esta Legislatura.

Creo que debería hacerse un mecanismo mucho más sóli-
do, que es retomar a la propia Permanente para darles una
respuesta a los transportistas y también para darle una res-
puesta a la brutal represión que se está llevando a cabo en
Michoacán.

Me parece que hay que alzar la voz, manifestar la solidari-
dad y exigir la liberación de los presos políticos, que hoy el
gobierno represor, feroz de Fausto Vallejo, tiene en Micho-
acán. Muchas gracias por su atención, compañeros diputa-
dos, compañeras diputadas.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: No
habiendo más oradores, consulte la Secretaría a la asam-
blea si el asunto se encuentra suficientemente discutido.

El Secretario diputado Martín García Avilés: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta si se encuentra suficientemente discutido el acuer-
do. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor pre-
sidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría a la asamblea si es de aprobarse el
acuerdo.

El Secretario diputado Martín García Avilés: En vota-
ción económica se pregunta si se aprueba. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por
la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobado. Continúe la Secretaría.

DERECHOS HUMANOS, SOCIALES 
Y LABORALES DE MIGRANTES

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Proposición con punto de acuerdo de urgente resolución
que presenta el diputado Marcos Carlos Cruz Martínez,
miembro del grupo parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, que .expresa un exhorto a la Corte Su-
prema de Justicia de Estados Unidos para que en su reso-
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lución sobre la constitucionalidad de la Ley Arizona SB
1070, observe y respete los derechos humanos, sociales y
laborales de millones de migrantes, los cuales contempla la
organización mundial del trabajo y diversas legislaciones
internacionales; y además convoca al Senado de la Repú-
blica, para que conjuntamente, ambas mesas directivas se
entrevisten con el magistrado presidente de la Corte Supre-
ma de Justicia de Estados Unidos para que de viva voz le
expresen la preocupación del Poder Legislativo mexicano,
sobre este delicado asunto de gran trascendencia para am-
bos países.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6 fracción
I y 79 numeral 2 fracción III del Reglamento de la Cámara
de Diputados, se presenta a la consideración de esta sobe-
ranía, proposición con punto de acuerdo de urgente resolu-
ción, que expresa un exhorto a la Corte Suprema de Justi-
cia de Estados Unidos para que en su resolución sobre la
constitucionalidad de la Ley Arizona SB 1070, observe y
respete los derechos humanos, sociales y laborales de mi-
llones de migrantes, los cuales contempla la Organización
Mundial del Trabajo y diversas legislaciones internaciona-
les; y además convoca al Senado de la República, para que
de manera conjunta, ambas mesas directivas se entrevisten
con el magistrado presidente de la Corte Suprema de Justi-
cia de Estados Unidos para que de viva voz le expresen la
preocupación del Poder Legislativo mexicano, sobre este
delicado asunto de gran trascendencia para ambos países.

Consideraciones

1. Actualmente se encuentra en las últimas fases procesales
para que la Corte Suprema de Justicia de Estados Unidos
emita un fallo sobre la constitucionalidad de las partes más
anti migrantes y fascistas de la Ley SB 1070, mejor cono-
cida como la Ley Arizona o la "Ley del Odio".

2. Esta propuesta fue convertida en ley por la gobernadora
Jan Brewer el 23 de abril de 2010 y entró en vigor el 29 de
julio del mismo año. Pero el 28 de julio, 24 horas antes de
su entrada en vigor, la jueza federal Susan Bolton ordenó
la suspensión de las cláusulas más polémicas de la norma
que criminaliza la inmigración. Y el 11 de abril de 2011, a
petición del presidente Barack Obama, el tribunal de ape-
laciones estadounidense confirmó la suspensión de las dis-
posiciones más controvertidas de la ley Arizona.

3. La "Ley del Odio" se redactó contra la migración de tra-
bajadores mexicanos y centroamericanos. Y es una abierta
invitación a la persecución, el acoso y la discriminación de

todos aquellos que parezcan nuestros paisanos. Por estas
razones ha recibido la condena internacional, porque cri-
minaliza a los migrantes sin documentos y permite que la
policía considere sospechosos de crímenes a todos los que
por su aspecto puedan parecer migrantes, ya sean ciudada-
nos norteamericanos o migrantes legales o ilegales. Esto ha
sido interpretado por todos los organismos de defensa de
los derechos humanos como una política racista, discrimi-
natoria y segregacionista, que fomenta el odio contra los
migrantes mexicanos.

4. La Ley Arizona generó movilizaciones sociales de pro-
testa en más de 70 ciudades norteamericanas. Pero con la
aprobación de esta ley, los grupos más conservadores han
impulsado en otros Estados de la Unión Americana la apro-
bación de legislaciones similares en Utah, Alabama, Geor-
gia y Carolina del Sur.

5. Las organizaciones de defensa de los migrantes mexica-
nos han presentado impugnaciones sobre su constituciona-
lidad y su conformidad con las leyes de derechos civiles.
Entre estas impugnaciones destaca una por el Departamen-
to de Justicia de los Estados Unidos, que también solicitó
ante la Corte Suprema de Justicia un mandamiento judicial
contra la aplicación de la ley Arizona.

6. La materia que analiza la Corte Suprema Estados Unidos
es la constitucionalidad o no de la ley Arizona. Esta ya fue
suspendida por inconstitucional en los fallos de instancia
ya que se considera que la regulación de la inmigración es
una facultad de la administración federal y porque afecta
los derechos de las personas a su libertad.

7. El legislador demócrata Raúl Grijalva ha alertado sobre
la posibilidad que la Corte Suprema ratifique la, ley Arizo-
na. El representante Grijalva, que proviene de un distrito de
Arizona, ha dicho "que tras ver la audiencia celebrada en la
víspera por los magistrados de la Corte Suprema "salí sin-
tiéndome peor, debido a cómo apuntaban las preguntas y
debido a que hubo esfuerzos de los magistrados para justi-
ficar la legislación SB 1070" Además concluyó diciendo
que "Si la Corte Suprema ratifica una parte de la ley, sus
consecuencias serán muy preocupantes, porque separará
profundamente a la sociedad de una manera lingüística,
cultural y racial como nunca ha ocurrido en este país".

8. Para nuestro país, una eventual ratificación de la Ley
Arizona y por ende de las demás legislaciones anti migran-
tes, traería graves consecuencias: por un lado la violación
de los derechos humanos de millones de mexicanos mi-



grantes, y por otro lado la expulsión, con métodos policia-
cos, de millones de migrantes latinos hacia nuestra fronte-
ra norte, lo cual podría convertirse en un problema de se-
guridad nacional. Por lo que es urgente que el poder
legislativo se exprese y haga lo necesario para defender los
derechos de nuestros connacionales.

9. Estados Unidos es una sociedad que se conformó por
migraciones de todas partes del mundo y siempre fue el re-
fugio para las personas que buscaban el sueño de la pros-
peridad. El discurso con el que se presenta en política ex-
terior ha sido la defensa de los derechos humanos, por eso
esperamos que en sus resoluciones la Corte se exprese con-
gruente con esa tradición política y ratifique la vocación
demócrata y multi étnica del Estado norteamericano.

Por las anteriores consideraciones me permito proponer el
siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión de los Estados Unidos Mexicanos, expresa su preo-
cupación a la Corte Suprema de Estados Unidos de Améri-
ca por su resolución sobre la constitucionalidad de la Ley
Arizona SB 1070, que lastima la observación y respeto a
los Derechos Humanos, Sociales y Laborales de cientos de
miles de migrantes, vulnerando diversos instrumentos del
andamiaje legal internacional, entre ellos, los de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT).

Segundo. Se exhorta al titular del Poder Ejecutivo Federal
para que a través de las instancias pertinentes, despliegue
los esfuerzos urgentes necesarios para proteger los dere-
chos de los millones de migrantes mexicanos que trabajan
y contribuyen al crecimiento de Estados Unidos.

Diputados: Mary Telma Guajardo Villarreal, Pablo Escudero, José Ra-
món Martell, Pedro Vázquez González Pedro Jiménez (rúbricas).»

Es todo, señor presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Tiene la palabra, para hablar en pro de la propuesta, el
diputado Marcos Cruz, del Partido de la Revolución De-
mocrática, hasta por dos minutos.

El diputado Marcos Carlos Cruz Martínez: Actualmen-
te se encuentra en las últimas fases procesales, para que la
Corte Suprema de Justicia de Estados Unidos de América

emita un fallo sobre la constitucionalidad de las partes más
antiinmigrantes y fascistas de la Ley SB-1070, mejor co-
nocida como la Ley Arizona o la Ley del Odio.

2. Esta propuesta fue convertida en ley por la gobernadora
Jane Brewer el 23 de abril del 2010 y entró en vigor el 29
de de julio del mismo año, pero el 28 de julio, 24 horas an-
tes de su entrada en vigor, la jueza federal Susan Bolton or-
denó la suspensión de las cláusulas más polémicas de la
norma que criminaliza la inmigración y el 11 de abril del
2011, a petición del presidente Barack Obama, el Tribunal
de Apelaciones estadounidense confirmó la suspensión de
las disposiciones más controvertidas de la Ley Arizona.

3. La ley del odio se redactó contra la migración de traba-
jadores mexicanos y centroamericanos y es una abierta in-
vitación a la persecución, el acoso, la discriminación de to-
dos aquellos que parezcan nuestros paisanos; por estas
razones ha recibido la condena internacional, porque cri-
minaliza a los migrantes sin documentos y permite que la
policía considere sospechosos de crímenes a todos los que
por su aspecto puedan parecer migrantes, ya sean ciudada-
nos norteamericanos o migrantes legales o ilegales. Esto ha
sido interpretado por todos los organismos de defensa de
los derechos humanos como una política racista, discrimi-
natoria y segregacionista, que fomenta el odio contra los
migrantes mexicanos.

4. La Ley Arizona generó movilizaciones sociales de pro-
testa en más de 70 ciudades norteamericanas, pero con la
aprobación de esta ley los grupos más conservadores han
impulsado en otros estados de la Unión Americana la apro-
bación de legislaciones similares en Utah, Alabama, Geor-
gia y Carolina del Sur.

5. Las organizaciones de defensa de los migrantes mexica-
nos han presentado impugnaciones sobre su constituciona-
lidad y su conformidad con las leyes de derechos civiles.
Entre estas impugnaciones destaca una por el Departamen-
to de Justicia de los Estados Unidos de América, que tam-
bién solicitó ante la Corte Suprema de Justicia un manda-
miento judicial contra a aplicación de la Ley Arizona.

Para nuestro país, una eventual ratificación de la Ley Ari-
zona y por ende de las demás legislaciones antiinmigrantes
traería graves consecuencias; por un lado, la violación de
los derechos humanos de millones de mexicanos migran-
tes, y por otro lado, la expulsión con métodos policiacos de
millones de migrantes latinos hacia nuestra frontera norte,
lo cual podría convertirse en un problema de seguridad na-
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cional; por lo que es urgente que este Poder Legislativo se
exprese y haga lo necesario para defender los derechos de
nuestros connacionales. Por su atención muchas gracias.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: No
habiendo más oradores, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si el asunto está suficiente-
mente discutido.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta si se encuentra suficientemente discutido el
acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se aprueba.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobados. Comuníquense.

Continúe la Secretaría con la declaratoria de publicidad.

LEY FEDERAL PARA LA PREVENCION 
E IDENTIFICACION DE OPERACIONES 

CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILICITA

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia, y de Ha-
cienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que ex-
pide la Ley Federal para la Prevención e Identificación de
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita

HONORABLE ASAMBLEA

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción I y 72, apartado H, de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo Federal presentó
ante la H. Cámara de Senadores la Iniciativa con Proyecto
de Decreto por el que se expide la Ley Federal para la Pre-
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de
Procedencia Ilícita.

Los integrantes de las Comisiones de Justicia y de Ha-
cienda y Crédito Público que suscriben, con base en las fa-
cultades que le confieren los artículos 39, 44, 45 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, 80, 81, 82, 84, 85, 182, 183 y demás aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados, se abo-
caron al análisis de la iniciativa antes señalada, y confor-
me a las deliberaciones que de la misma realizaron sus
miembros, reunidos en pleno, presentan a esta Honorable
Asamblea, el siguiente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

En sesión celebrada el 26 de agosto de 2010, el C. Presi-
dente de la República presentó, ante la Mesa Directiva de
la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, la
Iniciativa de decreto por el que se expide la Ley Federal
para la Prevención e Identificación de Operaciones con
Recursos de Procedencia Ilícita y de Financiamiento al Te-
rrorismo; se reforma el artículo 27 y se adiciona el artícu-
lo 27 Bis, ambos del Código Fiscal de la Federación.

En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, dispu-
so el turno de la Iniciativa de referencia, para los efectos
conducentes, a las Comisiones Unidas de Justicia, Gober-
nación y Estudios Legislativos Segunda, con opinión de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, de la Cámara de
Senadores.

Con fecha 29 de Abril de 2011 en Sesión Ordinaria de la
Cámara de Diputados, se presentó dicha Minuta, misma
que la Mesa Directiva turnó a las Comisiones Unidas de
Justicia y de Hacienda y Crédito Público, para su estudio y
dictamen, con Opinión de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública.

Los diputados integrantes de estas Comisiones Dictamina-
doras realizaron diversos trabajos a efecto de revisar el
contenido de la citada Minuta, expresar sus observaciones
y comentarios a la misma, e integrar el presente dictamen.



DESCRIPCIÓN DE LA MINUTA

La Minuta que se analiza tiene como objeto establecer me-
didas y procedimientos para prevenir y detectar actos u
operaciones que involucraran recursos de procedencia ilí-
cita y aquellos tendientes a financiar al terrorismo. Para lo
cual proponía establecer un régimen de identificación y re-
porte de ciertos actos u operaciones vinculados a activida-
des que pueden ser vulnerables a ser utilizadas por el cri-
men organizado para sus procesos de lavado de dinero, o
bien, a los de financiamiento al terrorismo, que quedaría a
cargo de aquellos a quienes denominaba como sujetos obli-
gados.

La Minuta reconoce que uno de los aspectos de mayor re-
levancia en la lucha contra la delincuencia, que continúa
siendo una de las asignaturas pendientes y de mayor prio-
ridad para el Estado mexicano, lo constituye el desmante-
lamiento de las estructuras financieras de las organizacio-
nes criminales, el cual comienza con la detección y
prevención de actos u operaciones que les sirvan para los
procesos de lavado de dinero. La minuta reconoce la utili-
dad del régimen de prevención de operaciones con recur-
sos de procedencia ilícita y de financiamiento al terrorismo
que actualmente rige a las instituciones financieras del pa-
ís y proponía en consecuencia la aplicación de un régimen
similar destinado a nuevos actores económicos, en concre-
to, a quienes la comunidad internacional ha estimado nece-
sario sujetar a medidas de prevención de operaciones de
lavado de dinero y financiamiento al terrorismo.

En este contexto, la minuta propone imponer a dichos su-
jetos, las medidas ampliamente reconocidas como las mí-
nimas indispensables para un sano sistema de prevención
de operaciones de lavado de dinero y de financiamiento al
terrorismo, que consisten en seguir procesos para identifi-
car y conocer a sus clientes, para vigilar los actos u opera-
ciones que realizan, y para reportar estos a la autoridad
competente.

La minuta también propone imponer a toda persona la
obligación de reportar las operaciones que realice por con-
cepto de la venta o arrendamiento de bienes o servicios o
donativo y que resulten en recibir pagos en efectivo por
montos iguales o superiores a cien mil pesos, o su equiva-
lente en salarios mínimos.

Por otra parte, la minuta propone restringir el uso de efec-
tivo en determinadas operaciones vinculadas a activos con-
siderados de alto valor, para obstaculizar al crimen organi-

zado el que pudiera colocar el alto volumen de efectivo que
genera su actividad criminal, dentro de la economía formal,
así como limitar, en la medida de lo posible, que llevara a
cabo sus procesos de lavado de dinero protegido por el
anonimato que el uso del efectivo permite.

Por otra parte, la minuta propone otorgar a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público facultades para supervisar y
sancionar el régimen que impone la Ley objeto de la minu-
ta, así como para dar seguimiento debido a la información
que reciba como parte de dicha Ley. Para estos últimos
efectos, la minuta contempla una mejor coordinación entre
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y las autorida-
des competentes para hacer más efectiva la información
que dicha Secretaría recibiría con motivo de la eventual ex-
pedición de la Ley que proponía.

CONSIDERACIONES DE LAS COMISIONES UNI-
DAS

Primera. Las Comisiones que dictaminan, coinciden con
la propuesta y la preocupación del Ejecutivo Federal, sin
embargo, tal y como lo señala la colegisladora evidente-
mente existe la necesidad de modificarla con la finalidad
de darle el cauce que pretende la misma, por lo que consi-
deramos que tal y como lo señala la colegisladora, es ne-
cesario proveer al Estado con las mejores herramientas ju-
rídicas para prevenir en México la Comisión del delito de
operaciones con recursos de procedencia ilícita, común-
mente conocido como lavado de dinero, por lo que, en
efecto, la responsabilidad de las autoridades para combatir
la delincuencia en el país, cuyos resultados aún distan de
alcanzar niveles deseados, se debe también canalizar en
forma segura y confiable la participación activa de la so-
ciedad en la consecución de este fin. 

Segunda. Estas Comisiones Unidas de Justicia y de Ha-
cienda y Crédito Público, consideran que una de las preo-
cupaciones más importantes para los Estados, se encuentra
situada en el conocimiento que se tenga sobre el origen del
dinero.

Ahora bien, cabe destacar que si las operaciones de dinero
son producto del narcotráfico o de delitos graves, estas
constituyen hechos ilícitos que no solo conciernen al País,
sino que también repercute en la comunidad internacional.
Bajo ese contexto, cabe señalar que las que dictaminan
coinciden con la colegisladora en que es necesario ampliar
su objeto para establecer que no sólo se trata de establecer
medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u
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operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita,
sino que también se requiere establecer los elementos para
investigar y perseguir los delitos de operaciones con recur-
sos de procedencia ilícita, los relacionados con éstos últi-
mos, las estructuras financieras de las organizaciones delic-
tivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento,
así como proteger la integridad de la economía nacional y
del sistema financiero. Sin embargo, esta Comisión conside-
ra necesario realizar modificaciones a la redacción del artí-
culo 2 de la Ley en estudio a efecto de clarificar el objeto
del ordenamiento que se analiza. 

Así mismo, las que dictaminan consideran prudente adop-
tar el criterio de la colegisladora en el sentido de que es in-
necesario, por técnica legislativa, que la Ley haga referen-
cia expresa al delito de financiamiento al terrorismo tanto
nacional como internacional, pues éste ya queda compren-
dido dentro del género ampliado por la colegisladora.

Aunado a lo anterior, esta Comisión considera prudente
desincorporar del cuerpo de la presente Ley lo referente a
la aplicación de manera supletoria de los Códigos Penal
Federal y Federal de Procedimientos Penales, en virtud de
que dichos ordenamientos, por su propia naturaleza, regu-
lan los actos delictivos que comprende el ordenamiento en
estudio.

Tercera. Las Comisiones Dictaminadoras consideran acer-
tado el orden puntualizado por la colegisladora de cambiar
el Capítulo V de la iniciativa referente a las Autoridades
para trasladarlo como Capítulo II, reconociendo las facul-
tades otorgadas a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico y las obligaciones que se determinan para la misma
Secretaría y para la Procuraduría, y coincidimos en que re-
sulta necesario fortalecer a la Procuraduría en sus áreas de-
dicadas al combate de los delitos de operaciones con recur-
sos de procedencia ilícita, a través de una Unidad
Especializada en Análisis Financiero, que será un órgano es-
pecializado en análisis financiero y contable relacionado
con operaciones con recursos de procedencia ilícita y ads-
crita a la Oficina del Procurador General de la República.

En el mismo sentido, y con la finalidad de fortalecer el pre-
sente ordenamiento, estas Comisiones consideran prudente
adicionar la facultad a la Secretaría, para que pueda emitir
reglas de carácter general para efectos de la presente Ley.

Dicho lo anterior, es acertada la determinación de que el ti-
tular de la Unidad de referencia, tendrá el carácter de agen-
te del Ministerio Público de la Federación, y que cuente

con oficiales ministeriales y personal especializados en las
materias relacionadas con el objeto de la Ley.

Por lo que, con la finalidad de otorgar certeza jurídica en el
cuerpo de la presente Ley, las Comisiones que dictaminan
consideran prudente que los servidores públicos adscritos a
la Unidad, deberán aprobar los procesos de evaluación ini-
cial y periódica que para el ingreso y permanencia que en
dicha Unidad especializada se requieran.

Aunado a lo anterior, estas dictaminadoras consideran in-
dispensable que en el marco de la aplicación de la Ley, se
proteja la identidad de dicho personal para efectos de no
poner en un estado de vulnerabilidad la integridad física de
los mismos. 

En ese mismo sentido, estas Comisiones dictaminadoras
consideraron oportuno precisar que una de las atribuciones
de dicha Unidad es la de conducir la investigación para la
obtención de indicios o pruebas vinculadas a operaciones
con recursos de procedencia ilícita de conformidad con el
Capítulo II del Título Vigésimo Tercero del Libro Segundo
del Código Penal Federal, y coadyuvar con la Unidad Es-
pecializada prevista en la Ley Federal Contra la Delin-
cuencia Organizada cuando se trate de investigaciones vin-
culadas en la materia. Asimismo, se consideró necesario
establecer en el texto de la Ley que la Unidad podrá utili-
zar las técnicas y medidas de investigación previstas en la
Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada.

Dicho lo anterior, esta Comisión dictaminadora considera
innecesario mantener en el cuerpo del artículo 5 de la Ley
en estudio (6 de la Minuta), la facultad expresa del Minis-
terio Público de conducir la investigación de los delitos del
fuero federal que se identifiquen con motivo de la aplica-
ción de la presente Ley, toda vez que dicha facultad ya en-
cuentra contenida en el artículo 21 primer y segundo pá-
rrafos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que a letra dicen:

Artículo 21. La investigación de los delitos correspon-
de al Ministerio Público y a las policías, las cuales ac-
tuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejer-
cicio de esta función.

El ejercicio de la acción penal ante los tribunales co-
rresponde al Ministerio Público. La ley determinará los
casos en que los particulares podrán ejercer la acción
penal ante la autoridad judicial.



Cuarta. Por otro lado, cabe señalar que, efectivamente, ha
sido la reacción y la creciente preocupación social suscita-
da por el alarmante incremento del tráfico y consumos ile-
gal de la droga en los últimos años, lo que hizo que la opi-
nión pública empezara a tomar conciencia sobre la
magnitud del problema, y presionara para se promulguen
normas que restrinjan drásticamente la complacencia con
que los bancos y las instituciones financieras de muchos
países aceptaban dinero proveniente del narcotráfico. Por
lo que es por demás acertada la propuesta de establecer re-
quisitos de selección, ingreso y permanencia para el perso-
nal que labore tanto en la nueva Unidad Especializada en
Análisis Financiero y Contable de la Procuraduría, como
en el área administrativa de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público que tenga acceso a la base de datos de los
Avisos que contempla la Ley, y como consecuencia resulta
elocuente puntualizar la necesidad de establecer, en adición
a las previstas en la iniciativa que presentó el Ejecutivo Fe-
deral, la obligación para la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público y para la Procuraduría de contar con progra-
mas de capacitación, actualización y especialización
permanentes en las materias de la presente Ley y en el ám-
bito de sus respectivas competencias.

Quinta. Estas dictaminadoras coinciden con la Minuta de
que la autoridad competente para recibir la información ge-
nerada con motivo de la aplicación de la Ley que se dicta-
mina, debe ser la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, en su calidad de autoridad financiera y en
consideración a que es la autoridad que en la actualidad ya
recibe ésta de las Entidades Financieras, con base en las
Leyes que especialmente las regulan.

Se considera adecuado que la Ley recoja los aspectos bási-
cos del régimen de prevención de lavado de dinero que ya
ha sido implementado para las Entidades Financieras del
país y aceptado por ellas, como son las facultades para re-
querir y recabar información por parte de dicha Secretaría,
de los sujetos que pueden ser responsables del incumpli-
miento de las obligaciones respectivas y las sanciones que
deben imponerse por tal incumplimiento.

Sexta. Las que dictaminan consideran cierta la necesidad
de modificar el Capítulo III de la iniciativa propuesta por
el Ejecutivo, considerando acertado que se modifique y se
adicione con una Sección Primera, relativa a las Entidades
Financieras, reconociendo primero que las actividades que
realizan son vulnerables para ser utilizadas en esquemas de
lavado de dinero.

Aunado a lo anterior, las que dictaminan coinciden en in-
corporar a la Ley los aspectos genéricos del régimen de
prevención y detección en materia de lavado de dinero pre-
visto en las Leyes que especialmente regulan a las Entida-
des Financieras, como son las obligaciones de identificar y
conocer a sus clientes y usuarios, así como de reportar de-
terminadas operaciones ante la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, a través de los órganos supervisores de la
propia Secretaría, quienes continuarán siendo los responsa-
bles de sancionar las infracciones en las que incurran dichas
entidades, por lo que resulta coherente que este régimen de-
be continuar aplicándose a las Entidades Financieras, con las
particularidades que establecen cada una de las Leyes que
especialmente las regulan.

Por otro lado, las que dictaminan están de acuerdo en que,
resulta equivoco el concepto de sujetos obligados, ya que
en efecto, son ellos quienes por las actividades que reali-
zan, son vulnerables a las acciones del crimen organizado.

Séptima. Cabe resaltar que, como bien lo cita la colegisla-
dora, la agrupación intergubernamental denominada Grupo
de Acción Financiera sobre el Blanqueo de Capitales y Fi-
nanciamiento al Terrorismo (GAFI), en la que México par-
ticipa junto con otras naciones hermanas como Brasil, Ar-
gentina y España, y que nuestro país actualmente preside,
recomienda que los Estados adopten políticas adecuadas
para permitir a quienes realizan las Actividades Vulnera-
bles, coadyuvar en la protección de la integridad de la eco-
nomía formal, a través de alertar, mediante Avisos, a las au-
toridades de la celebración de operaciones que por su
naturaleza pueden llegar a representar un riesgo de vulne-
ración para la economía, y con ello dotar a las autoridades
competentes de información oportuna que le permita a es-
tas investigar y, en su caso, combatir los procesos de lava-
do de dinero.

En efecto, dicho lo anterior hay que enfatizar que en la me-
dida en que el régimen de prevención de operaciones de la-
vado de dinero pueda extenderse a otros actores económicos,
México dejaría de colocarse en el nivel de prevención bajo
y reprobable en que actualmente se encuentra.

Las que Dictaminan coinciden con la colegisladora en el
sentido de que es necesario establecer un régimen, adecua-
do para la detección y prevención de operaciones de lava-
do de dinero, y que sea seguro para aquellos negocios y
profesiones no financieros que realicen actividades con
mayor vulnerabilidad para la Comisión de operaciones de
lavado de dinero, por lo que de igual manera consideramos
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acertada la modificación del régimen propuesto en la ini-
ciativa que se dictamina, para establecer, en la Sección Se-
gunda del Capítulo Tercero, que no son las personas sino
ciertas actividades, las que quedarían sujetas a la aplica-
ción de la Ley.

Octava. Estas dictaminadoras comparten la decisión de
modificar sustancialmente el catálogo amplio de actos y
operaciones que la iniciativa pretendía sujetar al régimen
de reporte, para sustituirlo por uno nuevo, que se centre só-
lo en aquellas actividades que por su naturaleza puedan ser
las más vulnerables de involucrarse en esquemas de lavado
de dinero. Además, consideramos acertada la propuesta de
que sea la propia Ley la que determine tanto los actos u
operaciones como los montos de éstos que den lugar a la
presentación de Avisos a la autoridad.

Cabe destacar que estas Comisiones adoptan el criterio de
la colegisladora respecto de hacer más estrechos y estrictos
los márgenes de fiscalización en el sentido de que, tal y co-
mo lo señala la colegisaldora en la Minuta en estudio, con-
forme fueron creciendo las ganancias que provenían de las
operaciones que llevaban a cabo en las casas de juego y lu-
gares parecidos respecto de las apuestas que no se declara-
ban, se fue incrementando el tráfico de drogas y las ganan-
cias que se derivaban de ello.

En este sentido las actividades establecidas, son: las vin-
culadas a la práctica de juegos con apuestas, concursos o
sorteos; la emisión o comercialización habitual o profe-
sional de tarjetas de servicios o de crédito no bancarias, así
como de cheques de viajero; el ofrecimiento habitual o
profesional de operaciones de mutuo, de garantía, de cré-
dito o préstamo realizado por personas distintas a las En-
tidades Financieras; la prestación habitual o profesional de
servicios de construcción o desarrollo de inmuebles o de
constitución de derechos reales, cuando estos involucren
operaciones de compraventa de bienes por cuenta o a fa-
vor de clientes; la comercialización o intermediación ha-
bitual o profesional de metales o piedras preciosas, joyas
o relojes cuando el valor de los bienes; la subasta o co-
mercialización habitual o profesional de obras de arte; la
comercialización o distribución habitual o profesional de
vehículos, nuevos o usados, ya sean marítimos, aéreos o
terrestres; la prestación habitual o profesional de servicios
de blindaje; la prestación habitual o profesional de servi-
cios de traslado o custodia de dinero o valores, salvo en
los casos de Banco de México y de instituciones de depó-
sito de valores; la prestación de servicios profesionales
cuando preparen o realicen a nombre de sus clientes de-

terminados actos o actividades; los donativos a asociaciones
no lucrativas; la prestación de servicios de comercio exterior
respecto de mercancías susceptibles de ser utilizadas en Ac-
tividades Vulnerables, el arrendamiento de bienes inmue-
bles, así como determinados servicios de fe pública. 

Novena. Las que dictaminan consideran, compartiendo el
criterio de la colegisladora que, con la adecuación llevada
a cabo, las obligaciones para quienes realicen las Activida-
des Vulnerables antes señaladas también fueron modifica-
das, para eliminar la obligación de conocer las actividades
económicas del cliente y, en su lugar, concentrar la obliga-
ción en la identificación de los clientes o usuarios que rea-
licen las Actividades Vulnerables, así clasificadas por la
Ley.

En efecto, resulta acertada la modificación del concepto de
reporte por el de aviso, con lo cual se aligera la carga de
responsabilidad en quien queda obligado a presentarlos, así
como el de la precisión en el texto de la Ley las circuns-
tancias concretas, objetivas y específicas en las cuales pro-
cederá dar aviso a la autoridad de la realización de Activi-
dades Vulnerables, disminuyendo sustancialmente la
discrecionalidad que implicaba el esquema propuesto en la
iniciativa.

Décima. Las que dictaminan consideran por demás conve-
niente y acertado, que se abra la posibilidad a que la pre-
sentación de los Avisos pueda llegar a realizarse a través de
Entidades Colegiadas, con excepción de las Entidades Fi-
nancieras, que deberán continuar haciéndolo en forma in-
dividual.

Así, con la adición hecha por estas dictaminadoras, se per-
mite que aquellas personas que se dediquen a una misma
Actividad Vulnerable, puedan voluntariamente agruparse
en torno a una Entidad Colegiada, para que sea ésta la que
presente los Avisos que originalmente le correspondería
presentar a sus integrantes. Con esto se pretende institu-
cionalizar la presentación de Avisos.

Ahora bien, es menester resaltar que la Ley establece cier-
tos requisitos que deberán observar a efecto de que puedan
llegar a suscribir convenios con la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, para constituirse en vehículos idóneos
para la presentación de los Avisos, lo anterior, como bien lo
señala la colegisladora, es para efecto de salvaguardar la
confidencialidad de la información a la que accederán es-
tas Entidades Colegiadas. Entre estos, la Ley establecerá
los siguientes:



a) Mantener actualizado el padrón de sus integrantes,
que presenten por su conducto Avisos ante la Secretaría.

b) Designar ante la Secretaría al órgano o representante
encargado de la presentación de los Avisos y mantener
vigente dicha designación, quien deberá contar, por lo
menos, con un poder general para actos de administra-
ción de la entidad y recibir anualmente capacitación pa-
ra el cumplimiento de las obligaciones que establece es-
ta Ley.

c) Garantizar la confidencialidad en el manejo y uso de
la información contenida en los Avisos de sus integran-
tes.

d) Garantizar la custodia, protección y resguardo de la
información y documentación que le proporcionen sus
integrantes para el cumplimiento de las obligaciones de
este.

e) Contar con los sistemas informáticos que reúnan las
características técnicas y de seguridad necesarias para
presentar los Avisos de sus integrantes. 

f) Contar con un convenio vigente con la Secretaría que
le permita expresamente a presentar los Avisos a que se
refiere la Sección Segunda de este Capítulo, en repre-
sentación de sus integrantes.

Décimo primera. Las que dictaminan consideran elocuen-
te el establecer un régimen especial para restringir pagos
con dinero en efectivo en determinadas operaciones con
activos considerados de alto valor, la cual es una medida
innovadora concebida precisamente para prevenir opera-
ciones con recursos de procedencia ilícita. Sin embargo, las
que dictaminan consideran coherente, tal y como lo esta-
blece la Minuta en estudio, modificar los montos previstos
en la iniciativa, a fin de que esta medida afecte operaciones
de cuantía mayor, y se disminuya su impacto en operacio-
nes que por su cuantía no resultan atractivas para los es-
quemas de lavado de dinero. Por lo que, resulta prudente
modificar los montos aplicables a esta restricción, estable-
ciéndolos conforme a lo siguiente:

a) Transmisión de propiedad o constitución de derechos
reales sobre bienes inmuebles con valor superior a qui-
nientos mil pesos moneda nacional o su equivalente en
salarios mínimos.

b) Transmisiones de propiedad o constitución de dere-
chos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean
aéreos, marítimos o terrestres; relojes; joyería; metales
preciosos y piedras preciosas, ya sea por pieza o por lo-
te, así como sobre obras de arte, por un valor superior a
doscientos mil pesos moneda nacional o su equivalente
en salarios mínimos. 

c) Adquisición de boletos que permita participar en jue-
gos con apuesta, concursos o sorteos; así como la entre-
ga o pago de premios por haber participado en dichos
juegos con apuesta, concursos o sorteos por un valor su-
perior a doscientos mil pesos moneda nacional o su
equivalente en salarios mínimos. 

d) Prestación de servicios de blindaje para cualquier ve-
hículo de los referidos en el inciso b) anterior o para bie-
nes inmuebles, por un valor superior a doscientos mil
pesos moneda nacional, o su equivalente en salarios mí-
nimos.

e) Transmisión de dominio o constitución de derechos
de cualquier naturaleza sobre los títulos representativos
de partes sociales o acciones de personas morales por un
valor superior a doscientos mil pesos moneda nacional,
o su equivalente en salarios mínimos. 

f) Constitución de derechos personales de uso o goce de
cualquiera de los bienes antes referidos, por un valor su-
perior a doscientos mil pesos moneda nacional, o su
equivalente en salarios mínimos.

En efecto, al eliminar la restricción absoluta del uso de
efectivo sobre la transmisión de la propiedad de bienes in-
muebles, se permitirá no afectar operaciones en inmuebles
de interés social, y evitar con esto la falta de seguridad ju-
rídica en materia inmobiliaria para los grupos de menores
ingresos.

Décimo segunda. Estas Comisiones Unidas consideran
acertado y coinciden en modificar respecto de la iniciativa,
los delitos asociados a las faltas cometidas en contra de la
restricción del uso del efectivo, por lo que resulta coheren-
te eliminar los delitos que sobre este particular proponía la
iniciativa y, en su lugar, que tales infracciones fueran san-
cionadas con multa, en la vía administrativa.

Decimo tercera. Para las que dictaminan resulta evidente
la necesidad de otorgar a la autoridad administrativa facul-
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tades suficientes que le permitan verificar y comprobar el
cumplimiento de las obligaciones que la Ley impone a los
particulares, y en su caso establecer los esquemas de san-
ción a los incumplimientos que se detecten; por lo que
compartimos la decisión de dotar a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, como autoridad administrativa
que es, de la facultad para vigilar la observancia de la Ley
y de sancionar en la vía administrativa su incumplimiento.

Así, estas dictaminadoras de igual manera coinciden con la
propuesta de la Minuta en comento para dar a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público facultades para practicar vi-
sitas domiciliarias, como forma de vigilar el cumplimiento
de la Ley incluida en la propia iniciativa.

Asimismo se incluyen facultades para practicar visitas a las
Entidades Colegiadas que presenten los Avisos a nombre y
representación de sus integrantes.

Decimo cuarta. Las que dictaminan consideran adecuado
el mecanismo de consulta de la misma prevista por la Mi-
nuta, el cual, en efecto, permitirá a dicha dependencia y a
la Procuraduría General de República consultar la informa-
ción patrimonial y de identificación que administren otras
autoridades. Así, por lo que se refiere a la información de
carácter patrimonial que está contenida en Registros Públi-
cos de la Propiedad y en archivos de notarías que adminis-
tran las entidades federativas, estas dictaminadoras coinci-
den en la facultad expresa que se propone otorgar a la
Secretaría para poder acceder a la misma, por lo que resul-
ta necesario, tal y como lo señala la colegisladora, dar acce-
so a las instancias encargadas de la prevención y combate al
lavado de dinero a la información sobre identificaciones ofi-
ciales en poder de otras autoridades, bajo las condiciones y
mecanismos que para el efecto y para el uso de la misma
prevé la Minuta, con el fin de que las autoridades de pre-
vención y combate a dicho ilícito tengan elementos sufi-
cientes para detectar e identificar oportunamente operacio-
nes posiblemente vinculadas a esquemas de lavado de
dinero e información oportuna para generar la inteligencia
necesaria para un eficaz combate a este fenómeno delin-
cuencial.

Décimo quinta. De igual manera las que dictaminan con-
sideran que, es esencial promover mecanismos de colabo-
ración entre las distintas instancias que participan en este
esfuerzo, con la finalidad de alcanzar una mayor eficiencia
y oportunidad en la prevención y combate al lavado de di-
nero, por lo que resulta obvio que las investigaciones para

la prevención y detección de los delitos de lavado de dine-
ro, la integración de evidencia sólida y, finalmente, su con-
signación ante el Poder Judicial, requieren de una colabo-
ración estrecha entre diversas instancias, tanto de federales
como de las entidades federativas encaminada a la obten-
ción de información de diversas fuentes que permita apor-
tar indicios y evidencia de las conductas que estos delitos
implican: primero, de la actividad criminal generadora de
los recursos objeto de este delito -delito previo-, y segun-
do, de los actos y operaciones económicos a través de los
cuales se intenta ocultar el origen ilícito de los recursos, el
destino de estos o la propiedad de los mismos.

Décimo sexta. Las Comisiones que dictaminan conside-
ran, compartiendo el criterio de la colegisladora, que la es-
pecialización de las instancias que participan en la preven-
ción y en el combate al lavado de dinero ha llevado a que
cada una de ellas cuente con un determinado tipo de infor-
mación que vista por sí sola, tiene poca utilidad práctica
para la integración de un caso robusto de lavado de dinero.
En contrapartida, si dicha información se conjunta y com-
plementa con aquella generada por otras instancias, el pro-
ducto se constituye en evidencias y pruebas para sustentar
ante cualquier tribunal esta clase de actos.

En efecto, el potencial que tiene la información de opera-
ciones financieras probablemente vinculadas a esquemas
de lavado de dinero sólo puede ser explotado si, mediante
la información que genera la investigación criminal se con-
firma la realización de conductas delictivas relacionadas
con dichas operaciones.

Ahora bien, como bien se señala en la Minuta de merito,
resulta efectivo que los casos de conductas delictivas suje-
tas a investigación pueden ser extendidos a casos de lava-
do de dinero cuando se complementan con datos de opera-
ciones financieras o patrimoniales que permiten rastrear
los recursos o bienes que derivan de dichas conductas o es-
tán relacionados con estas. En ambos casos, se incrementa
la posibilidad de identificar una mayor cantidad de activos
derivados o relacionados con el delito, con las consecuen-
cias que la presente estrategia busca promover.

Cabe destacar que el fenómeno de lavado de dinero tiene
un marcado carácter internacional. Este fenómeno sobre-
pasa las fronteras nacionales de los Estados e implica su
desarrollo en otros, con los cambios de soberanía y juris-
dicción que conlleva, lo que se denomina “globalización de
las actividades de blanqueo de capitales”.
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Es por ello que consideramos, compartiendo la preocupa-
ción del Ejecutivo, que la adecuada organización de tales
participantes, el correcto funcionamiento de los mismos y
un eficaz modelo de acceso e intercambio de información,
fueron los ejes que orientaron las adecuaciones y correc-
ciones propuestas por estas dictaminadoras encausadas a
dotar al Estado mexicano de herramientas para el desarro-
llo de una inteligencia apropiada para identificar indicios y
sujetos vinculados a actividades criminales.

Decimo séptima. Las que dictaminan consideran acertadas
las disposiciones para regular la coordinación entre la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y las instancias po-
liciales y ministeriales encargadas de coordinar la preven-
ción, la investigación y la persecución de los delitos, bajo
mecanismos que garanticen un adecuado manejo de la in-
formación, sin comprometer las investigaciones de índole
penal.

Así, es coherente afirmar que la información que recabe la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público con motivo de la
Ley que se propone aprobar, puede ser de gran utilidad pa-
ra instancias de diversa naturaleza, como son: (a) el Minis-
terio Público y (b) las instancias encargadas del combate a
la corrupción. De ahí que estas Dictaminadoras, en total
apego al criterio del Ejecutivo y la colegisladora, conside-
ran oportuno el que se estrechen los canales de comunica-
ción entre los distintos ordenes de gobierno, para que la in-
formación que genere el Estado mexicano, sirva a las
autoridades tanto federales como locales, en la tarea común
de seguridad pública que les encomienda la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo
21. La anterior situación da sostén al esquema previsto en
la iniciativa y que fue ajustado por estas dictaminadoras en
el cuerpo de la Ley que se propone aprobar.

Decimo octava. Estas comisiones, de igual manera, reco-
nocen la necesidad de un régimen para sancionar las in-
fracciones por el incumplimiento a las obligaciones que se
determinan en el ordenamiento objeto de este dictamen.
Sin embargo, el mismo no establece criterios objetivos pa-
ra individualizar las penas. En este sentido se propone la
adición al Capítulo VII de un precepto en el que se señalan
los elementos que deberá tomar en cuenta la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público en la imposición de sanciones
de carácter administrativo, siendo estos: a) la reincidencia
del infractor, b) el monto del acto u operación vinculado
con la obligación incumplida, a fin de que la sanción que
se imponga guarde relación con este elemento, y c) la in-
tencionalidad en la Comisión de la conducta sancionable.

Decimo novena. Las Comisiones que dictaminan compar-
ten el criterio de la colegisladora respecto a los incidentes
en que aparece a la luz pública en donde presuntamente
vincula a particulares con operaciones objeto de Avisos so-
bre posibles esquemas de lavado de dinero, ya que en efec-
to, no resulta conveniente que las autoridades tengan la po-
sibilidad de negar o validar al público aquellos datos que,
en violación de los secretos legales aplicables, aparezcan a
la luz pública, con el fin de no comprometer la integridad
de la información. Por lo que compartimos la idea de que
se deben buscar mecanismos más estrictos para castigar a
todos aquellos que, por las razones que sean, intervengan
en la revelación de información presuntamente referida a
los Avisos de operaciones sobre posibles esquemas de la-
vado de dinero que se presenten a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público. 

Dicho lo anterior resulta prudente que se tipifiquen como
delito en el cuerpo de la Ley que se propone aprobar, las
conductas de falsificar, alterar, modificar, divulgar o reve-
lar información que presuntamente vincule a un particular
con alguna operación reportada a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público.

Vigésima. Ahora bien, coincidimos con el argumento de
que al regular una efectiva coordinación y adecuado inter-
cambio de información entre las autoridades encargadas de
combatir el lavado de dinero, se elevaría substancialmente
el nivel de prevención de ese delito y, al mismo tiempo, se
daría cumplimiento a tratados internacionales que, no obs-
tante que han quedado debidamente ratificados por el Esta-
do mexicano, están en proceso de ser cabalmente cumpli-
dos, como es el caso de la Convención de las Naciones
Unidas contra la Corrupción, suscrita en el marco de la
Conferencia de Mérida en 2004 que, en su artículo 14.1.b)
expresamente señala que cada Estado Parte garantizará que
las autoridades de administración, reglamentación y cum-
plimiento de la Ley y demás autoridades encargadas de
combatir el blanqueo de dinero sean capaces de cooperar e
intercambiar información en los ámbitos nacional e inter-
nacional.

Vigésima primera. Estas Comisiones Unidas de Justicia y
de Hacienda y Crédito Público consideran prudente señalar
que para efectos de coherencia y técnica legislativa, se de-
be mencionar que se han eliminado tres artículos del de-
creto contenido en la Minuta objeto de estudio remitido a
estas Comisiones Unidas de Justicia y Hacienda y Crédito
Público, por lo que existen variaciones en el articulado del
decreto que se propone. 
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Ahora bien, las dictaminadoras de conformidad con lo ar-
gumentado en los considerandos que preceden, así como
en el proceso de análisis y discusión del proyecto de Ley,
estimaron pertinente, además de lo señalado en el párrafo
anterior, realizar modificaciones a la Minuta con Proyecto
de Decreto enviada por el Senado de la República. Bajo es-
te contexto y compartiendo la preocupación nacional, las
que dictaminan pasan a exponer las razones por las que se
modificó el articulado. 

Por lo que respecta al Capítulo I del Proyecto de Decreto
contenido en la Minuta de referencia, se modificaron los
artículos:

• Artículo 3. Se adicionan las Fracciones V y XI, refe-
rentes a las definiciones de “Entidades Colegiadas” y
“Procuraduría”, lo anterior con la intención de dar certi-
dumbre jurídica a lo que se debe entender por dichos
conceptos.

• Artículo 4. Se eliminó el presente artículo, en razón de
que se considera que causa conflicto con lo dispuesto en
el artículo 5. del mismo ordenamiento, que establece la
supletoriedad de la Ley. Lo anterior, en virtud de que las
dictaminadoras consideran que por congruencia jurídica
no se puede establecer en un artículo que la Ley es in-
dependiente de otros ordenamientos legales, y más ade-
lante disponer en otro precepto los cuerpos normativos
que son supletorios a dicha Ley.

En el mismo contexto, estas Comisiones estimaron pru-
dente desincorporar del cuerpo de la presente Ley lo refe-
rente a la aplicación de manera supletoria de los Códigos
Penal Federal y Federal de Procedimientos Penales, en vir-
tud de que dichos ordenamientos, por su propia naturaleza,
regulan los actos delictivos que comprende el ordenamien-
to en estudio.

Por lo que respecta al Capítulo II del Proyecto de Decreto
contenido en la Minuta de referencia, se modificaron los
artículos:

• Artículo 6 (Actual artículo 5). Estas Comisiones dicta-
minadoras consideran innecesario mantener en el cuer-
po del presente artículo la facultad expresa del Ministe-
rio Público de conducir la investigación de los delitos
del fuero federal que se identifiquen con motivo de la
aplicación de la presente Ley, toda vez que dicha facul-
tad ya encuentra contenida en el artículo 21 primer y se-

gundo párrafos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

• Artículo 7 (Actual artículo 6). Por un lado, se adiciona
la fracción I y se recorren las subsecuentes, lo anterior
con la intención de reconocer expresamente las faculta-
des de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, pa-
ra recibir los Avisos en términos del proyecto de Ley y,
por otro lado, se adiciona la fracción VII recorriendo la
subsecuente, con la finalidad de fortalecer el presente
ordenamiento, estas Comisiones consideran prudente
adicionar la facultad a la Secretaría, para que pueda
emitir reglas de carácter general para efectos de la pre-
sente Ley.

• Artículo 8 (Actual artículo 7). Las Comisiones dicta-
minadoras consideraron oportuno modificar el tercer
párrafo de este artículo, con la intención solamente de
especificar que las técnicas y medidas de investigación
a que se refiere, podrán utilizarse siempre que se en-
cuentren previstas en el Código Federal de Procedi-
mientos Penales y la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada, en virtud de que de no ser así, no se encon-
traría limitado el margen de actuación de la Unidad Es-
pecializada de Análisis Financiero y podría resultar vio-
latorio de los Derechos Humanos. 

Asimismo, las que dictaminan consideran pertinente supri-
mir del cuerpo del presente artículo, la obligación de la
Procuraduría General de la República para que remita al
Legislativo Federal cada año, un reporte estadístico que re-
fleje los resultados sobre la aplicación de esta Ley; lo ante-
rior, toda vez que se reconoce la estricta división de pode-
res y la actuación de la Procuraduría General de la
República ubicada dentro del ámbito del Poder Ejecutivo
Federal, en su participación con las demás autoridades pre-
vistas en la Ley, así como en administrar y resguardar la in-
formación de los asuntos que conozca.

• Artículo 9. (Actual artículo 8). Las dictaminadoras
consideraron pertinente modificar las fracciones I y XII
del presente precepto, así como eliminar la fracción II
del citado artículo recorriendo las subsecuentes.

En efecto, las que dictaminan consideraron acertado modi-
ficar la fracción I del artículo 9 de la Minuta en estudio, to-
da vez que resulta propicio esclarecer que la Unidad podrá
requerir a la Secretaría únicamente información que guar-
de relación con el ejercicio de sus atribuciones y no dejar
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abierta tal facultad para que la misma pueda solicitar cual-
quier tipo de información, aún y cuando no tenga semejanza
con la investigación que se lleve a cabo en ese momento.

Por otro lado, las que dictaminan consideran preciso modi-
ficar la redacción de la fracción XII del artículo 9 de la Mi-
nuta, respecto a la facultad de la Unidad para disponer de
los Registros Públicos de la Propiedad de las entidades fe-
derativas para la investigación de los delitos relacionados
con las operaciones con recursos de procedencia ilícita, por
lo que se propone que esto se realice siempre que exista la
celebración de un convenio con la entidad respectiva. En
este sentido, resulta favorable que la Unidad promueva e
instrumente mecanismos de coordinación con los estados
de la República y de esta forma obtenga un panorama ge-
neral en todo el territorio nacional en la persecución de es-
tos delitos. 

Respecto a la fracción II, se considera su eliminación por
congruencia legislativa, en virtud de que la facultad de reci-
bir y analizar la información que le entregue la Secretaría se
encuentra inmersa en la fracción I del presente Artículo. 

• Artículo 13. (Actual artículo 12). Estas Comisiones
Unidas consideran pertinente eliminar el calificativo
“económico lícita” de la fracción V inciso a), toda vez
que no se está hablando de actividades lícitas o ilícitas,
sino de “Actividades Vulnerables”.

Por lo que respecta al Capítulo III del Proyecto de Decreto
contenido en la Minuta de referencia, se modificaron los
artículos:

• Artículo 16. (Actual artículo 15). Las dictaminadoras
consideran oportuno modificar las fracciones I y II. Res-
pecto a la fracción I, se modificó en razón de correla-
cionar la legislación vigente en materia del sistema fi-
nanciero; y por lo que hace a la fracción II, se busca
delimitar el universo de personas a las que va dirigida la
norma.

De igual forma, respecto a las fracciones III y IV, se elimi-
na el término de “Entidades Financieras” por considerarlo
redundante al primer párrafo del mismo artículo, lo ante-
rior por técnica legislativa.

• Artículo 17. Las Comisiones dictaminadoras conside-
ran oportuno eliminar el artículo por considerar que la
materia del precepto debe estar contenida en el Regla-
mento de la Ley. 

• Estas dictaminadoras estiman que por coherencia le-
gislativa se fusionen los artículos 19 y 21 de la Minuta
(Actual artículo 17), en virtud de que guardan estrecha
relación las situaciones jurídicas de hecho que configu-
ran los supuestos de Actividades Vulnerables y las obli-
gaciones de las personas que encuadren en dichos su-
puestos. 

En cuanto al artículo 19 (Actual artículo 17), que estable-
ce los supuestos de Actividades Vulnerables, se considera
conveniente modificar la redacción de la fracción II, para
efectos de aclarar y especificar cuáles son las Actividades
Vulnerables sujetas de aviso al referirse la presente Minu-
ta a los instrumentos utilizados como medio de pago. 

Por lo que se refiere a las tarjetas de servicio o de crédito y
las tarjetas de prepago, las que dictaminan consideran per-
tinente marcar la diferencia entre estas, en virtud de que,
por un lado, la emisión de las tarjetas de servicios o de cré-
dito no implica comercialización alguna, es decir, normal-
mente no se cobra cantidad monetaria alguna por la emi-
sión de las mismas, sin embargo se considera que la
esencia del artículo en estudio debe encaminarse al gasto
mensual acumulado en las mismas y; por otro lado, la emi-
sión de las tarjetas prepagadas si implica un pago hasta por
el valor que representan las mismas, por lo que resulta ne-
cesario diferenciarlas para efectos de que cada una de estas
representen supuestos diferentes en la Ley.

Respecto a las Actividades Vulnerables, en específico de la
prestación de servicios de fe pública realizados por los no-
tarios públicos, las Comisiones Unidas consideran perti-
nente diferenciar las mismas y especificar cuándo y por
qué montos serán objeto de avisos ante la Secretaría. 

Por otro lado las que dictaminan estiman prudente adicio-
nar la fracción XIII, con la intención de encuadrar en los
supuestos jurídicos, por la recepción de donativos por par-
te de las sociedades o asociaciones sin fin de lucro; así co-
mo la fracción XIV, con la intención de establecer la pres-
tación de servicios de comercio exterior mediante patente,
con la intención de regular diversas actividades en materia
aduanera. 

En el mismo sentido, se adiciona una fracción XV, con la
finalidad de circunscribir como Actividad Vulnerable la
constitución de derechos personales de uso o goce de bie-
nes inmuebles, y de esta forma dar congruencia con las dis-
posiciones contenidas en el proyecto de Ley.
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Respecto a la fracción XI de este precepto, las Comisiones
Unidas consideran conveniente que, a efecto de dar certe-
za jurídica a los prestadores de servicios profesionales, res-
pecto al secreto profesional y garantía de defensa. 

Asimismo, se adiciona un último párrafo, con la intención
de delimitar las operaciones fraccionadas.

Respecto a las fracciones I, II, VI, VII, VIII, IX, XIII y
XIV las Comisiones dictaminadoras consideraron perti-
nente modificar los montos que refieren. 

• Artículo 20 (Actual artículo 18). Las Comisiones Uni-
das consideran adecuado modificar la fracción II, para
que en los casos en los que se establezca una relación de
negocios, se solicite al usuario la información relativa
sobre su actividad u ocupación.

De la misma forma, se considere oportuno adicionar la
fracción VI al precepto, derivado de la fusión de los artícu-
lo 19 y 21 (Actual artículo 17) a que se hizo referencia en
el punto anterior, lo anterior por técnica legislativa. 

• Artículo 22 (Actual artículo 19). Las Comisiones dic-
taminadoras encuentran relevante adicionar un párrafo
al artículo 22 de la Minuta, con la intención de que el
Reglamento de la Ley que para los efectos se expida,
considere medios de cumplimiento alternativos, lo ante-
rior en virtud de que lo importante es el cabal cumpli-
miento del objetivo que pretende el presente ordena-
miento, por lo que se considerará que los particulares
realizan en tiempo y forma las obligaciones a su cargo
que se desprenden de la presente Ley, si para ello la Se-
cretaría tiene acceso a información proporcionada en
términos de párrafo en mención. 

• Artículo 23. (Actual artículo 20). Se considera necesa-
ria la modificación del artículo con la intención de pro-
teger la identidad de las personas que realicen Activida-
des Vulnerables.

Por lo que respecta al Capítulo IV del Proyecto de Decreto
contenido en la Minuta de referencia, se modificaron los
artículos:

• Artículo 35. (Actual artículo 32). Respecto a las frac-
ciones I, II, y III, las Comisiones dictaminadoras consi-
deraran pertinente modificar los montos que refieren. 

Por lo que respecta al Capítulo VI del Proyecto de Decreto
contenido en la Minuta de referencia, se modificaron los
artículos:

• Artículo 44. (Actual artículo 41). Se considera pru-
dente que la información contenida en los Avisos se pro-
porcionen a través de los reportes que presenta la Se-
cretaría, en razón de proteger la identidad de las
personas que presentan el reporte.

Por lo que respecta al Capítulo VII del Proyecto de Decre-
to contenido en la Minuta de referencia, se modificaron los
artículos:

• Las Comisiones Unidas de Justicia y de Hacienda y
Crédito Público, consideran adecuado fusionar los artí-
culos 57 y 58 (actual artículo 54), recorriendo los sub-
secuentes, lo anterior por congruencia y técnica legisla-
tiva.

• Artículos 56, 57, 60 y 61 (Actuales artículos 53, 54, 56
y 57). De la misma forma, quienes dictaminan conside-
ran oportuno reformar el esquema sancionatorio que es-
tablece la Minuta en análisis, a efecto de que en el or-
denamiento se contemplen más causales para que una
persona pueda ser acreedora a una sanción administrati-
va (multas, revocación, cancelación). En ese sentido, las
Comisiones Unidas reconocen la importancia de am-
pliar el esquema sancionatorio de la Ley en estudio.

• Asimismo, y en atención de la importancia y el papel tras-
cendental que juegan los Agentes y Apoderados Aduanales
para detectar Actividades Vulnerables a que se refiere la
presente Ley, estas Comisiones que dictaminan consideran
pertinente que se adicione el artículo 59 a la misma, para
efectos de que se estipule de manera expresa cuales son las
causales de cancelación de la autorización otorgada por la
Secretaría, de esta manera se otorga certeza jurídica en el
cumplimiento de las atribuciones conferidas a dichos fun-
cionarios. 

• Artículos 60. y 61. (Actuales artículos 56 y 57). Se
considero adecuado eliminar el último párrafo de los ci-
tados artículos por técnica y congruencia legislativa.

Por lo que respecta al Capítulo VIII del Proyecto de De-
creto contenido en la Minuta de referencia, se modificaron
los artículos:
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• Artículo 65. (Actual artículo 62). Las Comisiones dicta-
minadoras consideran adecuado que en las fracciones del
precepto citado, se especifique que el delito sea de mane-
ra doloso para encuadrar en el tipo penal. Asimismo, las
que dictaminan consideran necesario establecer en la
fracción I de dicho precepto el supuesto de que la infor-
mación a que se refiere el mismo, así como la documen-
tación, datos o imágenes, sean totalmente ilegibles.

• Artículo 66 (Actual artículo 63). Por otro lado, estas
Comisiones consideran conveniente establecer penas
más rigurosas para los funcionarios a que se refiere di-
cho precepto, lo anterior otorgará mayor certeza jurídi-
ca para aquellos que presenten los avisos en términos de
la presente Ley. 

• Se adiciona el Artículo 65, con la finalidad de estable-
cer que previo al ejercicio de la acción penal deberá pre-
ceder denuncia por parte de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, en cuanto a los sujetos a que hace refe-
rencia el artículo en cita y por los tipos penales previs-
tos en la Ley. No obstante a lo anterior, se procederá in-
distintamente, a través de denuncia o querella, cuando
haya sido revelada o divulgada la identidad de la perso-
na que proporcionó el Aviso. 

Por lo que respecta a los Artículos Transitorios del Proyec-
to de Decreto contenido en la Minuta de referencia, se mo-
dificaron los artículos:

• Se modifica el artículo Segundo Transitorio para efec-
tos de otorgar al Ejecutivo Federal un plazo de treinta
días para la emisión del Reglamento a que se refiere el
precepto en estudio. 

• Se modifica el artículo Quinto Transitorio de la pro-
puesta en estudio para quedar como sigue: Las disposi-
ciones relativas a la obligación de presentar Avisos, así
como las restricciones al efectivo entrarán en vigor a los
sesenta días siguientes a la publicación del Reglamento
de esta Ley.

Lo anterior con la finalidad de otorgar certeza jurídica pa-
ra aquellas personas que están obligadas a presentar los
Avisos que corresponda en términos de la presente Ley.

• Se adiciona un segundo párrafo al Artículo Sexto. Se
establece un plazo máximo de 90 días para la creación
de la Unidad Especializada de Análisis Financiero, a
partir de la entrada en vigor de la Ley. 

• Se modifica el Artículo Séptimo Transitorio, a efecto de
que los convenios para el intercambio de información y
acceso a bases de datos de los organismos autónomos, en-
tidades federativas y municipios que establece esta Ley,
deberán otorgarse entre las autoridades federales y aqué-
llos, en un plazo perentorio de seis meses contados a par-
tir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

Vigésima Segunda. Es importante señalar que hasta la fe-
cha, los esfuerzos para prevenir y combatir el lavado de di-
nero se han visto obstaculizados por diferencias culturales,
así como por las diferentes disposiciones establecidas entre
códigos penales y prácticas en materia de justicia penal,
además del deseo de proteger la soberanía nacional. Por lo
que, mientras no se controle este fenómeno, la solución del
problema será cada vez más difícil y las consecuencias más
graves recaerán sobre las economías frágiles. 

Bajo ese contexto y compartiendo la preocupación na-
cional, las que dictaminan comparten el criterio de la co-
legisladora, estando conscientes de la necesidad de que
la Ley que se propone aprobar entre en vigor lo antes po-
sible, no obstante, también reconocemos el impacto que
tendrá la misma en la forma de hacer negocio y de llevar
a cabo transacciones económicas. 

Bajo estas circunstancias, consideramos necesario ajustar
el modelo propuesto por la iniciativa para que las disposi-
ciones de la Ley cobren vigencia de manera escalonada,
siendo esta la siguiente: las disposiciones de la Ley, a los
nueve meses siguientes al de su publicación, la emisión del
Reglamento dentro de los 30 días siguientes a su entrada en
vigor; y la presentación de nuevos Avisos de Actividades
Vulnerables, a los sesenta días siguientes a la publicación
del Reglamento. En tanto que las obligaciones a cargo de
las Entidades Financieras continuarán sin interrupción, co-
mo hasta la fecha, al amparo de las Leyes que especial-
mente las regulan.

Con ello, evidentemente, se dará el tiempo suficiente
tanto a las autoridades encargadas de aplicar la Ley, co-
mo a quienes deberán ajustar sus mecanismos comercia-
les y de servicios a las disposiciones de la Ley que se
propone para que lleven a cabo los ajustes que en sus res-
pectivos ámbitos deban llevar a cabo.

Durante dicha vacatio legis, la autoridad deberá dar la pu-
blicidad suficiente a las disposiciones que deriven de la
Ley que se propone aprobar, a efecto de permitir a la ciu-
dadanía cumplir con sus nuevas obligaciones.
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de
las Comisiones Unidas de Justicia y de Hacienda y Crédi-
to Público, sometemos a la consideración de esta Honora-
ble Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPI-
DE LA LEY FEDERAL PARA LA PREVENCIÓN E
IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RE-
CURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA

Capítulo I
Disposiciones Preliminares

Artículo 1. La presente Ley es de orden e interés público y
de observancia general en los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2. El objeto de esta Ley es proteger el sistema fi-
nanciero y la economía nacional, estableciendo medidas y
procedimientos para prevenir y detectar actos u operacio-
nes que involucren recursos de procedencia ilícita, a través
de una coordinación interinstitucional, que tenga como fi-
nes recabar elementos útiles para investigar y perseguir los
delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita,
los relacionados con estos últimos, las estructuras financie-
ras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los re-
cursos para su financiamiento.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Actividades Vulnerables, a las actividades que reali-
cen las Entidades Financieras en términos del artículo
14 y a las que se refiere el artículo 17 de esta Ley;

II. Avisos, a aquellos que deben presentarse en términos
del artículo 17 de la presente Ley, así como a los repor-
tes que deben presentar las entidades financieras en tér-
minos del artículo 15, fracción II, de esta Ley;

III. Beneficiario Controlador, a la persona o grupo de
personas que:

a) Por medio de otra o de cualquier acto, obtiene el
beneficio derivado de estos y es quien, en última ins-
tancia, ejerce los derechos de uso, goce, disfrute,
aprovechamiento o disposición de un bien o servi-
cio, o

b) Ejerce el control de aquella persona moral que, en
su carácter de cliente o usuario, lleve a cabo actos u
operaciones con quien realice Actividades Vulnera-

bles, así como las personas por cuenta de quienes ce-
lebra alguno de ellos.

Se entiende que una persona o grupo de personas
controla a una persona moral cuando, a través de la
titularidad de valores, por contrato o de cualquier
otro acto, puede:

c) Imponer, directa o indirectamente, decisiones en
las asambleas generales de accionistas, socios u ór-
ganos equivalentes, o nombrar o destituir a la mayo-
ría de los consejeros, administradores o sus equiva-
lentes;

d) Mantener la titularidad de los derechos que per-
mitan, directa o indirectamente, ejercer el voto res-
pecto de más del cincuenta por ciento del capital so-
cial, o

e) Dirigir, directa o indirectamente, la administra-
ción, la estrategia o las principales políticas de la
misma.

IV. Delitos de Operaciones con Recursos de Proceden-
cia Ilícita, a los tipificados en el Capítulo II del Título
Vigésimo Tercero del Código Penal Federal;

V. Entidades Colegiadas, a las personas morales recono-
cidas por la legislación mexicana, que cumplan con los
requisitos del artículo 27 de ésta Ley;

VI. Entidades Financieras, aquellas reguladas por los
artículos 115 de la Ley de Instituciones de Crédito; 87-
D, 95 y 95 Bis de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito; 129 de la Ley de
Uniones de Crédito; 124 de la Ley de Ahorro y Crédito
Popular; 71 y 72 de la Ley para Regular las Actividades
de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo;
212 de la Ley del Mercado de Valores; 91 de la Ley de
Sociedades de Inversión; 108 Bis de la Ley de los Sis-
temas de Ahorro para el Retiro; 140 de la Ley General
de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros,
y 112 de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas;

VII. Fedatarios Públicos, a los notarios o corredores pú-
blicos, así como a los servidores públicos a quienes las
Leyes les confieran la facultad de dar fe pública en el
ejercicio de sus atribuciones establecidas en las disposi-
ciones jurídicas correspondientes, que intervengan en la
realización de actividades vulnerables;
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VIII. Ley, a la Ley Federal para la Prevención e Identi-
ficación de Operaciones con Recursos de Procedencia
Ilícita;

IX. Metales Preciosos, al oro, la plata y el platino;

X. Piedras Preciosas, las gemas siguientes: aguamari-
nas, diamantes, esmeraldas, rubíes, topacios, turquesas
y zafiros;

XI. Procuraduría, a la Procuraduría General de la Repú-
blica;

XII. Relación de negocios, a aquella establecida de ma-
nera formal y cotidiana entre quien realiza una Activi-
dad Vulnerable y sus clientes, excluyendo los actos u
operaciones que se celebren ocasionalmente, sin perjui-
cio de lo que establezcan otras disposiciones legales y
reglamentarias;

XIII. Secretaría, a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, y

XIV. Unidad, a la Unidad Especializada en Análisis Fi-
nanciero de la Procuraduría.

Artículo 4. En lo no previsto por la presente Ley, se apli-
carán, conforme a su naturaleza y de forma supletoria, las
disposiciones contenidas en:

I. El Código de Comercio;

II. El Código Civil Federal;

III. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 

IV. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental; y 

V. La Ley Federal de Protección de Datos Personales en
Posesión de Particulares.

Capítulo II
De las Autoridades

Artículo 5. La Secretaría será la autoridad competente pa-
ra aplicar, en el ámbito administrativo, la presente Ley y su
Reglamento.

Artículo 6. La Secretaría tendrá las facultades siguientes:

I. Recibir los Avisos de quienes realicen las Actividades
Vulnerables a que se refiere la Sección Segunda del Ca-
pítulo III; 

II. Requerir la información, documentación, datos e
imágenes necesarios para el ejercicio de sus facultades
y proporcionar a la Unidad la información que le re-
quiera en términos de la presente Ley;

III. Coordinarse con otras autoridades supervisoras y de
seguridad pública, nacionales y extranjeras, así como
con quienes realicen Actividades Vulnerables, para pre-
venir y detectar actos u operaciones relacionados con el
objeto de esta Ley, en los términos de las disposiciones
legales aplicables;

IV. Presentar las denuncias que correspondan ante el
Ministerio Público de la Federación cuando, con motivo
del ejercicio de sus atribuciones, identifique hechos que
puedan constituir delitos;

V. Requerir la comparecencia de presuntos infractores y
demás personas que puedan contribuir a la verificación
del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la
presente Ley;

VI. Conocer y resolver sobre los recursos de revisión
que se interpongan en contra de las sanciones aplicadas,
y

VII. Emitir Reglas de Carácter General para efectos de
esta Ley, y

VIII. Las demás previstas en otras disposiciones de esta
Ley y otros ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo 7. La Procuraduría contará con una Unidad Espe-
cializada en Análisis Financiero, como órgano especializa-
do en análisis financiero y contable relacionado con opera-
ciones con recursos de procedencia ilícita.

La Unidad, cuyo titular tendrá el carácter de agente del
Ministerio Público de la Federación, contará con oficiales
ministeriales y personal especializados en las materias re-
lacionadas con el objeto de la presente Ley, y estará ads-
crita a la oficina del Procurador General de la República.

La Unidad podrá utilizar las técnicas y medidas de investi-
gación previstas en el Código Federal de Procedimientos Pe-
nales y la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 201275



Artículo 8. La Unidad tendrá las facultades siguientes:

I. Requerir a la Secretaría la información que resulte útil
para el ejercicio de sus atribuciones. 

II. Establecer los criterios de elaboración de los reportes
sobre operaciones financieras susceptibles de estar vin-
culadas con esquemas de operaciones con recursos de
procedencia ilícita que le presente la Secretaría;

III. Diseñar, integrar e implementar sistemas y mecanis-
mos de análisis de la información financiera y contable
para que pueda ser utilizada por ésta y otras unidades
competentes de la Procuraduría, en especial la relacio-
nada con los Avisos materia de la presente Ley;

IV. Coadyuvar con otras áreas competentes de la Procu-
raduría, en el desarrollo de herramientas de inteligencia
con metodologías interdisciplinarias de análisis e inves-
tigación de las distintas variables criminales, socioeco-
nómicas y financieras, para conocer la evolución de las
actividades relacionadas con los delitos de operaciones
con recursos de procedencia ilícita y medir su riesgo re-
gional y sectorial;

V. Generar sus propias herramientas para el efecto de in-
vestigar los patrones de conducta que pudieran estar re-
lacionados con operaciones con recursos de procedencia
ilícita;

VI. Participar en el diseño de los esquemas de capacita-
ción, actualización y especialización en las materias de
análisis financiero y contable;

VII. Emitir guías y manuales técnicos para la formula-
ción de dictámenes en materia de análisis financiero y
contable que requieran los agentes del Ministerio Públi-
co de la Federación en el cumplimiento de sus funcio-
nes de investigación y persecución de los delitos de ope-
raciones con recursos de procedencia ilícita;

VIII. Establecer mecanismos de consulta directa de in-
formación que pueda estar relacionada con operaciones
con recursos de procedencia ilícita, en las bases de da-
tos de las autoridades de los tres órdenes de gobierno,
para la planeación del combate a los delitos de opera-
ciones con recursos de procedencia ilícita;

IX. Conducir la investigación para la obtención de indi-
cios o pruebas vinculadas a operaciones con recursos de

procedencia ilícita de conformidad con el Capítulo II
del Título Vigésimo Tercero del Libro Segundo del Có-
digo Penal Federal, y coadyuvar con la Unidad Especia-
lizada prevista en la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada cuando se trate de investigaciones vincula-
das en la materia;

X. Requerir informes, documentos, opiniones y elemen-
tos de prueba en general a las dependencias y entidades
de la administración pública de los tres órdenes de go-
bierno, y a otras autoridades, organismos públicos autó-
nomos, incluso constitucionales, y a aquéllas personas
vinculadas con las Actividades Vulnerables previstas en
esta Ley, que puedan suministrar elementos para el de-
bido ejercicio de sus atribuciones. En todos los casos,
estos requerimientos deberán hacerse en el marco de
una investigación formalmente iniciada;

XI. Celebrar convenios con las entidades federativas pa-
ra accesar directamente a la información disponible en
los Registros Públicos de la Propiedad de las entidades
federativas del país, para la investigación y persecución
de los delitos de operaciones con recursos de proceden-
cia ilícita;

XII. Emitir los dictámenes y peritajes en materia de aná-
lisis financiero y contable que se requieran, y

XIII. Las demás que las disposiciones legales y regla-
mentarias determinen.

Artículo 9. Los servidores públicos adscritos a la Unidad,
además de reunir los requisitos de ingreso y selección que
determine la Ley Orgánica de la Procuraduría, deberán:

I. Acreditar cursos de especialización en delitos de ope-
raciones con recursos de procedencia ilícita y delin-
cuencia organizada que se establezcan en las disposicio-
nes aplicables;

II. Aprobar los procesos de evaluación inicial y periódi-
ca que para el ingreso y permanencia en dicha unidad
especializada se requieran, y

III. No haber sido sancionado con suspensión mayor a
quince días, destitución o inhabilitación, por resolución
firme en su trayectoria laboral.

Artículo 10. El personal de la Secretaría que tenga acceso
a la base de datos que concentre los Avisos relacionados
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con las Actividades Vulnerables, deberá cumplir con los
requisitos precisados en las fracciones del artículo anterior.

Artículo 11. La Secretaría, la Procuraduría y la Policía Fe-
deral deberán establecer programas de capacitación, actua-
lización y especialización dirigidos al personal adscrito a
sus respectivas áreas encargadas de la prevención, detec-
ción y combate al delito de operaciones con recursos de
procedencia ilícita y en las materias necesarias para la con-
secución del objeto de esta Ley, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias.

Artículo 12. Para el cumplimiento del objeto de esta Ley,
las autoridades tendrán las siguientes obligaciones:

I. Observar, en el ejercicio de esta Ley, los principios
rectores de las instituciones de seguridad pública seña-
lados en el artículo 21 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos;

II. Coordinar sus acciones, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, para el cumplimiento del objeto de
esta Ley;

III. Abstenerse de proporcionar información generada
con motivo de la presente Ley a persona alguna que no
esté facultada para tomar noticia o imponerse de la mis-
ma;

IV. Establecer medidas para la protección de la identi-
dad de quienes proporcionen los Avisos a que se refiere
esta Ley, y

V. Al establecer regulaciones administrativas, en sus
ámbitos de competencia, tendentes a identificar y pre-
venir actos u operaciones relacionados con el objeto de
esta Ley, deberán:

a) Procurar un adecuado equilibrio regulatorio, que
evite molestias o trámites innecesarios que afecten
al normal desarrollo de la actividad; 

b) Tomar las medidas necesarias para facilitar el
cumplimiento de esta Ley y mitigar su impacto eco-
nómico, y

c) Evitar que el sistema financiero sea utilizado para
operaciones ilícitas.

Capítulo III
De las Entidades Financieras 

y de las Actividades Vulnerables

Sección Primera
De las Entidades Financieras

Artículo 13. Para el cumplimiento del objeto de la presen-
te Ley las Entidades Financieras se regirán por las disposi-
ciones de la misma, así como por las Leyes que especial-
mente las regulan de acuerdo con sus actividades y
operaciones específicas.

Artículo 14. Para los efectos de esta Sección, los actos,
operaciones y servicios que realizan las Entidades Finan-
cieras de conformidad con las Leyes que en cada caso las
regulan, se consideran Actividades Vulnerables, las cuales
se regirán en los términos de esta Sección.

Artículo 15. Las Entidades Financieras, respecto de las
Actividades Vulnerables en las que participan, tienen de
conformidad con esta Ley y con las Leyes que especial-
mente las regulan, las siguientes obligaciones:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran
ubicarse en los supuestos previstos en el Capítulo II del
Título Vigésimo Tercero del Código Penal Federal, así
como para identificar a sus clientes y usuarios; de con-
formidad con lo establecido por los artículos 115 de la
Ley de Instituciones de Crédito; 87-D, 95 y 95 Bis de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito; 129 de la Ley de Uniones de Crédito;
124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular; 71 y 72 de
la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades
Cooperativas de Ahorro y Préstamo; 212 de la Ley del
Mercado de Valores; 91 de la Ley de Sociedades de In-
versión; 108 Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro pa-
ra el Retiro; 140 de la Ley General de Instituciones y
Sociedades Mutualistas de Seguros, y 112 de la Ley Fe-
deral de Instituciones de Fianzas; 

II. Presentar ante la Secretaría los reportes sobre actos,
operaciones y servicios que realicen con sus clientes y
lleven a cabo miembros del consejo administrativo, apo-
derados, directivos y empleados de la propia entidad
que pudieren ubicarse en lo previsto en la fracción I de
este artículo o que en su caso, pudiesen contravenir o
vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones se-
ñaladas.
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III. Entregar a la Secretaría, por conducto del órgano
desconcentrado competente, información y documenta-
ción relacionada con los actos, operaciones y servicios a
que se refiere este artículo, y

IV. Conservar, por al menos diez años, la información y
documentación relativas a la identificación de sus clien-
tes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de
aquellos actos, operaciones y servicios reportados con-
forme al presente artículo, sin perjuicio de lo estableci-
do en este u otros ordenamientos aplicables.

Artículo 16. La supervisión, verificación y vigilancia del
cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta Sec-
ción y las disposiciones de las Leyes que especialmente re-
gulen a las Entidades Financieras se llevarán a cabo, según
corresponda, por la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, la Co-
misión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro o el
Servicio de Administración Tributaria.

Los órganos desconcentrados referidos en el párrafo ante-
rior, en el ámbito de sus respectivas competencias, emitirán
los criterios y políticas generales para supervisar a las En-
tidades Financieras respecto del cumplimiento de las obli-
gaciones previstas en esta Sección. La Secretaría coadyu-
vará con dichos órganos desconcentrados para procurar la
homologación de tales criterios y políticas.

Sección Segunda
De las Actividades Vulnerables

Artículo 17. Para efectos de esta Ley se entenderán Acti-
vidades Vulnerables y, por tanto, objeto de identificación
en términos del artículo siguiente, las que a continuación se
enlistan:

I. Las vinculadas a la práctica de juegos con apuesta,
concursos o sorteos que realicen organismos descentra-
lizados conforme a las disposiciones legales aplicables,
o se lleven a cabo al amparo de los permisos vigentes
concedidos por la Secretaría de Gobernación bajo el ré-
gimen de la Ley Federal de Juegos y Sorteos y su Re-
glamento. En estos casos, únicamente cuando se lleven
a cabo bajo las siguientes modalidades y montos:

La venta de boletos, fichas o cualquier otro tipo de com-
probante similar para la práctica de dichos juegos, con-
cursos o sorteos, así como el pago del valor que repre-
senten dichos boletos, fichas o recibos o, en general, la

entrega o pago de premios y la realización de cualquier
operación financiera, ya sea que se lleve a cabo de ma-
nera individual o en serie de transacciones vinculadas
entre sí en apariencia, con las personas que participen en
dichos juegos, concursos o sorteos, siempre que el valor
de cualquiera de esas operaciones sea por una cantidad
igual o superior al equivalente a trescientas veinticinco
veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría las actividades
anteriores, cuando el monto del acto u operación sea
igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y
cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Fe-
deral.

II. La emisión o comercialización, habitual o profesio-
nal, de tarjetas de servicios, de crédito, de tarjetas pre-
pagadas y de todas aquellas que constituyan instrumen-
tos de almacenamiento de valor monetario, que no sean
emitidas o comercializadas por Entidades Financieras.
Siempre y cuando, en función de tales actividades: el
emisor o comerciante de dichos instrumentos mantenga
una relación de negocios con el adquirente; dichos ins-
trumentos permitan la transferencia de fondos, o su co-
mercialización se haga de manera ocasional. En el caso
de tarjetas de servicios o de crédito, cuando el gasto
mensual acumulado en la cuenta de la tarjeta sea igual o
superior al equivalente a ochocientas cinco veces el sa-
lario mínimo vigente en el Distrito Federal.. En el caso
de tarjetas prepagadas, cuando su comercialización se
realice por una cantidad igual o superior a al equivalen-
te a seiscientas cuarenta y cinco veces el salario mínimo
vigente en el Distrito Federal, por operación. Los demás
instrumentos de almacenamiento de valor monetario se-
rán regulados en el reglamento de esta ley.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría, en el caso de
tarjetas de servicios o de crédito, cuando el gasto men-
sual acumulado en la cuenta de la tarjeta sea igual o su-
perior a al equivalente a un mil doscientas ochenta y
cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Fe-
deral. En el caso de tarjetas prepagadas, cuando se co-
mercialicen por una cantidad igual o superior al equiva-
lente a seiscientas cuarenta y cinco veces el salario
mínimo vigente en el Distrito Federal.

III. La emisión y comercialización habitual o profesio-
nal de cheques de viajero, distinta a la realizada por las
Entidades Financieras.
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Serán objeto de aviso ante la Secretaría cuando la emi-
sión o comercialización de los cheques de viajero sea
igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y
cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Fe-
deral;

IV. El ofrecimiento habitual o profesional de operacio-
nes de mutuo o de garantía o de otorgamiento de présta-
mos o créditos, con o sin garantía, por parte de sujetos
distintos a las Entidades Financieras.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría cuando el acto u
operación sea por una cantidad igual o superior al equi-
valente a un mil seiscientas cinco veces el salario míni-
mo vigente en el Distrito Federal;

V. La prestación habitual o profesional de servicios de
construcción o desarrollo de bienes inmuebles o de in-
termediación en la transmisión de la propiedad o cons-
titución de derechos sobre dichos bienes, en los que se
involucren operaciones de compra o venta de los pro-
pios bienes por cuenta o a favor de clientes de quienes
presten dichos servicios.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría cuando el acto u
operación sea por una cantidad igual o superior a al
equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mí-
nimo vigente en el Distrito Federal;

VI. La comercialización o intermediación habitual o
profesional de metales preciosos, piedras preciosas, jo-
yas o relojes, en las que se involucren operaciones de
compra o venta de dichos bienes en actos u operaciones
cuyo valor sea igual o superior a al equivalente a ocho-
cientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Dis-
trito Federal, con excepción de aquellos en los que in-
tervenga el Banco de México.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría cuando quien re-
alice dichas actividades lleve a cabo una operación en
efectivo con un cliente por un monto igual o superior o
equivalente un mil seiscientas cinco veces el salario mí-
nimo vigente en el Distrito Federal.

VII. La subasta o comercialización habitual o profesio-
nal de obras de arte, en las que se involucren operacio-
nes de compra o venta de dichos bienes realizadas por
actos u operaciones con un valor igual o superior a al
equivalente a dos mil cuatrocientas diez veces el salario
mínimo vigente en el Distrito Federal;

Serán objeto de aviso ante la Secretaría las actividades
anteriores, cuando el monto del acto u operación sea
igual o superior a al equivalente a cuatro mil ochocien-
tas quince veces el salario mínimo vigente en el Distri-
to Federal;

VIII. La comercialización o distribución habitual profe-
sional de vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos,
marítimos o terrestres con un valor igual o superior al
equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario
mínimo vigente en el Distrito Federal;

Serán objeto de aviso ante la Secretaría las actividades
anteriores, cuando el monto del acto u operación sea
igual o superior a al equivalente a seis mil cuatrocientas
veinte veces el salario mínimo vigente en el Distrito Fe-
deral;

IX. La prestación habitual o profesional de servicios de
blindaje de vehículos terrestres, nuevos o usados, así co-
mo de bienes inmuebles, por una cantidad igual o supe-
rior a al equivalente a dos mil cuatrocientas diez veces
el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría las actividades
anteriores, cuando el monto del acto u operación sea
igual o superior al equivalente a cuatro mil ochocientas
quince veces el salario mínimo vigente en el Distrito Fe-
deral.

X. La prestación habitual o profesional de servicios de tras-
lado o custodia de dinero o valores, con excepción de aque-
llos en los que intervenga el Banco de México y las insti-
tuciones dedicadas al depósito de valores.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría cuando el tras-
lado o custodia sea por un monto igual o superior a al
equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario
mínimo vigente en el Distrito Federal;

XI. La prestación de servicios profesionales, de manera
independiente, sin que medie relación laboral con el
cliente respectivo, en aquellos casos en los que se pre-
pare para un cliente o se lleven a cabo en nombre y re-
presentación del cliente cualquiera de las siguientes
operaciones:

a) La compraventa de bienes inmuebles o la cesión
de derechos sobre estos;
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b) La administración y manejo de recursos, valores
o cualquier otro activo de sus clientes;

c) El manejo de cuentas bancarias, de ahorro o de
valores;

d) La organización de aportaciones de capital o cual-
quier otro tipo de recursos para la constitución, ope-
ración y administración de sociedades mercantiles, o

e) La constitución, escisión, fusión, operación y ad-
ministración de personas morales o vehículos corpo-
rativos, incluido el fideicomiso y la compra o venta
de entidades mercantiles.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría cuando el pres-
tador de dichos servicios lleve a cabo, en nombre y re-
presentación de un cliente, alguna operación financiera
que esté relacionada con las operaciones señaladas en
los incisos de ésta fracción, con respeto al secreto pro-
fesional y garantía de defensa en términos de esta Ley.

XII. La prestación de servicios de fe pública, en los tér-
minos siguientes:

A. Tratándose de los notarios públicos:

a) La transmisión o constitución de derechos reales
sobre inmuebles, salvo las garantías que se consti-
tuyan en favor de instituciones del sistema finan-
ciero u organismos públicos de vivienda.

Estas operaciones serán objeto de aviso ante la Se-
cretaría cuando en los actos u operaciones el precio
pactado, el valor catastral o, en su caso, el valor co-
mercial del inmueble, el que resulte más alto, o en
su caso el monto garantizado, sea igual o superior al
equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario
mínimo vigente en el Distrito Federal;

b) El otorgamiento de poderes para actos de admi-
nistración o dominio otorgados con carácter irrevo-
cable;

c) La constitución de personas morales, su modifi-
cación patrimonial derivada de aumento o disminu-
ción de capital social, fusión o escisión, así como la
compraventa de acciones y partes sociales de tales
personas.

Serán objeto de aviso cuando las operaciones se
realicen por un monto igual o superior al equiva-
lente al equivalente a doce mil ochocientos treinta y
cuatro veces el salario mínimo vigente en el Distri-
to Federal;

d) La constitución o modificación de fideicomisos
traslativos de dominio o de garantía sobre inmue-
bles, salvo los que se constituyan para garantizar al-
gún crédito a favor de instituciones del sistema fi-
nanciero u organismos públicos de vivienda.

Serán objeto de aviso cuando las operaciones se
realicen por un monto igual o superior al equiva-
lente a al equivalente a ocho mil veinticinco veces
el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;

e) El otorgamiento de contratos de mutuo o crédito,
con o sin garantía, en los que el acreedor no forme
parte del sistema financiero o no sea un organismo
público de vivienda.

Las operaciones previstas en este inciso, siempre
serán objeto de aviso.

B. Tratándose de los corredores públicos:

a) La realización de avalúos sobre bienes con valor
igual o superior a al equivalente a ocho mil veinti-
cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito
Federal;

b) La constitución de personas morales mercantiles,
su modificación patrimonial derivada de aumento o
disminución de capital social, fusión o escisión, así
como la compraventa de acciones y partes sociales
de personas morales mercantiles;

c) La constitución, modificación o cesión de dere-
chos de fideicomiso, en los que de acuerdo con la
legislación aplicable puedan actuar;

d) El otorgamiento de contratos de mutuo mercan-
til o créditos mercantiles en los que de acuerdo con
la legislación aplicable puedan actuar y en los que
el acreedor no forme parte del sistema financiero;

Serán objeto de aviso ante la Secretaría los actos u
operaciones anteriores en términos de los incisos de
este apartado.
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C. Por lo que se refiere a los servidores públicos a los
que las Leyes les confieran la facultad de dar fe pú-
blica en el ejercicio de sus atribuciones previstas en el
artículo 3, fracción VII de esta Ley.

XIII. La recepción de donativos, por parte de las aso-
ciaciones y sociedades sin fines de lucro, por un valor
igual o superior al equivalente a un mil seiscientas cin-
co veces el salario mínimo vigente en el Distrito Fede-
ral;

Serán objeto de aviso ante la Secretaría cuando los mon-
tos de las donaciones sean por una cantidad igual o su-
perior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el
salario mínimo vigente en el Distrito Federal;

XIV. La prestación de servicios de comercio exterior co-
mo agente o apoderado aduanal, mediante autorización
otorgada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, para promover por cuenta ajena, el despacho de
mercancías, en los diferentes regímenes aduaneros pre-
vistos en la Ley Aduanera, de las siguientes mercancías:

a) Vehículos terrestres, aéreos y marítimos, nuevos y
usados, cualquiera que sea el valor de los bienes;

b) Máquinas para juegos de apuesta y sorteos, nuevas
y usadas, cualquiera que sea el valor de los bienes;

c) Equipos y materiales para la elaboración de tarjetas
de pago, cualquiera que sea el valor de los bienes;

d) Joyas, relojes, piedras y metales preciosos, cuyo
valor individual sea igual o superior al equivalente a
cuatrocientas ochenta y cinco veces el salario míni-
mo vigente en el Distrito Federal;

e) Obras de arte, cuyo valor individual sea igual o
superior al equivalente a cuatro mil ochocientas
quince veces el salario mínimo vigente en el Distri-
to Federal;

f) Materiales de resistencia balística para la presta-
ción de servicios de blindaje de vehículos, cualquie-
ra que sea el valor de los bienes.

Las actividades anteriores serán objeto de aviso en to-
dos los casos antes señalados, atendiendo lo establecido
en el artículo 19 de la presente Ley.

XV. La Constitución de derechos personales de uso o
goce de bienes inmuebles por un valor mensual superior
al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario
mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se
realice el pago o se cumpla la obligación.

Serán objeto de aviso ante la Secretaría las actividades an-
teriores, cuando el monto del acto u operación mensual sea
igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez
veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.

Los actos u operaciones que se realicen por montos infe-
riores a los señalados en las fracciones anteriores no darán
lugar a obligación alguna. No obstante, si una persona rea-
liza actos u operaciones por una suma acumulada en un pe-
riodo de seis meses que supere los montos establecidos en
cada supuesto para la formulación de Avisos, podrá ser
considerada como operación sujeta a la obligación de pre-
sentar los mismos para los efectos de esta Ley.

La Secretaría podrá determinar mediante disposiciones de
carácter general, los casos y condiciones en que las activi-
dades sujetas a supervisión no deban ser objeto de aviso,
siempre que hayan sido realizadas por conducto del siste-
ma financiero.

Artículo 18. Quienes realicen las Actividades Vulnerables
a que se refiere el artículo anterior tendrán las obligaciones
siguientes:

I. Identificar a los clientes y usuarios con quienes realicen
las propias Actividades Sujetas a supervisión y verificar
su identidad basándose en credenciales o documentación
oficial, así como recabar copia de la documentación;

II. Para los casos en que se establezca una relación de
negocios, se solicitara al cliente o usuario la informa-
ción sobre su actividad u ocupación, basándose entre
otros, en los Avisos de inscripción y actualización de ac-
tividades presentados para efectos del Registro Federal
de Contribuyentes; 

III. Solicitar al cliente o usuario que participe en Activi-
dades Vulnerables información acerca de si tiene cono-
cimiento de la existencia del dueño beneficiario y, en su
caso, exhiban documentación oficial que permita identi-
ficarlo, si ésta obrare en su poder; en caso contrario, de-
clarará que no cuenta con ella;
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IV. Custodiar, proteger, resguardar y evitar la destruc-
ción u ocultamiento de la información y documentación
que sirva de soporte a la Actividad Vulnerable, así como
la que identifique a sus clientes o usuarios.

La información y documentación a que se refiere el pá-
rrafo anterior deberá conservarse de manera física o
electrónica, por un plazo de cinco años contado a partir
de la fecha de la realización de la Actividad Vulnerable,
salvo que las Leyes de la materia de las entidades fede-
rativas establezcan un plazo diferente;

V. Brindar las facilidades necesarias para que se lleven
a cabo las visitas de verificación en los términos de es-
ta Ley, y

VI. Presentar los Avisos en la Secretaría en los tiempos
y bajo la forma prevista en esta Ley.

Artículo 19. El Reglamento de la Ley establecerá medidas
simplificadas para el cumplimiento de las obligaciones
previstas en el artículo anterior, en función del nivel de
riesgo de las Actividades Vulnerables y de quienes las rea-
licen.

Asimismo, el reglamento deberá considerar como medio
de cumplimiento alternativo de las obligaciones señala-
das en los artículos anteriores, el cumplimiento, en tiem-
po y forma, que los particulares realicen de otras obliga-
ciones a su cargo, establecidas en leyes especiales, que
impliquen proporcionar la misma información materia de
los avisos establecidos por esta Ley; para ello la Secreta-
ría tomará en consideración la información proporciona-
da en formatos, registros, sistemas y cualquier otro medio
al que tenga acceso.

Artículo 20. Las personas morales que realicen Activida-
des Vulnerables deberán designar ante la Secretaría a un re-
presentante encargado del cumplimiento de las obligacio-
nes derivadas de esta Ley, y mantener vigente dicha
designación, cuya identidad deberá resguardarse en térmi-
nos del artículo 38 de esta Ley. 

En tanto no haya un representante o la designación no esté
actualizada, el cumplimiento de las obligaciones que esta
Ley señala, corresponderá a los integrantes del órgano de ad-
ministración o al administrador único de la persona moral.

Las personas físicas tendrán que cumplir, en todos los ca-
sos, personal y directamente con las obligaciones que esta

Ley establece, salvo en el supuesto previsto en la Sección
Tercera del Capítulo III de esta Ley.

Artículo 21. Los clientes o usuarios de quienes realicen Ac-
tividades Vulnerables les proporcionarán a estos la infor-
mación y documentación necesaria para el cumplimiento de
las obligaciones que esta Ley establece.

Quienes realicen las Actividades Vulnerables deberán abs-
tenerse, sin responsabilidad alguna, de llevar a cabo el ac-
to u operación de que se trate, cuando sus clientes o usua-
rios se nieguen a proporcionarles la referida información o
documentación a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 22. La presentación ante la Secretaría de los Avi-
sos, información y documentación a que se refiere esta
Ley, por parte de quienes realicen las Actividades Vulnera-
bles no implicará para estos, transgresión alguna a las obli-
gaciones de confidencialidad o secreto legal, profesional,
fiscal, bancario, fiduciario o cualquier otro que prevean las
Leyes, ni podrá ser objeto de cláusula de confidencialidad
en convenio, contrato o acto jurídico alguno.

Sección Tercera
Plazos y formas para la 
presentación de avisos

Artículo 23. Quienes realicen Actividades vulnerables de
las previstas en esta Sección presentarán ante la Secretaría
los Avisos correspondientes, a más tardar el día 17 del mes
inmediato siguiente, según corresponda a aquel en que se
hubiera llevado a cabo la operación que le diera origen y
que sea objeto de aviso.

Artículo 24. La presentación de los Avisos se llevará a ca-
bo a través de los medios electrónicos y en el formato ofi-
cial que establezca la Secretaría.

Dichos Avisos contendrán respecto del acto u operación re-
lacionados con la Actividad Vulnerable que se informe, lo
siguiente:

I. Datos generales de quien realice la Actividad Vulne-
rable;

II. Datos generales del cliente, usuarios o del Beneficia-
rio Controlador, y la información sobre su actividad u
ocupación de conformidad con el artículo 18 fracción II
de esta ley, y
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III. Descripción general de la Actividad Vulnerable so-
bre la cual se dé aviso.

Los notarios y corredores públicos se les tendrán por cum-
plidas las obligaciones de presentar los Avisos correspon-
dientes mediante el sistema electrónico por el que informen
o presenten las declaraciones y Avisos a que se refieren las
disposiciones fiscales federales.

Artículo 25. La Secretaría podrá requerir por escrito o du-
rante las visitas de verificación, la documentación e infor-
mación soporte de los Avisos que esté relacionada con los
mismos.

Sección Cuarta
Avisos por Conducto de Entidades 

Colegiadas

Artículo 26. Los sujetos que deban presentar Avisos con-
forme a lo previsto por la Sección Segunda de este Capítu-
lo, podrán presentarlos por conducto de una Entidad Cole-
giada que deberá cumplir los requisitos que establezca esta
Ley.

Artículo 27. La Entidad Colegiada deberá cumplir con lo
siguiente:

I. Conformarse por quienes realicen tareas similares re-
lacionadas con actividades vulnerables, conforme a la
legislación aplicable de acuerdo al objeto de las perso-
nas morales que integran la entidad;

II. Mantener actualizado el padrón de sus integrantes,
que presenten por su conducto Avisos ante la Secretaría;

III. Tener dentro de su objeto la presentación de los Avi-
sos de sus integrantes;

IV. Designar ante la Secretaría al órgano o, en su caso,
representante encargado de la presentación de los Avi-
sos y mantener vigente dicha designación.

El representante deberá contar, por lo menos, con un po-
der general para actos de administración de la entidad y
recibir anualmente capacitación para el cumplimiento de
las obligaciones que establece esta Ley;

V. Garantizar la confidencialidad en el manejo y uso de
la información contenida en los Avisos de sus integran-
tes;

VI. Garantizar la custodia, protección y resguardo de la
información y documentación que le proporcionen sus
integrantes para el cumplimiento de las obligaciones de
éstos;

VII. Contar con el mandato expreso de sus integrantes
para presentar ante la Secretaría los Avisos de éstos;

VIII. Contar con los sistemas informáticos que reúnan
las características técnicas y de seguridad necesarias pa-
ra presentar los Avisos de sus integrantes, y

IX. Contar con un convenio vigente con la Secretaría
que le permita expresamente presentar los Avisos a que
se refiere la Sección Segunda de este Capítulo, en re-
presentación de sus integrantes.

Las Entidades Colegiadas reconocidas por la Ley podrán,
previo convenio con la Secretaría, establecer un órgano
concentrador para dar cumplimiento a las disposiciones de
esta Ley.

El Reglamento regulará lo necesario para el establecimien-
to y funcionamiento de los órganos que se establezcan.

Artículo 28. La Entidad Colegiada deberá cumplir con la
presentación de los Avisos de sus integrantes dentro de los
plazos y cumpliendo las formalidades que conforme a esta
Ley le correspondan a éstos.

Artículo 29. La Entidad Colegiada deberá cumplir en
tiempo y forma con los requerimientos de información y
documentación relacionada con los Avisos que la Secreta-
ría le formule por escrito o durante las visitas de verifica-
ción.

Artículo 30. Los incumplimientos a las obligaciones a car-
go de los integrantes por causas imputables a la Entidad
Colegiada, serán responsabilidad de ésta.

La Entidad Colegiada no será responsable cuando el in-
cumplimiento de las obligaciones a cargo del integrante sea
por causas imputables a éste.

Artículo 31. La Entidad Colegiada deberá de informar con
cuando menos treinta días de anticipación, a la Secretaría y
a sus integrantes, la intención de extinción, disolución o li-
quidación de la misma, o bien de su intención de dejar de
actuar como intermediario entre sus integrantes y la Secre-
taría.
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A partir de la extinción, disolución o liquidación, o bien de
que deje de actuar como intermediario entre sus integran-
tes y la Secretaría, esta ya no recibirá Avisos por conducto
de la Entidad Colegiada de que se trate, por lo que sus in-
tegrantes deberán dar cumplimiento en forma individual y
directa a las obligaciones que deriven de esta Ley.

Previo a la liquidación, disolución o extinción de la Enti-
dad Colegiada, o bien, a que deje de actuar como interme-
diario entre sus integrantes y la Secretaría, deberá devolver
a sus integrantes la información y documentación que es-
tos le hayan proporcionado para el cumplimiento de sus
obligaciones.

En aquellos casos en los que deje de tener vigencia el con-
venio celebrado con la Secretaría, la Entidad Colegiada de-
berá de proceder de conformidad con lo anteriormente se-
ñalado.

Capítulo IV
Del Uso de Efectivo y Metales

Artículo 32. Queda prohibido dar cumplimiento a obliga-
ciones y, en general, liquidar o pagar, así como aceptar la
liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el
uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y
metales preciosos, en los supuestos siguientes:

I. Constitución o transmisión de derechos reales sobre
bienes inmuebles por un valor igual o superior al equi-
valente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo
vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el
pago o se cumpla la obligación;

II. Transmisiones de propiedad o constitución de dere-
chos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean
aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o supe-
rior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el sa-
lario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que
se realice el pago o se cumpla la obligación;

III. Transmisiones de propiedad de relojes, joyería, me-
tales preciosos y piedras preciosas, ya sea por pieza o
por lote, y de obras de arte, por un valor igual o superior
al equivalente al equivalente a tres mil doscientas diez
veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al
día en que se realice el pago o se cumpla la obligación;

IV. Adquisición de boletos que permita participar en
juegos con apuesta, concursos o sorteos, así como la en-

trega o pago de premios por haber participado en dichos
juegos con apuesta, concursos o sorteos por un valor
igual o superior al equivalente a tres mil doscientos diez
veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al
día en que se realice el pago o se cumpla la obligación;

V. Prestación de servicios de blindaje para cualquier ve-
hículo de los referidos en la fracción II de este artículo
o bien, para bienes inmuebles por un valor igual o supe-
rior al equivalente a tres mil doscientos diez veces el sa-
lario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que
se realice el pago o se cumpla la obligación;

VI. Transmisión de dominio o constitución de derechos
de cualquier naturaleza sobre los títulos representativos
de partes sociales o acciones de personas morales por un
valor igual o superior al equivalente a tres mil doscien-
tas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito
Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la
obligación, o

VII. Constitución de derechos personales de uso o goce
de cualquiera de los bienes a que se refieren las fraccio-
nes I, II y V de este artículo, por un valor igual o superior
al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario
mínimo vigente en el Distrito Federal, mensuales al día
en que se realice el pago o se cumpla la obligación.

Artículo 33. Los Fedatarios Públicos, en los instrumentos
en los que hagan constar cualquiera de los actos u opera-
ciones a que se refiere el artículo anterior, deberán identi-
ficar la forma en la que se paguen las obligaciones que de
ellos deriven cuando las operaciones tengan un valor igual
o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el sa-
lario mínimo vigente en el Distrito Federal;

En caso de que el valor de la operación sea inferior a la
cantidad antes referida, o cuando el acto u operación haya
sido total o parcialmente pagado con anterioridad a la fir-
ma del instrumento, bastará la declaración que bajo protes-
ta de decir verdad hagan los clientes o usuarios.

En los casos distintos de los señalados en el párrafo ante-
rior, los demás actos u operaciones a que se refiere las frac-
ciones II a VII del artículo anterior deberán formalizarse
mediante la expedición de los certificados, facturas o ga-
rantías que correspondan, o de cualquier otro documento
en el que conste la operación, y se verificarán previa iden-
tificación de quienes realicen el acto u operación, así como,
en su caso, del Beneficiario Controlador. En dichos docu-
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mentos se deberá especificar la forma de pago y anexar el
comprobante respectivo.

Capítulo V
De las Visitas de Verificación

Artículo 34. La Secretaría podrá comprobar, de oficio y en
cualquier tiempo, el cumplimiento de las obligaciones pre-
vistas en esta Ley, mediante la práctica de visitas de verifi-
cación, a quienes realicen las Actividades Vulnerables pre-
vistas en la Sección Segunda del Capítulo III de esta Ley,
a las Entidades a que se refiere el artículo 26 de esta Ley o,
en su caso, al órgano concentrador previsto en el penúltimo
párrafo del artículo 27 de la misma.

Las personas visitadas deberán proporcionar exclusiva-
mente la información y documentación soporte con que
cuenten que esté directamente relacionada con Actividades
Vulnerables.

Artículo 35. El desarrollo de las visitas de verificación, así
como la imposición de las sanciones administrativas pre-
vistas en esta Ley, se sujetarán a lo dispuesto por la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo.

Artículo 36. Las verificaciones que lleve a cabo la Secre-
taría sólo podrán abarcar aquellos actos u operaciones con-
sideradas como Actividades Vulnerables en los términos de
esta Ley, realizados dentro de los cinco años inmediatos
anteriores a la fecha de inicio de la visita.

Artículo 37. La Secretaría, para el ejercicio de las faculta-
des que le confiere la presente Ley, en su caso, podrá soli-
citar el auxilio de la fuerza pública cuando las circunstan-
cias así lo requieran. Los mandos de la fuerza pública
deberán proporcionar el auxilio solicitado.

Capítulo VI
De la Reserva y Manejo 

de Información

Artículo 38. La información y documentación soporte de
los Avisos, así como la identidad de quienes los hayan pre-
sentado y, en su caso, de los representantes designados en
términos del artículo 20 de la Ley y del representante de las
Entidades Colegiadas a que se refiere el artículo 27, frac-
ción IV, de este ordenamiento, se considera confidencial y
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Artículo 39. La información que derive de los Avisos que
se presenten ante las autoridades competentes, será utiliza-
da exclusivamente para la prevención, identificación, in-
vestigación y sanción de operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita y demás delitos relacionados con éstas.

Artículo 40. La Secretaría deberá informar al Ministerio
Público de la Federación de cualquier acto u operación que
derive de una Actividad Vulnerable que pudiera dar lugar a
la existencia de un delito del fuero federal que se identifi-
que con motivo de la aplicación de la presente Ley.

Artículo 41. Durante las investigaciones y el proceso pe-
nal federal se mantendrá el resguardo absoluto de la iden-
tidad y de cualquier dato personal que se obtenga derivado
de la aplicación de la presente Ley, especialmente por la
presentación de Avisos, en los términos que señala la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para lo
cual, la información de los actos y operaciones contenida
en dichos Avisos, que sea necesario aportarse en las inves-
tigaciones correspondientes, se hará a través de los repor-
tes que al efecto presente la Secretaría.

Los servidores públicos de la Secretaría guardarán la debida
reserva de la identidad y de cualquier dato personal a que se
refiere el párrafo anterior, así como de la información y do-
cumentación que estos hayan proporcionado en los respecti-
vos Avisos, salvo en los casos en los que sea requerida por la
Unidad o la autoridad judicial.

Se deberá mantener en reserva y bajo resguardo, la identidad
y datos personales de los servidores públicos que interven-
gan en cualquier acto derivado de la aplicación de la Ley, ob-
servando, en su caso, lo dispuesto por el artículo 20 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 42. Los Avisos que se presenten en términos de
esta Ley en ningún caso tendrán, por sí mismos, valor pro-
batorio pleno.

En ningún caso el Ministerio Público de la Federación po-
drá sostener su investigación exclusivamente en los Avisos
a que se refiere la presente Ley, por lo que la misma estará
sustentada en las pruebas que acrediten el acto u operación
objeto de los Avisos.

Artículo 43. La Secretaría, así como las autoridades com-
petentes en las materias relacionadas con el objeto de esta
Ley, establecerán mecanismos de coordinación e intercam-
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bio de información y documentación para su debido cum-
plimiento.

Artículo 44. La Unidad podrá consultar las bases de datos
de la Secretaría que contienen los Avisos de actos u opera-
ciones relacionados con las Actividades Vulnerables y esta
última tiene la obligación de proporcionarle la información
requerida.

Artículo 45. La Secretaría y la Procuraduría, en el ámbito
de sus respectivas competencias, para efectos exclusiva-
mente de la identificación y análisis de operaciones rela-
cionadas con los delitos de operaciones con recursos de
procedencia ilícita, están legalmente facultadas y legitima-
das, por conducto de las unidades administrativas expresa-
mente facultadas para ello en sus respectivos Reglamentos,
para corroborar la información, datos e imágenes relacio-
nados con la expedición de identificaciones oficiales, que
obre en poder de las autoridades federales, así como para
celebrar convenios con los órganos constitucionales autó-
nomos, entidades federativas y municipios, a efecto de co-
rroborar la información referida.

La Secretaría o la Procuraduría podrán celebrar convenios
con las autoridades que administren los registros de los do-
cumentos de identificación referidos en este artículo, para
el establecimiento de sistemas de consulta remota.

Artículo 46. La Unidad podrá solicitar a la Secretaría la
verificación de información y documentación, en relación
con la identidad de personas, domicilios, números telefóni-
cos, direcciones de correos electrónicos, operaciones, ne-
gocios o actos jurídicos de quienes realicen Actividades
Vulnerables, así como de otras referencias específicas, con-
tenidas en los Avisos y demás información que reciba con-
forme a esta Ley.

El Ministerio Público de la Federación podrá solicitar a la
Secretaría que ejerza las facultades previstas en esta Ley,
en los términos de los acuerdos de colaboración que al
efecto suscriban.

Artículo 47. Sin perjuicio de la información y documenta-
ción que la Secretaría esté obligada a proporcionar a la Pro-
curaduría, en caso de que la Secretaría, con base en la in-
formación que reciba y analice en términos de la presente
Ley, conozca de la comisión de conductas susceptibles de
ser analizadas o investigadas por las instancias encargadas
del combate a la corrupción o de procuración de justicia de
las entidades federativas, deberá comunicar a dichas ins-

tancias, de acuerdo con la competencia que les correspon-
da, la información necesaria para identificar actos u opera-
ciones así como personas presuntamente involucradas con
recursos de procedencia ilícita.

Artículo 48. El titular de la Secretaría mediante acuerdo
autorizará a los servidores públicos que puedan realizar el
intercambio de información, documentación, datos o imá-
genes a que se refieren los artículos 43, 44 y 46 de esta Ley
y de la operación de los mecanismos de coordinación.

Artículo 49. La Secretaría podrá dar información confor-
me a los tratados, convenios o acuerdos internacionales, o
a falta de estos, según los principios de cooperación y reci-
procidad, a las autoridades extranjeras encargadas de la
identificación, detección, supervisión, prevención, investi-
gación o persecución de los delitos equivalentes a los de
operaciones con recursos de procedencia ilícita.

En estos casos quienes reciban la información y los datos
de parte de la Secretaría deberán garantizar la confidencia-
lidad y reserva de aquello que se les proporcione.

Artículo 50. Los servidores públicos de la Secretaría, la
Procuraduría y las personas que deban presentar Avisos en
términos de la presente Ley, que conozcan de información,
documentación, datos o noticias de actos u operaciones ob-
jeto de la presente Ley y que hayan sido presentados ante
la Secretaría, se abstendrán de divulgarla o proporcionarla,
bajo cualquier medio, a quien no esté expresamente autori-
zado en la misma.

Para que se pueda proporcionar información, documenta-
ción, datos e imágenes a los servidores públicos de las enti-
dades federativas, éstos deberán estar sujetos a obligaciones
legales en materia de guarda, reserva y confidencialidad res-
pecto de aquello que se les proporcione en términos de esta
Ley y su inobservancia esté penalmente sancionada.

La violación a las reservas que esta Ley impone, será san-
cionada en los términos de las disposiciones legales aplica-
bles.

Artículo 51. Los administradores de los sistemas previstos
en la Ley de Sistemas de Pago, incluido el Banco de Mé-
xico; las personas morales o fideicomisos que tengan por
objeto realizar procesos de compensación o transferencias
de información de medios de pagos del sistema financiero,
así como compensar y liquidar obligaciones derivadas de
contratos bancarios, bursátiles o financieros, y las personas
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que emitan, administren, operen o presten servicios de tar-
jetas de crédito, débito, prepagadas de acceso a efectivo, de
servicios, de pago electrónico y las demás que proporcio-
nen servicios para tales fines, proporcionarán a la Secreta-
ría la información y documentación a la que tengan acceso
y que ésta les requiera por escrito, mismo que les deberá
ser notificado en términos de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, para efectos de lo dispuesto en la
presente Ley.

Las personas a que se refiere el párrafo anterior proporcio-
narán la información y documentación que se les requiera,
dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que surta
sus efectos la notificación del requerimiento.

El intercambio de información y documentación a que ha-
ya lugar de acuerdo con el párrafo primero de este artícu-
lo, entre el Banco de México y la Secretaría, se hará con-
forme a los convenios de colaboración que, al efecto,
celebren.

Capítulo VII
De las Sanciones Administrativas

Artículo 52. La Secretaría sancionará administrativamente
a quienes infrinjan esta Ley, en los términos del presente
Capítulo.

Como excepción a lo dispuesto en el párrafo anterior, las
violaciones de las Entidades Financieras a las obligaciones
a que se refiere el artículo 15 de esta Ley, serán sanciona-
das por los respectivos órganos desconcentrados de la Se-
cretaría facultados para supervisar el cumplimiento de las
misma y, al efecto, la imposición de dichas sanciones se
hará conforme al procedimiento previsto en las respectivas
Leyes especiales que regulan a cada una de las Entidades
Financieras de que se trate, con las sanciones expresamen-
te indicadas en dichas Leyes para cada caso referido a las
Entidades Financieras correspondientes.

Las multas que se determinen en términos de esta Ley, ten-
drán el carácter de créditos fiscales y se fijarán en cantidad
líquida, sujetándose al procedimiento administrativo de
ejecución que establece la legislación aplicable.

Artículo 53. Se aplicará la multa correspondiente a quie-
nes:

I. Se abstengan de cumplir con los requerimientos que
les formule la Secretaría en términos de esta Ley; 

II. Incumplan con cualquiera de las obligaciones esta-
blecidas en el artículo 18 de esta Ley; 

III. Incumplan con la obligación de presentar en tiempo
los Avisos a que se refiere el artículo 17 de esta Ley;

La sanción prevista en esta fracción será aplicable
cuando la presentación del aviso se realice a más tardar
dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que de-
bió haber sido presentado. En caso de que la extempo-
raneidad u omisión exceda este plazo, se aplicará la san-
ción prevista para el caso de omisión en el artículo 55 de
esta Ley, o

IV. Incumplan con la obligación de presentar los Avisos
sin reunir los requisitos a que se refiere el artículo 24 de
esta Ley; 

V. Incumplan con las obligaciones que impone el artí-
culo 33 de esta Ley; 

VI. Omitan presentar los Avisos a que se refiere el artí-
culo 17 de esta Ley;

VII. Participen en cualquiera de los actos u operaciones
prohibidos por el artículo 32 de esta ley;

Artículo 54. Las multas aplicables para los supuestos del
artículo anterior de esta Ley serán las siguientes:

I. Se aplicará multa equivalente a doscientos y hasta dos
mil días de salario mínimo general vigente en el Distri-
to Federal en el caso de las fracciones I, II, III y IV del
artículo 53 de esta Ley;

II. Se aplicará multa equivalente a dos mil y hasta diez
mil días de salario mínimo general vigente en el Distri-
to Federal en el caso de la fracción V del artículo 53 de
esta Ley;

III. Se aplicará multa equivalente a diez mil y hasta se-
senta y cinco mil días de salario mínimo general vigen-
te en el Distrito Federal, o del 10 al 100 por ciento del
valor del acto u operación, cuando sean cuantificables
en dinero, la que resulte mayor en el caso de las frac-
ciones VI y VII del artículo 53 de esta Ley.

Artículo 55. La Secretaría se abstendrá de sancionar al in-
fractor, por una sola vez, en caso de que se trate de la pri-
mera infracción en que incurra, siempre y cuando cumpla,
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de manera espontánea y previa al inicio de las facultades de
verificación de la Secretaría, con la obligación respectiva y
reconozca expresamente la falta en que incurrió.

Artículo 56. Son causas de revocación de los permisos de
juegos y sorteos, además de las señaladas en las disposi-
ciones jurídicas aplicables:

I. La reincidencia en cualquiera de las conductas previs-
tas en el artículo 53 fracciones I, II, III y IV de esta Ley,
o

II. Cualquiera de las conductas previstas en el artículo
53 fracciones VI y VII de esta Ley.

La Secretaría informará de los hechos constitutivos de cau-
sal de revocación a la Secretaría de Gobernación, a efecto
de que ésta ejerza sus atribuciones en la materia y, en su ca-
so, aplique las sanciones correspondientes.

Artículo 57. Son causas de cancelación definitiva de la ha-
bilitación que le haya sido otorgada al corredor público,
además de las señaladas en las disposiciones jurídicas apli-
cables, la reincidencia en cualquiera de las conductas pre-
vistas en el artículo 53 fracciones I, II, III y IV de esta Ley.

Una vez que haya quedado firme la sanción impuesta por
la Secretaría, esta informará de su resolución a la Secreta-
ría de Economía y le solicitará que proceda a la cancela-
ción definitiva de la habilitación del corredor público que
hubiere sido sancionado, y una vez informada, la Secreta-
ría de Economía contará con un plazo de diez días hábiles
para proceder a la cancelación definitiva solicitada, con-
forme a las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 58. Cuando el infractor sea un notario público, la
Secretaría informará de la infracción cometida a la autoridad
competente para supervisar la función notarial, a efecto de
que ésta proceda a la cesación del ejercicio de la función del
infractor y la consecuente revocación de su patente, previo
procedimiento que al efecto establezcan las disposiciones ju-
rídicas que rijan su actuación. Darán lugar a la sanción de
revocación, por ser consideradas notorias deficiencias en el
ejercicio de sus funciones, los siguientes supuestos:

I. La reincidencia en la violación de lo dispuesto en el
artículo 53, en sus fracciones I, II, III, IV y V, y

II. La violación a lo previsto en las fracciones VI y VII
del artículo 53.

La imposición de las sanciones anteriores se llevará a cabo
sin perjuicio de las demás multas o sanciones que resulten
aplicables.

Artículo 59. Serán causales de cancelación de la autoriza-
ción otorgada por la Secretaría a los agentes y apoderados
aduanales:

I. La reincidencia en la violación de lo dispuesto en el
artículo 53, en sus fracciones I, II, III y IV, y

II. La violación a lo previsto en las fracciones VI y VII
del artículo 53. 

La Secretaría informará de la infracción respectiva a la au-
toridad aduanera, a efecto de que ésta proceda a la emisión
de la resolución correspondiente, siguiendo el procedi-
miento que al efecto establezcan las disposiciones jurídicas
que rijan su actuación.

La imposición de las sanciones anteriores se llevará a cabo
sin perjuicio de las demás multas o sanciones que resulten
aplicables.

Artículo 60. La Secretaría, en la imposición de sanciones
de carácter administrativo a que se refiere el presente Ca-
pítulo, tomará en cuenta, en su caso, lo siguiente:

I. La reincidencia, las causas que la originaron y, en su ca-
so, las acciones correctivas aplicadas por el presunto in-
fractor. Se considerará reincidente al que haya incurrido en
una infracción que hubiere sido sancionada y, además de
aquella, cometa la misma infracción, dentro de los dos años
inmediatos siguientes a la fecha en que haya quedado fir-
me la resolución correspondiente;

II. La cuantía del acto u operación, procurando la pro-
porcionalidad del monto de la sanción con aquellos, y

III. La intención de realizar la conducta.

Artículo 61. Las sanciones administrativas impuestas con-
forme a la presente Ley podrán impugnarse ante la propia
Secretaría, mediante el recurso de revisión previsto en la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo o directa-
mente ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa a través del procedimiento contencioso adminis-
trativo.
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Capítulo VIII
De los Delitos

Artículo 62. Se sancionará con prisión de dos a ocho años
y con quinientos a dos mil días multa conforme al Código
Penal Federal, a quien:

I. Proporcione de manera dolosa a quienes deban dar
Avisos, información, documentación, datos o imágenes
que sean falsos, o sean completamente ilegibles, para
ser incorporados en aquellos que deban presentarse;

II. De manera dolosa, modifique o altere información,
documentación, datos o imágenes destinados a ser in-
corporados a los Avisos, o incorporados en avisos pre-
sentados.

Artículo 63. Se sancionará con prisión de cuatro a diez
años y con quinientos a dos mil días multa conforme al
Código Penal Federal:

I. Al servidor público de alguna de las dependencias o
entidades de la administración pública federal, del Po-
der Judicial de la Federación, de la Procuraduría o de los
órganos constitucionales autónomos que indebidamente
utilice la información, datos, documentación o imáge-
nes a las que tenga acceso o reciban con motivo de esta
Ley, o que transgreda lo dispuesto por el Capítulo VI de
la misma, en materia de la reserva y el manejo de infor-
mación, y

II. A quien, sin contar con autorización de la autoridad
competente, revele o divulgue, por cualquier medio, in-
formación en la que se vincule a una persona física o
moral o servidor público con cualquier Aviso o requeri-
miento de información hecho entre autoridades, en rela-
ción con algún acto u operación relacionada con las Ac-
tividades Vulnerables, independientemente de que el
aviso exista o no.

Artículo 64. Las penas previstas en los artículos 62 y 63,
fracción II, de esta Ley se duplicarán en caso de que quien
cometa el ilícito sea al momento de cometerlo o haya sido
dentro de los dos años anteriores a ello, servidor público
encargado de prevenir, detectar, investigar o juzgar delitos.

A quienes incurran en cualquiera de los delitos previstos en
los artículos 62 y 63 de esta Ley, se les aplicará, además,
una sanción de inhabilitación para desempeñar el servicio
público por un tiempo igual al de la pena de prisión que ha-

ya sido impuesta, la cual comenzará a correr a partir de que
se haya cumplido la pena de prisión.

Artículo 65. Se requiere de la denuncia previa de la Secre-
taría para proceder penalmente en contra de los empleados,
directivos, funcionarios, consejeros o de cualquier persona
que realice actos en nombre de las instituciones financieras
autorizadas por la Secretaría, que estén involucrados en la
comisión de cualquiera de los delitos previstos en los artí-
culos 62 y 63 de esta Ley.

En el caso previsto en la fracción II del artículo 63 se pro-
cederá indistintamente por denuncia previa de la Secretaría
o querella de la persona cuya identidad haya sido revelada
o divulgada.

Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor a los nueve me-
ses siguientes al día de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo Federal emitirá el Reglamento de la
presente Ley, dentro de los treinta días siguientes a la en-
trada en vigor de esta Ley.

Tercero. Los Avisos que deban presentarse por quienes
realicen Actividades Vulnerables en términos de la Sección
Primera del Capítulo III de esta Ley, se continuarán pre-
sentando en los términos previstos en las Leyes y disposi-
ciones generales que específicamente les apliquen.

Cuarto. Las Actividades Vulnerables a que se refiere la
Sección Segunda del Capítulo III de la Ley, que se hayan
celebrado con anterioridad a la entrada en vigor de la mis-
ma, se regirán por las disposiciones jurídicas aplicables y
vigentes al momento en que ello hubiere ocurrido.

La presentación de los Avisos en términos de las Secciones
Segunda y Tercera del Capítulo III de la presente Ley se
llevará a cabo, por primera vez, a la entrada en vigor del
Reglamento de esta Ley; tales Avisos contendrán la infor-
mación referente a los actos u operaciones relacionados
con Actividades Vulnerables celebrados a partir de la fecha
de entrada en vigor del citado Reglamento.

Quinto. Las disposiciones relativas a la obligación de pre-
sentar Avisos, así como las restricciones al efectivo, entra-
rán en vigor a los sesenta días siguientes a la publicación
del Reglamento de esta Ley.
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Sexto. Los convenios para el intercambio de información y
acceso a bases de datos de los organismos autónomos, en-
tidades federativas y municipios que establece esta Ley,
deberán otorgarse entre las autoridades federales y aqué-
llos, en un plazo perentorio de seis meses contados a partir
de la entrada en vigor.

Séptimo. Se derogan todos los preceptos legales que se
opongan a la presente Ley.

Salón de comisiones de la honorable Cámara de Diputados.— México,
DF, abril, 2012.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García (rúbrica), Miguel Er-
nesto Pompa Corella (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica),
Camilo Ramírez Puente, Ezequiel Rétiz Gutiérrez (rúbrica), Olga Luz
Espinoza Morales, Eduardo Ledesma Romo, secretarios; Jaime Agui-
lar Álvarez y Mazarrasa (rúbrica), María de Jesús Aguirre Maldonado
(rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Nancy González
Ulloa, Leonardo Arturo Guillén Medina, Mercedes del Carmen Guillén
Vicente (rúbrica), Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Elvia Hernández
García (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija, Israel Madrigal Ceja, Sonia
Mendoza Díaz, Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo, María An-
tonieta Pérez Reyes, Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), Norma
Leticia Salazar Vázquez, Cuauhtémoc Salgado Romero, Miguel Ángel
Terrón Mendoza (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz, Josué Ciri-
no Valdés Huezo (rúbrica), Alma Carolina Viggiano Austria (rúbrica),
Pedro Vázquez González, J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Artu-
ro Zamora Jiménez (rúbrica).

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Mario Al-
berto Becerra Pocoroba (rúbrica), presidente; Graciela Ortiz González,
Ovidio Cortazar Ramos (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rú-
brica), Claudia Edith Anaya Mota (rúbrica), Mauricio Alonso Toledo
Gutiérrez (rúbrica), Adriana Sarur Torre, Óscar González Yáñez (rú-
brica en abstención), secretarios; Alejandro Gertz Manero, Gerardo del
Mazo Morales (rúbrica), Ricardo Ahued Bardahuil, Jesús Alberto Ca-
no Vélez (rúbrica), Julio Castellanos Ramírez (rúbrica), Óscar Saúl
Castillo Andrade (rúbrica), Alberto Emiliano Cinta Martínez (rúbrica),
Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Mario Alberto di Costanzo Ar-
menta, Marcos Pérez Esquer (rúbrica), Ildefonso Guajardo Villarreal,
Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (rúbrica), Silvio Lagos Galindo, Jor-
ge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), Sebastián Lerdo de Tejada Co-
varrubias, Óscar Guillermo Coppel (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu
Salinas, María Esther de Jesús Scherman Leaño, Josué Cirino Valdez
Huezo, Jorge Carlos Ramírez Marín, Ruth Esperanza Lugo Martínez
(rúbrica), Emilio Andrés Mendoza Kaplan, Juan Carlos Regis Adame
(rúbrica), Leticia Quezada Contreras, María Marcela Torres Peimbert
(rúbrica), José Adán Ignacio Rubí Salazar (rúbrica).»

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, a la minuta con pro-
yecto de decreto que expide la Ley para la Prevención e
Identificación de Operaciones con Recursos de Proceden-
cia Ilícita, Presentada por la Cámara de Senadores

Comisiones de Justicia y de Hacienda y Crédito Público:

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, de la LXI
Legislatura de la Cámara de Diputados, le fue turnada pa-
ra opinión la Minuta enviada por la Cámara de Senadores
con Proyecto de Decreto que expide la “Ley para la Pre-
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de
Procedencia Ilícita”.

Esta Comisión, con fundamento en los artículos 39, nume-
rales 1 y 2 fracción XXVIII; 45, numeral 6, inciso s e), f) y
g) y 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; así como con ba-
se en los articulo s 18, párrafo tercero, de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 67, fracción
II y 69 del Reglamento de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, se abocó al estudio y análisis de la
Iniciativa anteriormente descrita al tenor de los siguien-
tes:

Antecedentes

I. El 28 de abril de 2011, la Cámara de Senadores de la LXI
Legislatura, envió la Minuta con Proyecto de Decreto que
expide la con Proyecto de Decreto que expide la “Ley pa-
ra la Prevención e Identificación de Operaciones con Re-
cursos de Procedencia Ilícita”.

II. El 29 de abril citado, el Presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó dicha Minuta a las Comi-
siones Unidas de Justicia, y de Hacienda y Crédito Públi-
co, con opinión de la de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra efectos de su estudio y dictamen correspondientes.

Contenido de la iniciativa

El objeto de la ley que se propone en la Minuta, es esta-
blecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar
actos u operaciones que involucren recursos de proceden-
cia ilícita, a través de una coordinación interinstitucional,
que tenga como fines: establecer los elementos para inves-
tigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de
procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las
estructuras financieras de las organizaciones delictivas y
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evitar el uso de los recursos para su financiamiento; y pro-
teger el sistema financiero y la economía nacional.

Para el logro de tales objetivos, se propone la creación de
una Unidad Especializada en Análisis Financiero como ór-
gano especializado en análisis financiero y contable para
actuar en las investigaciones relacionadas con operaciones
efectuadas con recursos de procedencia ilícita. Entre las fa-
cultades de esta Unidad sobresalen: requerir a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público la información que le sea
útil; diseñar, integrar e implementar sistemas de análisis de
información financiera y contable para su propio uso y de
la Procuraduría General de la República; desarrollar herra-
mientas de inteligencia relacionadas con su ámbito de in-
vestigación; emitir manuales técnicos para ser usados por
los agentes del Ministerio Público; conducir investigacio-
nes vinculadas con su materia, procurar la capacitación de
su personal y las demás relacionadas con las funciones que
el Proyecto de Ley le impone.

La iniciativa define las actividades vulnerables sujetas a
observación y vigilancia, como son: juegos con apuesta,
concursos o sorteos: venta de boletos, fichas o cualquier
práctica de juegos; emisión o comercialización de tarjetas
de servicios, de crédito o cualquier otro medio de pago;
emisión o comercialización de cheques de viajero; opera-
ciones de mutuo o de garantía, o de otorgamiento de prés-
tamos o créditos; servicios de construcción, desarrollo y
compraventa de bienes inmuebles; comercialización de
metales preciosos, piedras preciosas, joyas, obras de arte,
vehículos nuevos o usados, ya sean marítimos, terrestres o
aéreos; blindaje de vehículos; custodia de dinero o valores;
y los que tienen que ver con la trasmisión de propiedad pa-
ra los notarios y corredores públicos.

Igualmente, se imponen límites a los montos de las opera-
ciones y, para las instituciones que prestan dichos servi-
cios, la obligación de informar sobre las transacciones que
superen éstos, de forma individual o a través de las Entida-
des Colegiadas, que la propia iniciativa habilita.

Consideraciones

Para la elaboración de la presente opinión, con fundamen-
to en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en el numeral
3 del artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, se solicitó al Centro de
Estudios de las Finanzas Públicas, mediante oficio
CPCP/ST/701/11 de fecha 2 de mayo de 2011, la valora-

ción del impacto presupuestario de la Minuta con Proyec-
to de Decreto por el que se expide la Ley Federal para la
Prevención de Identificación de Operaciones con Recursos
de Procedencia Ilícita, misma que esta Comisión recibió
mediante Oficio CEFP/DVD/9222/2011, de 8 de agosto de
2011, la cual sirve de base para este documento.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con base en
la valoración de impacto presupuestario emitida por el
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, y derivado del
análisis realizado a la Minuta, observa que la iniciativa
propuesta no tiene impacto presupuestario, en virtud de
que en la Procuraduría General de la República ya existen
dos unidades administrativas responsables que realizan
funciones similares a las que se proponen para la “Unidad
Especializada en Análisis Financiero”, a las que se les asig-
nan recursos presupuestarios para el desarrollo de sus fun-
ciones y responsabilidades.

En efecto, dentro de la estructura orgánica de la Procura-
duría General de la República se encuentra la “Unidad Es-
pecializada en Investigación de Operaciones con Recursos
de Procedencia Ilícita y Falsificación o Alteración de Mo-
neda” y la “Unidad Especializada en Investigación de De-
litos Fiscales y Financieros”, a las cuales, en el Presupues-
to de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2011, se les aprobaron recursos por 20 millones 72 mil 296
pesos y 27 millones 26 mil 989 pesos, respectivamente.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública emite la siguiente:

Opinión

PRIMERO. La Minuta con proyecto de decreto que expi-
de la “Ley para la Prevención e Identificación de Opera-
ciones con Recursos de Procedencia Ilícita” enviada por la
Cámara de Senadores de la LXI Legislatura el 28 de abril
de 2011, no implica un impacto presupuestario.

SEGUNDO. La presente Opinión se formula, solamente
en la materia de la competencia de esta Comisión.

TERCERO. Remítase la presente Opinión a las Comisio-
nes de Justicia y de Hacienda y Crédito Público, para los
efectos legales a que haya lugar.

CUARTO. Por oficio, comuníquese la presente Opinión a
la Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, para su
conocimiento.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de septiembre de 2011.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Jesús
Alfonso Navarrete Prida (rúbrica), presidente; Baltazar Manuel Hino-
josa Ochoa (rúbrica), Felipe Enríquez Hernández (rúbrica), Jesús Al-
berto Cano Vélez (rúbrica), Juan Carlos Lastiri Quirós (rúbrica), Ro-
lando Rodrigo Zapata Bello, Julio Castellanos Ramírez, Alfredo Javier
Rodríguez Dávila, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Vidal Llerenas
Morales (rúbrica), María del Rosario Brindis Álvarez, Pedro Vázquez
González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbrica), Pedro Ji-
ménez León (rúbrica), secretarios; Cruz López Aguilar, Dvid Penchy-
na Grub, Georgina Trujillo Zentella (rúbrica), Héctor Pablo Ramírez
Puga Leyva, Silvio Lagos Galindo (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Sa-
linas (rúbrica), Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), María
Esther Sherman Leaño (rúbrica), Óscar Guillermo Levín Coppel (rú-
brica), Óscar Javier Lara Aréchiga, Roberto Albores Gleason, Sebas-
tián Lerdo de Tejada Covarrubias (rúbrica), Noé Fernando Garza Flo-
res (rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Gabriela Cuevas
Barron (rúbrica), Enrique Octavio Trejo Azuara (rúbrica), Felipe de Je-
sús Rangel Vargas (rúbrica), Francisco Javier Orduño Valdez (rúbrica),
J. Guadalupe Vera Hernández (rúbrica), Marcos Pérez Esquer (rúbri-
ca), Mario Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), Ovidio Cortazar Ramos
(rúbrica), Rigoberto Salgado Vázquez, Ángel Aguirre Herrera (rúbrica),
Claudia Anaya Mota (rúbrica), Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica),
Juanita Arcelia Cruz Cruz, Rafael Pacchiano Alamán (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY GENERAL DE VICTIMAS

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto expide la Ley General de Víctimas

Honorable Asamblea:

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45 numeral 6 inci-
sos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 80, 157, numeral 1, fracción
I, 158, numeral 1, fracción IV y 167, numeral 4 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-

ción de los integrantes de esta Honorable Asamblea el pre-
sente Dictamen de la:

MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE
SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS

ANTECEDENTES

Primero.- En la Sesión Ordinaria del Senado de la Repú-
blica celebrada el 22 de abril de 2010, los senadores Felipe
González González, Jaime Rafael Días Ochoa y Ramón
Galindo del Partido Acción Nacional, presentaron Iniciati-
va con proyecto de Decreto para expedir la Ley Federal de
Derechos de las Víctimas del Delito.

Segundo.- En esa misma sesión, la Mesa Directiva del Se-
nado turnó la Iniciativa a las Comisiones Unidas de Justi-
cia y Estudios Legislativos, Primera para su análisis y res-
pectivo dictamen.

Tercero.- En Sesión Ordinaria del Senado de la República
celebrada el 28 de diciembre de 2011, el senador Tomás
Torres Mercado, a nombre y con aval del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática presentó la
Iniciativa con Proyecto de Decreto para expedir la Ley Ge-
neral de Protección y Reparación Integral a Víctimas de
Violaciones a Derechos Humanos generadas por la Violen-
cia.

Cuarto.- En esa misma fecha, la presidencia de la Mesa
Directiva del Senado turnó la Iniciativa a las Comisiones
Unidas de Justicia y Estudios Legislativos, Segunda para
su análisis y respectivo dictamen.

Quinto.- Por último, en la Sesión Ordinaria del Senado de
la República celebrada el 17 de abril de 2012, los senado-
res Manlio Fabio Beltrones Rivera, Jesús Murillo Karam,
Pedro Joaquín Coldwell, Fernando Baeza Meléndez, Mel-
quiades Morales Flores, Francisco Labastida Ochoa, Roge-
lio Humberto Rueda Sánchez, Jorge Mendoza Garza, Car-
los Aceves del Olmo, Heladio Elías Ramírez López, Renán
Cleominio Zoreda Novelo, Amira Gricelda Gómez Tueme,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional; José González Morfín, Alejandro González Alco-
cer y Felipe González González, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional; Carlos Navarrete Ruiz, Leo-
nel Godoy Rangel, José Luis García Zalvidea, Yeidckol
Polevnsky Gurwitz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática; Arturo Escobar y Vega, To-
más Torres Mercado, del Grupo Parlamentario del Partido
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Verde Ecologista de México; Dante Delgado Rannauro,
Eugenio Guadalupe Govea Arcos, del Grupo Parlamentario
del Movimiento Ciudadano; Ricardo Monreal Ávila y Ja-
vier Obregón Espinoza, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, presentaron ante la H. Cámara de Senado-
res Iniciativa con Proyecto de decreto por el que se expide
la Ley General de Víctimas.

Sexto.- En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva turnó a las Comisiones Unidas de Gobernación,
Justicia y Estudios Legislativos, Segunda, la iniciativa en
comento para su análisis, y dictamen correspondiente.

Séptimo.- En sesión del Pleno de la Cámara de Senadores,
celebrada el 25 de abril de 2012, se aprobó la Minuta en ci-
ta, por lo que fue enviada a la Cámara de Diputados para
los efectos constitucionales correspondientes.

Octavo.- En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión en fecha 26 de abril
de 2012, se dio cuenta con la Minuta en estudio, mediante
el cual la Cámara de Senadores expide la Ley General de
Víctimas.

Noveno.- En ese misma fecha, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados, acordó se turnara a la Comisión de Jus-
ticia para dictamen y a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública para opinión.

Décimo.- En fecha 26 de abril de 2012 la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública, remitió a la Comisión de Justi-
cia su opinión que contiene el impacto presupuestario, mis-
mo que se anexa al presente dictamen.

ANÁLISIS DE LA MINUTA

En la Minuta Proyecto de Decreto, la Cámara de Senado-
res, señala que en las Disposiciones Generales de la Ley, se
incluye en el Capítulo I, las determinaciones sobre la Apli-
cación, Objeto e Interpretación de la ley, y se considera de
trascendental importancia y conveniencia jurídica nacional
que sea una ley general, que al tiempo que establece el con-
tenido de los derechos de las víctimas, articula las compe-
tencias de los diferentes ordenes de gobierno y poderes pa-
ra hacerlos efectivos. 

Contiene la protección, atención y reparación integral de
los derechos de las víctimas en general, ya sea delitos co-
mo de violaciones a derechos humanos y va a complemen-
tar la legislación especializada adoptada en la materia con

el objetivo de brindar mayor protección a las víctimas, por
lo que con una legislación general, se armonizarán los có-
digos de Procedimientos Penales, así como toda legislación
especializada enfocada a atender algunos fenómenos delic-
tivos como la trata de personas o los secuestros y las viola-
ciones de derechos humanos.

Establece la distribución de competencias a la Federación,
a los estados, al Distrito Federal y municipios, definiendo
las responsabilidades de todas las dependencias e instan-
cias de los tres poderes que participan, de conformidad con
sus propias atribuciones, en la aplicación de los compo-
nentes de la ley.

El capítulo II señalado como Concepto, Principios y Defi-
niciones, se establece el concepto de víctima que recoge
los estándares internacionales en la materia, que a su vez
responden a la evolución del Derecho Internacional de los
Derechos Humanos, especialmente en el ámbito de la Or-
ganización de las Naciones Unidas, y en el del Sistema
Interamericano de Derechos Humanos a través de su juris-
prudencia. 

En este sentido, sobresale la Declaración sobre los Princi-
pios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Deli-
tos y del Abuso de Poder de la Organización de las Nacio-
nes Unidas que describe las características de la definición,
en donde los familiares y dependientes económicos de la
víctima directa han sido reconocidos por la jurisprudencia
de la Corte Interamericana como víctimas también de los
actos sufridos directamente por sus familiares a causa del
daño directo. Un ejemplo de ello, son los familiares de las
personas desaparecidas que sufren daños directos producto
de la desaparición de sus seres queridos, independiente-
mente de aquellos daños que hayan sido sufridos por las
personas desaparecidas.

Por otro lado, establece principios rectores que ayudan a la
interpretación de los contenidos de la misma, como los de-
rechos sustantivos de las víctimas, y la forma en que deben
conducirse las autoridades al dirigirse a la víctima, desde
su primer contacto, hasta la forma en la cual debe leerse el
contenido de los programas que deben estar siempre enfo-
cados a la reintegración de la víctima en la sociedad y a la
recuperación de los efectos por el daño sufrido. 

Estos principios se refieren al respeto a la dignidad de las
víctimas, a la no sujeción a una victimización secundaria,
muchas veces producida por el actuar negligente de las au-
toridades; al principio de buena fe que refiere a que debe

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 201293



considerarse como cierto el dicho de las víctimas, a la de-
bida diligencia con la que deben conducirse las autorida-
des, así como al enfoque diferenciado y especializado que
deben tener los programas para atender a las víctimas, y to-
dos ellos tienden a la concepción de las víctimas como su-
jetos de derechos y, por tanto, a favorecer la superación de
los daños producto del delito o de las violaciones a dere-
chos humanos sufridas. 

Asimismo, establece que las autoridades deben reconocer
la necesidad de tomar en consideración los puntos de vista
de las víctimas, tal como se plantea y fomentar la partici-
pación conjunta de todos los sectores sociales, así como
considerar espacios colectivos de reflexión para que desde
la perspectiva de los usuarios se puedan evaluar el impac-
to y utilidad de los programas implementados por el siste-
ma. 

Por ello, se ordena la rendición de cuentas, la publicidad y
la transparencia, que son elementos cruciales para lograr
que el sistema implementado por la ley cumpla con el es-
píritu del legislador motivado por brindar una atención
prioritaria a las necesidades de las víctimas en el país. 

Dentro de los Derechos Generales de las Víctimas, se plan-
tean los grandes grupos de derechos de las víctimas reco-
nocidos en la ley y que también lo son en el derecho inter-
nacional de los derechos humanos: el derecho a la verdad,
el derecho a la justicia, el derecho a la reparación integral
y las garantías de no repetición. En ellos se puede identifi-
car una interrelación e indivisibilidad, pues muchos de sus
componentes se cruzan. De estos grupos de derechos “prin-
cipales” derivan una serie de derechos “secundarios” que
responden a la atención del daño sufrido o a las caracterís-
ticas y gravedad del delito sufrido o de la violación de los
derechos humanos, que requieren de un tratamiento espe-
cializado y particular para dar respuesta a las necesidades
de las víctimas. 

Igualmente se establecen otros derechos de Ayuda, Asis-
tencia y Atención, lo anterior en atención a que la víctima
se convierte en el centro de protección de la norma, los de-
rechos a la ayuda, asistencia, protección y atención están
enfocados a necesidades inmediatas y de emergencia de las
víctimas con el objetivo de evitar que los daños sean ma-
yores y, con ello, procurar su recuperación e reintegración
a la sociedad. El atender estas necesidades básicas no debe
ser visto como programas para cubrir las desigualdades so-
ciales sobre la base de programas de tipo asistencialista, si-
no programas que respondan a las necesidades de emer-

gencia que surgen en la esfera individual, familiar, colecti-
va y social como producto del delito o de la violación a de-
rechos humanos. En este sentido, las comisiones unidas
consideran, deben tener ese efecto inmediato e integral. 

Entre las medidas contempladas se encuentran aquellas
que tienden a restablecer los derechos y brindar las condi-
ciones que les permitan superar a la víctima y sus familia-
res esa condición de víctima y que no deben confundirse
con las medidas de la reparación integral, pues éstas tienen
como objetivo atender las necesidades inmediatas, más allá
de aquellas medidas de largo aliento que deban adoptarse
para subsanar los daños sufridos

Por otro lado se estable un acceso equitativo y efectivo a la
justicia, por lo que en el decreto de ley se incorporan los
elementos que permiten abrir el camino hacia el cumpli-
miento de este derecho, en particular, el acceso a la justicia
para mujeres y niñas en casos de violencia de género, debe
tener un carácter prioritario en vista de los obstáculos so-
cioeconómicos y discriminatorios a los que se enfrentan en
su búsqueda por la justicia; así también se debe apoyar a
grupos en condiciones de vulnerabilidad como las pobla-
ciones indígenas.

Se establezcan mecanismos públicos y privados, informa-
ción sobre todos los recursos disponibles para acceder a la
justicia, ya sea por medios penales, administrativos, judi-
ciales o cuasi judiciales en procedimientos accesibles al
público en general, pero también se incluye la solución al-
ternativa de controversias, la justicia restaurativa y retribu-
tiva, incluidos la mediación, el arbitraje y los usos y cos-
tumbres de comunidades indígenas, para promover la
conciliación y la reparación a favor de las víctimas.

La Minuta en estudio incorpora, un Capítulo de los Dere-
chos de las Víctimas en el Proceso Penal en atención a los
derechos que el apartado C) del artículo 20 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos establece
para las víctimas en el proceso penal. 

Respecto al Derecho a la Verdad se establece que las vícti-
mas tienen el derecho a saber las causas que generaron el
daño sufrido, las circunstancias que lo propiciaron y los
responsables del mismo. Se reconoce el derecho de las víc-
timas a saber y para ello a que ésta elija la vía que usará pa-
ra tal fin: proceso penal, mecanismos de derechos huma-
nos, mecanismos transicionales, o cualquier otro que se
establezca de forma permanente o ad hoc. 
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Para tal efecto, se reconoce que las víctimas tienen derecho
a participar activamente en la búsqueda de la verdad, en la
localización de sus seres queridos, entre otros mecanismos
a través de peritajes independientes que promuevan la lo-
calización de las personas o sus restos.

En relación al Derecho a la Reparación Integral, se esta-
blece que la reparación ha de ser proporcional a la grave-
dad de los delitos o violaciones y al daño sufrido y que
cuando se determine que una persona física o jurídica u
otra entidad está obligada a dar reparación a una víctima, la
parte responsable deberá conceder reparación a la víctima
o indemnizar al Estado si éste hubiera ya dado reparación
a la víctima. 

Así, cuando funcionarios públicos u otros agentes que ac-
túen a título oficial o cuasi oficial, hayan sido responsables
de los daños, así como en otros supuestos, se reparará el
daño por parte del Estado de acuerdo lo establecido por la
ley. 

La Minuta reconoce la importancia de hacer efectivas las
reparaciones dictadas por mecanismos públicos de dere-
chos humanos, como las comisiones de derechos humanos,
así como de instancias internacionales que determinen la
obligación de reparar el daño por parte de las autoridades
mexicanas.

Por otro lado, de acuerdo al derecho internacional los Es-
tados ejecutarán, con respecto a las reclamaciones de las
víctimas, las sentencias de sus tribunales que impongan re-
paraciones a las personas o entidades responsables de los
daños sufridos, y procurarán ejecutar las sentencias extran-
jeras o internacionales que impongan reparaciones, para lo
cual deberán establecer mecanismos eficaces para la ejecu-
ción de las sentencias que obliguen a reparar daños. 

Por otro lado la Minuta en estudio establece Medidas de
Ayuda, Inmediatas y Humanitarias, dichas medidas tienen
como objeto que en la determinación de la asistencia que
deberá ser prestada a la víctima se eviten demoras innece-
sarias en su atención que pudieran generar mayores daños,
por lo que se imponen medidas en materia de salud, de alo-
jamiento y alimentación, de transporte, pues estas constitu-
yen los más inmediatos apoyos. 

Igualmente se establecen medidas en Materia de Protec-
ción, entendida ésta en su espectro más amplio, incluyendo
el bienestar psicológico, físico y afectivo y atendiendo al
respeto de su dignidad y la privacidad. Esta protección de-

be ir más allá de las medidas cautelares o precautorias dic-
tadas en procesos penales, o de otra índole o por organis-
mos de derechos humanos en los que la víctima participe
voluntariamente o como testigo.

Se establecen medidas en Materia de Asesoría Jurídica, pa-
ra otorgar a las víctimas y sus familiares asesoría jurídica,
bajo el entendido, de que las víctimas tienen el derecho a
contar, de inmediato, independientemente de que la Ley re-
gule la Asesoría Jurídica especializada en materia de vícti-
mas, con orientación y asistencia legal adecuada, incluida la
representación legal ante procedimientos penales. 

La orientación legal, gratuita, debe ir encaminada a que la
víctima comprenda las diferentes vías a las que tiene acce-
so para atender de inmediato el daño sufrido, buscar justi-
cia y en su caso obtener reparación del daño. 

Por otra parte, se establecen disposiciones generales para
Medidas de Asistencia y Atención tendentes a restablecer a
la Víctima en el ejercicio pleno de sus Derechos, y a Pro-
mover la Superación de su Condición, por lo que la Minu-
ta señala que los daños sufridos por las víctimas pueden
ser, entre otros, lesión física temporal o permanente, enfer-
medad, muerte, daño psicológico incluido el estrés post
traumático; daño o pérdida de la propiedad o tierras, des-
plazamiento, exilio; pérdida de ingresos, daños al proyecto
de vida, pérdida de la libertad personal, de derechos, pér-
dida de la vida familiar, daños sociales o culturales, como
estigmas mismos que tienen que ser atendidos de forma in-
mediata para evitar la agravación de los efectos.

Esto obliga a que se garantice que las diferentes formas de
atención a estos diversos daños prevean la atención y asis-
tencia a través de la participación de personas especialistas
en medicina general, trauma, tanatología, psicología, vio-
lencia sexual y violencia contra las mujeres y niños, peda-
gogía, trabajo social, y otras especialidades equivalentes,
con una particular sensibilidad, pues el objetivo de las me-
didas que se proponen en este título deben encauzar la re-
cuperación del ejercicio pleno de los derechos y promover
la superación de la condición de víctima para restituir, en
lo posible, a la víctima a su situación anterior.

Por lo que se establece la responsabilidad de la Comisión
Ejecutiva de Atención Víctimas para la creación y la ges-
tión del Registro Nacional de Víctimas y los lineamientos
que cada uno de los participantes en el Sistema Nacional de
Atención a Víctimas tendrán que desarrollar, en sus res-
pectivos ámbitos, para la prestación de los servicios gratui-
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tos, que contribuyan a los propósitos establecidos en este
apartado.

También la Minuta determina Medidas de Educación que
tienen por objeto asegurar el acceso y permanencia de las
víctimas en el sistema educativo si se hubieran interrumpi-
do los estudios a causa del delito o de la violación a dere-
chos humanos. En las medidas que se tomen para superar
el daño se deberá aplicar un enfoque transversal de género
y diferencial, desde una mirada de inclusión social y con
perspectiva de derechos. 

Así mismo, uno de los objetivos de las medidas en materia
de educación es buscar no sólo que se garantice que las víc-
timas queden exentas de costos académicos en las institu-
ciones públicas de educación preescolar, primaria, secun-
daria y media superior o a recibir apoyo con becas para
cubrir al menos estos niveles de estudio; las instituciones
educativas deberán contribuir a la pronta reincorporación
de la victima a la sociedad y, en su momento, a las activi-
dades productivas. 

Por lo que las autoridades educativas federales y estatales,
e incluso municipales, que cuenten con infraestructura y
capacidad para la prestación de servicios educativos, debe-
rá apoyar a niños, niñas y adolescentes que sean víctimas
con paquetes de libros y uniformes para que puedan parti-
cipar y permanecer con dignidad en las actividades educa-
tivas.

En cuanto a las Medidas Económicas y de Desarrollo, se
instrumentan a partir de programas diseñados por los tres
órdenes de gobierno para atención y asistencia a víctimas,
ya que se debe garantizar que las víctimas reciban apoyos
en materia social, de educación, de salud, de alimentación,
de vivienda, del disfrute de un medio ambiente sano, de
trabajo y seguridad social y los relativos a la no discrimi-
nación, todos estos derechos en los términos establecidos
por la Constitución y los tratados internacionales de dere-
chos humano, para atender sus necesidades como conse-
cuencia del hecho victimizante. 

La Minuta considera Medidas de Atención y Asistencia en
Materia de Procuración y Administración de Justicia, es
decir, tienen el derecho a elegir libremente a su represen-
tante legal frente a procedimientos penales y a solicitar la
asesoría jurídica gratuita y permanente en caso de no con-
tar con los medios para designarla, de esta manera, la asis-
tencia a la víctima durante cualquier procedimiento admi-
nistrativo relacionado con su condición de víctima o la

asistencia en el proceso penal durante la etapa de investi-
gación, durante el juicio, y durante la etapa posterior al jui-
cio se prevé. 

Por cuanto hace a las Medidas de Reparación Integral, se
establecen varias medidas, como de Restitución ya que las
víctimas tienen derecho a la restitución de sus derechos
conculcados o menoscabados, así como la restitución, si hu-
bieran sido despojadas de ellos, de sus bienes y propieda-
des. La restitución comprende, según corresponda, el resta-
blecimiento de la libertad, del disfrute de los derechos
humanos, de la identidad, de la vida familiar y la ciudada-
nía, del regreso a su lugar de residencia, de la reintegración
en su empleo, entre otros. 

Si la víctima sufrió una condena ilegítima, la restitución
comprende, además de la libertad en los términos que lo
establezcan las autoridades competentes, la eliminación en
los registros de los respectivos antecedentes penales. 

Las medidas de Rehabilitación que se establecen en el de-
recho internacional, incluyen la atención médica y psicoló-
gica, así como servicios jurídicos y sociales. Son particu-
larmente importantes, que en las medidas de rehabilitación
que se otorguen se dé un trato especial a niños y niñas víc-
timas y a los hijos de las víctimas, así como a los adultos
mayores dependientes de estas últimas. 

Medidas de Compensación que ha de concederse, de forma
apropiada y proporcional a la gravedad del daño y a las cir-
cunstancias de cada caso, por todos los perjuicios econó-
micamente evaluables que sean consecuencia del delito o
de las violaciones graves a los derecho humanos e inclu-
yen: el daño físico o mental; la pérdida de oportunidades,
en particular las de empleo, educación y prestaciones so-
ciales; los daños materiales y la pérdida de ingresos, los
perjuicios morales; los gastos de asistencia jurídica o de
expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios
psicológicos y sociales. 

Medidas de Satisfacción que se convierten en un aspecto
fundamental, pues de conformidad con el derecho interna-
cional de los derechos humanos para casos de violaciones
a estas medidas con fundamentales para que no continúen
las violaciones. Estas medidas comprenden la verificación
de los hechos y la revelación pública y completa de la ver-
dad, en la medida en que esa revelación no provoque más
daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima,
de sus familiares, de los testigos o de personas que han in-
tervenido para ayudar a la víctima o impedir que se pro-
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duzcan nuevas violaciones; la búsqueda de las personas
desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados
y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda
para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos se-
gún el deseo explícito o presunto de la víctima o las prác-
ticas culturales de su familia y comunidad; también se re-
fieren a una declaración oficial o decisión judicial que
restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la
víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella.

Entre otras medidas, también se encuentra el ofrecimiento de
una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los he-
chos y la aceptación de responsabilidades; la aplicación de
sanciones judiciales o administrativas a los responsables de
las violaciones; la conmemoraciones y homenajes a las vícti-
mas; la inclusión de un relato preciso de las violaciones de de-
rechos cometidas y del contexto en el cual se produjeron en
textos o programas en los que se dé enseñanza de las normas
internacionales de derechos humanos, así como en material
didáctico o educativo a todos los niveles.

Las medidas de no repetición comprenden las medidas si-
guientes: el ejercicio de un control efectivo por las autorida-
des civiles sobre las fuerzas armadas y de seguridad; la ga-
rantía de que todos los procedimientos civiles y militares se
ajustan a las normas internacionales relativas a las garantías
procesales, la equidad y la imparcialidad; el fortalecimiento
de la independencia del poder judicial; la protección de los
profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria,
la información y otros sectores conexos, así como de los de-
fensores de los derechos humanos.

Así también, la educación, de modo prioritario y perma-
nente, de todos los sectores de la sociedad respecto de los
derechos humanos y del derecho internacional humanitario
y la capacitación en esta materia de los funcionarios encar-
gados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas ar-
madas y de seguridad; la promoción de la observancia de
los códigos de conducta y de las normas éticas, en particu-
lar las normas internacionales, por los funcionarios públi-
cos, inclusive el personal de las fuerzas de seguridad, los
establecimientos penitenciarios, los medios de informa-
ción, el personal de servicios médicos, psicológicos, socia-
les y de las fuerzas armadas, además del personal de em-
presas comerciales; 

La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigi-
lar y resolver los conflictos sociales; la revisión y reforma
de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas
de las normas internacionales de derechos humanos y a las

violaciones graves del derecho humanitario o las permitan
y acceso a información pertinente sobre violaciones y me-
canismos de reparación. 

La Minuta en estudio establece un Sistema Nacional de
Atención a Víctimas, con la finalidad de establecer, regular
y supervisar las políticas públicas que se habrán de des-
prender de la Ley General, así como evitar la victimización
secundaria y facilitar y hacer accesibles, claros, inmediatos
y expeditos los procedimientos, trámites u otras gestiones
que sean precisadas por las víctimas en el ejercicio de los
derechos que la propia Ley reconoce. 

El sistema permitirá la coordinación, concentración, acce-
sibilidad, sencillez y prontitud en el cumplimiento de las
obligaciones del Estado mexicano en la materia, pues está
constituido por todas las instituciones y entidades públicas
federales, locales y municipales, organismos autónomos, y
demás organizaciones públicas o privadas, encargadas de
la protección, ayuda, asistencia, atención, defensa de los
derechos humanos, acceso a la justicia, a la verdad y a la y
reparación integral a las víctimas.

La Integración del Sistema Nacional de Atención a Vícti-
mas es multisectorial, ya que responde a la necesidad de
dotarlo de la mayor legitimidad posible, y evitar que su ac-
tuación se desvíe del propósito central para el que ha sido
creado, a saber, la atención de las víctimas en su más am-
plia connotación en cuanto a protección y reparación inte-
gral. 

En ese sentido, se garantiza la participación concurrente de
los tres niveles de gobierno, razón por la cual las depen-
dencias y entidades federales alternarán con sus homólogas
locales y municipales, según sea el caso, ello garantiza la
mayor efectividad, integralidad y accesibilidad para las
víctimas en su atención por parte del Sistema y sus inte-
grantes del sector público. 

La estructura operativa del Sistema Nacional de Atención
a Víctimas será operado por la Comisión Ejecutiva de
Atención a Víctimas, que tendrá a su cargo el Fondo de
Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, así como el Re-
gistro Nacional de Víctimas que serán la garantía del acce-
so efectivo de las víctimas a los derechos, mecanismos,
procedimientos y servicios que establece esta Ley; así mis-
mo, el Gobierno Federal y las entidades federativas conta-
rán en el marco de su competencia con un Fondo y un Re-
gistro de Víctimas equivalente que operarán a través de los
comités que creen en sus ámbitos respectivos. 
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Dicha Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas permiti-
ra la garantía del derecho de las víctimas y de los expertos
en su atención a participar en el funcionamiento y opera-
ción del SNAV, lo que se hace manifiesto en la conforma-
ción prevista por el artículo 84; de igual modo, es explíci-
ta en la redacción de la norma su intención de garantizar el
máximo de representatividad posible, tanto en los perfiles
de sus integrantes, como en lo geográfico, así como en los
tipos de hechos victimizantes (delito o violaciones de dere-
chos humanos), enfoque diferencial de género y diferen-
cial, a fin de dar equilibrio a la representación de la Comi-
sión Ejecutiva. 

Esta misma intención se transversaliza en los productos de la
Comisión Ejecutiva, derivados de sus funciones y faculta-
des. Ello se plasma, de igual forma, en el establecimiento de
Comités especializados para la atención integral y coordina-
da en temas que requieran ser tratados en todo el país.

En cuanto al Registro Nacional de Víctimas, la Minuta se-
ñala que el propósito sea el de dar certeza a las víctimas,
sistematicidad al trabajo del SNAV y control estadístico
para el mejor diseño de políticas de prevención y atención
de los fenómenos de victimización, 

Para acceder a las medidas de ayuda, asistencia, apoyo y
reparación integral del Sistema deberá realizarse el ingre-
so, y valoración respectiva en cumplimiento de las disposi-
ciones de la propia Ley, por lo que los trámites para solici-
tar el ingreso al sistema deberán contener la información
necesaria para completar el expediente, entre otros desta-
can: datos de identificación de cada una de las víctimas que
solicitan su ingreso o en cuyo nombre se solicita el ingre-
so; nombre completo, cargo y firma del funcionario de la
entidad que recibió la Incorporación de Datos al Registro y
sello de la dependencia; circunstancias de modo tiempo y
lugar previas, durante y posteriores a la ocurrencia de los
hechos victimizantes; datos de contacto de la persona que
solicita el registro, etc.

La ley también establece el mecanismo para cancelar el re-
gistro, que deberá ser fundada y motivada y notificada per-
sonalmente y por escrito a la víctima, a su representante le-
gal, a la persona debidamente autorizada por ella para
notificarse, o a quien haya solicitado el ingreso con el fin
de que la víctima pueda interponer, si lo desea, recurso de
reconsideración de la decisión ante la Comisión Ejecutiva
para que ésta sea aclarada, modificada, adicionada o revo-
cada de acuerdo al procedimiento que establezca su Regla-
mento.

El ingreso al sistema se hará por la denuncia, la queja, o la
noticia de hechos que podrá realizar la propia víctima, la
autoridad, el organismo público de protección de derechos
humanos o un tercero que tenga conocimiento sobre los he-
chos; toda autoridad que tenga contacto con la víctima, es-
tará obligada a recibir su declaración, la cual consistirá en
una narración de los hechos con los detalles y elementos de
prueba que la misma ofrezca, la cual se hará constar en el
formato único de declaración. 

El Ministerio Público, los Defensores Públicos, los aseso-
res jurídicos de las víctimas y las Comisiones de Derechos
Humanos no podrán negarse a recibir dicha declaración y
si estas autoridades no se encuentran accesibles, disponi-
bles o se nieguen a recibir la declaración, la víctima podrá
acudir a cualquier otra autoridad federal, estatal o munici-
pal (embajadas, secretarías de salud o educación, DIF, sín-
dico municipal, albergues, la defensoría pública, institutos
o secretarías de mujeres) para realizar su declaración, las
cuales tendrán la obligación de recibirla, y una vez recibi-
da deberán ponerla en conocimiento de la autoridad más
inmediata en un término que no excederá de veinticuatro
horas.

La ley también señala que la autoridad, así como los parti-
culares que tengan conocimiento de un delito o violación a
derechos humanos, tendrá la obligación de ingresar el
nombre de la víctima al Sistema, aportando con ello los
elementos que tenga. Si es mayor de 12 años podrá solici-
tar su ingreso al sistema por sí misma o a través de sus re-
presentantes, pero si la víctima es menor de 12 años, se po-
drá solicitar su ingreso, a través de su representante legal o
a través de las autoridades mencionadas en el artículo 101.

El reconocimiento de la condición de víctima lo hace el
Sistema Nacional de Atención a Víctimas a solicitud de las
personas que presenten el formulario único. El reconoci-
miento también puede desprenderse de la determinación
que realice: el Juez con sentencia ejecutoriada; el Juez de
una causa que tenga los elementos para acreditar que el su-
jeto es la víctima, pueden ser jueces de amparo, civil, fa-
miliar; el Ministerio Público; las Comisiones de Derechos
Humanos; y los organismos internacionales de protección
de derechos humanos a los que México les reconozca com-
petencia. 

Por otra parte y respecto de la distribución de competencias
estas obligaciones y competencias distribuidas en el Título
Séptimo no se constriñen a las autoridades públicas en los
tres niveles de gobierno o en los Tres Poderes, sino que
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también prevén un capítulo para la figura creada por esta
Ley General del Asesor Jurídico Federal de las Víctimas,
en el que se incluyen los principios de la justicia restaura-
tiva contemplada en el artículo 17 constitucional, así como
se hacen operativos y efectivos los derechos de las víctimas
relativos a la asesoría jurídica, la presentación de pruebas
que apoyen su posición y la impugnación de las actuacio-
nes del Ministerio Público, tal como lo contempla el artí-
culo 20 C constitucional.

En este título se distribuyen las competencia de: el Gobier-
no Federal,las instituciones encargadas de Desarrollo So-
cial, Desarrollo Integral De La Familia, Seguridad Pública,
Educación Pública, Salud, de Justicia, a las Entidades Fe-
derativas, a los Municipios, al Ministerio Público, a los Mi-
nistros, Magistrados y Jueces, a los de Organismos Públi-
cos de Protección de Derechos Humanos, a las Policías y a
los servidores públicos. 

En cuanto al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación se
integrará con recursos provenientes de diferentes fuentes,
empezando por los fondos necesarios que prevea, el Presu-
puesto de Egresos de la Federación en el rubro que corres-
ponda, recursos que no podrán utilizarse para ningún otro
fin que no sea el de reparación a víctimas; recursos obteni-
dos por la enajenación de bienes decomisados en procesos
penales; provenientes de las fianzas o garantías que se ha-
gan efectivas cuando los procesados incumplan con las
obligaciones impuestas por la autoridad; de multas y san-
ciones pecuniarias impuestas por la autoridad administrati-
va o judicial cuando se violen deberes reconocidos por es-
ta Ley; de multas y sanciones impuestas al Estado por
violaciones a derechos humanos; de donaciones o aporta-
ciones hechas a su favor por terceros, sean gobiernos, or-
ganizaciones internacionales, particulares o sociedades,
siempre que se hayan garantizado los mecanismos de con-
trol y transparencia exigidos por la Ley.

Así también sumas recaudadas por entidades financieras
como resultado de la operación de donación voluntaria al
finalizar las transacciones en cajeros electrónicos u otras
transacciones por Internet; de sumas recaudadas por alma-
cenes de cadena y grandes supermercados por concepto de
donación voluntaria de la suma requerida para el redondeo
de los montos a pagar; del monto establecido en la senten-
cia como consecuencia al apoyo brindado por las empresas
que han financiado a grupos organizados a margen de la
ley; del monto de la reparación integral del daño cuando el
beneficiario renuncie a ella o no lo reclame dentro del pla-
zo legal establecido; de subastas públicas respecto de obje-

tos o valores que se encuentren a disposición de autorida-
des investigadoras o judiciales, siempre y cuando no hayan
sido reclamados por quien tenga derecho a ello, en térmi-
nos de ley; y de sumas recuperadas por el Estado en los jui-
cios de carácter civil, repetición obligatoria, que se dirijan
en contra de los servidores públicos que hayan sido encon-
trados como responsables de haber cometido violaciones a
los derechos humanos. 

El Fondo en sus dependencias federal y local será adminis-
trado por un Titular designado por el Comisionado Presi-
dente de la Comisión Ejecutiva aprobado por la mayoría
del pleno de comisionados, y deberá ser administrado si-
guiendo criterios de transparencia, oportunidad, eficiencia
y racionalidad, y en el mismo sentido que las iniciativas
que se analizan y dictaminan se propone que sea operado a
través de un fideicomiso público; los recursos se aplicarán
para otorgar apoyos de carácter económico a la víctima en
cuanto a ayuda, asistencia o reparación integral, de confor-
midad con lo que establece la propia ley y su reglamento. 

El Procedimiento para acceder a los recursos del Fondo,
que pasa previamente por que la víctima presente su solici-
tud ante las autoridades, organismos públicos autónomos
de protección de los derechos humanos o particulares fa-
cultados en esta Ley para el ingreso al Sistema, acompaña-
da de la sentencia, resolución, recomendación, informe o
dictamen que instruya tal acceso o con acuerdo de la Co-
misión Ejecutiva de acuerdo a los procedimientos por ella
establecidos.

Se establecen todos los documentos e información con la
que se integrará el expediente, como mínimo: copia de la
denuncia o querella, en su caso de la queja presentada ante
los Organismos Públicos de Derechos Humanos, o bien la
petición o comunicación presentada a los organismos in-
ternacionales de protección de los derechos humanos a los
que México reconozca competencia. 

En cuanto a la reparación se contemplan diversos supues-
tos específicos que pueden verificarse al ejecutar las medi-
das de reparación, a fin de garantizar su integralidad, así
como la responsabilidad de la persona o institución que co-
rresponda conforme al caso.

La Minuta contempla un apartado del a Capacitación, For-
mación, Actualización y Especialización se ha dispuesto un
plazo de tres meses a partir de la entrada en vigor de la Ley
para que se incorporen los contenidos temáticos en comen-
to, así como el establecimiento de un sistema de segui-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 201299



miento que logre medir el impacto de la capacitación, in-
cluyendo entrevistas y sondeos a las víctimas sobre el tra-
to recibido por los servidores públicos.

Estas obligaciones involucran también a la Conferencia Na-
cional de Procuración de Justicia y la Conferencia Nacional
de Secretarios de Seguridad Pública en cumplimiento con
las facultades atribuidas en la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, por el tipo de trabajo que des-
empeñan, mismo que es altamente susceptible de incurrir en
hechos constitutivos de victimización, así como a los servi-
cios periciales, el Poder Judicial y la Secretaría de la De-
fensa Nacional.

Señala que la Asesoría Jurídica Federal de Atención A Víc-
timas, que no solamente atiende al imperativo del Estado
de contar con mecanismos para garantizar a toda persona el
derecho a la asistencia jurídica, sino que incluye peritos y
profesionistas técnicos de diversas disciplinas que se re-
quieren para dar integralidad a la defensa de los derechos
de las víctimas.

Para dar la mayor efectividad a la garantía de asesoría jurí-
dica permanente, se asignará el Asesor Jurídico Federal en
el momento en que la víctima formula la solicitud ante la
Comisión Ejecutiva o a petición de alguna institución, or-
ganismo de derechos humanos u organización de la socie-
dad civil.

CONSIDERACIONES DE LA MINUTA

Primera.- Después del análisis a la Minuta remitida por la
Cámara de Senadores, esta Comisión de Justicia, la consi-
dera procedente, adecuada y oportuna la expedición de la
Ley General de Víctimas.

Lo anterior, en virtud de que la expedición de la Ley en es-
tudio responde a un enfoque integral de acciones y progra-
mas que deben ser considerados como integrales y com-
plementarios para el reconocimiento de la víctima en todos
sus ámbitos, individual, familiar y social, se le debe otor-
gar una máxima protección.

Segunda.- Se coincide con la colegisladora, en el sentido
que el sistema jurídico mexicano, se deben dictar normas a
favor de las víctimas, pero no sólo los derechos generales
deben entenderse más allá de la participación de las vícti-
mas en el procedimiento penal, sino que se incluyen esfe-
ras como la relación con las autoridades, la protección de
su intimidad y al respeto a su dignidad, o a tomar decisio-

nes informadas sobre su participación o no en los mecanis-
mos disponibles de acceso a la justicia o a la verdad. Los
derechos generales tienden a reconocer a la víctima su ca-
rácter de sujeto de derechos y apoyar su empoderamiento
con la formación de nuevas capacidades. 

Estos derechos generales, que se contienen en la ley, tienen
el objetivo de facilitar el ejercicio de derechos en lo particu-
lar, como aquéllos enmarcados en el proceso penal o aqué-
llos que tienden a atender alguna necesidad específica de las
víctimas en su tratamiento de reincorporación a la sociedad. 

Tercera.- Igualmente se coincide con la Cámara de Sena-
dores, en el sentido de que uno de los sufrimientos mayores
por tratarse de delitos que trastocan continua y estructural-
mente la vida familiar, son el del secuestro y el de desapa-
rición forzada. El derecho a la verdad cobra una importan-
cia en el tratamiento de estos casos, pues en el ejercicio de
este derecho, las comisiones unidas consideran es central
conocer el destino o paradero de las personas desaparecidas
o secuestradas. 

Es por esto que referido a las personas secuestradas y de-
saparecidas, es fundamental que en la Ley quede expreso el
ordenamiento de que cualquier autoridad que conozca de la
presunción de una desaparición forzada o de un secuestro
debe actuar de inmediato y sin demora para activar todas las
diligencias que estén a su alcance para la búsqueda y el en-
cuentro del paradero de la persona presuntamente desapare-
cida o secuestrada.

En estos casos, la inmediatez de la acción de la autoridad
es de importancia vital para encontrar a la persona desapa-
recida o secuestrada sin lesiones a su integridad física y
con vida. 

Cuarta.- Esta Comisiones dictaminadora coincide con la
Minuta en estudio, en cuanto a la obligación del Estado en
minimizar los inconvenientes a las víctimas y sus repre-
sentantes legales en la prestación de los servicios que re-
gula la ley, proteger su intimidad contra injerencias ilegí-
timas y contra actos de intimidación y represalia, por ello.

Ya que una de las demandas reiteradas de las víctimas, así
como de las organizaciones especializadas en la atención a
víctimas, que fueron conocidas por las comisiones unidas
en el proceso de elaboración de esta Ley General, ha sido
la de que la instancia encargada de cumplir con la misma
sea autónoma de otras, a fin de evitar la obstaculización de
las investigaciones o la desconfianza de las víctimas mis-

Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados100



mas, sobre todo en casos de victimización resultante de la
violación de derechos humanos. 

Quinta.- En cuanto al Sistema Nacional de Atención a Víc-
timas se permitirá facilitar a las víctimas la interacción con
instituciones públicas articuladas bajo el propósito específi-
co de que sus derechos se hagan plenamente efectivos, eco-
nomizar el número y coste de las gestiones de las víctimas,
así como dotar al Estado de herramientas estadísticas y re-
cursos materiales y humanos para cumplir plenamente con
sus obligaciones constitucionales en materia de prevención
y reparación integral del daño, en los términos que esta Ley
prevé. 

Por lo que esta dictaminadora concuerda con el Senado pa-
ra que por lo que esta Ley General prevé que los gobiernos
federal, estatales y municipales deberán establecer meca-
nismos de organización, supervisión, evaluación y control
de los servicios en materia de protección, ayuda, asistencia
y atención, acceso a la justicia, a la verdad y reparación in-
tegral a víctimas, relacionados con esta Ley.

Así mismo es importante señalar que el Sistema va a cons-
truir e instrumentar políticas de Estado en materia de aten-
ción a víctimas, también participan el Poder Legislativo y
el Poder Judicial, así como organismos públicos de dere-
chos humanos y de educación superior, representantes de
organizaciones de la sociedad civil especializadas en la de-
fensa de víctimas del delito y de violaciones de derechos
humanos, representantes de grupos de víctimas, académi-
cos, el representante de la Oficina del Alto Comisionado de
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, invitados de
organizaciones no gubernamentales y organismos naciona-
les e internacionales, de representaciones consulares, rela-
tores e integrantes de grupos de trabajo de los sistemas de
Naciones Unidas o Interamericano, y otros expertos y es-
pecialistas nacionales e internacionales, en atención a víc-
timas, y otras instituciones, organizaciones públicas y pri-
vadas, nacionales o extranjeras que se requiera, de acuerdo
con el tipo de problemática que se aborde en relación con
las víctimas. 

En ese sentido, de nueva cuenta se concuerda con la cole-
gisladora en la conformación de dicho sistema, para que se
cumplimenten las obligaciones del Estado mexicano en su
conjunto en materia de tratamiento de víctimas, participa-
ción ciudadana, igualdad de género, interés superior del
menor, y en general, todas aquellas contempladas en el blo-
que de constitucionalidad en materia de derechos humanos
establecido por la Constitución. 

Sexta.- En cuanto a la instrumentación de un Registro de
víctimas esta Comisión considera que es muy importante
su creación un instrumento de la mayor utilidad, ya que se-
rá el mecanismo administrativo y técnico que soporta todo
el proceso de ingreso y registro de las víctimas del delito y
de violaciones de derechos humanos al Sistema, creado en
esta Ley.

Al igual que el Fondo el cual estará exento de toda impo-
sición de carácter fiscal y parafiscal, así como de las di-
versos gravámenes a que pudieren estar sujetas las opera-
ciones que se realicen con en el Estado donde el Fondo
tenga su sede. Cuando así sea necesario, la Comisión Eje-
cutiva podrá crear un fondo emergente para apoyos urgen-
tes, que se deberán determinar en un plazo máximo de
diez días, el cual tendrá adjudicado parte de los recursos
del Fondo por un tiempo determinado.

Por los argumentos vertidos en párrafos que anteceden, los
integrantes de esta Comisión de Justicia estamos de acuer-
do con la Minuta objeto del presente dictamen, ya que de
esta forma se hace efectiva la protección a la garantía de
seguridad pública que el Estado debe proveer a todos los
individuos que están dentro del territorio mexicano, con-
signada por la Constitución Política.

Por lo anteriormente expuesto, y para los efectos del artí-
culo 72, inciso A), de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, la Comisión de Justicia, somete a
la consideración de esta Asamblea, el:

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GE-
NERAL DE VÍCTIMAS

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley General de Víc-
timas para quedar como sigue:

LEY GENERAL DE VÍCTIMAS

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
APLICACIÓN, OBJETO E INTERPRETACIÓN

Artículo 1. La presente Ley general es de orden público de
interés social y observancia en todo el territorio nacional,
en términos de lo dispuesto por el artículo 1º párrafo terce-
ro, artículo 17, y el artículo 20 apartado C, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, Tratados
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Internacionales celebrados y ratificados por el Estado Me-
xicano, y otras leyes en materia de víctimas.

En las normas que protejan a víctimas en las leyes expedi-
das por el Congreso, se aplicará siempre la que más favo-
rezca a la persona.

La presente ley obliga a las autoridades de los tres ámbitos
de gobierno, y de los tres Poderes Constitucionales, así co-
mo a cualquier oficina, dependencia, organismo o institu-
ción pública o privada que vele por la protección de las víc-
timas, a proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral.

La reparación integral comprende las medidas de restitu-
ción, rehabilitación, compensación, satisfacción y garan-
tías de no repetición, en sus dimensiones individual, co-
lectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas
medidas será implementada a favor de la víctima tenien-
do en cuenta la gravedad y magnitud del hecho punible
cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus
derechos, así como las circunstancias y características
del hecho victimizante.

Artículo 2. El objeto de esta Ley es:

I. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas
del delito y de violaciones a derechos humanos, en es-
pecial el derecho a la asistencia, protección, atención,
verdad, justicia, reparación integral, restitución de sus
derechos violados, debida diligencia, no repetición y to-
dos los demás derechos consagrados en ella, en la Cons-
titución, en los Tratados Internacionales de derechos
humanos de los que el Estado mexicano es parte y de-
más instrumentos de derechos humanos;

II. Establecer y coordinar las acciones y medidas nece-
sarias para promover, respetar, proteger, garantizar y
permitir el ejercicio efectivo de los derechos de las víc-
timas; así como implementar los mecanismos para que
todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas
competencias cumplan con sus obligaciones de preve-
nir, investigar, sancionar y lograr la reparación integral;

III. Garantizar un efectivo ejercicio del derecho de las
víctimas a la justicia en estricto cumplimiento de las re-
glas del debido proceso;

IV. Establecer los deberes y obligaciones específicos a
cargo de las autoridades y de todo aquel que intervenga
en los procedimientos relacionados con las victimas;

V. Establecer las sanciones respecto al incumplimiento
por acción o por omisión de cualquiera de sus disposi-
ciones.

Artículo 3. Esta Ley se interpretará de conformidad con la
Constitución y con los Tratados Internacionales sobre de-
rechos humanos favoreciendo en todo tiempo la protección
más amplia de los derechos de las personas.

CAPÍTULO II
CONCEPTO, PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas per-
sonas que directamente hayan sufrido algún daño o menos-
cabo económico, físico, mental, emocional, o en general
cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos
o derechos como consecuencia de la comisión de un delito
o violaciones a sus derechos humanos reconocidos en la
Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el
Estado mexicano sea parte.

Los familiares o personas a cargo que tengan relación in-
mediata con la víctima directa y toda persona que de algu-
na forma sufra daño o peligre en su esfera de derechos por
auxiliar a una víctima son víctimas indirectas. 

La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del
daño o menoscabo de los derechos en los términos estable-
cidos en la presente ley, e independientemente de que se
identifique, aprehenda, o condene al responsable del daño,
o de su participación en algún procedimiento judicial o ad-
ministrativo. 

Artículo 5. Los mecanismos, medidas y procedimientos
establecidos en esta Ley, serán diseñados, implementados
y evaluados aplicando los principios siguientes:

Dignidad.- La dignidad humana es un valor, principio y
derecho fundamental base y condición de todos los de-
más. Implica la comprensión de la persona como titular
y sujeto de derechos y a no ser objeto de violencia o ar-
bitrariedades por parte del Estado o de los particulares. 

En virtud de la dignidad humana de la víctima, todas las
autoridades del Estado están obligadas en todo momen-
to a respetar su autonomía, a considerarla y tratarla co-
mo fin de su actuación. Igualmente, todas las autorida-
des del Estado están obligadas a garantizar que no se
vea disminuido el mínimo existencial al que la víctima
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tiene derecho, ni sea afectado el núcleo esencial de sus
derechos. 

En cualquier caso, toda norma, institución o acto que se
desprenda de la presente Ley serán interpretados de
conformidad con los derechos humanos reconocidos por
la Constitución y los Tratados Internacionales de los que
el Estado mexicano es Parte, aplicando siempre la nor-
ma más benéfica para la persona.

Buena fe.- Las autoridades presumirán la buena fe de
las víctimas. Los servidores públicos que intervengan
con motivo del ejercicio de derechos de las víctimas, no
deben criminalizarla o responsabilizarla por su situación
de víctima y deben brindarle los servicios de ayuda,
atención y asistencia desde el momento en que lo re-
quiera, así como respetar y permitir el ejercicio efectivo
de sus derechos.

Complementariedad.- Los mecanismos, medidas y
procedimientos contemplados en esta Ley, en especial,
los relacionados con la de asistencia, ayuda, protección,
atención y reparación integral a las víctimas deberán re-
alizarse de manera armónica, eficaz y eficiente, enten-
diéndose siempre como complementarias y no exclu-
yentes. 

Tanto las reparaciones individuales, administrativas o
judiciales, como las reparaciones colectivas deben ser
complementarias para alcanzar la integralidad que bus-
ca la reparación.

Debida diligencia.- El Estado deberá realizar todas las
actuaciones necesarias dentro de un tiempo razonable,
para lograr el objeto de esta Ley, en especial la preven-
ción, ayuda, atención, asistencia, derecho a la verdad,
justicia y reparación integral a fin de que la víctima sea
tratada y considerada como sujeto titular de derecho. 

El Estado deberá remover los obstáculos que impidan el
acceso real y efectivo de las víctimas a las medidas re-
guladas por la presente Ley, realizar prioritariamente ac-
ciones encaminadas al fortalecimiento de sus derechos,
contribuir a su recuperación como sujetos en ejercicio
pleno de sus derechos y deberes, así como evaluar per-
manentemente el impacto de las acciones que se imple-
menten a favor de las víctimas. 

Enfoque diferencial y especializado.- Se reconoce la
existencia de grupos de población con características

particulares o con mayor situación de vulnerabilidad en
razón de su edad, género, preferencia u orientación se-
xual, etnia, condición de discapacidad y otros.

Las distintas autoridades comprometidas en la aplica-
ción de esta Ley ofrecerán, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, garantías especiales y medidas de
protección a los grupos expuestos a un mayor riesgo de
violación de sus derechos, como niñas y niños, jóvenes,
mujeres, adultos mayores, personas en situación de dis-
capacidad, migrantes, miembros de pueblos indígenas,
defensoras y defensores de derechos humanos y perso-
nas en situación de desplazamiento interno. En todo mo-
mento se reconocerá el interés superior del menor. To-
das las normas, instituciones y actos que se desprendan
de la presente Ley deberán integrar un enfoque trans-
versal de género y de protección de personas y grupos
en situación de especial vulnerabilidad.

Este principio incluye la adopción de medidas que res-
pondan a la atención de dichas particularidades y grado
de vulnerabilidad, reconociendo igualmente que ciertos
daños sufridos por su gravedad requieren de un trata-
miento especializado para dar respuesta a su rehabilita-
ción y reintegración a la sociedad.

Enfoque transformador.- Las distintas autoridades
comprometidas en la aplicación de la presente Ley rea-
lizarán, en el ámbito de sus respectivas competencias,
los esfuerzos necesarios encaminados a que las medidas
de ayuda, protección, atención, asistencia y reparación
integral a las que tienen derecho las víctimas contribu-
yan a la eliminación de los esquemas de discriminación
y marginación que pudieron ser la causa de los hechos
victimizantes.

Gratuidad.- Todas las acciones, mecanismos, procedi-
mientos y cualquier otro trámite que implique el dere-
cho de acceso a la justicia y demás derechos reconoci-
dos en esta Ley, serán gratuitos para la víctima.

Igualdad y no discriminación.- En el ejercicio de los
derechos y garantías de las víctimas y en todos los pro-
cedimientos a los que se refiere la presente Ley, las au-
toridades se conducirán sin distinción, exclusión o res-
tricción, ejercida por razón de sexo, raza, color, orígenes
étnicos, sociales, nacionales, lengua, religión, opiniones
políticas, ideológicas o de cualquier otro tipo, género,
edad, preferencia u orientación sexual, estado civil, con-
diciones de salud, pertenencia a una minoría nacional,
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patrimonio y discapacidades, o cualquier otra que tenga
por objeto o efecto impedir o anular el reconocimiento
o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de opor-
tunidades de las personas. Toda garantía o mecanismo
especial deberá fundarse en razones de enfoque diferen-
cial.

Integralidad, indivisibilidad e interdependencia.- To-
dos los derechos contemplados en esta Ley se encuen-
tran interrelacionados entre sí. No se puede garantizar el
goce y ejercicio de los mismos sin que a la vez se ga-
rantice el resto de los derechos. La violación de un de-
recho pondrá en riesgo el ejercicio de otros.

Para garantizar la integralidad, la asistencia, atención,
ayuda y reparación integral a las víctimas se realizará de
forma multidisciplinaria y especializada.

Máxima protección.- Entendido como la obligación de
cualquier autoridad de los tres órdenes de gobierno de
velar por la aplicación más amplia de medidas de pro-
tección a la dignidad, libertad, seguridad y demás dere-
chos de las víctimas del delito y de violaciones a los de-
rechos humanos.

Las autoridades adoptarán en todo momento, medidas
para garantizar su seguridad, protección, bienestar físi-
co y psicológico e intimidad.

No criminalización.- Las autoridades no deberán agra-
var el sufrimiento de la víctima, ni tratarla en ningún ca-
so como sospechosa o responsable de la comisión de los
hechos que denuncie. 

Ninguna autoridad o particular podrá especular pública-
mente sobre la pertenencia de las víctimas al crimen or-
ganizado o su vinculación con alguna actividad delictiva.
La estigmatización, el prejuicio y las consideraciones de
tipo subjetivo deberán evitarse.

Victimización secundaria.- Las características y condi-
ciones particulares de la víctima no podrán ser motivo
para negarle su calidad. El Estado tampoco podrá exigir
mecanismos o procedimientos que agraven su condi-
ción, ni establecer requisitos que obstaculicen e impidan
el ejercicio de sus derechos ni la expongan a sufrir un
nuevo daño por la conducta de los servidores públicos.

Participación conjunta.- Para superar la vulnerabili-
dad de las víctimas es necesario trabajar de manera con-

junta. En ese sentido el Estado deberá implementar medi-
das de ayuda, atención, asistencia y reparación integral; la
sociedad civil y el sector privado, incluidos los grupos o
colectivos de víctimas, podrán ejecutar planes o medidas
que aporten a la consecución de dichos objetivos. 

Garantizados sus derechos, la víctima deberá colaborar
con las investigaciones y las medidas para lograr supe-
rar su condición de vulnerabilidad, dentro de sus posibi-
lidades, atendiendo al contexto, siempre y cuando las
medidas no impliquen un detrimento a sus derechos.

Progresividad y no regresividad.- Las autoridades
comprometidas en la aplicación de esta Ley adquieren
la obligación de realizar todas las acciones necesarias
para garantizar los derechos reconocidos en la misma y
no podrán retroceder o supeditar aquellos derechos, es-
tándares o niveles de cumplimiento alcanzados. 

Publicidad.- Todas las acciones, mecanismos y proce-
dimientos deberán ser públicos, siempre que esto no
vulnere los derechos humanos de las víctimas o las ga-
rantías para su protección. 

El Estado deberá implementar mecanismos de difusión
eficaces a fin de brindar información y orientación a las
víctimas acerca de los derechos, garantías, y recursos,
así como acciones, mecanismos y procedimientos con
los que cuenta, los cuales deberán ser dirigidos a las víc-
timas y publicitarse de forma clara y accesible.

Rendición de cuentas.- Las autoridades y funcionarios
encargados de la implementación de la Ley, así como
los planes y programas que esta ley regula, estarán suje-
tos a mecanismos efectivos de rendición de cuentas y de
evaluación en donde debe contemplarse la participación
pública, incluidas las víctimas y los colectivos de vícti-
mas, y

Transparencia.- Todas las acciones, mecanismos y
procedimientos que lleve adelante el Estado en ejercicio
de sus obligaciones para con las víctimas, deberán ins-
trumentarse de manera que garanticen el acceso a la in-
formación, así como el seguimiento y control corres-
pondientes.

Las autoridades deberán tener mecanismos efectivos de
rendición de cuentas y de evaluación de las políticas,
planes y programas que se instrumenten para garantizar
los derechos de las víctimas.
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Trato preferente.- Todas las autoridades en el ámbito
de sus competencias tienen la obligación de garantizar
el trato digno y preferente a las víctimas.

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Asesor Jurídico: Asesor Jurídico Federal de Atención
a Víctimas;

II. Asesoría Jurídica: Asesoría Jurídica Federal de
Atención a Víctimas;

III. Comisiones de víctimas: Comisión Estatal y del
Distrito Federal de Atención Integral a Víctimas;

IV. Comisión Ejecutiva: Comisión Ejecutiva de Aten-
ción a Víctimas;

V. Compensación: Reparación económica a que la víc-
tima tenga derecho;

VI. Daño: Muerte o lesiones corporales, daños o per-
juicios morales y materiales, salvo a los bienes de pro-
piedad de la persona responsable de los daños; pérdidas
de ingresos directamente derivadas de un interés econó-
mico; pérdidas de ingresos directamente derivadas del
uso del medio ambiente incurridas como resultado de un
deterioro significativo del medio ambiente, teniendo en
cuenta los ahorros y los costos; costo de las medidas de
restablecimiento, limitado al costo de las medidas efec-
tivamente adoptadas o que vayan a adoptarse; y costo de
las medidas preventivas, incluidas cualesquiera pérdi-
das o daños causados por esas medidas, en la medida en
que los daños deriven o resulten;

VII. Delito: Conducta típica, antijurídica y culpable que
sancionan las leyes penales y sus equivalentes referidos
por los tratados internacionales de los que México sea
parte;

VIII. Fondo: Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación
Integral;

IX. Grupo: Conjunto de personas ligadas por constan-
tes espacios temporales, el cual, articulado en su mutua
representación interna, se propone en forma implícita y
explícita una tarea que conforma su finalidad, interac-
tuando a través de mecanismos de asunción y adjudica-
ción de roles;

X. Interés difuso o colectivo: Corresponde al interés de
una pluralidad de personas pertenecientes a un grupo
social no organizado y no individualizado o a una co-
munidad o pueblo indígena;

XI. Ley: Ley General de Víctimas;

XII. Migración: Cualquier movimiento de personas ha-
cia el territorio de otro Estado o dentro del mismo sin
importar su tamaño, su composición o causa. La migra-
ción incluye el desplazamiento que se da por parte de
los refugiados, las personas desplazadas, las personas
desarraigadas y los migrantes económicos;

XIII. Migrante: Aquella persona que voluntariamente
y por razones personales se moviliza de su lugar de ori-
gen a un destino particular con la intención de estable-
cerse en él;

XIV. Migrante irregular: Aquella persona que, des-
pués de haber ingresado irregularmente o tras el venci-
miento de su visado, tiene un estatus ilegal en el país re-
ceptor o de tránsito. El término se aplica a los migrantes
que infringen normas de admisión de un país receptor o
a cualquier otra persona no autorizada a permanecer en
el mismo;

XV. Mínimo existencial: Constituye una garantía fun-
dada en la dignidad humana como presupuesto del Es-
tado democrático, y consiste en la obligación del Estado
de proporcionar a la víctima y a su núcleo familiar un
lugar en el que se les preste la atención adecuada para
que superen su condición y se asegure su subsistencia
con la debida dignidad que debe ser reconocida a los se-
res humanos en cada momento de su existencia;

XVI. Núcleo esencial: Aquella parte del derecho que
otorga derechos fundamentales de aplicación directa e
inmediata y que tiende a la satisfacción de las necesida-
des básicas de su titular o titulares;

XVII. Procedimiento: Actuación por trámites judicia-
les o administrativos;

XVIII. Registro: Registro Nacional de Víctimas;

XIX. Reglamento: Reglamento Interior de la Comisión
Ejecutiva de Atención a Víctimas.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2012105



XX. Sistema: Sistema Nacional de Atención a Vícti-
mas;

XXI. Víctima: Persona que directa o indirectamente
han sufrido el menoscabo de sus derechos producto
de una violación de derechos humanos o de la comi-
sión de un delito;

XXII. Violación de derechos humanos: Todo acto u
omisión que afecte los derechos humanos reconocidos
en la Constitución o en los Tratados Internacionales,
cuando el agente sea servidor público en el ejercicio de
sus funciones o atribuciones o un particular que ejerza
funciones públicas. También se considera violación de
derechos humanos cuando la acción u omisión referida
sea realizada por un particular instigado o autorizado,
explícita o implícitamente por un servidor público, o
cuando actúe con aquiescencia o colaboración de un ser-
vidor público.

TÍTULO SEGUNDO
DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS

CAPÍTULO I
DE LOS DERECHOS 

GENERALES DE LAS VÍCTIMAS

Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la pre-
sente Ley son de carácter enunciativo, y deberán ser inter-
pretados de conformidad con lo dispuesto en la Constitu-
ción, los tratados y las leyes aplicables en materia de
atención a víctimas, favoreciendo en todo tiempo la pro-
tección más amplia de sus derechos.

Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: 

I. Derecho a ser tratadas con humanidad y respeto de su
dignidad y sus derechos humanos por parte de los servi-
dores públicos y, en general, del personal de las institu-
ciones públicas responsables del cumplimiento de esta
Ley, así como por parte de los particulares que cuenten
con convenios para brindar servicios a las víctimas;

II. Derecho a solicitar y a recibir ayuda, asistencia y
atención en forma oportuna, rápida, equitativa, gratuita
y efectiva por personal especializado en atención al da-
ño sufrido desde la comisión del hecho victimizante,
con independencia del lugar en donde ella se encuentre;
así como a que esa ayuda, asistencia y atención no dé lu-
gar, en ningún caso, a un nuevo trauma; 

III. Derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación in-
tegral a través de recursos y procedimientos accesibles,
apropiados, suficientes, rápidos y eficaces;

IV. Las víctimas, con independencia de que se encuen-
tren dentro un procedimiento penal o de cualquier otra
índole, tienen derecho a la protección del Estado, in-
cluido su bienestar físico y psicológico y la seguridad de
su entorno, con respeto a su dignidad y privacidad.

Lo anterior incluye el derecho a la protección de su in-
timidad contra injerencias ilegítimas, así como derecho
a contar ella y sus familiares con medidas de protección
eficaces cuando su vida o integridad personal o libertad
personal sean amenazadas o se hallen en riesgo en razón
de su condición de víctima y/o del ejercicio de sus de-
rechos;

V. Derecho a solicitar y a recibir información clara, pre-
cisa y accesible sobre las rutas y los medios de acceso a
los procedimientos, mecanismos y medidas que se esta-
blecen en la presente Ley;

VI. Derecho a solicitar, acceder y recibir, en forma cla-
ra y precisa, toda la información oficial necesaria para
lograr el pleno ejercicio de cada uno de sus derechos;

VII. Derecho a obtener en forma oportuna, rápida y
efectiva todos los documentos que requiera para el ejer-
cicio de sus derechos, entre éstos, los documentos de
identificación y las visas;

VIII. Derecho a conocer el estado de los procesos judi-
ciales y administrativos en los que tenga un interés co-
mo interviniente;

IX. Derecho a ser efectivamente escuchada por la auto-
ridad respectiva, cuando se encuentre presente en la au-
diencia, diligencia o en cualquier otra actuación y antes
de que la autoridad se pronuncie;

X. Derecho a la notificación de las resoluciones que se
dicten en el Sistema relativas a las solicitudes de ingre-
so y de medidas de ayuda, de asistencia y reparación in-
tegral;

XI. Derecho a que su consulado sea inmediatamente no-
tificado conforme a las normas internacionales que pro-
tegen el derecho a la asistencia consular, cuando se tra-
te de víctimas extranjeras;
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XII. Derecho a la reunificación familiar cuando por ra-
zón de su tipo de victimización su núcleo familiar se ha-
ya dividido;

XIII. Derecho a retornar a su lugar de origen o a reubi-
carse en condiciones de voluntariedad, seguridad y dig-
nidad;

XIV. Derecho a acudir y a participar en escenarios de
diálogo institucional; 

XV. Derecho a ser beneficiaria de las acciones afirmati-
vas y programas sociales adelantados por el Estado pa-
ra proteger y garantizar su derecho a la vida en condi-
ciones de dignidad;

XVI. Derecho a participar en la formulación, imple-
mentación y seguimiento de la política pública de pre-
vención, ayuda, atención, asistencia y reparación inte-
gral;

XVII. Derecho a que las políticas públicas que son im-
plementadas con base en la presente ley tengan un en-
foque transversal de género y diferencial, particular-
mente en atención a la infancia, los adultos mayores y
población indígena;

XVIII. Derecho a no ser discriminadas ni limitadas en
sus derechos, salvo en los casos expresamente señalados
en esta Ley;

XIX. Derecho a recibir tratamiento especializado que le
permita su rehabilitación física y psicológica con la fi-
nalidad de lograr su reintegración a la sociedad;

XX. Derecho a acceder a los mecanismos de justicia
disponibles para determinar la responsabilidad en la co-
misión del delito o de la violación de los derechos hu-
manos;

XXI. Derecho a tomar decisiones informadas sobre las
vías de acceso a la justicia o mecanismos alternativos;

XXII. Derecho a una investigación pronta y efectiva que
lleve a la identificación, captura, procesamiento y san-
ción de manera adecuada de todos los responsables del
daño, al esclarecimiento de los hechos y a la reparación
del daño;

XXIII. Derecho a participar activamente en la búsqueda
de la verdad de los hechos y en los mecanismos de ac-
ceso a la justicia que estén a su disposición, conforme a
los procedimientos establecidos en la ley de la materia;

XXIV. Derecho a expresar libremente sus opiniones y
preocupaciones ante las autoridades e instancias corres-
pondientes, y a que éstas, en su caso, sean consideradas
en las decisiones que afecten sus intereses;

XXV. Derecho a ejercer los recursos legales en contra
de las decisiones que afecten sus intereses y el ejercicio
de sus derechos;

XXVI. Derecho a que se les otorgue, en los casos que
procedan, la ayuda provisional/humanitaria;

XXVII. Derecho a recibir gratuitamente la asistencia de
un intérprete o traductor de su lengua, en caso de que no
hablen el idioma español o tengan discapacidad auditi-
va, verbal o visual;

XXVIII. Derecho a trabajar de forma colectiva con otras
víctimas para la defensa de sus derechos, incluida su
reincorporación a la sociedad; 

XXIX. Derecho a contar con espacios colectivos donde
se trabaje el apoyo individual o colectivo y que le per-
mitan relacionarse con otras víctimas; y

XXX. Los demás señalados por la Constitución, los tra-
tados internacionales, esta Ley y cualquier otra disposi-
ción aplicable en la materia o legislación especial.

CAPÍTULO II
DE LOS DERECHOS DE AYUDA, 

ASISTENCIA Y ATENCIÓN

Artículo 8. Las víctimas recibirán ayuda oportuna y rápida
de acuerdo a las necesidades inmediatas que tengan relación
directa con el hecho victimizante, con el objetivo de atender
y garantizar la satisfacción de sus necesidades de alimenta-
ción, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios
de cocina, atención médica y psicológica de emergencia,
transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condi-
ciones dignas y seguras, en el momento de la comisión del
delito o de la violación de los derechos o en el momento en
el que las autoridades tengan conocimiento del delito o de
la violación de derechos. Las medidas de ayuda se brinda-
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rán garantizando siempre un enfoque transversal de género
y diferencial.

Las víctimas de delitos o de violaciones de derechos con-
tra la libertad y la integridad, recibirán ayuda médica y psi-
cológica especializada de emergencia en los términos de la
presente Ley.

Los servidores públicos deberán brindar información clara,
precisa y accesible a las víctimas y sus familiares, sobre ca-
da una de las garantías, mecanismos y procedimientos que
permiten el acceso oportuno, rápido y efectivo a las medi-
das de ayuda contempladas en la presente Ley.

Artículo 9. Las víctimas tendrán derecho a la asistencia y
a la atención, los cuales se garantizarán incluyendo siem-
pre un enfoque transversal de género y diferencial.

Se entiende por asistencia el conjunto integrado de meca-
nismos, procedimientos, programas, medidas y recursos de
orden político, económico, social, cultural, entre otros, a
cargo del Estado, orientado a restablecer la vigencia efec-
tiva de los derechos de las víctimas, brindarles condiciones
para llevar una vida digna y garantizar su incorporación a
la vida social, económica y política. Entre estas medidas,
las víctimas contarán con asistencia médica especializada
incluyendo la psiquiátrica, psicológica, traumatológica y
tanatológica.

Se entiende por atención, la acción de dar información,
orientación y acompañamiento jurídico y psicosocial a las
víctimas, con miras a facilitar su acceso a los derechos a la
verdad, a la justicia y a la reparación integral, cualificando
el ejercicio de los mismos. 

Las medidas de asistencia y atención no sustituyen ni re-
emplazan a las medidas de reparación integral, por lo tan-
to, el costo o las erogaciones en que incurra el Estado en la
prestación de los servicios de atención y asistencia, en nin-
gún caso serán descontados de la compensación a que tu-
vieran derecho las víctimas.

CAPÍTULO III
DEL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA

Artículo 10. Las víctimas tienen derecho a un recurso ju-
dicial adecuado y efectivo, a cargo de autoridades inde-
pendientes, imparciales y competentes, que les garantice el
ejercicio de su derecho a conocer la verdad, a que se reali-
ce con la debida diligencia una investigación inmediata y

exhaustiva del delito o de las violaciones de derechos hu-
manos sufridas por ellas; a que los autores de los delitos y
de las violaciones de derechos, con el respeto al debido
proceso, sean enjuiciados y sancionados; y a obtener una
reparación integral por los daños sufridos.

Las víctimas tendrán acceso a los mecanismos de justicia
de los cuales disponga el Estado, incluidos los procedi-
mientos judiciales y administrativos. La legislación en la
materia que regule su intervención en los diferentes proce-
dimientos deberá facilitar su participación.

CAPÍTULO IV
DE LOS DERECHOS DE LAS 

VÍCTIMAS EN EL PROCESO PENAL

Artículo 11. Para garantizar los derechos establecidos en el
artículo 10 de la presente Ley, las víctimas tendrán acceso
a los mecanismos y procedimientos previstos en la Consti-
tución, en las leyes locales y federales aplicables y en los
Tratados Internacionales. 

Artículo 12. Del mismo modo las víctimas gozarán de los
siguientes derechos:

I. A ser informadas de manera clara, precisa y accesible
de sus derechos por el Ministerio Público o la primera
autoridad con la que tenga contacto o que conozca del
hecho delictivo, tan pronto éste ocurra. El Ministerio
Público deberá comunicar a la víctima los derechos que
reconocen la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, los Tratados Internacionales y esta Ley
a su favor, dejando constancia en la carpeta de investi-
gación de este hecho, con total independencia de que
exista o no un probable responsable de los hechos.

II. A que les sea compensando en forma expedita y jus-
ta. En los casos en que la autoridad judicial dicte una
sentencia condenatoria no podrá absolver al responsable
de las reparaciones, incluido el pago de la compensa-
ción. Si la víctima o su Asesor Jurídico no solicitaran la
compensación, el Ministerio Público está obligado a ha-
cerlo;

III. A Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se les
reciban todos los datos o elementos de prueba con los
que cuenten, tanto en la investigación como en el pro-
ceso, a que se desahoguen las diligencias correspon-
dientes, y a intervenir en el juicio como partes plenas
ejerciendo durante el mismo sus derechos los cuales en
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ningún caso podrán ser menores a los del imputado. Así
mismo, tendrán derecho a que se les otorguen todas las
facilidades para la presentación de denuncias o quere-
llas.

IV. A ser asesoradas y representadas dentro de la inves-
tigación y el proceso por un Asesor Jurídico. En los ca-
sos en que no quieran o no puedan contratar un aboga-
do, les será proporcionado por el Estado, de acuerdo al
procedimiento de la ley en la materia; esto incluye su
derecho a elegir libremente a su representante legal;

V. A tener derecho a la segunda instancia y a otros re-
cursos ordinarios y extraordinarios en los mismos casos
y condiciones que el procesado y en los demás que de-
signen las leyes;

VI. A impugnar ante la autoridad judicial las omisiones
del Ministerio Público en la investigación de los delitos,
así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, des-
istimiento de la acción penal o suspensión del procedi-
miento, con independencia de que se haya reparado o no
el daño;

VII. A comparecer a la investigación o al juicio y a que
sean adoptadas medidas para minimizar las molestias
causadas, proteger su intimidad, identidad y otros datos
personales, en caso necesario:

VIII. A que se garantice su seguridad, así como la de sus
familiares y la de los testigos en su favor, contra todo
acto de amenaza, intimidación y represalia;

IX. A expresar libremente sus opiniones y preocupacio-
nes ante las autoridades e instancias correspondientes de
procuración y administración de justicia, y a que éstas,
en su caso, sean consideradas en las decisiones que
afecten sus intereses.

X. A rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identifi-
cados dentro de la audiencia, teniendo la obligación el
juez de resguardar sus datos personales y, si lo solicitan,
hacerlo por medios electrónicos;

XI. A obtener copia simple gratuita y de inmediato, de
las diligencias en la que intervengan;

XII. A Solicitar medidas precautorias o cautelares para
la seguridad y protección de las víctimas, ofendidos y
testigos de cargo, para la investigación y persecución de

los probables responsables del delito y para el asegura-
miento de bienes para la reparación del daño;

XIII. A ofrecer o solicitar la revalorización de la prueba
a través de peritajes independientes, acreditados ante or-
ganismo nacional o internacional de protección a dere-
chos humanos; 

XIV: A que se les informe sobre la realización de las au-
diencias donde se vaya a discutir sobre sus derechos y a
estar presente en la misma;

XV. A que se les notifique toda resolución que pueda
afectar sus derechos y a impugnar dicha resolución. 

XVI. En los casos que impliquen graves violaciones a
los derechos humanos, a solicitar a través del gobierno
mexicano, la intervención de expertos internacionales
independientes, acreditados ante organismos nacionales
o internacionales, a fin de que asesore a las autoridades
competentes sobre la investigación de los hechos y la re-
alización de peritajes. Las organizaciones de la sociedad
civil o grupos de víctimas podrán solicitar también que
grupos de esos expertos revisen, informen y lleven a ca-
bo recomendaciones para lograr el acceso a la justicia y
a la verdad para las víctimas.

Artículo 13. Adicionalmente a lo señalado en las leyes
aplicables, la reparación integral comprende: 

I. El restablecimiento de las cosas en el estado en que se
encontraban antes de cometerse el delito o la violación a
alguno o algunos de los derechos humanos;

II. La restitución de todos los bienes o valores de su pro-
piedad que hayan sido incautados o recuperados por las
autoridades incluyendo sus frutos y accesorios, si no
fuese posible, el pago de su valor actualizado. Si se tra-
ta de bienes fungibles, el juez podrá condenar a la en-
trega de un objeto igual al que fuese materia de delito
sin necesidad de recurrir a prueba pericial;

III. La reparación del daño moral sufrido por la víctima
o las personas con derecho a la reparación integral. Se
entiende por daño moral, aquellos efectos nocivos de los
hechos del caso que no tienen carácter económico o pa-
trimonial y no pueden ser tasados, por ende, en términos
monetarios. El daño moral comprende tanto los sufri-
mientos y las aflicciones causados a las víctimas direc-
tas y a sus allegados, como el menoscabo de valores
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muy significativos para las personas y toda perturbación
que no sea susceptible de medición pecuniaria. En los
casos en los que el delito constituye una violación gra-
ve a los derechos humanos, se presumirá el daño moral
de la víctima;

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados; 

V. El pago de salarios o percepciones correspondientes,
cuando por lesiones se cause incapacidad para trabajar
en oficio, arte o profesión;

VI. En casos de delitos o violaciones graves a derechos
humanos al pago de los gastos y costas judiciales del
asesor jurídico cuando éste sea privado;

VII. El pago de los tratamientos médicos que, como
consecuencia del delito o de la violación a los derechos
humanos, sean necesarios para la recuperación de la sa-
lud psíquica y física de la víctima, así como los gastos
de transporte, alojamiento o alimentación que le ocasio-
ne trasladarse al lugar del juicio si la víctima reside en
municipio o delegación distinto al del enjuiciamiento. 

Artículo 14. Cuando el imputado se sustraiga de la acción
de la justicia, deje de presentarse ante la autoridad juris-
diccional competente que conozca de su caso los días fijos
que se estime conveniente señalarle y cuantas veces sea ci-
tado o requerido para ello, u omita comunicar a la autori-
dad jurisdiccional compete los cambios de domicilio que
tuviere o se ausentase del lugar del juicio de autorización
de la autoridad jurisdiccional competente, esta última or-
denará, sin demora alguna, que entregue la suma que ga-
rantiza la reparación del daño a la víctima, dejando cons-
tancia en el expediente del pago definitivo de la cantidad
depositada, lo que no implica que se haya efectuado la re-
paración integral del daño correspondiente. 

En los casos en que la garantía fuese hecha por hipoteca o
prenda, la autoridad jurisdiccional competente emitirá a la
autoridad fiscal correspondiente dichos bienes para su co-
bro, el cual deberá entregarse sin dilación a la víctima. En
los mismos términos los fiadores están obligados a pagar
en forma inmediata la reparación del daño, aplicándose pa-
ra su cobro, en todo caso, el procedimiento económico co-
activo que las leyes fiscales señalen. 

Artículo 15. Las víctimas tendrán derecho a que se consi-
deren su discapacidad temporal o permanente, físicas, o
mentales, así como su condición de niñas, niños y adoles-

centes o adultos mayores. Así mismo, a que se respete un
enfoque transversal de género y las diferencias culturales,
religiosas, de credo, étnicas, entre otras igualmente relevan-
tes. Cuando sea necesario, el Estado proporcionará intérpre-
tes y traductores. Las víctimas no podrán ser discriminadas
por ninguna causa en conformidad a la Constitución, en los
Tratados Internacionales de derechos humanos, la presente
Ley y las demás aplicables en la materia.

Artículo 16. La víctima podrá acceder de manera subsi-
diaria, al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral
previo acuerdo de la Comisión Ejecutiva, en los términos
del Título Octavo de esta Ley. Todo ello, sin perjuicio de
las responsabilidades y sanciones, administrativas, penales
y civiles que resulten.

Artículo 17. Las víctimas tienen derecho a intervenir en el
proceso penal y deberán ser reconocidas como sujetos pro-
cesales en el mismo, en los términos de la Constitución y
de los Tratados Internacionales de derechos humanos, pero
si no fuese su deseo apersonarse en el mismo, serán repre-
sentadas por un asesor jurídico o en su caso por el Minis-
terio Público, y serán notificadas personalmente de todos
los actos y resoluciones que pongan fin el proceso, de los
recursos interpuestos ya sean ordinarios o extraordinarios,
así como de las modificaciones en las medidas cautelares
que se hayan adoptado por la existencia de un riesgo para
su seguridad, vida o integridad física o modificaciones a la
sentencia. 

Artículo 18. Las víctimas tienen derecho a que se les ex-
plique el alcance y trascendencia de los exámenes pericia-
les a los que podrán someterse dependiendo de la naturale-
za del caso, y en caso de aceptar su realización a ser
acompañadas en todo momento por su Defensor de las Víc-
timas o la persona que consideren.

Artículo 19. Toda comparecencia ante el órgano investiga-
dor, el juez o tribunal, o ante cualquiera otra autoridad o
perito que requiera la presencia de la víctima, se conside-
rará justificada para los efectos laborales y escolares, te-
niendo ella derecho a gozar del total de los emolumentos a
que se refiere la Ley Federal del Trabajo.

Artículo 20. Las víctimas tendrán derecho a optar por la
solución de conflictos conforme a las reglas de la justicia
alternativa, a través de instituciones como la conciliación y
la mediación, a fin de facilitar la reparación del daño y la
reconciliación de las partes y la garantía de no repetición. 
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No podrá llevarse la conciliación ni la mediación a menos
de que quede acreditado a través de los medios idóneos,
que la víctima está en condiciones de tomar esa decisión y
las procuradurías llevarán un registro y una auditoría pun-
tual sobre los casos en donde sí sea decisión de la víctima
utilizar estas vías de solución alterna de conflictos, notifi-
cando en todo caso a las instancias de protección a la mu-
jer a fin de que se cercioren que la víctima tuvo el acom-
pañamiento que requirió para la toma de dicha decisión. Se
sancionará a los servidores públicos que orillen a las vícti-
mas a tomar estas decisiones sin que éstas estén conscien-
tes de las consecuencias que conlleva.

Artículo 21. En los casos de violaciones de derechos hu-
manos o de delitos derivados de éstas, además de todas las
garantías consagradas en los artículos anteriores, las vícti-
mas tendrán los siguientes derechos:

I. A una investigación pronta y eficaz que lleve a la
identificación, captura, enjuiciamiento y condena de los
responsables de violaciones al Derecho Internacional de
los derechos humanos, al esclarecimiento de los hechos
y a su reparación integral;

II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, ade-
cuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el
menoscabo que han sufrido en sus derechos como con-
secuencia de violaciones a derechos humanos y por los
daños que esas violaciones les causaron;

III. A conocer la verdad de lo ocurrido acerca de los he-
chos en que le fueron violados sus derechos humanos
para lo cual la autoridad deberá informar los resultados
de las investigaciones, y

IV. A que se le brinde protección y se salvaguarde su vi-
da y su integridad corporal, en los términos del artículo
34 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada.

CAPÍTULO V
DEL DERECHO A LA VERDAD

Artículo 22. Las víctimas, sus familiares y la sociedad en
general tienen el derecho de conocer los hechos constituti-
vos del delito y de las violaciones a derechos humanos de
que fueron objeto, la identidad de los responsables, las cir-
cunstancias que hayan propiciado su comisión, así como
tener acceso a la justicia en condiciones de igualdad.

Artículo 23. Las víctimas y sus familiares tienen el dere-
cho imprescriptible a conocer la verdad y a recibir infor-
mación específica sobre las violaciones de derechos o los
delitos que las afectaron directamente, incluidas las cir-
cunstancias en que ocurrieron y, en los casos de personas
fallecidas, desaparecidas, ausentes, no localizadas o extra-
viadas, a conocer su destino o paradero o el de sus restos.

Artículo 24. Las víctimas, sus familiares y la sociedad tie-
nen derecho a conocer la verdad y a tener información so-
bre las condiciones y las pautas o patrones de las violacio-
nes sistemáticas o generalizadas de los derechos humanos;
la historia del contexto social, económico y político en el
que se produjeron esas violaciones; y la identificación de
los responsables individuales e institucionales de las mis-
mas.

Las víctimas y sus familiares tienen derecho a participar
activamente en la búsqueda de la verdad de los hechos y en
los diferentes mecanismos previstos en los ordenamientos
legales en los cuales se les permitirá expresar sus opiniones
y preocupaciones cuando sus intereses sean afectados. Las
víctimas deberán decidir libremente su participación y te-
ner la información suficiente sobre las implicaciones de ca-
da uno de estos mecanismos.

Artículo 25. El Estado, a través de las autoridades respec-
tivas, tiene la obligación de iniciar, de inmediato y tan
pronto como se haga de su conocimiento, todas las dili-
gencias a su alcance para determinar el paradero de las per-
sonas desaparecidas. Esto incluye la instrumentación de
mecanismos de búsqueda conforme la legislación aplicable
y los tratados internacionales de los que México sea parte.

Parte de esta obligación, incluye la realización de las ex-
humaciones de cementerios, fosas clandestinas o de otros
sitios en los que se encuentren o se tengan razones funda-
das para creer que se encuentran cuerpos u osamentas de
las víctimas. Las exhumaciones deberán realizarse con la
debida diligencia y competencia y conforme a las normas
y protocolos internacionales sobre la materia, buscando ga-
rantizar siempre la correcta ubicación, recuperación y pos-
terior identificación de los cuerpos u osamentas bajo están-
dares científicos reconocidos internacionalmente. 

Los familiares de las víctimas tienen el derecho a estar pre-
sentes en las exhumaciones, por sí y/o a través de sus ase-
sores jurídicos; a ser informadas sobre los protocolos y
procedimientos que serán aplicados; y a designar peritos
independientes, acreditados ante organismo nacional o in-
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ternacional de protección a los derechos humanos, que
contribuyan al mejor desarrollo de las mismas.

Una vez plenamente identificados y realizadas las pruebas
técnicas y científicas a las que está obligado el Estado y
que han sido referidas en esta Ley y en los Códigos de Pro-
cedimientos Penales, la entrega de los cuerpos u osamentas
de las víctimas a sus familiares, deberá hacerse respetando
plenamente su dignidad y sus tradiciones religiosas y cul-
turales.

En caso necesario, a efecto de garantizar las investigacio-
nes, la autoridad deberá informar formalmente a los fami-
liares la obligación de no cremar los restos, hasta en tanto
haya una sentencia ejecutoriada.

Artículo 26. Para garantizar el ejercicio pleno de este de-
recho de las víctimas, sus familiares y la sociedad, el Esta-
do podrá generar mecanismos para la investigación, inde-
pendiente, imparcial y competente, que cumpla, entre
otros, con los siguientes objetivos: 

I. El esclarecimiento histórico preciso de las violacio-
nes de derechos humanos, la dignificación de las vícti-
mas y la recuperación de la memoria histórica; 

II. La determinación de la responsabilidad individual o
institucional de los hechos; 

III. El debate sobre la historia oficial donde las víctimas
de esas violaciones puedan ser reconocidas y escuchadas; 

IV. La contribución a la superación de la impunidad me-
diante la recomendación de formulación de políticas de
investigación; 

V. La recomendación de las reparaciones, reformas ins-
titucionales y otras políticas necesarias para superar las
condiciones que facilitaron o permitieron las violacio-
nes de derechos.

Para el cumplimiento de estos objetivos, deberán realizar-
se consultas que incluyan la participación y la opinión de
las víctimas, grupos de víctimas y de sus familiares.

La investigación deberá garantizar los derechos de las víc-
timas y de los testigos, asegurándose su presencia y decla-
ración voluntarias. Se deberá garantizar la confidencialidad
de las víctimas y los testigos cuando ésta sea una medida
necesaria para proteger su dignidad e integridad y adopta-

rá las medidas necesarias para garantizar su seguridad. Así
mismo, en los casos de las personas que se vean afectadas
por una acusación, deberá proporcionarles la oportunidad
de ser escuchadas y de confrontar o refutar las pruebas
ofrecidas en su contra, ya sea de manera personal, por es-
crito o por medio de representantes designados. 

La investigación deberá seguir protocolos de actuación con
el objetivo de garantizar que las declaraciones, conclusio-
nes y pruebas recolectadas puedan ser utilizadas en proce-
dimientos penales como pruebas con las debidas formali-
dades de ley.

Artículo 27. Las organizaciones de la sociedad civil, tales
como asociaciones profesionales, organizaciones no guber-
namentales e instituciones académicas, podrán proporcio-
nar, a autoridad competente, sus investigaciones de viola-
ciones de los derechos humanos, con el fin de contribuir
con la búsqueda y conocimiento de la verdad. Las autori-
dades deberán dar las garantías necesarias para que esta ac-
tividad se pueda realizar de forma libre e independiente. 

Artículo 28. Las autoridades están obligadas a la preserva-
ción de los archivos relativos a las violaciones de los dere-
chos humanos así como a respetar y garantizar el derecho
de acceder a los mismos. 

El Estado tiene el deber de garantizar la preservación de di-
chos archivos y de impedir su sustracción, destrucción, di-
simulación o falsificación; así como de permitir su consul-
ta pública, pero particularmente en interés de las víctimas
y sus familiares con el fin de garantizar el pleno ejercicio
de sus derechos.

Cuando la consulta de los archivos persiga favorecer la in-
vestigación histórica, las formalidades de autorización ten-
drán por única finalidad salvaguardar la integridad y la se-
guridad de las víctimas y de otras personas y, en ningún
caso, podrán aplicarse las formalidades de autorización con
fines de censura. 

Los tribunales nacionales e internacionales, los organismos
nacionales e internacionales de derechos humanos y, así
como los investigadores que trabajen esta responsabilidad,
podrán consultar libremente los archivos relativos a las
violaciones de los derechos humanos. Este acceso será ga-
rantizado cumpliendo los requisitos pertinentes para prote-
ger la vida privada, incluidos en particular las seguridades
de confidencialidad proporcionadas a las víctimas y a otros
testigos como condición previa de su testimonio. 
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En estos casos, no se podrá denegar la consulta de los ar-
chivos por razones de seguridad nacional excepto que, en
circunstancias excepcionales, la restricción se encuentre
previamente establecida en la Ley, la autoridad haya de-
mostrado que la restricción es necesaria en una sociedad
democrática para proteger un interés de seguridad nacional
legítimo y que la denegación sea objeto de revisión por la
autoridad competente, a la vez que puede ser sujeta a exa-
men judicial independiente.

Artículo 29. Toda persona tendrá derecho a saber si figura
en los archivos estatales y, en ese caso, después de ejercer
su derecho de consulta, a impugnar la legitimidad de las in-
formaciones y contenidos que le conciernan ejerciendo el
derecho que corresponda. La autoridad garantizará que el
documento modificado después de la impugnación incluya
una referencia clara a las informaciones y contenidos del
documento cuya validez se impugna y ambos se entregarán
juntos cuando se solicite el primero. Para casos de perso-
nas fallecidas, este derecho podrá ser ejercido por sus fa-
miliares. 

CAPÍTULO VI
DEL DERECHO A LA

REPARACIÓN INTEGRAL

Artículo 30. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas
de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora,
integral y efectiva por el daño que han sufrido como con-
secuencia del hecho punible que las ha afectado o de las
violaciones de derechos humanos que han sufrido, com-
prendiendo medidas de restitución, rehabilitación, com-
pensación, satisfacción y medidas de no repetición

Artículo 31. Para los efectos de la presente Ley se enten-
derá que:

I. La restitución busca devolver a la víctima a la situa-
ción anterior a la comisión del hecho punible o a la vio-
lación de sus derechos humanos; 

II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer
frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible
o de las violaciones de derechos humanos; 

III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de for-
ma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho
punible cometido o de la violación de derechos huma-
nos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de
cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, su-

frimientos y pérdidas económicamente evaluables que
sean consecuencia del hecho punible o de la violación
de derechos humanos; 

IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dig-
nidad de las víctimas;

V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho
punible o la violación de derechos sufrida por la víctima
no vuelva a ocurrir. 

VI. Para los efectos de la presente Ley, la reparación co-
lectiva se entenderá como un derecho del que son titula-
res los grupos, comunidades u organizaciones sociales
que hayan sido afectadas por la violación de los derechos
individuales de los miembros de los colectivos, o cuando
el daño comporte un impacto colectivo. La restitución de
los derechos afectados estará orientada a la reconstruc-
ción del tejido social y cultural colectivo que reconozca
la afectación en la capacidad institucional de garantizar el
goce, la protección y la promoción de los derechos en las
comunidades, grupos y pueblos afectados. 

Las medidas colectivas que deberán implementarse tende-
rán al reconocimiento y dignificación de los sujetos colec-
tivos victimizados; la reconstrucción del proyecto de vida
colectivo, y el tejido social y cultural; la recuperación psi-
cosocial de las poblaciones y grupos afectados y la promo-
ción de la reconciliación y la cultura de la protección y
promoción de los derechos humanos en las comunidades y
colectivos afectados. 

Las medidas de restitución, rehabilitación, compensación,
satisfacción y medidas de no repetición contempladas en
esta Ley proceden, según sea el caso, tanto para las vícti-
mas que individualmente han sufrido la lesión de sus bie-
nes jurídicos o de sus derechos humanos como para las víc-
timas que han sufrido colectivamente esas lesiones. 

TÍTULO TERCERO
MEDIDAS DE AYUDA, INMEDIATAS 

Y HUMANITARIAS

CAPÍTULO I
MEDIDAS EN MATERIA DE SALUD

Artículo 32. La gravedad del daño sufrido por las víctimas
será el eje que determinará prioridad en su asistencia, en la
prestación de servicios y en la implementación de acciones
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dentro de las instituciones encargadas de brindarles aten-
ción y tratamiento.

Los servicios a que se refiere la presente Ley tomarán en
cuenta si la víctima pertenece a un grupo en condiciones de
vulnerabilidad, sus características y necesidades especia-
les, particularmente tratándose de mujeres, menores de
edad, adultos mayores y población indígena. 

Artículo 33. Las instituciones hospitalarias públicas del Go-
bierno Federal, de los estados, del Distrito Federal y de los
municipios tienen la obligación de dar atención de emergen-
cia de manera inmediata a las víctimas que lo requieran, con
independencia de su capacidad socioeconómica nacionali-
dad y sin exigir condición previa para su admisión.

Artículo 34. Los servicios de emergencia médica, odonto-
lógica, quirúrgica y hospitalaria consistirán en:

I. Hospitalización;

II. Material médico quirúrgico, incluidas prótesis y de-
más instrumentos que la persona requiera para su movi-
lidad, conforme al dictamen dado por el médico espe-
cialista en la materia; 

III. Medicamentos;

IV. Honorarios médicos, en caso de que el sistema de sa-
lud más accesible para la víctima no cuente con los ser-
vicios que ella requiere de manera inmediata;

V. Servicios de análisis médicos, laboratorios e imáge-
nes diagnósticas;

VI. Transporte y ambulancia;

VII. Servicios de atención mental en los casos en que,
como consecuencia de la comisión del hecho punible o
de la violación a sus derechos humanos, la persona que-
de gravemente afectada psicológica y/o psiquiátrica-
mente;

VIII. Servicios odontológicos reconstructivos por los
daños causados como consecuencia del hecho punible o
la violación a los derechos humanos; 

IX. Servicios de interrupción voluntaria del embarazo
en los casos permitidos por ley, con absoluto respeto de
la voluntad de la víctima;

X. La atención para los derechos sexuales y reproducti-
vos de las mujeres víctimas;

XI. En caso de que la institución médica a la que acude
o es enviada la víctima no cuente con lo señalado en las
fracciones II y III y sus costos hayan sido cubiertos por
la víctima, los estados y municipios se los reembolsarán
de manera completa e inmediata.

Artículo 35. Los estados, el Gobierno del Distrito Federal
y municipios donde se haya cometido el hecho victimizan-
te, pagarán a las víctimas, con cargo a sus presupuestos y
sin intermediarios, los gastos funerarios en los que ellas
deban incurrir cuando sus familiares o seres queridos fue-
ron asesinados. En el caso de delitos del ámbito federal, se-
rán por cuenta del erario federal. Estos gastos incluirán los
de transporte, cuando el fallecimiento se haya producido en
un lugar distinto al de su lugar de origen o cuando sus fa-
miliares decidan inhumar su cuerpo en otro lugar. Por nin-
gún motivo se prohibirá a las víctimas ver los restos de sus
familiares, si es su deseo hacerlo. Si los familiares de las
víctimas deben transportarse a otro lugar para los trámites
de reconocimiento, se deberán cubrir también sus gastos.

Artículo 36. La Comisión Ejecutiva definirá y garantizará
la creación de un Modelo de Atención Integral en Salud
con enfoque Psicosocial, Educación y Asistencia Social, el
cual deberá contemplar los mecanismos de articulación y
coordinación entre las diferentes Entidades obligadas e
Instituciones de Asistencia Pública que conforme el Regla-
mento de esta Ley presten los servicios subrogados a los
que ella hace referencia. Este modelo deberá contemplar el
servicio a aquellas personas que no sean beneficiarias de
un sistema de prestación social o será complementario
cuando los servicios especializados necesarios no puedan
ser brindados por el sistema al cual pertenece.

Artículo 37. Los Gobiernos federal, estatales y del Distri-
to Federal, a través de sus organismos, dependencias y en-
tidades de Salud Pública, así como aquellos municipios
que cuenten con la infraestructura y la capacidad de pres-
tación de servicios, en el marco de sus competencias serán
las entidades obligadas a otorgar el carnet que identifique a
las víctimas ante el sistema de salud, conforme al Registro
Nacional de Víctimas, con el fin de garantizar la asistencia
y atención prioritarias para efectos reparadores.

El proceso de credencialización se realizará de manera gra-
dual y progresiva dando prioridad a las víctimas de daños
graves a la salud e integridad personal. No obstante, aque-
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llas víctimas que no cuenten con dicho carnet y requieran
atención inmediata deberán ser atendidas de manera priori-
taria, mientras se registran.

Artículo 38. En materia de asistencia y atención médica,
psicológica, psiquiátrica y odontológica, la víctima tendrá
todos los derechos establecidos por la Ley General de Sa-
lud para los Usuarios de los Servicios de Salud, y tendrá los
siguientes derechos adicionales:

I. A que se proporcione gratuitamente atención médica
y psicológica permanente de calidad en cualquiera de
los hospitales públicos federales, estatales y municipa-
les, de acuerdo a su competencia, cuando se trate de le-
siones, enfermedades y traumas emocionales prove-
nientes del delito o de la violación a los derechos
humanos sufridos por ella. Estos servicios se brindarán
de manera permanente, cuando así se requiera, y no se-
rán negados, aunque la víctima haya recibido las medi-
das de ayuda que se establecen en la presente Ley, las
cuales, si así lo determina el médico, se continuarán
brindando hasta el final del tratamiento; 

II. Los Gobiernos federal, estatales y del Distrito Fede-
ral, a través de sus organismos, dependencias y entida-
des de Salud Pública, así como aquellos municipios que
cuenten con la infraestructura y la capacidad de presta-
ción de servicios, en el marco de sus competencias y
fundamentos legales de actuación, deberán otorgar citas
médicas, en un periodo no mayor a ocho días, a las víc-
timas que así lo soliciten, salvo que sean casos de aten-
ción de emergencia en salud, en cuyo caso la atención
será inmediata;

III. Una vez realizada la valoración médica general o es-
pecializada, según sea el caso, y la correspondiente en-
trega de la formula médica, se hará la entrega inmedia-
ta de los medicamentos a los cuales la víctima tenga
derecho y se le canalizará a los especialistas necesarios
para el tratamiento integral, si así hubiese lugar;

IV. Se le proporcionará material médico quirúrgico, in-
cluida prótesis y demás instrumentos o aparatos que re-
quiera para su movilidad conforme al dictamen dado
por el médico especialista en la materia así como los
servicios de análisis médicos, laboratorios e imágenes
diagnósticas y los servicios odontológicos reconstructi-
vos que requiera por los daños causados como conse-
cuencia del hecho punible o la violación a sus derechos
humanos;

V. Se la proporcionará atención permanente en salud
mental en los casos en que, como consecuencia del he-
cho victimizante, quede gravemente afectada psicológi-
ca y/o psiquiátricamente;

VI. La atención materno-infantil permanente cuando sea
el caso incluyendo programas de nutrición.

Artículo 39. A toda víctima de violación sexual, o cual-
quier otra conducta que afecte su integridad física o psico-
lógica, se le garantizará el acceso a los servicios de anti-
concepción de emergencia y de interrupción voluntaria del
embarazo en los casos permitidos por la ley, con absoluto
respeto a la voluntad de la víctima; asimismo, se le reali-
zará práctica periódica de exámenes y tratamiento especia-
lizado, durante el tiempo necesario para su total recupera-
ción y conforme al diagnóstico y tratamiento médico
recomendado; en particular, se considerará prioritario para
su tratamiento el seguimiento de eventuales contagios de
enfermedades de transmisión sexual y del Virus de Inmu-
nodeficiencia Humana.

En cada una de las entidades públicas que brinden servi-
cios, asistencia y atención a las víctimas, se dispondrá de
personal capacitado en el tratamiento de la violencia sexual
con un enfoque transversal de género

Artículo 40. Los Gobiernos federal, estatales y del Distri-
to Federal, a través de sus organismos, dependencias y en-
tidades de Salud Pública, así como aquellos municipios
que cuenten con la infraestructura y la capacidad de pres-
tación de servicios, definirán los procedimientos para ga-
rantizar de manera gratuita los servicios de asistencia mé-
dica preoperatoria, posoperatoria, quirúrgica, hospitalaria y
odontológica a que hubiese lugar de acuerdo al concepto
médico y valoración, que permita atender lesiones transito-
rias y permanentes y las demás afectaciones de la salud fí-
sica y psicológica que tengan relación causal directa con
las conductas.

Artículo 41. En caso de que la institución médica a la que
acude o es enviada la víctima no cumpla con lo señalado en
los artículos anteriores y sus costos hayan sido cubiertos
por la víctima, el Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación
Integral creado en esta Ley se los reembolsará de manera
completa y rápida, teniendo el fondo derecho de repetir
contra los responsables.

Artículo 42. Los Gobiernos Federal, Estatal y del Distrito
Federal, a través de sus secretarías, dependencias, organis-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2012115



mos y entidades de Salud Pública, así como aquellos mu-
nicipios que cuenten con la infraestructura y la capacidad
de prestación de servicios definirán los procedimientos pa-
ra garantizar de manera gratuita los servicios de asistencia
médica preoperatoria, postoperatoria, quirúrgica, hospita-
laria y odontológica a que hubiese lugar de acuerdo al con-
cepto médico y valoración, que permita atender lesiones
transitorias y permanentes y las demás afectaciones de la
salud física y psicológica que tengan relación causal direc-
ta con las conductas.

Artículo 43. En caso que la institución médica a la que
acude o es enviada la víctima no cumpla con lo señalado en
los artículos anteriores y sus costos hayan sido cubiertos
por la víctima el Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación
Integral creado en esta Ley se los reembolsará de manera
completa y rápida.

CAPÍTULO II
MEDIDAS EN MATERIA DE 

ALOJAMIENTO Y ALIMENTACIÓN

Artículo 44. El Sistema Nacional para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia (DIF) o su análogo, similar o correlativo,
las dependencias de las que dependen las casas de refugio
y acogida que existan y brinden estos servicios en el ámbi-
to Federal, Estatal o Municipal, contratarán servicios o
brindarán directamente alojamiento y alimentación en con-
diciones de seguridad y dignidad a las víctimas que se en-
cuentren en especial condición de vulnerabilidad o que se
encuentren amenazadas o desplazadas de su lugar de resi-
dencia por causa del hecho punible cometido contra ellas o
de la violación de sus derechos humanos. El alojamiento y
la alimentación se brindarán durante el tiempo que sea ne-
cesario para garantizar que la víctima supere las condicio-
nes de emergencia y pueda retornar libremente en condi-
ciones seguras y dignas a su hogar.

CAPÍTULO III
MEDIDAS EN MATERIA DE TRANSPORTE

Artículo 45. Cuando la víctima se encuentre en un lugar
distinto al de su lugar de residencia y desee regresar al mis-
mo las entidades federativas pagarán los gastos correspon-
dientes, garantizando, en todos los casos, que el medio de
transporte usado por la víctima para su regreso es el más
seguro y el que le cause menos trauma de acuerdo con sus
condiciones.

CAPÍTULO IV
MEDIDAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN

Artículo 46. Cuando la víctima se encuentre amenazada en
su integridad personal o en su vida o existan razones fun-
dadas para pensar que estos derechos están en riesgo, en ra-
zón del delito o de la violación de derechos humanos sufri-
da, las autoridades del orden nacional o de los órdenes
estatales, del Distrito Federal o municipales de acuerdo con
sus competencias y capacidades adoptarán, con carácter
inmediato, las medidas que sean necesarias para evitar que
la víctima sufra alguna lesión o daño. 

Las medidas de protección a las víctimas se deben imple-
mentar con base en los siguientes principios:

I. Principio de protección: considera primordial la pro-
tección de la vida, la integridad física, la libertad y la se-
guridad de las personas;

II. Principio de necesidad y proporcionalidad: las medi-
das de protección deben responder al nivel de riesgo o
peligro en que se encuentre la persona destinataria, y
deben ser aplicadas en cuanto sean necesarias para ga-
rantizar su seguridad o reducir los riesgos existentes;

III. Principio de confidencialidad: toda la información y
actividad administrativa o jurisdiccional relacionada
con el ámbito de protección de las personas, debe ser re-
servada para los fines de la investigación o del proceso
respectivo;

IV. Principio de oportunidad y eficacia: Las medidas de-
ben ser oportunas, específicas, adecuadas y eficientes
para la protección de la víctima y deben ser otorgadas e
implementadas a partir del momento y durante el tiem-
po que garanticen su objetivo. 

Serán sancionadas administrativa, civil o penalmente, de
conformidad con las leyes aplicables, las autoridades fede-
rales, estatales o municipales que contribuyan a poner en
riesgo la seguridad de las víctimas, ya sea a través de inti-
midación, represalias, amenazas directas o cuando existan
datos suficientes que demuestren que las víctimas podrían
ser nuevamente afectadas por la colusión de dichas autori-
dades con los responsables de la comisión del delito o con
un tercero implicado que amenace o dañe la integridad fí-
sica o moral de una víctima.
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Artículo 47. Las medidas adoptadas deberán ser acordes
con la amenaza que tratan de conjurar y deberán tener en
cuenta la condición de especial vulnerabilidad de las vícti-
mas, así como respetar, en todos los casos, su dignidad.

CAPÍTULO V
MEDIDAS EN MATERIA
DE ASESORÍA JURÍDICA

Artículo 48. Las autoridades del orden nacional, las de los
estados, las del Distrito Federal y municipios brindarán, de
manera inmediata, a las víctimas información y asesoría
completa y clara sobre los recursos y procedimientos judi-
ciales, administrativos o de otro tipo a los cuales ellas tie-
nen derecho para la mejor defensa de sus intereses y satis-
facción de sus necesidades, así como sobre el conjunto de
derechos de los que son titulares en su condición de vícti-
ma. La Comisión Ejecutiva garantizará lo dispuesto en el
presente artículo a través de la Asesoría Jurídica Federal de
Atención a Víctimas en los términos del título correspon-
diente.

Artículo 49. La información y asesoría deberá brindarse en
forma gratuita y por profesionales conocedores de los de-
rechos de las víctimas, garantizándoles a ellas siempre un
trato respetuoso de su dignidad y el acceso efectivo al ejer-
cicio pleno y tranquilo de todos sus derechos.

TÍTULO CUARTO
MEDIDAS DE ASISTENCIA Y ATENCIÓN 

TENDENTES A RESTABLECER A LA
VÍCTIMA EN EL EJERCICIO PLENO DE SUS 

DERECHOS, Y A PROMOVER LA
SUPERACIÓN DE SU CONDICIÓN

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 50. La Comisión Ejecutiva de Atención Víctimas
como responsable de la creación y gestión del Registro Na-
cional de Víctimas a que hace referencia el Título Séptimo,
de esta Ley garantizará que el acceso de las víctimas al Re-
gistro se haga de manera efectiva, rápida y diferencial con
el fin de permitirles disfrutar de las medidas de asistencia
y atención establecidos en la presente Ley. 

Artículo 51. Conforme a los lineamientos desarrollados
por la Comisión Ejecutiva; la Secretarías, dependencias,
organismos y entidades del Gobierno Federal del sector Sa-
lud, Educación, Desarrollo Social y las demás obligadas y

las Secretarías, dependencias, organismos y entidades esta-
tales y del Distrito Federal, en los mismos ámbitos, así co-
mo aquellos municipios que cuenten con la infraestructura
y la capacidad de prestación de servicios, en el marco de
sus competencias y fundamentos legales de actuación de-
berán tener en cuenta las principales afectaciones y conse-
cuencias del hecho victimizante, respetando siempre los
principios generales establecidos en la presente Ley y en
particular el enfoque diferencial para las mujeres; niños,
niñas y adolescentes; personas con discapacidad y adultos
mayores y población indígena. 

Artículo 52. Todas las medidas de asistencia, atención,
protección o servicios otorgados por las instituciones pú-
blicas Federales, de los estados, del Distrito Federal y de
los Municipios, a las víctimas por cualquier hecho, serán
gratuitos y éstas recibirán un trato digno con independen-
cia de su capacidad socio-económica y sin exigir condición
previa para su admisión a éstos, más que las establecidas
en la presente Ley. 

CAPÍTULO II
MEDIDAS DE EDUCACIÓN

Artículo 53. Las políticas y acciones establecidas en este
capítulo tienen por objeto asegurar el acceso de las víctimas
a la educación y promover su permanencia en el sistema
educativo, si como consecuencia del delito o de la violación
a derechos humanos se interrumpen los estudios, se tomarán
medidas para superar esta condición provocada por el hecho
victimizante, por lo que la educación deberá contar con en-
foque de transversal género y diferencial, desde una mirada
de inclusión social y con perspectiva de derechos. Igual-
mente, se buscará garantizar la exención para las víctimas
de todo tipo de costos académicos en las instituciones pú-
blicas de educación preescolar, primaria, secundaria y me-
dia superior

Artículo 54. Las instituciones del sistema educativo nacio-
nal impartirán educación de manera que permita a la vícti-
ma incorporarse con prontitud a la sociedad y, en su opor-
tunidad, desarrollar una actividad productiva.

Artículo 55. Todas las autoridades educativas en el ámbito
de sus competencias prestarán especial cuidado a las es-
cuelas que, por la particular condición de la asistencia y
atención a víctimas, enfrenten mayor posibilidad de atrasos
o deserciones, debiendo promover las acciones necesarias
para compensar los problemas educativos derivados de di-
cha condición.
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Artículo 56. El Estado a través de sus organismos descen-
tralizados y de los particulares con autorización o con re-
conocimiento de validez oficial de estudios, está obligado
a prestar servicios educativos para que gratuitamente, cual-
quier víctima o sus hijos menores de edad, en igualdad
efectiva de condiciones de acceso y permanencia en los
servicios educativos que el resto de la población, pueda
cursar la educación preescolar, la primaria y la secundaria.
Estos servicios se prestarán en el marco del federalismo y
la concurrencia previstos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y conforme a la distribución de
la función social educativa establecida en la Ley de Educa-
ción aplicable.

Artículo 57. La víctima o sus familiares de conformidad
con la presente Ley, tendrán el derecho de recibir becas
completas de estudio como mínimo hasta la educación me-
dia superior para sí o los dependientes que lo requieran. 

Artículo 58. Los Gobiernos Federal, estatales y del Distri-
to Federal, a través de sus secretarías, dependencias, enti-
dades y organismos de Educación, así como aquellos mu-
nicipios que cuenten con la infraestructura y la capacidad
de prestación de servicios, en el marco de sus competen-
cias deberán entregar a los niños, niñas, adolescentes vícti-
mas los respectivos paquetes escolares y uniformes, para
garantizar las condiciones dignas y su permanencia en el
sistema educativo.

Artículo 59. La víctima o sus hijos menores de edad, de-
berán tener acceso a los libros de texto gratuitos y demás
materiales educativos complementarios que la Secretaría
de Educación Pública proporcione.

Artículo 60. Los Gobiernos Federal, estatales y del Distri-
to Federal, a través de sus secretarías, dependencias, enti-
dades y organismos de Educación y las Instituciones de
Educación Superior, en el marco de su autonomía, estable-
cerán, los procesos de selección, admisión y matrícula que
permitan a las víctimas que así lo requieran acceder a los
programas académicos ofrecidos por estas instituciones,
para lo cual incluirán medidas de exención del pago de for-
mulario de inscripción y de derechos de grado, y deberán
implementar medidas para el acceso preferencial de las
víctimas.

CAPÍTULO III
MEDIDAS ECONÓMICAS

Y DE DESARROLLO

Artículo 61. Dentro de la Política de Desarrollo Social el
Estado en sus tres niveles, tendrá la obligación de garanti-
zar que toda víctima reciba los beneficios del desarrollo so-
cial conforme a sus necesidades, particularmente para aten-
der a las víctimas que hayan sufrido daños graves como
consecuencia del hecho victimizante.

Artículo 62. Son derechos para el desarrollo social, la edu-
cación, la salud, la alimentación, la vivienda, el disfrute de
un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y
los relativos a la no discriminación en los términos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de los Tratados Internacionales de derechos humanos.

Artículo 63. Los municipios, los gobiernos de las entida-
des federativas y el Poder Ejecutivo Federal, en sus res-
pectivos ámbitos, formularán y aplicarán políticas y pro-
gramas de asistencia, que incluyan oportunidades de
desarrollo productivo e ingreso en beneficio de las víctimas
destinando los recursos presupuestales necesarios y esta-
bleciendo metas cuantificables para ello.

Artículo 64. El Estado en sus tres niveles está obligado a
proporcionar la información necesaria de dichos progra-
mas, sus reglas de acceso, operación, recursos y cobertura,
sin que pueda por ningún motivo excluir de dichos progra-
mas a las víctimas.

Artículo 65. Las víctimas estarán sujetas a lo que determi-
nen las leyes fiscales respectivas.

CAPÍTULO IV
MEDIDAS DE ATENCIÓN Y ASISTENCIA

EN MATERIA DE PROCURACIÓN Y
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Artículo 66. Las medidas de atención y asistencia en ma-
teria de procuración y administración de justicia serán per-
manentes y comprenden, como mínimo:

I. La asistencia a la víctima durante cualquier procedi-
miento administrativo relacionado con su condición de
víctima;

II. La asistencia a la víctima en el proceso penal duran-
te la etapa de investigación;
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III. La asistencia a la víctima durante el juicio;

IV. La asistencia a la víctima durante la etapa posterior
al juicio.

Estas medidas se brindarán a la víctima con independencia
de la representación legal y asesoría que dé a la víctima el
Asesor Jurídico.

TÍTULO QUINTO
MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL

CAPÍTULO I
MEDIDAS DE RESTITUCIÓN

Artículo 67. Las víctimas tendrán derecho a la restitución,
de ser posible, en sus derechos conculcados, así como en
sus bienes y propiedades, si hubieren sido despojadas, en
cualquier forma, de ellos.

Las medidas de restitución comprenden, según corresponda:

I. Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro
o desaparición forzada;

II. Restablecimiento de los derechos jurídicos;

III. Restablecimiento de la identidad;

IV. Restablecimiento de la vida y unidad familiar;

V. Restablecimiento de la ciudadanía y de los derechos
políticos;

VI. Regreso digno y seguro al lugar de residencia;

VII. Reintegración en el empleo, y

VIII. Devolución de los bienes garantizando su efectivo
y pleno uso y disfrute.

En los casos en donde la víctima ha sufrido una condena
ilegítima, la restitución comprende, además de la libertad
en los términos que lo establezcan las autoridades compe-
tentes, la eliminación en los registros de los respectivos an-
tecedentes penales. 

CAPÍTULO II
MEDIDAS DE REHABILITACIÓN

Artículo 68. Las medidas de rehabilitación incluyen, entre
otras y según proceda, las siguientes:

I. Atención médica, psicológica y psiquiátrica especiali-
zadas;

II. Servicios y asesoría jurídicos tendientes a cualificar
el ejercicio de los derechos de las víctimas y a garanti-
zar su disfrute pleno y tranquilo;

III. Servicios sociales orientados a garantizar el pleno
restablecimiento de los derechos de la víctima en su
condición de persona y ciudadana;

IV. Programas de educación orientados a la capacitación
y formación de las víctimas con el fin de garantizar su
pleno reintegro a la sociedad y la realización de su pro-
yecto de vida; 

V. Programas de capacitación laboral orientados a lograr
el pleno reintegro de la víctima a la sociedad y la reali-
zación de su proyecto de vida; y

VI. Todas aquellas medidas tendientes a reintegrar a la
víctima a la sociedad, incluido su grupo, o comunidad.

Artículo 69. Cuando se otorguen medidas de rehabilita-
ción se dará un trato especial a los niños y niñas víctimas y
a los hijos de las víctimas y a adultos mayores dependien-
tes de éstas.

CAPÍTULO III
MEDIDAS DE COMPENSACIÓN

Artículo 70. La compensación se otorgará por todos los
perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente eva-
luables que sean consecuencia del delito o de la violación
de derechos humanos, incluyendo el error judicial. Estos
perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y
como mínimo: 

I. El daño físico o mental;

II. La pérdida de oportunidades, en particular las de em-
pleo, educación y prestaciones sociales;
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III. Los daños materiales, incluidos los daños perma-
nentes y la pérdida de ingresos; así como el lucro ce-
sante;

IV. Los perjuicios morales y los daños causados a la dig-
nidad de la víctima, y

V. Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medi-
camentos y servicios médicos y servicios psicológicos y
sociales.

Artículo 71. La Comisión Ejecutiva, mediante la determina-
ción del monto señalado por la autoridad jurisdiccional en la
sentencia firme, por dictamen del Ministerio Público cuando
el responsable se haya sustraído de la justicia, haya muerto o
desaparecido y por lo tanto haga imposible el ejercicio de la
acción penal, o cuando exista una determinación de violación
a los derechos humanos emitida por autoridad competente, o
bien cuando algún organismo público de los derechos huma-
nos, sea nacional, local o conforme a tratados internacionales,
haya determinado que existe la obligación de reparar, proce-
derá, mediante acuerdo del pleno de la Comisión Ejecutiva, a
cubrir de manera subsidiaria el monto de la compensación
por estos conceptos en los términos de la presente Ley y su
Reglamento. El monto de la subsidiaridad a la que se podrá
obligar al Estado, será hasta de quinientas veces el salario mí-
nimo mensual en el Distrito Federal. La Comisión Ejecutiva
tendrá un plazo de noventa días para emitir una determina-
ción.

CAPÍTULO IV
MEDIDAS DE SATISFACCIÓN

Artículo 72. Las medidas de satisfacción comprenden, en-
tre otras y según corresponda:

I. La verificación de los hechos y la revelación pública
y completa de la verdad, en la medida en que esa reve-
lación no provoque más daños o amenace la seguridad y
los intereses de la víctima, de sus familiares, de los tes-
tigos o de personas que han intervenido para ayudar a la
víctima o para impedir que se produzcan nuevos delitos
o nuevas violaciones de derechos humanos;

II. La búsqueda de las personas desaparecidas y de los
cuerpos u osamentas de las personas asesinadas, así co-
mo la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a
inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la
víctima o las prácticas culturales de su familia y comu-
nidad;

III. Una declaración oficial o decisión judicial que res-
tablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la
víctima y de las personas estrechamente vinculadas a
ella;

IV. Una disculpa pública de parte del Estado, los autores
y otras personas involucradas en el hecho punible o en la
violación de los derechos, que incluya el reconocimiento
de los hechos y la aceptación de responsabilidades;

V. La aplicación de sanciones judiciales o administrati-
vas a los responsables de las violaciones de derechos
humanos;

VI. La realización de actos que conmemoren el honor, la
dignidad, el sufrimiento y la humanidad de las víctimas,
tanto vivas como muertas, así como el sufrimiento de
las comunidades y la sociedad en general. Estos actos
podrán incluir: la construcción de monumentos, estatuas
y museos; la identificación de lugares de conmemora-
ción; la celebración de fechas oficiales de luto; el cam-
bio del nombre de calles, parques y otros sitios públicos;
y otras formas de manifestación artística o social, y

VII. La inclusión de un relato preciso de las violaciones
de derechos cometidas y del contexto en el cual se pro-
dujeron en los textos o programas de enseñanza de las
normas internacionales de derechos humanos, así como
en el material didáctico a todos los niveles.

CAPÍTULO V
MEDIDAS DE NO REPETICIÓN

Artículo 73. Las medidas de no repetición son aquéllas
que se adoptan para que las víctimas no vuelvan a ser ob-
jeto de violaciones a sus derechos y que contribuyen a
prevenir o evitarla repetición de actos de la misma natu-
raleza. Estas consistirán en las siguientes:

I. El ejercicio de un control efectivo por las autoridades
civiles de las fuerzas armadas y de seguridad;

II. La garantía de que todos los procedimientos penales
y administrativos se ajusten a las normas nacionales e
internacionales relativas a la competencia, independen-
cia e imparcialidad de las autoridades judiciales y a las
garantías del debido proceso;

III. El fortalecimiento de la independencia del poder ju-
dicial;
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IV: La limitación en la participación en el gobierno y en
las instituciones políticas de los dirigentes políticos que
hayan planeado, instigado, ordenado o cometido graves
violaciones de los derechos humanos;

V. La exclusión en la participación en el gobierno o en
las fuerzas de seguridad de los militares, agentes de in-
teligencia y otro personal de seguridad declarados res-
ponsables de planear, instigar, ordenar o cometer graves
violaciones de los derechos humanos;

VI. La protección de los profesionales del derecho, la
salud y la información;

VII. La protección de los defensores de los derechos hu-
manos; 

VIII. La educación, de modo prioritario y permanente,
de todos los sectores de la sociedad respecto de los de-
rechos humanos y la capacitación en esta materia de los
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así co-
mo de las fuerzas armadas y de seguridad;

IX. La promoción de la observancia de los códigos de
conducta y de las normas éticas, en particular los defini-
dos en normas internacionales de derechos humanos y de
protección a los derechos humanos, por los funcionarios
públicos incluido el personal de las fuerzas armadas y de
seguridad, los establecimientos penitenciarios, los me-
dios de información, el personal de servicios médicos,
psicológicos y sociales, además del personal de empresas
comerciales;

X. La promoción de mecanismos destinados a prevenir,
vigilar y resolver por medios pacíficos los conflictos so-
ciales, y

XI. La revisión y reforma de las leyes, normas u orde-
namientos legales que contribuyan a las violaciones ma-
nifiestas de las normas internacionales de derechos hu-
manos o las permitan.

Artículo 74. Se entienden agregadas como penas públicas
en todos los delitos, que buscan garantizar la no repetición,
y que deberán ser impuestas en los delitos en los que proce-
da la reparación del daño, las siguientes:

I. Supervisión de la autoridad;

II. Prohibición de ir a un lugar determinado u obligación
de residir en él;

III. Caución de no ofender;

IV. La asistencia a cursos de capacitación sobre dere-
chos humanos, y

V. La asistencia a tratamiento de deshabituación o des-
intoxicación.

Artículo 75. Se entiende por supervisión de la autoridad, la
consistente en la observación y orientación de los senten-
ciados, ejercidas por personal especializado, con la finali-
dad de coadyuvar a la protección de la víctima y la comu-
nidad.

Esta medida se establecerá cuando la privación de la liber-
tad sea sustituida por otra sanción, reducida la pena priva-
tiva de libertad o se conceda la suspensión condicional de
la pena.

Artículo 76. Considerando las características del delin-
cuente y de la víctima, el juez podrá prohibir que el sen-
tenciado vaya a un lugar determinado o que resida en él,
garantizando así la seguridad de la víctima.

Artículo 77. El Juez en la sentencia, exigirá una garantía
de no ofender, que se hará efectiva si el acusado violase las
disposiciones del artículo anterior, o de alguna forma rein-
cidiera en los actos de molestia a la víctima. Esta garantía
no deberá ser inferior a la de la multa aplicable y podrá ser
otorgada en cualquiera de las formas autorizadas por las le-
yes.

Artículo 78. Cuando el sujeto haya sido sentenciado por
delitos relacionados con la violación a los derechos huma-
nos, o al abuso de sustancias alcohólicas, estupefacientes,
psicotrópicos o similares, independientemente de la pena
que corresponda, aplicarán cursos y tratamientos para evi-
tar su reincidencia y fomentar su deshabituación o desinto-
xicación. 
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TÍTULO SEXTO
SISTEMA NACIONAL

DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS

CAPÍTULO I
CREACIÓN Y OBJETO

Artículo 79. Se crea el Sistema Nacional de Atención a
Víctimas, máxima institución en la materia en los Estados
Unidos Mexicanos, el cual tiene como objeto establecer,
regular y supervisar las directrices, planes, programas, pro-
yectos, acciones, y demás políticas públicas que se imple-
mentan para la protección, ayuda, asistencia, atención, ac-
ceso a la justicia, a la verdad y a la reparación integral a las
víctimas en los ámbitos local, federal y municipal. 

El Sistema Nacional de Atención a Víctimas está constitui-
do por todas las instituciones y entidades públicas federa-
les, locales y municipales, organismos autónomos, y demás
organizaciones públicas o privadas, encargadas de la pro-
tección, ayuda, asistencia, atención, defensa de los dere-
chos humanos, acceso a la justicia, a la verdad y a la y re-
paración integral a las víctimas, detalladas en el Capítulo II
del presente título.

El Sistema agrupa, ordena y sistematiza las instituciones y
organismos ya existentes, y los coordina con los organis-
mos e instituciones aquí creadas. 

El Sistema tendrá la estructura operativa que se detalla en
el Capítulo III del presente Título. En ella estarán repre-
sentadas las víctimas y los grupos de víctimas, las organi-
zaciones gubernamentales que trabajen con víctimas, así
como las diversas instituciones estatales responsables en
materia de protección, ayuda asistencia, atención, defensa
de los derechos humanos, acceso a la justicia, a la verdad y
a la reparación integral.

Artículo 80. El Gobierno Federal, los estados, el Gobierno
del Distrito Federal, los Municipios y los sectores social y
privado, cada uno en el ámbito de sus competencias debe-
rán establecer mecanismos de organización, supervisión,
evaluación y control de los servicios en materia de protec-
ción, ayuda, asistencia y atención, acceso a la justicia, a la
verdad y reparación integral a víctimas, relacionados con
esta Ley. 

CAPÍTULO II
INTEGRACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL

DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS

Artículo 81. El Sistema Nacional de Atención a Víctimas
estará integrado por las instituciones encargadas de instru-
mentar, desarrollar, establecer, regular y supervisar las di-
rectrices, planes, programas, proyectos, acciones, y demás
políticas públicas que se implementan para la protección,
ayuda, asistencia, atención, protección de los derechos hu-
manos, acceso a la justicia, verdad y reparación integral a
las víctimas en los ámbitos local, federal y municipal. 

Lo conformarán las instituciones, entidades, organismos y
demás participantes federales, aquí enumerados, incluyen-
do en su caso las instituciones homólogas en los ámbitos
estatal y municipal:

I. Poder Ejecutivo 

a. Titular del Ejecutivo Federal, quien lo presidirá,

b. Los titulares de los ejecutivos estatales y munici-
pales,

c. Procuraduría General de la República y Procura-
durías Generales de Justicia,

d. Secretarías de Salud,

e. Secretaría de Hacienda y Crédito Público,

f. Secretarías de Desarrollo Social,

g. Secretaría de Relaciones Exteriores,

h. Secretarías de Educación Pública,

i. Secretarías de Seguridad Pública,

j. Policía Federal,

k. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia,

l. Sistema Nacional de Seguridad Pública,

m. Instituto Nacional de Estadística y Geografía,

n. Instituto Nacional de Migración,
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o. Instituto Nacional de las Mujeres,

p. Defensoría Pública Federal,

q. Oficinas de Registro Público de la Propiedad y del
Comercio,

r. Oficinas del Registro Civil, y 

s. Las demás del ejecutivo que se requieran depen-
diendo de la problemática concreta que se aborde.

II. Poder Legislativo:

a. Integrantes de la Cámara de Diputados,

b. Integrantes de la Cámara de Senadores, y

c. Integrantes del poder legislativo de las entidades
federativas.

III. Poder Judicial:

a. Integrantes del Poder Judicial de la Federación, y

b. Consejo de la Judicatura Federal.

IV. Organismos Públicos:

a. Comisión Nacional de los Derechos Humanos,

b. Organismos públicos de protección de los dere-
chos humanos de las entidades federativas,

c. Universidad Nacional Autónoma de México, y

d. Universidades autónomas de las entidades federa-
tivas.

V. Representantes de organizaciones de la sociedad civil
especializadas en la defensa de víctimas del delito y de
violaciones de derechos humanos.

VI. Representantes de grupos de Víctimas.

VII. Académicos.

VIII. Representante de la Oficina del Alto Comisionado de
Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

IX: Invitados de organizaciones no gubernamentales y
organismos nacionales e internacionales de representa-
ciones consulares, relatores e integrantes de grupos de
trabajo de los sistemas de Naciones Unidas o Interame-
ricano, y otros expertos y especialistas nacionales e in-
ternacionales, en atención a víctimas.

X. Las demás instituciones, organizaciones públicas y
privadas, nacionales o extranjeras que se requiera, de
acuerdo con el tipo de problemática que se aborde en re-
lación con las víctimas. 

CAPÍTULO III
ESTRUCTURA OPERATIVA DEL SISTEMA

NACIONAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS

Artículo 82. El Sistema Nacional de Atención a Víctimas
será operado por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víc-
timas. 

De la Comisión Ejecutiva derivan el Fondo del Ayuda,
Asistencia y Reparación Integral y el Registro Nacional de
Víctimas 

A fin de garantizar el acceso efectivo de las víctimas a los
derechos, garantías, mecanismos, procedimientos y servi-
cios que establece esta Ley, el Gobierno Federal y las enti-
dades federativas contarán en el marco de su competencia
con un Fondo y un Registro de Víctimas, los cuales opera-
rán a través de los comités que creen en sus ámbitos res-
pectivos. 

CAPÍTULO IV
COMISIÓN EJECUTIVA

DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS

Artículo 83. La Comisión Ejecutiva es el órgano ejecutivo
por el que opera el Sistema que permite la representación y
participación directa de las víctimas y organizaciones de la
sociedad civil en todas las instituciones del Sistema Nacio-
nal de Atención a Víctimas, propiciando su intervención en
la gestión y la construcción de políticas públicas, así como
el ejercicio de labores de vigilancia, supervisión y evalua-
ción de las instituciones integrantes del Sistema con el ob-
jetivo de garantizar un ejercicio transparente de sus atribu-
ciones. Es un órgano descentralizado de la Administración
Pública Federal, con personalidad jurídica y patrimonio
propios; y goza de autonomía técnica, de gestión y presu-
puestal.
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Artículo 84. La Comisión Ejecutiva estará integrada por
nueve comisionados. El Ejecutivo Federal enviara al Sena-
do, previa convocatoria, tres propuestas por cada comisio-
nado a elegir. El Senado elegirá por el voto de la mayoría
absoluta de los presentes.

Para garantizar que en la Comisión Ejecutiva estén repre-
sentados grupos de víctimas, especialistas y expertos que
trabajen en la atención a víctimas, ésta se conformará en
los siguientes términos de las propuestas presentadas al
Ejecutivo Federal: 

I. Cinco comisionados especialistas en derecho, psico-
logía, derechos humanos, sociología o especialidades
equivalentes, propuestos por universidades públicas;

II. Cuatro comisionados representando a grupos de víc-
timas, propuestos por organizaciones no gubernamenta-
les, registradas ante la Secretaría de Relaciones Exterio-
res, con actividad acreditada en atención a víctimas de
al menos cinco años, o por los organismos públicos de
derechos humanos. 

Para la elección de los comisionados, el Senado conforma-
rá una Comisión Plural integrada por los presidentes de las
Comisiones de Justicia, Gobernación, Grupos Vulnerables
y Equidad de Género, que se constituirá en la Comisión
responsable de encabezar el proceso de selección y que re-
cibirá las propuestas de comisionados. 

En su conformación, el Ejecutivo y el Senado procuraran la
integración de las diversas regiones geográficas del país y
de diferentes tipos de hechos victimizantes. 

Artículo 85. Para ser comisionado se requiere:

I. Nacionalidad mexicana;

II. Mayoría de edad; y 

III. No haber ocupado cargo público, dentro de los dos
años previos a su designación

En la elección de los comisionados, deberá garantizarse el
respeto a los principios que dan marco a esta Ley, espe-
cialmente los de enfoque transversal de género y diferen-
cial. 

Los comisionados se desempeñarán en su cargo por cinco
años y se renovarán de forma escalonada cada dos años

hasta que concluyan su mandato, eligiendo de entre ellos,
a través de un proceso democrático en los términos de su
propio Reglamento, a un Comisionado Presidente que du-
rará en funciones un año con capacidad de reelegirse hasta
por otro año. 

Artículo 86. La Comisión Ejecutiva tendrá las siguientes
funciones y facultades:

I. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las
víctimas;

II. Instrumentar los mecanismos para asegurar la aten-
ción de las víctimas, la definición de los representantes
de víctimas, de organismos públicos autónomos de de-
rechos humanos y de organizaciones no gubernamenta-
les en las diversas instituciones del Sistema;

III. Elaborar anualmente las tabulaciones de montos
compensatorios en los términos de esta Ley y su Regla-
mento.

IV. Participar en las acciones y definiciones de la políti-
ca nacional integral y políticas públicas necesarias para
el cumplimiento del objeto de esta Ley;

V. Evaluar la eficacia de las acciones del Programa, con
base en resultados medibles;

VI. Proponer medidas, acciones, mecanismos, mejoras
y demás políticas relativas al objeto de esta Ley;

VII. Crear un mecanismo de seguimiento y evaluación
de la Ley y de las políticas públicas que se deriven de
ellas, estableciendo los indicadores que le permitan un
seguimiento preciso;

VIII. Garantizar el pleno el cumplimiento de esta Ley y
de los instrumentos internacionales aplicables;

IX. En su caso, solicitar al órgano competente se apli-
quen las medidas disciplinarias y sanciones correspon-
dientes;Supervisar que las políticas públicas se adecuen
a los principios establecidos por la Ley;

X. Hacer recomendaciones a los integrantes del sistema
que deberán ser atendidas por los mismos; 

XI. Nombrar a los titulares del Fondo y del Registro; 
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XII. Elaborar, de conformidad con la presente Ley su
Reglamento; 

XIII. Formular propuestas de política integral nacional
de prevención de violaciones a derechos humanos, aten-
ción, asistencia, protección, acceso a la justicia, a la
verdad y reparación integral a las víctimas de acuerdo
con los principios establecidos en esta Ley;

XIV. Establecer medidas, lineamientos o directrices de
carácter obligatorio que faciliten condiciones dignas, in-
tegrales y efectivas para la atención y asistencia de las
víctimas, que permitan su recuperación y restableci-
miento para lograr el pleno ejercicio de su derecho a la
justicia, a la verdad y a la reparación integral;

XV. Garantizar la coordinación interinstitucional del
Sistema Nacional de Atención a Víctimas y los comités
de las entidades federativas y del Distrito Federal, cui-
dando la debida representación de todos sus integrantes
y especialmente de las áreas, instituciones, grupos de
víctimas u organizaciones que se requieran para el trata-
miento de una problemática específica, de acuerdo con
los principios establecidos en esta Ley y los de coordi-
nación, concurrencia, subsidiariedad, complementarie-
dad y delegación;

XVI. Establecer las directrices, lineamientos, planes y
programas que permitan una protección inmediata, ur-
gente y eficaz de las víctimas cuando su vida o su inte-
gridad se encuentre en riesgo;

XVII. Establecer medidas que contribuyan a garantizar
la reparación integral, efectiva y eficaz de las víctimas
que hayan sufrido un daño como consecuencia de la co-
misión de un delito o de la violación de sus derechos hu-
manos;

XVIII. Emitir directrices o lineamientos que faciliten el
acceso efectivo de las víctimas a la verdad y a la justi-
cia;

XIX. Establecer directrices, lineamientos y políticas mí-
nimas que se deberán implementar en el ámbito para la
capacitación, formación actualización y especialización
de funcionarios públicos o dependientes de las institu-
ciones encargadas de instrumentar, desarrollar, estable-
cer, regular y supervisar las directrices, planes, progra-
mas, proyectos, acciones, y demás políticas públicas que
se implementan para la protección, ayuda, asistencia,

atención, acceso a la justicia, a la verdad y reparación in-
tegral a las víctimas en los ámbitos local, federal y mu-
nicipal;

XX. Establecer directrices para integrar los esfuerzos
públicos y privados que permitan un efectivo goce de
los derechos humanos de las víctimas;

XXI. Emitir los lineamientos para la canalización opor-
tuna y eficaz de los recursos humanos, técnicos, admi-
nistrativos y económicos que sean necesarios para el
cumplimiento de las acciones, planes, proyectos y pro-
gramas de atención, asistencia, acceso a la justicia, a la
verdad y reparación integral de las víctimas en los ám-
bitos federal, estatal y municipal;

XXII. Establecer los lineamientos, supervisar y coordi-
nar la operatividad del Registro Nacional de Víctimas y
de la Asesoría Jurídica Federal de Atención a Víctimas;

XXIII. Emitir los lineamientos para la transmisión de la
información por parte de las instituciones, organismos,
organizaciones de la sociedad civil y demás personas
para que forme parte del Registro Nacional de Víctimas. 

XXIV. Crear una plataforma que permita integrar, des-
arrollar y consolidar la información sobre las víctimas a
nivel nacional a fin de orientar políticas, programas, pla-
nes y demás acciones a favor de las víctimas para la pre-
vención del delito y de violaciones a los derechos huma-
nos, atención, asistencia, acceso a la verdad, justicia y
reparación integral con el fin de llevar a cabo el monito-
reo, seguimiento y evaluación del cumplimiento de las
políticas, acciones y responsabilidades establecidas en es-
ta Ley. La Comisión Ejecutiva del Sistema Nacional de
Atención a Víctimas dictará los lineamientos para la
transmisión de información de las instituciones que for-
man parte del Sistema, cuidando la confidencialidad de la
información pero permitiendo que pueda haber un segui-
miento y revisión de los casos que lo lleguen a requerir;

XXV. Adoptar las acciones necesarias para garantizar el
ingreso de las víctimas al Registro Nacional de Víctimas
y el ejercicio integral de sus derechos. La Comisión Eje-
cutiva será el órgano receptor de las víctimas cuyos de-
rechos, incluyendo el de acceso al sistema, hayan sido
violados en los ámbitos federal, local o municipal y a
través del mismo se buscará que se respeten sus dere-
chos;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2012125



XXVI. Elaborar los protocolos generales de actuación
para la prevención, atención e investigación de delitos o
violaciones a los derechos humanos. Las entidades fe-
derativas y los municipios deberán adecuar sus manua-
les, lineamientos, programas y demás acciones, a lo es-
tablecido en estos protocolos, debiendo adaptarlos a la
situación local siempre y cuando contengan el mínimo
de procedimientos y garantías que los protocolos gene-
rales establezcan para las víctimas;

XXVII. En casos de graves violaciones a derechos hu-
manos o delitos graves cometidos contra un grupo de
víctimas, establecer programas integrales emergentes de
ayuda, atención, asistencia, protección, acceso a justi-
cia, a la verdad y reparación integral;

XXVIII. Crear y coordinar Comités Especiales de Aten-
ción a Víctimas que requieran una prevención, atención
e investigación con una perspectiva nacional, tales co-
mo en los casos de desaparición, extravío, ausencia o no
localización de personas, trata de personas, tráfico de per-
sonas y secuestro, a fin de que más allá de las acciones,
propuestas, planes o programas que se deriven para un
grupo de víctimas específicas, se guarde una integralidad
respecto al tratamiento de las víctimas y reparación inte-
gral;

XXIX. Coordinar e implementar el cumplimiento de las
sentencias internacionales en materia de derechos hu-
manos, dictadas en contra del Estado Mexicano de con-
formidad con el contenido de las mismas y en estrecha
coordinación, consulta y colaboración con las víctimas
y sus representantes;

XXX. Realizar diagnósticos nacionales que permitan
evaluar las problemáticas concretas que enfrentan las
víctimas en términos de prevención del delito o de vio-
laciones a los derechos humanos, atención, asistencia,
acceso a la justicia, derecho a la verdad y reparación in-
tegral del daño;

XXXI. Generar diagnósticos específicos sobre las nece-
sidades de las entidades federativas y municipios en ma-
teria de capacitación, recursos humanos y materiales
que se requieran para garantizar un estándar mínimo de
atención digna a las víctimas cuando requieran acciones
de ayuda, apoyo, asistencia o acceso a la justicia, a la
verdad y a la reparación integral de tal manera que sea
disponible y efectiva. Estos diagnósticos servirán de ba-
se para la canalización o distribución de recursos y ser-

vicios que corresponda a los integrantes del Sistema Na-
cional de Atención a Víctimas;

XXXII. Rendir un informe anual sobre los avances del
Programa, ante el H. Congreso de la Unión;

XXXIII. Apoyar a las Organizaciones de la Sociedad
Civil, que se dedican a la ayuda, atención, asistencia,
acceso a la verdad y justicia a favor de las víctimas,
priorizando la labor de aquellas que se encuentran en
lugares donde las condiciones de acceso a la ayuda,
asistencia, atención y justicia, verdad y reparación in-
tegral se torna difícil debido a las condiciones preca-
rias de desarrollo y marginación;

XXXIV. Evaluar los lineamientos, criterios, programas
y acciones de los Comités Estatales de Víctimas que
considere pertinentes y que sean puestos a su considera-
ción para evaluación por cualquiera de los integrantes
de la Comisión Ejecutiva o los Estatales de Víctimas o
del Distrito Federal;

XXXV. Implementar los mecanismos de control, con la
participación de la sociedad civil, que permitan supervi-
sar y evaluar las acciones, programas, planes y políticas
públicas en materia de víctimas. La supervisión deberá
ser permanente y los comités u órganos específicos que
se instauren al respecto, deberán emitir recomendacio-
nes que serán obligatorias para las instituciones corres-
pondientes, y

XXXVI. Recibir y evaluar los informes rendidos por el
Titular del Fondo Federal de Ayuda, Asistencia y Repa-
ración Integral de Víctimas y emitir las recomendacio-
nes pertinentes a fin de garantizar un óptimo y eficaz
funcionamiento, siguiendo los principios de publicidad
y transparencia.

Artículo 87. La Comisión Ejecutiva tiene el deber de coor-
dinarse con las entidades e instituciones federales del Siste-
ma Nacional de Atención a Víctimas y con las entidades e
instituciones homólogas estatales y del Distrito Federal, in-
cluidos los organismos autónomos de protección de los de-
rechos humanos. Deberá contar con el personal administra-
tivo de apoyo necesario para cumplir sus funciones.

Artículo 88. La Comisión Ejecutiva elaborará anualmente
un Programa de Atención Integral a Víctimas con el objeto
crear, reorientar, dirigir, planear, coordinar, ejecutar y su-
pervisar las políticas públicas del Sistema Nacional de
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Atención a Víctimas, para garantizar el cumplimiento de
esta Ley empleando al Fondo y los avances en el Registro.

Artículo 89. La política integral nacional de violaciones a
derechos humanos, atención, asistencia, protección, acceso
a la justicia, acceso a la verdad y reparación integral a las
víctimas, así como el Plan Anual Integral de Atención a
Víctimas serán representativa de las propuestas generadas
a nivel Municipal, Estatal, Federal y del Distrito Federal.

Artículo 90. En los casos de graves violaciones a los dere-
chos humanos o delitos cometidos contra un grupo de víc-
timas, la solicitud del establecimiento de programas emer-
gentes de ayuda atención, asistencia, protección, acceso a
justicia, acceso a la verdad y reparación integral, podrá ve-
nir de las víctimas, las organizaciones no gubernamentales
o cualquier otra institución pública o privada que tenga en-
tre sus fines la defensa de los derechos humanos. 

Las organizaciones no gubernamentales, los municipios,
los estados o cualquiera de los tres Poderes de la Unión
pueden presentar la propuesta cuya información se valida-
rá con las instituciones que tienen la información directa y
quienes tienen la obligación de presentar todos los datos
para el establecimiento del programa. Estos programas
también los podrá establecer la propia Comisión Ejecutiva
a propuesta de alguno de sus integrantes cuando del análi-
sis de la información que se desprenda del Registro Nacio-
nal de Víctimas se determine que se requiere la atención de
determinada situación o grupos de víctimas. 

Artículo 91. Los diagnósticos nacionales de la Comisión
Ejecutiva deberán ser situacionales y focalizados a situa-
ciones específicas que se enfrenten en determinado territo-
rio o que enfrentan ciertos grupos de víctimas tales como
niños, indígenas, migrantes, mujeres, discapacitados, en
delitos tales como violencia familiar, sexual, secuestro, ho-
micidios o en determinadas violaciones a derechos huma-
nos tales como desaparición forzada, ejecución arbitraria,
tortura, detención arbitraria, entre otros. 

Dichos diagnósticos servirán de base para crear programas
especiales, reorganizar o redireccionar acciones, políticas
públicas o leyes que de acuerdo a su naturaleza y compe-
tencia llevan a cabo los integrantes del Sistema Nacional
de Atención a Víctimas, así como para canalizar o distri-
buir los recursos necesarios. 

La Comisión Ejecutiva podrá también contar con consulto-
rías de grupos de expertos por temáticas, solicitar el apoyo

a organismos nacionales o internacionales públicos de de-
rechos humanos, instituciones u organizaciones públicas o
privadas nacionales o extranjeros con amplia experiencia
en cierta problemática relacionada con la atención, asisten-
cia, justicia, verdad y reparación integral a las víctimas.
Los recursos destinados para tal efecto deberán ser públi-
cos, monitoreables y de fácil acceso para la sociedad civil
y los órganos de control interno desde donde se destinen
dichos fondos. 

Se deberá procurar en todo momento, además de la espe-
cialización técnica y científica, el aporte de los grupos de
víctimas y organizaciones de base que trabajen directa-
mente con víctimas. 

Artículo 92. La Comisión Ejecutiva tendrá el carácter de
permanente y sesionará al menos una vez a la semana y en
sesión extraordinaria, cada que la situación urgente así lo
requiera. Los integrantes tienen obligación de comparecer
a las sesiones, si un comisionado se ausentara en tres oca-
siones, consecutivas o no, durante un año, de las sesiones
ordinarias injustificadamente se le removerá de su cargo.
Las determinaciones se tomarán por la mayoría de los pre-
sentes.

Artículo 93. A petición de los integrantes la Comisión Eje-
cutiva o a propuesta del Comisionado Presidente, de los
grupos de víctimas, de algún organismo público autónomo
de protección de los derechos humanos o de las organiza-
ciones de la sociedad civil especializadas en víctimas, se
podrá citar a los servidores públicos del ámbito federal, es-
tatal o municipal que se requiera para el cumplimiento de
sus funciones. Dicho servidor público tiene obligación de
comparecer y coordinar las acciones que sean necesarias
para un efectivo cumplimiento de esta Ley.

Artículo 94. A fin de lograr una especialización, atención
integral y coordinada en temas que requieran ser tratados
en todo el país, la Comisión Ejecutiva contará con los si-
guientes comités, cuyas atribuciones serán desarrolladas en
su Reglamento Interno:

I. Comité de violencia familiar;

II. Comité de violencia sexual;

III. Comité de trata y tráfico de personas;

IV: Comité de personas desaparecidas, no localizadas,
ausentes o extraviadas;
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V. Comité de personas víctimas de homicidio;

VI. Comité de tortura;

VII. Comité de detención arbitraria;

VIII. Comité interdisciplinario evaluador; y

IX: Comité de derechos económicos, sociales, cultura-
les y ambientales.

Artículo 95. Se podrán establecer también comités por
grupo de víctimas tales como niños, adultos mayores, mu-
jeres, indígenas, migrantes, personas con discapacidad, en-
tre otros.

Artículo 96. Las comisiones de atención a víctima de cada
entidad federativa también contarán con sus comités espe-
ciales que les permitan focalizar las necesidades y políticas
públicas integrales que respondan a la realidad local. 

Estos comités generarán diagnósticos situacionales preci-
sos que les permita evaluar cuáles son las leyes, políticas
públicas o acciones estatales que impiden un acceso efecti-
vo de las víctimas a la atención, asistencia, protección, jus-
ticia, verdad ó reparación integral. Evaluarán también las
políticas de prevención sobre la situación concreta que se
evalúa desde una visión de seguridad ciudadana y humana.

Las autoridades están obligadas a entregar toda la informa-
ción que requieran estos comités para la evaluación y ela-
boración de los diagnósticos, cuidando la información de
carácter privado de las víctimas. 

Artículo 97. El Comisionado Presidente tendrá las si-
guientes facultades:

I. Convocar, dirigir, coordinar y dar seguimiento a las
sesiones que celebre la Comisión Ejecutiva;

II: Crear los lineamientos, mecanismos, instrumentos e
indicadores para el seguimiento y vigilancia de las fun-
ciones de la Comisión Ejecutiva;

III. Notificar a los integrantes del Sistema Nacional de
Atención a Víctimas sus compromisos asumidos y dar
seguimiento a los mismos a través de las sesiones que se
celebren;

IV. Coordinar las funciones del Registro Nacional de
Víctimas mediante la creación de lineamientos, meca-
nismos, instrumentos e indicadores para implementar y
vigilar el debido funcionamiento de dicho registro; 

V. Rendir cuentas a la Cámara de Diputados cuando sea
requerido, sobre las funciones encomendadas a dicho
Comité y a los Registros Nacional de Víctimas y del
Fondo; 

VI. Designar, con la votación del Pleno de la Comisión
Ejecutiva, a los titulares de los comités referidos en el
artículo 94, así como los titulares del Fondo, del Regis-
tro Nacional de Víctimas y de la Asesoría Jurídica Fe-
deral de Atención a Víctimas con la aprobación de la
mayoría del pleno de comisionados.

VII. Coordinar las direcciones para el cumplimiento de
las funciones de la Comisión Ejecutiva;

VIII. Garantizar el registro de las víctimas que acudan
directamente ante la Comisión Ejecutiva a solicitar su
inscripción en el Registro Nacional de Víctimas, así co-
mo los servicios de ayuda, asistencia, atención, acceso a
la justicia, acceso a la verdad y reparación integral que
le soliciten, lo cual lo hará a través de las instancias
competentes, dando seguimiento hasta la etapa final pa-
ra garantizar el cumplimiento eficaz de las funciones de
las instituciones y notificando a la Cámara de Diputa-
dos, cuando se le requiera, sobre los resultados de sus
gestiones; 

IX: Proponer al Pleno de Comisionados los convenios
de colaboración o la contratación de expertos que se re-
quiera para el cumplimiento de sus funciones;

X. Realizar los programas operativos anuales y los re-
querimientos presupuestales anuales que correspondan
a la Comisión Ejecutiva, y presentarlos al Presidente de
la República Mexicana, a efecto de que por su conduc-
to sean presentados para su aprobación presupuestaria a
la Cámara de Diputados, y

XI. Las demás que se requiera para el eficaz cumpli-
miento de las funciones de la Comisión Ejecutiva.
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CAPÍTULO V
REGISTRO NACIONAL DE VÍCTIMAS

Artículo 98. El Registro Nacional de Víctimas, es el me-
canismo administrativo y técnico que soporta todo el pro-
ceso de ingreso y registro de las víctimas del delito y de
violaciones de derechos humanos al Sistema, creado en es-
ta Ley.

El Registro Nacional de Víctimas, constituye un soporte
fundamental para garantizar que las víctimas tengan un ac-
ceso oportuno y efectivo a las medidas de ayuda, asistencia
atención, acceso a la justicia y reparación integral previstas
en esta Ley. 

Estará adscrito a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víc-
timas del Sistema y contará con un titular el cual será de-
signado por el Comisionado Presidente.

El Gobierno Federal, los estados y el Distrito Federal, con-
tarán con sus propios registros, los cuales nutrirán de in-
formación al Registro Nacional.

Artículo 99. El Registro Nacional de Víctimas será ali-
mentado por las siguientes fuentes:

I. Las solicitudes de ingreso hechas directamente por las
víctimas del delito y de violaciones de derechos huma-
nos, a través de su representante legal o de algún fami-
liar o persona de confianza ante el Registro federal, es-
tatal, o del Distrito Federal, según corresponda; 

II. Las solicitudes de ingreso que ante el Registro fede-
ral, estatal, o del Distrito Federal presenten cualquiera
de las autoridades y particulares señalados en el artícu-
lo 101 de esta Ley, como responsables de ingresar el
nombre de las víctimas del delito o de violación de de-
rechos humanos al Sistema, y

III. Los registros de víctimas existentes al momento de
la entrada en vigor de la presente Ley que se encuentren
en cualquier institución o entidad del ámbito federal, es-
tatal o municipal, así como de las comisiones públicas
de derechos humanos en aquellos casos en donde se ha-
yan dictado recomendaciones, medidas precautorias o
bien se hayan celebrado acuerdos de conciliación. 

Las entidades productoras y usuarias de la información so-
bre las víctimas y que posean actualmente registros de víc-
timas, pondrán a disposición del Registro Nacional de Víc-

timas la información que producen y administran, de con-
formidad con lo establecido en las leyes que regulan el ma-
nejo de datos personales, para lo cual se suscribirán los res-
pectivos acuerdos de confidencialidad para el uso de la
información. 

En los casos en que existiere soporte documental de los re-
gistros que reconocen la calidad de víctima, deberá entre-
garse copia digital al Registro Nacional de Víctimas. En
caso que estos soportes no existan, las entidades a que se
refiere este artículo certificarán dicha circunstancia. Dichas
entidades serán responsables por el contenido de la infor-
mación que transmiten al Registro Nacional de Víctimas.

Artículo 100. Las solicitudes de ingreso se realizarán en
forma totalmente gratuita, ante la Comisión Ejecutiva de
Atención a Víctimas, y sus correlativos estatales o del Dis-
trito Federal, según corresponda de acuerdo a la competen-
cia. 

Los mexicanos domiciliados en el exterior, podrán presen-
tar la Incorporación de Datos al Registro Nacional de Víc-
timas ante la Embajada o Consulado del país donde se en-
cuentren. En los países en que no exista representación del
Estado mexicano, podrán acudir al país más cercano que
cuente con sede Diplomática.

La información que acompaña la Incorporación de Datos al
Registro se consignará en el formato único de declaración
diseñado por la Comisión Ejecutiva y su utilización será
obligatoria por parte de las autoridades responsables de
acuerdo con esta Ley de garantizar ese ingreso. El formato
único de declaración será sencillo de diligenciar y buscará
recoger la información necesaria para que la víctima pueda
acceder plenamente a todos sus derechos, incluidos los que
se le reconocen en la presente Ley. 

El registro de la víctima no implica de oficio su ingreso
Sistema. Para acceder a las medidas de ayuda, asistencia,
apoyo y reparación integral del Sistema deberá realizarse el
ingreso, y valoración respectiva en cumplimiento de las
disposiciones del capítulo IV del presente Titulo.

Artículo 101. Para ser tramitada, la Incorporación de Da-
tos al Registro Nacional de Víctimas deberá, como míni-
mo, contener la siguiente información:

I. Los datos de identificación de cada una de las vícti-
mas que solicitan su ingreso o en cuyo nombre se soli-
cita el ingreso. En caso que la víctima por cuestiones de
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seguridad solicite que sus datos personales no sean pú-
blicos, se deberá asegurar la confidencialidad de sus da-
tos En caso de que se cuente, se deberá proporcionar la
información de alguna identificación oficial;

II. El nombre completo, cargo y firma del funcionario
de la entidad que recibió la Incorporación de Datos al
Registro y sello de la dependencia;

III. La huella dactilar de la persona que solicita el regis-
tro;

IV. La firma de la persona que solicita el registro. En los
casos que la persona manifieste no poder o no saber fir-
mar se tomará como válida la huella dactilar;

V. Las circunstancias de modo tiempo y lugar previas,
durante y posteriores a la ocurrencia de los hechos vic-
timizantes;

VI. El funcionario que recabe la declaración la asentará
en forma textual, completa y detallada en los términos
que sea emitida;

VII. Los datos de contacto de la persona que solicita el
registro, y

VIII. La información del parentesco o relación afectiva
con la víctima de la persona que solicita el registro,
cuando no es la víctima quien lo hace. En caso que el in-
greso lo solicite un servidor público deberá detallarse
nombre, cargo y dependencia o institución a la que per-
tenece.

En el caso de faltar alguna de la información aquí señala-
da, la Comisión Ejecutiva pedirá a la entidad que tramitó
inicialmente la incorporación de datos que complemente la
información en el plazo máximo de 10 días. Lo anterior no
afecta, en ningún sentido, la garantía de los derechos de las
víctimas que solicitaron el ingreso al Registro o en cuyo
nombre el ingreso fue solicitado.

Artículo 102. Será responsabilidad de las entidades que re-
ciban solicitudes de ingreso al Registro Nacional de Vícti-
mas:

I. Garantizar que las personas que solicitan el ingreso en
el Registro Nacional de Víctimas sean atendidas de ma-
nera preferencial y orientadas de forma digna y respe-
tuosa;

II. Para las solicitudes de ingreso en el Registro tomadas
en persona, diligenciar correctamente, en su totalidad y
de manera legible, el formato único de declaración dise-
ñado por la Comisión Ejecutiva;

III. Disponer de los medios tecnológicos y administrativos
necesarios para la toma de la declaración, de acuerdo con
los parámetros que la Comisión Ejecutiva del Sistema Na-
cional de Atención a Víctimas defina;

IV. Remitir el original de las declaraciones tomadas en
persona, el siguiente día hábil a la toma de la declara-
ción al lugar que la Comisión Ejecutiva, estatales o del
Distrito Federal según la competencia; 

V. Orientar a la persona que solicite el ingreso sobre el
trámite y efectos de la diligencia;

VI. Recabar la información necesaria sobre las circuns-
tancias de tiempo, modo y lugar que generaron el hecho
victimizante, así como su caracterización socioeconómi-
ca, con el propósito de contar con información precisa
que facilite su valoración, de conformidad con el princi-
pio de participación conjunta consagrado en esta Ley;

VII. Indagar las razones por las cuales no se llevó a ca-
bo con anterioridad la solicitud de registro;

VIII. Verificar los requisitos mínimos de legibilidad en
los documentos aportados por el declarante y relacionar
el número de folios que se adjunten con la declaración;

IX. Bajo ninguna circunstancia negarse a recibir la soli-
citud de registro a las víctimas a las que se refiere la pre-
sente Ley;

X. Garantizar la confidencialidad, reserva y seguridad
de la información y abstenerse de hacer uso de la infor-
mación contenida en la solicitud de registro o del pro-
ceso de diligenciamiento para obtener provecho para sí
o para terceros, o por cualquier uso ajeno a lo previsto
en esta Ley, y a las relativas a la Protección de Datos
Personales;

XI. Entregar una copia o recibo o constancia de su soli-
citud de registro a las víctimas o a quienes hayan reali-
zado la solicitud; y 

XII. Cumplir con las demás obligaciones que determine
la Comisión Ejecutiva.
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Artículo 103. Presentada la solicitud, deberá ingresarse la
misma al Registro, y se procederá a la valoración de la in-
formación recogida en el formato único junto con la docu-
mentación remitida que acompañe dicho formato. 

Para adelantar esa valoración, la Comisión Ejecutiva, las
comisiones estatales y del Distrito Federal, podrá solicitar
la información que considere necesaria a cualquiera de las
entidades del Estado, del orden federal, local y municipal,
las que estarán en el deber de suministrarla en un plazo que
no supere los diez días. Una vez realizada esta valoración.

Si hubiera una duda razonable sobre la ocurrencia de los
hechos se escuchará a la víctima o a quien haya solicitado,
quien podrá asistir ante el Comité de Víctimas respectivo.
En caso de hechos probados o de naturaleza pública debe-
rá aplicarse el principio de buena fe a que hace referencia
esta Ley. 

La realización del proceso de valoración al que se hace re-
ferencia en los párrafos anteriores, no suspende, en ningún
caso, las medidas de ayuda de emergencia a las que tiene
derecho la víctima.

No se requerirá la valoración de los hechos de la declara-
ción cuando: 

I. Exista sentencia condenatoria o resolución por parte
de la autoridad jurisdiccional o administrativa compe-
tente;

II. Exista una determinación de la Comisión Nacional
de Derechos Humanos o de las comisiones estatales en
esta materia que dé cuenta de esos hechos, incluidas re-
comendaciones, conciliaciones o medidas precautorias; 

III. La víctima haya sido reconocida como tal por el Mi-
nisterio Público, por una autoridad judicial, o por un vi-
sitador de los organismos públicos de derechos huma-
nos, aun cuando no se haya aun dictado sentencia o
resolución;

IV. Cuando la víctima cuente con informe que le reco-
nozca tal carácter emitido por algún mecanismo inter-
nacional de protección de derechos humanos al que Mé-
xico le reconozca competencia; y 

V. Cuando la autoridad responsable de la violación a los
derechos humanos le reconozca tal carácter. 

Artículo 104. La víctima tendrá derecho, además, a cono-
cer todas las actuaciones que se realicen a lo largo del pro-
ceso de registro. Cuando sea un tercero quien solicite el in-
greso, deberá notificársele por escrito si fue aceptado o no
el mismo. 

Artículo 105. Se podrá cancelar la inscripción en el Regis-
tro Nacional de Víctimas cuando, después de realizada la
valoración contemplada en el artículo 103, incluido haber
escuchado a la víctima o a quien haya solicitado la inscrip-
ción, cuando Comisión Ejecutiva o comisión estatal res-
pectiva encuentre que la solicitud de registro es contraria a
la verdad respecto de los hechos victimizantes de tal forma
que sea posible colegir que la persona no es víctima. La ne-
gación se hará en relación con cada uno de los hechos y no
podrá hacerse de manera global o general.

La decisión que cancela el ingreso en el Registro deberá ser
fundada y motivada. Deberá notificarse personalmente y
por escrito a la víctima, a su representante legal, a la per-
sona debidamente autorizada por ella para notificarse, o a
quien haya solicitado el ingreso con el fin de que la vícti-
ma pueda interponer, si lo desea, recurso de reconsidera-
ción de la decisión ante la Comisión Ejecutiva para que és-
ta sea aclarada, modificada, adicionada o revocada de
acuerdo al procedimiento que establezca su Reglamento.

La notificación se hará en forma directa. En el caso de no
existir otro medio más eficaz para hacer la notificación per-
sonal se le enviará a la víctima una citación a la dirección,
al número de fax o al correo electrónico que figuren en el
formato único de declaración o en los demás sistemas de
información a fin de que comparezca a la diligencia de no-
tificación personal. El envío de la citación se hará dentro
de los cinco días siguientes a la adopción de la decisión de
no inclusión y de la diligencia de notificación se dejará
constancia en el expediente.

Artículo 106. Alcance de la información del Registro Na-
cional de Víctimas.

La información sistematizada en el Registro Nacional
de Víctimas incluirá:

I. El relato del hecho victimizante, como quedó regis-
trado en el formato único de declaración. El relato ini-
cial se actualizará en la medida en que se avance en la
respectiva investigación penal o a través de otros meca-
nismos de esclarecimiento de los hechos;
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II. La descripción del daño sufrido; 

III. La identificación del lugar y la fecha en donde se
produjo el hecho victimizante;

IV. La identificación de la víctima o víctimas del hecho
victimizante;

V. La identificación de la persona o entidad que solicitó
el registro de la víctima, cuando no sea ella quien lo so-
licite directamente;

VI. La identificación y descripción detallada de las me-
didas de ayuda y de atención que efectivamente hayan
sido garantizadas a la víctima;

VII. La identificación y descripción detallada de las me-
didas de reparación que, en su caso, hayan sido otorga-
das a la víctima;

VIII. La identificación y descripción detallada de las
medidas de protección que, en su caso, se hayan brinda-
do a la víctima, y

La información que se asiente en el Registro Nacional de
Víctimas deberá garantizar que se respeta el enfoque dife-
rencial.

Artículo 107. La Comisión Ejecutiva elaborará un plan de
divulgación, capacitación y actualización sobre el procedi-
miento para la recepción de la declaración y su trámite has-
ta la decisión de inclusión o no en el Registro Nacional de
Víctimas. Las entidades encargadas de recibir y tramitar la
Incorporación de Datos en el Registro garantizarán la im-
plementación de este plan en los respectivos órdenes fede-
ral, estatal y municipal. 

CAPÍTULO VI
INGRESO DE LA VÍCTIMA AL SISTEMA

Artículo 108. El ingreso al sistema se hará por la denun-
cia, la queja, o la noticia de hechos que podrá realizar la
propia víctima, la autoridad, el organismo público de pro-
tección de derechos humanos o un tercero que tenga cono-
cimiento sobre los hechos.

Artículo 109. De la declaración de la víctima. Autoridades
que están obligadas a recibir la denuncia, la queja, o la no-
ticia de hechos.

Toda autoridad que tenga contacto con la víctima, estará
obligada a recibir su declaración, la cual consistirá en una
narración de los hechos con los detalles y elementos de
prueba que la misma ofrezca, la cual se hará constar en el
formato único de declaración. El Ministerio Público, los
Defensores Públicos, los asesores jurídicos de las víctimas
y las Comisiones de Derechos Humanos no podrán negar-
se a recibir dicha declaración.

Cuando las autoridades citadas no se encuentren accesibles,
disponibles o se nieguen a recibir la declaración, la víctima
podrá acudir a cualquier otra autoridad federal, estatal o mu-
nicipal para realizar su declaración, las cuales tendrán la
obligación de recibirla, entre las cuales en forma enunciati-
va y no limitativa, se señalan las siguientes:

I. Embajadas y Consulados de México en el extranjero; 

II. Salud; 

III. Educación;

IV. DIF;

V. Instituto de Mujeres;

VI. Albergues;

VII. Defensoría Pública, y

VIII. Síndico municipal.

Artículo 110. También podrán recibir la denuncia, la que-
ja o noticia de hechos de la víctima, para ingresarla al sis-
tema: 

I. Embajadas y Consulados de países extranjeros con re-
presentación en la República Mexicana;

II. Instituciones privadas de salud y de educación. 

Artículo 111. Una vez recibida la denuncia, queja o noticia
de hechos, deberán ponerla en conocimiento de la autori-
dad más inmediata en un término que no excederá de vein-
ticuatro horas.

En el caso de las personas que se encuentren bajo custodia
del Estado, estarán obligados de recibir la declaración las
autoridades que estén a cargo de los Centros de privación
de la libertad.
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Cuando un servidor público, en especial los que tienen la
obligación de tomar la denuncia de la víctima sin ser auto-
ridad ministerial o judicial, tenga conocimiento de un he-
cho de violación a los derechos humanos, como: tortura,
detención arbitraria, desaparición forzada, ejecución arbi-
traria, violencia sexual, deberá denunciarlo de inmediato.

Artículo 112. Cualquier autoridad, así como los particula-
res que tengan conocimiento de un delito o violación a de-
rechos humanos, tendrá la obligación de ingresar el nom-
bre de la víctima al Sistema, aportando con ello los
elementos que tenga. La Comisión Ejecutiva tendrá la obli-
gación de hacerse de la información faltante a través del
Comité Federal o de las Entidades Federativas o de las au-
toridades que forman el Sistema Nacional de Atención a
Víctimas. 

Cuando la víctima sea mayor de 12 años podrá solicitar su
ingreso al sistema por sí misma o a través de sus represen-
tantes.

En los casos de víctimas menores de 12 años, se podrá so-
licitar su ingreso, a través de su representante legal o a tra-
vés de las autoridades mencionadas en el artículo 101.

Artículo 113. El otorgamiento de la calidad de víctima, pa-
ra efectos de esta ley, se realiza por la Comisión Ejecutiva,
apoyada por las determinaciones de las siguientes autori-
dades: 

I. El Juez con sentencia ejecutoriada;

II. El Juez de la causa que tenga conocimiento del hecho
y los elementos para acreditar que el sujeto es la vícti-
ma, pueden ser jueces de amparo, civil, familiar;

III. El Ministerio Público; 

IV. Las Comisiones de Derechos Humanos; y

V. Los organismos internacionales de protección de de-
rechos humanos a los que México les reconozca com-
petencia. 

La Comisión Ejecutiva deberá estudiar el caso y, de ser
procedente, dar el reconocimiento de la condición de vícti-
ma. A dicho efecto deberá tener en cuenta los informes de
los jueces de lo familiar o de paz, de los que se desprendan
las situaciones para poder determinar que la persona que lo
ha solicitado, podrá adquirir la condición de víctima

Artículo 114. El reconocimiento de la calidad de víctima
tendrá como efecto:

I. El acceso a todos los derechos, garantías, acciones,
mecanismos y procedimientos, en los términos de esta
Ley, y

II. En el caso de lesiones graves, delitos contra la liber-
tad psicosexual, violencia familiar, trata de personas, se-
cuestro, privación de la libertad y todos aquellos que
impidan a la víctima atender adecuadamente la defensa
de sus derechos; que el juez de la causa o la autoridad
responsable del procedimiento, de inmediato, suspen-
dan todos los juicios y procedimientos administrativos y
detengan los plazos de prescripción y caducidad en que
ésta se vea involucrada, y todos los efectos que de éstos
se deriven, en tanto su condición no sea superada.

El procedimiento y los elementos a acreditar, se determi-
narán en el Reglamento correspondiente.

Artículo 115. Las autoridades competentes adscritas al Siste-
ma Nacional de Atención a Víctimas garantizarán los servi-
cios de ayuda, atención, asistencia, acceso a la justicia, a la
verdad y a la reparación integral de los extranjeros que hayan
sido víctimas del delito o de violaciones a derechos humanos
en México, firmando los convenios de colaboración corres-
pondientes con las autoridades competentes del país donde la
víctima retorne y con apoyo de los consulados mexicanos en
dicho país.

Artículo 116. Las víctimas tendrán derecho a una compen-
sación, en los términos y montos que una sentencia firme
de un órgano jurisdiccional competente determine; en los
casos que no hubiera sentencia, previo acuerdo de la Co-
misión Ejecutiva, y con base en el dictamen del Comité In-
terdisciplinario Evaluador, la responsabilidad patrimonial
del Estado será subsidiaria y compensará (…) a la víctima,
lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades civiles,
penales y administrativas que los mismos hechos pudieran
implicar y conforme lo dispuesto por la presente ley. 

TÍTULO SÉPTIMO
DE LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS

Artículo 117. Los tres niveles de gobierno, coadyuvarán
para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley de con-
formidad con las competencias previstas en el presente or-
denamiento y demás instrumentos legales aplicables.
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CAPÍTULO I
DEL GOBIERNO FEDERAL

Artículo 118. Corresponde al Gobierno Federal: 

I. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las
víctimas;

II. Formular y conducir la política nacional integral pa-
ra reconocer y garantizar los derechos de las víctimas;

III. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley
y de los instrumentos internacionales aplicables;

IV: Elaborar, coordinar y aplicar el Programa a que se re-
fiere la Ley, auxiliándose de las demás autoridades en-
cargadas de implementar el presente ordenamiento legal;

V. Asegurar la difusión y promoción de los derechos de
las víctimas indígenas con base en el reconocimiento de
la composición pluricultural de la nación;

VI. Realizar a través de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos y de las Comisiones estatales y del Distri-
to Federal, y con el apoyo de las instancias locales, cam-
pañas de información, con énfasis en la doctrina de la
protección integral de los derechos humanos de las vícti-
mas, en el conocimiento de las leyes y las medidas y los
programas que las protegen, así como de los recursos ju-
rídicos que las asisten;

VII. Impulsar la formación y actualización de acuerdos
interinstitucionales de coordinación entre las diferentes
instancias de gobierno, de manera que sirvan de cauce
para lograr la atención integral de las víctimas para fa-
cilitar la actuación de la Comisión Ejecutiva;

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertación en la materia;

IX. Coadyuvar con las instituciones públicas o privadas
dedicadas a la atención de víctimas;

X. Garantizar que los derechos de las víctimas y la pro-
tección de las mismas sean atendidos de forma prefe-
rente por todas las autoridades, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias;

XI. Evaluar y considerar la eficacia de las acciones del
Programa, con base en resultados medibles;

XII. Desarrollar todos los mecanismos necesarios para
el cumplimiento de la presente Ley, y

XIII. Las demás que le confieran esta Ley u otros orde-
namientos aplicables.

CAPÍTULO II
DE LA COORDINACIÓN 
INTERINSTITUCIONAL

Artículo 119. Corresponde al Gobierno Federal en materia
de coordinación interinstitucional.

I. Instrumentar las medidas necesarias para prevenir
violaciones de los derechos de las víctimas;

II. Diseñar la política integral con un enfoque transver-
sal de género para promover la cultura de respeto a los
derechos humanos de las víctimas;

III. Elaborar el Programa en coordinación con las demás
autoridades integrantes del Sistema;

IV: Coordinar y dar seguimiento a las acciones de los
tres órdenes de gobierno en materia de reparación inte-
gral, no repetición, ayuda y asistencia de las víctimas;

V. Coordinar y dar seguimiento a los trabajos de pro-
moción y defensa de los derechos humanos de las vícti-
mas, que lleven a cabo las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal;

VI. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los
instrumentos y acciones encaminados al mejoramiento
del Sistema y del Programa;

VII. Ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Progra-
ma, con la finalidad de evaluar su eficacia y rediseñar las
acciones y medidas que así lo requieran;

VIII. Vigilar y promover directrices para que los medios
de comunicación fortalezcan la dignidad y el respeto ha-
cia las víctimas;

IX: Sancionar conforme a la ley a los medios de comu-
nicación que no cumplan con lo estipulado en la frac-
ción anterior;

X. Realizar un diagnóstico nacional y otros estudios
complementarios de manera periódica sobre las vícti-
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mas en todos los ámbitos, que proporcione información
objetiva para la elaboración de políticas gubernamenta-
les en materia de prevención, atención, ayuda y protec-
ción de las víctimas;

XI. Difundir a través de diversos medios, los resultados
del Sistema y del Programa a los que se refiere esta Ley;

XII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia, y

XIII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente Ley.

CAPÍTULO III
DEL DESARROLLO SOCIAL

Artículo 120. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Desarrollo Social:

I. Fomentar el desarrollo social desde la visión de pro-
tección integral de los derechos humanos de las vícti-
mas;

II. Coadyuvar en la promoción de los Derechos Huma-
nos de las víctimas;

III. Formular la política de desarrollo social del Estado
considerando el adelanto de las víctimas y su plena par-
ticipación en todos los ámbitos de la vida;

IV. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los
instrumentos y acciones encaminados al mejoramiento
del Sistema y del Programa;

V. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia, y

VI. Las demás previstas para el cumplimiento de la pre-
sente Ley.

CAPÍTULO IV
DEL DESARROLLO INTEGRAL

DE LA FAMILIA

Artículo 121. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Desarrollo Integral de la Familia.

I. La atención y protección jurídica de las personas adul-
tas mayores víctimas de cualquier delito o violación de
derechos humanos y,

II. La atención y protección jurídica de los menores víc-
timas de cualquier delito o violación de derechos huma-
nos;

III. La atención y protección jurídica de las personas
con discapacidad víctimas de cualquier delito o viola-
ción de derechos humanos.

CAPÍTULO V
DE LA SEGURIDAD PÚBLICA

Artículo 122. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Secretaría de Seguridad Pública:

I. Capacitar al personal de las diferentes instancias poli-
ciales para atender a las víctimas en un primer contacto;

II. Tomar medidas y realizar las acciones necesarias, en
coordinación con las demás autoridades, para alcanzar
los objetivos previstos en la presente ley;

III. Organizar, dirigir y administrar un servicio para la
atención a las víctimas y celebrar acuerdos de colabora-
ción con otras instituciones del sector público y privado
para el mejor cumplimiento de esta atribución;

IV. Diseñar la política integral para la prevención de de-
litos y violaciones a derechos humanos, en los ámbitos
público y privado;

V. Proponer al Ejecutivo Federal las medidas que ga-
ranticen la congruencia de la política criminal en favor
de las víctimas, entre las dependencias de la administra-
ción pública federal;

VI. Implementar programas de prevención y erradica-
ción de la violencia, especialmente la ejercida contra ni-
ñas, niños, jóvenes, mujeres, indígenas, adultos mayo-
res, dentro y fuera del seno familiar;

VII. Ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Pro-
grama, que le correspondan;

VIII. Formular acciones y programas orientados a fo-
mentar la cultura del respeto a los derechos humanos de
las víctimas;
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IX. Elaborar y difundir estudios multidisciplinarios y
estadísticas sobre el fenómeno victimológico;

X. Efectuar, en coordinación con la Procuraduría Gene-
ral de la República, estudios sobre los actos delictivos
no denunciados e incorporar esta variable en el diseño
de las políticas en materia de prevención y protección de
los derechos de las víctimas;

XI. Diseñar, con una visión transversal, la política inte-
gral con un enfoque transversal de género orientada a la
prevención, atención, sanción y erradicación de los de-
litos violentos y de las violaciones a derechos humanos;

XII. Colaborar, en la protección de la integridad física
de las víctimas y en la preservación de sus bienes, en si-
tuaciones de peligro cuando se vean amenazadas por
disturbios u otras situaciones que impliquen violencia o
riesgo inminente;

XIII. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos
los instrumentos y acciones encaminados al mejora-
miento del Sistema y del Programa;

XIV: Salvaguardar la integridad y el patrimonio de las
víctimas, durante la prevención de la comisión de los
delitos del orden federal;

XV. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia, y

XVI. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente Ley, su Reglamento y el Programa.

CAPÍTULO VI
DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA

Artículo 123. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Educación Pública:

I. Definir en las políticas educativas los principios de
igualdad, equidad, no discriminación y el respeto irres-
tricto a los derechos humanos;

II. Desarrollar programas educativos, en todos los nive-
les de escolaridad, que fomenten la cultura de los dere-
chos humanos y el respeto a la dignidad de las personas; 

III. Desarrollar investigación multidisciplinaria encami-
nada a crear modelos de detección de la violencia con-
tra las mujeres en los centros educativos;

IV. Capacitar al personal docente en materia de dere-
chos humanos;

V. Establecer un programa de becas permanente, para el
caso de las víctimas directas e indirectas, que se en-
cuentren cursando los niveles de educación primaria, se-
cundaria, preparatoria o universidad en instituciones pú-
blicas, con la finalidad de que puedan continuar con sus
estudios. Estos apoyos continuarán hasta el término de
su educación superior;

VI. Diseñar y difundir materiales educativos que pro-
muevan el respeto irrestricto de los derechos humanos;

VII. Proporcionar acciones formativas a todo el perso-
nal de los centros educativos, en materia de derechos
humanos;

VIII. Eliminar de los programas educativos los materia-
les que hagan apología de la violencia o contribuyan a
la promoción de estereotipos que discriminen y fomen-
ten la desigualdad, y

IX. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los
instrumentos y acciones encaminados al mejoramiento
del Sistema y del Programa.

CAPÍTULO VII
DE LAS RELACIONES EXTERIORES

Artículo 124. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de Relaciones Exteriores:

I. Promover, propiciar y asegurar en el exterior la coor-
dinación de acciones en materia de cooperación interna-
cional de las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, que garanticen la protección de
los derechos de las víctimas;

II. Intervenir en la celebración de tratados, acuerdos y
convenciones internacionales, que se vinculen con la
protección de los derechos de las víctimas, en los que el
país sea parte;

Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados136



III. Difundir entre los miembros del Servicio Exterior
Mexicano la materia de la Ley y su Reglamento, para el
adecuado y eficaz cumplimiento de sus obligaciones;

IV. Denunciar ante la autoridad competente, cuando ten-
ga conocimiento de violaciones a derechos humanos;

V. Mantener comunicación con las dependencias del
sector público, para propiciar prácticas efectivas para la
prevención y la protección de los derechos de las vícti-
mas;

VI. Instrumentar en el exterior, en coordinación con ins-
tituciones, asociaciones y cámaras correspondientes, los
mecanismos necesarios para brindar protección inme-
diata a las víctimas, a través de orientación y canaliza-
ción a las instituciones competentes;

VII. Establecer los mecanismos de información para
que los nacionales cuando se encuentren en el extranje-
ro, conozcan a donde acudir en caso de encontrarse en
la calidad de víctimas, y

VIII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes
y reglamentos.

CAPÍTULO VIII
DE LA SALUD

Artículo 125. Son corresponde a la Administración Públi-
ca Federal en materia de Salud:

I. Brindar por medio de las instituciones del sector salud
de manera integral e interdisciplinaria atención médica
y psicológica a las víctimas;

II. Crear programas de capacitación para el personal del
sector salud, respecto de la atención a las víctimas y la
aplicación de los protocolos internacionales así como de
las normas oficiales mexicanas vigentes en la materia;

III. Establecer programas y servicios profesionales y
eficaces, con horario de veinticuatro horas en las depen-
dencias públicas relacionadas con la atención de las víc-
timas;

IV. Brindar servicios integrales a las víctimas, a fin de
que logren estar en condiciones de participar plenamen-
te en la vida pública, social y privada;

V. Difundir en las instituciones del sector salud, material
referente a la atención de las víctimas;

VI. Canalizar a las víctimas a las instituciones que les
prestan atención y protección especializada;

VII. Participar activamente, en la ejecución del Progra-
ma, en el diseño de nuevos modelos de prevención y
atención a las víctimas, en colaboración con las demás
autoridades encargadas de la aplicación de la presente
Ley;

VIII. Asegurar que en la prestación de los servicios del
sector salud sean respetados los derechos humanos de
las víctimas;

IX. Capacitar al personal del sector salud, con la finali-
dad de que detecten a las víctimas;

X. Apoyar a las autoridades encargadas de efectuar la
investigación del delito o de violaciones a derechos hu-
manos, proporcionando, al menos la información si-
guiente:

a) La relativa al número de víctimas que se atiendan
en los centros y servicios hospitalarios;

b) El tipo violación que sufrió la víctima;

c) Los efectos causados en la víctima, y

d) Los recursos erogados en la atención de las vícti-
mas.

XI. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia, y

XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente Ley

CAPÍTULO IX 
DEL ACCESO A LA JUSTICIA

Artículo 126. Corresponde a la Administración Pública
Federal en materia de acceso a la justicia:

I. Promover la formación y especialización de agentes
de la Policía Federal Investigadora, agentes del Ministe-
rio Público, Peritos y de todo el personal encargado de
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la procuración de justicia en materia de derechos huma-
nos;

II. Proporcionar a las víctimas orientación y asesoría pa-
ra su eficaz atención y protección, de conformidad con
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica, su Reglamento y demás ordenamientos aplica-
bles;

III. Dictar las medidas necesarias para que la Víctima
reciba atención médica de emergencia;

IV: Proporcionar a las instancias encargadas de realizar
estadísticas las referencias necesarias sobre el número
de víctimas atendidas;

V. Brindar a las víctimas la información integral sobre
las instituciones públicas o privadas encargadas de su
atención;

VI. Proporcionar a las víctimas información objetiva
que les permita reconocer su situación;

VII. Promover la cultura de respeto a los derechos hu-
manos de las víctimas y garantizar la seguridad de quie-
nes denuncian;

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertación en la materia, y

IX. Las demás previstas para el cumplimiento de la pre-
sente Ley, y su Reglamento.

CAPÍTULO X
DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

Artículo 127. Corresponde a las entidades federativas y al
Distrito Federal, de conformidad con lo dispuesto por esta
Ley y los ordenamientos locales aplicables en la materia:

I. Instrumentar y articular sus políticas públicas en con-
cordancia con la política nacional integral, para la ade-
cuada atención y protección a las víctimas;

II. Ejercer sus facultades reglamentarias para la aplica-
ción de la presente Ley;

III. Coadyuvar en la adopción y consolidación del Sis-
tema;

IV. Participar en la elaboración del Programa;

V. Fortalecer e impulsar la creación de las instituciones
públicas y privadas que prestan atención a las víctimas;

VI. Promover, en coordinación con el Gobierno Federal,
programas y proyectos de atención, educación, capaci-
tación, investigación y cultura de los derechos humanos
de las víctimas de acuerdo con el Programa;

VII. Impulsar programas locales para el adelanto y de-
sarrollo de las mujeres y mejorar su calidad de vida;

VIII. Proveer de los recursos presupuestarios, humanos
y materiales, en coordinación con las autoridades que
integran los sistemas locales, a los programas estatales
y el Programa;

IX. Impulsar la creación de refugios para las víctimas
conforme al modelo de atención diseñado por el Sistema;

X. Promover programas de información a la población
en la materia;

XI. Impulsar programas reeducativos integrales de los
imputados;

XII. Difundir por todos los medios de comunicación el
contenido de esta Ley;

XIII. Rendir un informe anual sobre los avances de los
programas locales;

XIV. Revisar y evaluar la eficacia de las acciones, las
políticas públicas, los programas estatales, con base en
los resultados de las investigaciones que al efecto se rea-
licen;

XV. Impulsar la participación de las organizaciones pri-
vadas dedicadas a la promoción y defensa de los derechos
humanos, en la ejecución de los programas estatales;

XVI. Recibir de las organizaciones privadas, las pro-
puestas y recomendaciones sobre, atención y protección
de las víctimas, a fin de mejorar los mecanismos en la
materia;

XVII. Proporcionar a las instancias encargadas de reali-
zar estadísticas, la información necesaria para la elabo-
ración de éstas;
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XVIII. Impulsar reformas, en el ámbito de su compe-
tencia, para el cumplimiento de los objetivos de la pre-
sente Ley;

XIX. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertación en la materia, y aplicables a la materia,
que les conceda la Ley u otros ordenamientos legales.

Las autoridades federales, harán las gestiones necesarias
para propiciar que las autoridades locales reformen su le-
gislación a favor y apoyo a las víctimas.

CAPÍTULO XI
DE LOS MUNICIPIOS

Artículo 128. Corresponde a los municipios, de conformi-
dad con esta Ley y las leyes locales en la materia, las atri-
buciones siguientes:

I. Instrumentar y articular, en concordancia con la polí-
tica nacional y estatal, la política municipal, para la ade-
cuada atención y protección a las víctimas;

II. Coadyuvar con el Gobierno Federal y las entidades
federativas, en la adopción y consolidación del Sistema;

III. Promover, en coordinación con las entidades federa-
tivas, cursos de capacitación a las personas que atienden
a víctimas;

IV. Ejecutar las acciones necesarias para el cumplimien-
to del Programa;

V. Apoyar la creación de programas de reeducación in-
tegral para los imputados;

VI. Apoyar la creación de refugios seguros para las víc-
timas;

VII. Participar y coadyuvar en la protección y atención
a las víctimas;

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertación en la materia, y

IX. Las demás aplicables a la materia, que les conceda la
Ley u otros ordenamientos legales aplicables.

CAPÍTULO XII
DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

Artículo 129. Corresponde a los servidores públicos.

Todos los servidores públicos, en el ejercicio de sus fun-
ciones y conforme al ámbito de su competencia, desde el
primer momento en que tengan contacto con la víctima,
tendrán los siguientes deberes:

I. Identificarse oficialmente ante la víctima, detallando
nombre y cargo que detentan;

II. Desarrollar con la debida diligencia las atribuciones
reconocidas en esta Ley, en cumplimiento del los prin-
cipios establecidos en el artículo 3 de la presente Ley;

III. Garantizar que se respeten y apliquen las normas e
instrumentos Internacionales de Derechos Humanos;

IV. Tratar a la víctima con humanidad y respeto a su dig-
nidad y sus derechos humanos;

V. Brindar atención especial a las víctimas para que los
procedimientos administrativos y jurídicos destinados a la
administración de justicia y conceder una reparación no
generen un nuevo daño, violación, o amenaza a la seguri-
dad y los intereses de la víctima, familiares, testigos o per-
sonas que hayan intervenido para ayudar a la víctima o im-
pedir nuevas violaciones;

VI. Evitar todo trato o conducta que implique victimi-
zación secundaria o incriminación de la víctima en los
términos del artículo 5 de la presente Ley;

VII. Brindar a la víctima orientación e información cla-
ra, precisa y accesible sobre sus derechos, garantías y
recursos, así como sobre los mecanismos, acciones y
procedimientos que se establecen o reconocen en la pre-
sente Ley;

VIII. Entregar en forma oportuna, rápida y efectiva, to-
dos los documentos que requiera para el ejercicio de sus
derechos, entre ellos, los documentos de identificación
y las visas;

IX. No obstaculizar ni condicionar el acceso de la vícti-
ma a la justicia y la verdad, así como a los mecanismos,
medidas y procedimientos establecidos por esta Ley;
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X. Presentar ante el Ministerio Público, o en su caso, an-
te los organismos públicos de derechos humanos, las de-
nuncias y quejas que en cumplimiento de esta Ley reci-
ban. Dicha presentación oficial deberá hacerse dentro de
los tres días hábiles contados a partir de que la víctima,
o su representante, formuló o entregó la misma; 

XI. Ingresar a la víctima al Registro Nacional de Vícti-
mas, cuando así lo imponga su competencia;

XII. Aportar a la autoridad correspondiente los docu-
mentos, indicios o pruebas que obren en su poder, cuan-
do éstos le sean requeridos o se relacionen con la de-
nuncia, queja o solicitud que la víctima haya presentado
en los términos de la presente Ley;

III. Investigar o verificar los hechos denunciados o re-
velados, procurando no vulnerar más los derechos de las
víctimas;

XIV: Garantizar que la víctima tenga un ejercicio libre
de todo derecho y garantía así como de mecanismos,
procedimientos y acciones contempladas en esta Ley; 

XV. Realizar de oficio las acciones tendientes a la bús-
queda de personas desaparecidas, extraviadas, ausentes
o no localizadas, así como la identificación de personas,
cadáveres o restos encontrados;

XVI. Prestar ayuda para restablecer el paradero de las
víctimas, recuperarlos, identificarlos y en su caso, inhu-
marlos según el deseo explicito o presunto de la víctima
o las tradiciones o prácticas culturales de su familia y
comunidad;

XVII. Adoptar o solicitar a la autoridad competente, de
forma inmediata y específica, las medidas necesarias
para lograr que cese la violación de derechos humanos
denunciada o evidenciada; 

XVIII. Permitir el acceso a lugares, documentos, expe-
dientes, conceder entrevistas y demás solicitudes que les
requieran los organismos públicos de defensa de los de-
rechos humanos, cuando éstas sean realizadas en el ám-
bito de su competencia y con el objeto de investigar pre-
suntas violaciones a derechos humanos, y

XIX. Abstenerse de solicitar o recibir por parte de las
víctimas o sus representantes, gratificaciones moneta-

rias o en especie, dádivas, favores o ventajas de cual-
quier índole.

El incumplimiento de los deberes aquí señalados en esta
ley para los servidores públicos, será sancionado con la
responsabilidad administrativa o penal correspondiente.

Artículo 130. Todo particular que ejerza funciones públi-
cas en virtud de mecanismos de concesión, permiso, con-
tratación o cualquier otro medio idóneo, estará sujeto a los
deberes antes detallados, con los alcances y limitaciones
del ámbito de su competencia. Las obligaciones regirán
desde el primer momento en que tenga contacto con la víc-
tima en cumplimento de medidas de atención, asistencia,
ayuda, apoyo, reparación integral o cualquier mecanismo
de acceso a la justicia.

Artículo 131. Toda alteración en los registros o informes
generará responsabilidad disciplinaria por quien lo refren-
de o autorice, asimismo generará responsabilidad subsidia-
ria de su superior jerárquico. Ello sin perjuicio de las res-
ponsabilidades administrativas o penales que se generen.

CAPÍTULO XIII
DEL MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 132. Corresponde al Ministerio Público. 

Además de los deberes establecidos en el artículo 12, el Mi-
nisterio Público, en el ámbito de su competencia, deberá:

I. Informar a la víctima, desde el momento en que se
presente o comparezca ante él, los derechos que le otor-
ga la Constitución y los tratados internacionales, el có-
digo penal y procesal penal respectivo y las demás dis-
posiciones aplicables, así como el alcance de esos
derechos, debiendo dejar constancia escrita de la lectu-
ra y explicación realizada;

II. Vigilar el cumplimiento de los deberes aquí consa-
grados, en especial el deber legal de búsqueda e identi-
ficación de víctimas desaparecidas;

III. El solicitar el embargo precautorio de los bienes sus-
ceptibles de decomiso o extinción de dominio, a fin de
garantizar la reparación integral del daño sufrido por la
víctima, así como el ejercicios de otros derechos;
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IV. Solicitar las medidas cautelares o de protección ne-
cesarias para la protección de la víctima, sus familiares
y/o sus bienes, cuando sea necesario;

V. Solicitar las pruebas conducentes a fin de acreditar,
determinar y cuantificar el daño de la víctima, especifi-
cando lo relativo a daño moral y daño material, siguien-
do los criterios de esta Ley;

VI. Dirigir los estudios patrimoniales e investigaciones
pertinentes a fin de determinar la existencia de bienes
susceptibles de extinción de dominio;

VII. Solicitar la reparación del daño de acuerdo con los
criterios señalados en esta Ley; 

VIII. Informar sobre las medidas alternativas de resolu-
ción de conflictos que ofrece la Ley a través de institu-
ciones como la conciliación y la mediación, y a garanti-
zar que la opción y ejercicio de las mismas se realice
con pleno conocimiento y absoluta voluntariedad;

IX. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la
custodia de la víctima o le sean devueltos, deberá infor-
mar claramente a ésta los alcances de dicha situación, y
las consecuencias que acarrea para el proceso, y

X. Cuando se entregue a la víctima el cuerpo o restos
humanos del familiar o personas cercanas, y no haya
causado ejecutoria, le deberán informar que pesa sobre
ella el deber de no someter los mismos a cremación. Di-
cho deber sólo puede ser impuesto a la víctima en aras
de hacer efectivo su derecho a la verdad y a la justicia. 

CAPÍTULO XIV
DE LOS MINISTROS,

MAGISTRADOS Y JUECES

Artículo 133. Corresponde a los ministros, magistrados y
jueces, en el ámbito de su competencia:

I. Garantizar los derechos de las víctimas en estricta
aplicación de la Constitución y los Tratados Internacio-
nales;

II. Dictar las medidas correctivas necesarias a fin de evi-
tar que continúen las violaciones de derechos humanos
o comisión de ciertos ilícitos; 

III. Imponer las sanciones disciplinarias pertinentes;

IV. Resolver expedita y diligentemente las solicitudes
que ante ellos se presenten;

V. Dictar las medidas precautorias necesarias para ga-
rantizar la seguridad de las víctimas, y sus bienes jurídi-
cos;

VI. Garantizar que la opción y ejercicio de las medidas
alternativas de resolución de conflictos se realice en res-
peto de los principios que sustentan la justicia restaura-
tiva, en especial, la voluntariedad;

VII. Velar por que se notifique a la víctima cuando es-
tén de por medio sus intereses y derechos, aunque no se
encuentre legitimada procesalmente su coadyuvancia;

VIII. Permitir participar a la víctima en los actos y pro-
cedimientos no jurisdiccionales que solicite, incluso
cuando no se encuentre legitimada procesalmente su co-
adyuvancia; 

IX: Escuchar a la víctima antes de dictar sentencia, así
como antes de resolver cualquier acto o medida que re-
percuta o se vincule con sus derechos o intereses; 

X. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la
custodia de la víctima o le sean devueltos, deberá infor-
mar claramente a ésta los alcances de dicha situación, y
las consecuencias que acarrea para el proceso, y

XI. Cuando se entregue a la víctima el cuerpo o restos hu-
manos del familiar o personas cercanas, y la causa no ha-
ya causado ejecutoria, le deberán informar que pesa sobre
ella el deber de no someter los mismos a cremación. Di-
cho deber sólo puede ser impuesto a la víctima en aras de
hacer efectivo su derecho a la verdad y a la justicia.

CAPÍTULO XV
DEL ASESOR JURÍDICO FEDERAL

DE LAS VÍCTIMAS

Artículo 134. Corresponde del Asesor Jurídico Federal de
las Víctimas:

I. Procurar hacer efectivos cada uno de los derechos y
garantías de la víctima, en especial el derecho a la pro-
tección, la verdad, la justicia y a la reparación integral;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2012141



II. Brindar a la víctima información clara, accesible y
oportuna sobre los derechos, garantías, mecanismos y
procedimientos que reconoce esta Ley;

III. Asesorar y asistir a las víctimas en todo acto o pro-
cedimiento ante la autoridad;

IV. Formular denuncias o querellas;

V. Representar a la víctima en todo procedimiento pe-
nal, 

VI. Informar y asesorar a la víctima sobre las medidas
alternativas de resolución de conflictos, y velar por que
las mismas se realicen en estricto respeto de los princi-
pios que sustentan la justicia restaurativa, en especial, la
voluntariedad, y

VII. Vigilar la efectiva protección y goce de los dere-
chos de las víctimas en las actuaciones del Ministerio
Público en todas y cada una de las etapas del procedi-
miento penal y, cuando lo amerite, suplir las deficien-
cias de éste ante la autoridad jurisdiccional correspon-
diente cuando el asesor jurídico federal de las víctimas
considere que no se vela efectivamente por la tutela de
los derechos de las víctimas por parte del Ministerio Pú-
blico. 

CAPÍTULO XVI
DE LOS FUNCIONARIOS DE 

ORGANISMOS PÚBLICOS DE PROTECCIÓN DE
DERECHOS HUMANOS

Artículo 135. Corresponde a los funcionarios de organis-
mos públicos de protección. 

Además de los deberes establecidos para todo servidor pú-
blico, los funcionarios de organismos públicos de protec-
ción de derechos humanos, en el ámbito de su competen-
cia, deberán:

I. Recibir las quejas por presuntas violaciones a dere-
chos humanos;

II. Recibir las denuncias por presuntos hechos delictivos
y remitir las mismas al Ministerio Público;

III. Investigar las presuntas violaciones a derechos hu-
manos;

IV. Respetar, en el marco de sus investigaciones, los
protocolos internacionales para documentación de casos
de presuntas violaciones de derechos humanos;

V. Solicitar, cuando sea conducente, medidas cautelares,
necesario para garantizar la seguridad de las víctimas,
familiares o bienes jurídicos;

VI. Dar seguimiento a las solicitudes que plantee ante la
autoridad ejecutiva o judicial; en caso de advertir omi-
siones o incumplimientos por la autoridad o particular,
denunciar las mismas por las vías pertinentes; 

VII. Utilizar todos los mecanismos nacionales e interna-
cionales para que de manera eficaz y oportuna, se bus-
que fincar las responsabilidades administrativas, civiles
o penales por graves violaciones a Derechos Humano; y

VIII. Recomendar las reparaciones a favor de las vícti-
mas de violaciones a los derechos humanos con base en
los estándares y elementos establecidos en la presente
ley.

CAPÍTULO XVII
DE LAS POLÍCIAS

Artículo 136. Además de los deberes establecidos para to-
do servidor público, y las disposiciones específicas contem-
pladas en los ordenamientos respectivos, a los miembros de
las policías de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de
su competencia, les corresponde:

I. Informar a la víctima, desde el momento en que se pre-
sente o comparezca ante él, los derechos que le otorga la
Constitución y los tratados internacionales, el código pe-
nal y procesal penal respectivo y las demás disposiciones
aplicables, así como el alcance de esos derechos, de-
biendo dejar constancia escrita de la lectura y explica-
ción realizada;

II. Permitir la participación de la víctima y su defensor
en procedimientos encaminados a la procuración de jus-
ticia, así como el ejercicio de su coadyuvancia;

III. Facilitar el acceso de la víctima a la investigación,
con el objeto de respetar su derecho a la verdad;

IV. Colaborar con los tribunales de justicia, el ministe-
rio público, las procuradurías, contralorías y demás au-
toridades en todas las actuaciones policiales requeridas;
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V. Remitir los datos de prueba e informes respectivos,
con debida diligencia en concordancia con el artículo 4
de la presente ley;

VI. Respetar las mejores prácticas y los estándares mí-
nimos de derecho internacional de los derechos huma-
nos, y

VII. Mantener actualizados los registros en cumpli-
miento de esta Ley y de las leyes conforme su compe-
tencia.

CAPÍTULO XVIII
DE LA VÍCTIMA

Artículo 137. A la víctima corresponde:

I. Actuar de buena fe;

II. Cooperar con las autoridades que buscan el respeto
de su derecho a la justicia y a la verdad, siempre que no
implique un riesgo para su persona, familia o bienes ju-
rídicos;

III. Conservar los bienes objeto de aseguramiento cuan-
do éstos le hayan sido devueltos o puestos bajo su cus-
todia, así como no cremar los cuerpos de familiares a
ellos entregados, cuando la autoridad así se lo solicite, y
por el lapso que se determine necesario, y

IV. Cuando tenga acceso a información reservada, res-
petar y guardar la confidencialidad de la misma.

Artículo 138. Todo empleador de una víctima, sea público
o privado, deberá permitir y respetar que la misma haga
uso de los mecanismos, acciones y procedimientos recono-
cidos para hacer efectivos sus derechos y garantías, aunque
esto implique ausentismo.

TÍTULO OCTAVO
FONDO DE AYUDA, ASISTENCIA

Y REPARACIÓN INTEGRAL (FONDO)

CAPÍTULO I
OBJETO E INTEGRACIÓN

Artículo 139. El Fondo tiene por objeto brindar los recur-
sos necesarios para la ayuda, asistencia y reparación inte-
gral de las víctimas del delito y las víctimas de violaciones
a los derechos humanos.

Podrá destinarse un rubro para la investigación y diagnós-
ticos sobre la situación de las víctimas, siempre que ello
optimice el cumplimiento del objeto del Fondo.

Artículo 140. El Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación
Integral se conformará con:

I. Recursos previstos expresamente para dicho fin en el
Presupuesto de Egresos de la Federación en el rubro co-
rrespondiente, sin que pueda disponerse de dichos re-
cursos para un fin diverso. La Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión deberá proveer los fondos
necesarios a fin de que se cuente con los recursos nece-
sarios para las víctimas; 

II. Recursos obtenidos por la enajenación de bienes de-
comisados en procesos penales; 

III. Recursos provenientes de las fianzas o garantías que
se hagan efectivas cuando los procesados incumplan
con las obligaciones impuestas por la autoridad;

IV: Recursos provenientes de multas y sanciones pecu-
niarias impuestas por la autoridad administrativa o judi-
cial cuando se violen deberes reconocidos por esta Ley;

V. Recursos provenientes de multas y sanciones im-
puestas al Estado por violaciones a derechos humanos; 

VI. Donaciones o aportaciones hechas a su favor por
terceros, sean gobiernos, organizaciones internaciona-
les, particulares o sociedades, siempre que se hayan ga-
rantizado los mecanismos de control y transparencia
exigidos por la Ley;

VII. Las sumas recaudadas por entidades financieras co-
mo resultado de la operación de donación voluntaria al
finalizar las transacciones en cajeros electrónicos u
otras transacciones por Internet;

VIII. Las sumas recaudadas por almacenes de cadena y
grandes supermercados por concepto de donación vo-
luntaria de la suma requerida para el redondeo de los
montos a pagar; 

IX: El monto establecido en la sentencia como conse-
cuencia al apoyo brindado por las empresas que han fi-
nanciado a grupos organizados a margen de la ley;
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X. El monto de la reparación integral del daño cuando
el beneficiario renuncie a ella o no lo reclame dentro del
plazo legal establecido; 

XI. Las subastas públicas respecto de objetos o valores
que se encuentren a disposición de autoridades investi-
gadoras o judiciales, siempre y cuando no hayan sido
reclamados por quien tenga derecho a ello, en términos
de ley; y

XII. Las sumas recuperadas por el Estado en los jui-
cios de carácter civil, repetición obligatoria, que se di-
rijan en contra de los servidores públicos que hayan
sido encontrados como responsables de haber cometi-
do violaciones a los derechos humanos. 

Artículo 141. El Fondo estará exento de todo imposición
de carácter fiscal y parafiscal, así como de las diversos gra-
vámenes que pudieren estar sujetas las operaciones que se
realicen con en el Estado donde el Fondo tenga su sede. 

Artículo 142. Deberán crearse las dependencias e instan-
cias necesarias para el mejor funcionamiento del Fondo a
nivel federal, estatal y municipal, las cuales se regirán por
lo establecido en esta Ley y en el Reglamento correspon-
diente.

Artículo 143. Cuando la situación lo amerite, y por deci-
sión de la Comisión Ejecutiva se podrá crear un Fondo de
Emergencia para apoyos urgentes, el cual tendrá adjudica-
do parte de los recursos del Fondo por un tiempo determi-
nado. 

La Comisión Ejecutiva, en un plazo máximo de diez días,
determinará los apoyos económicos de emergencia que se
requieran.

Artículo 144. Cuando las medidas identificadas en los tí-
tulos tercero, cuarto y quinto de esta Ley no puedan ser cu-
biertas por los organismos públicos responsables o la Insti-
tución o sus funcionarios se nieguen a otorgarlos, se
destinará una partida especial del fondo a estos efectos.

La negativa injustificada de las medidas a las que se hace
referencia, importará una violación a los deberes contem-
plados en esta Ley y las consecuentes sanciones.

CAPÍTULO II
DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 145. El Fondo en sus dependencias federal y lo-
cal será administrado por un Titular designado por el Co-
misionado Presidente de la Comisión Ejecutiva aprobado
por la mayoría del pleno de comisionados, y deberá ser ad-
ministrado siguiendo criterios de transparencia, oportuni-
dad, eficiencia y racionalidad.

Artículo 146. Los recursos del Fondo serán administrados
y operados por medio de un fideicomiso público.

Artículo 147. Para efectos de control interno de los recur-
sos que son incorporados al Fondo, el Titular del Fondo,
como coordinador designará un asistente financiero.

Artículo 148. El Titular del Fondo tendrá las atribuciones
y deberes que el Reglamento de esta Ley le confiera. En
especial deberá:

I. Administrar cautelosamente los recursos que confor-
man el Fondo a fin de permitir el cumplimiento efecti-
vo del objeto de ésta Ley;

II. Gestionar lo pertinente para que los recursos asigna-
dos al Fondo ingresen oportunamente al mismo;

III. Presentar periódicamente informes y rendición de
cuentas ante el Pleno de la Comisión Ejecutiva;

IV. Realizar las previsiones necesarias a fin de procurar
la solvencia del Fondo. 

Artículo 149. Los recursos del Fondo se aplicarán para
otorgar apoyos de carácter económico a la víctima, las cua-
les podrán ser de Ayuda, Asistencia o Reparación Integral,
en los términos de esta Ley y conforme al Reglamento res-
pectivo.

El Titular del Fondo determinará el apoyo que corresponda
otorgar a la víctima, previa opinión que al respecto emita el
Comité interdisciplinario evaluador. El pago de las indem-
nizaciones se regirá en los términos dispuestos por el artí-
culo 71.

Artículo 150. El Titular del Fondo, con el apoyo del con-
sultor financiero, deberá rendir cuentas mensualmente ante
la Comisión Ejecutiva, y cuando ésta se lo requiera, la que
una vez recibidos los informes y explicaciones correspon-
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dientes, deberá pronunciarse al respecto. La Comisión Eje-
cutiva podrá a su vez realizar las recomendaciones que es-
time necesarias. 

El Fondo será fiscalizado anualmente por la Auditoría Su-
perior de la Federación

Artículo 151. El Reglamento de la Comisión Ejecutiva
precisará el funcionamiento, alcance y criterios específicos
de asignación de recursos del Fondo. 

CAPÍTULO III
DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 152. Para acceder a los recursos del Fondo, la víc-
tima deberá presentar su solicitud ante las autoridades or-
ganismos públicos autónomos de protección de los dere-
chos humanos o particulares facultados en esta Ley para el
ingreso al Sistema, acompañada de la sentencia, resolu-
ción, recomendación, informe o dictamen, en los términos
del artículo 71 de la presente Ley, que instruya tal acceso o
con acuerdo de la Comisión Ejecutiva de acuerdo a los pro-
cedimientos por ella establecidos.

Quien reciba la solicitud deberá acercar la misma a la Co-
misión Ejecutiva o comisión estatal en un plazo que no po-
drá exceder los dos días.

Artículo 153. En cuanto reciba una solicitud, la Comisión
Ejecutiva lo turnará al equipo interdisciplinario de docu-
mentación de casos, para la integración del expediente que
servirá de base para la propuesta que el Titular del Fondo
presente a la Comisión Ejecutiva para determinar el apoyo
o ayuda que requiera la víctima.

Artículo 154. El Titular del Fondo deberá integrar dicho
expediente en un plazo no mayor de cuatro días, el cual de-
berá contener como mínimo:

I. Copia de la denuncia o querella, en su caso de la que-
ja presentada ante los Organismos Públicos de Derechos
Humanos, o bien la petición o comunicación presentada
a los organismos internacionales de protección de los
derechos humanos a los que México reconozca compe-
tencia. Si la víctima no ha iniciado estas acciones, su so-
licitud presentada ante cualquier institución u organis-
mo de los señalados en la presente ley es suficiente;

II. Especificación del daño o daños que haya sufrido la
víctima;

III. Detalle de las necesidades que requiera la víctima
para enfrentar las consecuencias del delito o de la viola-
ción a sus derechos humanos, 

IV: Copia de la sentencia, resolución, recomendación,
informe o dictamen, en los términos del artículo 71 de
la presente Ley, que instruya tal acceso o con acuerdo de
la Comisión Ejecutiva de acuerdo a los procedimientos
por ella establecidos, y

V. En caso de contar con ello, relación de partes médi-
cos o psicológicos donde detallen las afectaciones que
tiene la víctima con motivo de la comisión del delito o
de la violación a los derechos humanos.

Artículo 155. En el caso de la solicitud de ayuda deberá
agregarse además: 

I. Estudio de trabajo social elaborado por el Comité In-
terdisciplinario evaluador en el que se haga una relación
de las condiciones de victimización que enfrenta la víc-
tima y las necesidades que requiere satisfacer para en-
frentar las secuelas de la victimización;

II. Dictamen médico donde se especifique las afectacio-
nes sufridas, las secuelas y el tratamiento, prótesis y de-
más necesidades que requiere la persona para su recu-
peración;

III. Dictamen psicológico en caso de que la víctima re-
quiera atención a la salud mental donde se especifique
las necesidades que requieren ser cubiertas para la recu-
peración de la víctima, y

IV. Propuesta de resolución que se propone adopte la
Comisión Ejecutiva donde se justifique y argumente ju-
rídicamente la necesidad de dicha ayuda.

La víctima sólo estará obligada a entregar la información,
documentación y pruebas que obren en su poder. Es res-
ponsabilidad del Comité lograr la integración de la carpeta
respectiva.

Artículo 156. Recibida la solicitud, ésta pasará a evalua-
ción del comité interdisciplinario evaluador para que anali-
ce, valore y concrete las medidas que se otorgarán en cada
caso.

El Reglamento de esta Ley especificará el procedimiento
que se seguirá para el otorgamiento de la ayuda.
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En el caso de solicitud de asistencia, la Comisión Ejecuti-
va no puede tardar más de veinte días hábiles en resolver la
procedencia de la solicitud.

Artículo 157. Las solicitudes para acceder a los recursos
del Fondo a que se refiere el artículo anterior serán proce-
dentes siempre que la víctima:

I. Cuente con sentencia ejecutoria en la que se indique
que sufrió el daño por dichos ilícitos, así como el mon-
to a pagar y /o otras formas de reparación;

II. No haya alcanzado el pago total de los daños que se
le causaron;

III. No haya recibido la reparación integral del daño por
cualquier otra vía, lo que podrá acreditarse con el oficio
del juez de la causa penal o con otro medio fehaciente, y

IV: Presente solicitud de asistencia, ayuda o reparación
integral, siempre y cuando dicha solicitud sea avalada
por la Comisión Ejecutiva.

Artículo 158. Las solicitudes que se presenten en términos
de este capítulo se atenderán en el orden en que se reciban
y hasta donde alcancen los recursos del Fondo.

CAPÍTULO IV
DE LA REPARACIÓN

Artículo 159. Si el Estado no pudiese hacer efectiva total
o parcialmente la orden de reparación integral, establecida
por mandato judicial o por acuerdo de la Comisión Ejecu-
tiva, deberá justificar la razón y tomar las medidas sufi-
cientes para cobrar su valor, o gestionar lo pertinente a fin
de lograr que se concrete la reparación integral de la vícti-
ma.

Artículo 160. En el caso de reparación integral del daño
por delitos, actos administrativos irregulares o violaciones
a los derechos humanos la sola resolución dictada por el ór-
gano jurisdiccional competente al tratarse de delitos, o por
el organismo público autónomo de protección de los dere-
chos humanos o bien el organismo internacional de protec-
ción de derechos humanos al que México le reconozca
competencia cuando se trate de violaciones de derechos
humanos no tipificadas como delitos, será suficiente para
que la autoridad competente, el responsable proceda al pa-
go o reparación del daño en especie que dicho órgano de-
termine. En caso de que sea imposible determinar la iden-

tidad del responsable y previo acuerdo de la Comisión Eje-
cutiva, la víctima podrá acudir a ésta para que a través del
mismo se proceda de manera subsidiaria a la reparación in-
tegral en los términos de la presente Ley.

Artículo 161. En el caso de reparación integral por la co-
misión de delitos de particulares y cuando se demuestre
que la persona no cuenta con medios para reparar el daño,
la víctima puede acudir ante el Comisión Ejecutiva para
que, dependiendo de la gravedad del delito, se resuelva lo
conducente de conformidad con los principios de esta ley. 

Artículo 162. Cuando la determinación y cuantificación
del apoyo y reparación no haya sido dada por autoridad ju-
dicial u organismo nacional o internacional de protección
de los derechos humanos, ésta deberá ser realizada por la
Comisión Ejecutiva. Si la misma no fue documentada en el
procedimiento penal, esta Comisión procederá a su docu-
mentación e integración del expediente conforme lo seña-
lan los artículos 153, 154 y 179.

Artículo 163. Cuando parte del daño sufrido se explique a
consecuencia del actuar u omitir de la víctima, dicha con-
ducta podrá ser tenida en cuenta al momento de determinar
la indemnización.

Artículo 164. Cuando el daño haya sido causado por más
de un agente y no sea posible identificar la exacta partici-
pación de cada uno de ellos, se establecerá una responsabi-
lidad subsidiaria frente a la víctima, y se distribuirá el mon-
to del pago de la indemnización en partes iguales entre
todos los cocausantes previo acuerdo de la Comisión Eje-
cutiva.

Artículo 165. Las medidas de ayuda y asistencia podrán ser
de diversa índole, en cumplimiento de las disposiciones de
esta Ley y el Reglamento de la Comisión Ejecutiva. La re-
paración integral deberá cubrirse mediante moneda nacio-
nal, con la excepción de que se podrá pagar en especie de
acuerdo a la resolución dictada por la Comisión Ejecutiva.

Artículo 166. El Comisión Ejecutiva tendrá facultades pa-
ra cubrir las necesidades en términos de asistencia, ayuda y
reparación integral, a través de los programas guberna-
mentales federales, estatales o municipales con que se
cuente.

Artículo 167. Cuando proceda el pago de la reparación, el
fondo registrará el fallo judicial que lo motivó y el monto
de la indemnización, que será de consulta pública.
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TÍTULO NOVENO
DE LA CAPACITACIÓN, FORMACIÓN, 

ACTUALIZACIÓN Y ESPECIALIZACIÓN

Artículo 168. Los integrantes del sistema que tengan con-
tacto con la víctima en cumplimento de medidas de atención,
asistencia, ayuda, apoyo, reparación integral o cualquier me-
canismo de acceso a la justicia, deberán incluir dentro de sus
programas contenidos temáticos sobre los principios, dere-
chos, mecanismos, acciones y procedimientos reconocidos
por esta Ley; así como las disposiciones especificas de dere-
chos humanos contenidos en la Constitución y Tratados in-
ternacionales, protocolos específicos y demás instrumentos
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

Dichas entidades deberán diseñar e implementar un siste-
ma de seguimiento que logre medir el impacto de la capa-
citación en los miembros de sus respectivas dependencias.
A dicho efecto deberá tenerse en cuenta, entre otros aspec-
tos, las denuncias y quejas hechas contra dichos servidores,
las sanciones impuestas, las entrevistas y sondeos directos
practicados a las víctimas.

Artículo 169. Todo procedimiento de ingreso, selección,
permanencia, estímulo, promoción y reconocimiento de
servidores públicos que, por su competencia, tengan trato
directo o brinden su servicio a víctimas en cumplimento de
medidas de asistencia, ayuda, apoyo, reparación integral o
cualquier mecanismo de acceso a la justicia, deberá incluir
dentro de los criterios de valoración, un rubro relativo a
Derechos Humanos.

Artículo 170. La Conferencia Nacional de Procuración de
Justicia y la Conferencia Nacional de Secretarios de Segu-
ridad Pública en cumplimiento con las facultades atribui-
das en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, en especial las determinadas por su artículo 63,
deberá disponer lo pertinente para que los contenidos te-
máticos señalados en la presente Ley sean parte de las es-
trategias, políticas y modelos de profesionalización, así co-
mo los de supervisión de los programas correspondientes
en los institutos de Capacitación.

Artículo 171. Los Servicios periciales federales y de las
entidades federativas deberán capacitar a sus funcionarios
y empleados con el objeto que la víctima reciba atención
especializada de acuerdo al tipo de victimización sufrido, y
tenga expeditos los derechos que le otorga la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Tratados
Internacionales de Derechos humanos. 

Artículo 172. Los Institutos y Academias que sean respon-
sables de la capacitación, formación, actualización y espe-
cialización de los servidores públicos ministeriales, poli-
ciales y periciales federales, estatales y municipales,
deberán coordinarse entre sí con el objeto de cumplir ca-
balmente los Programas Rectores de Profesionalización se-
ñalados en la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública y los lineamientos mínimos impuestos por el
presente capítulo de esta Ley. 

Así mismo deberán proponer convenios de colaboración
con universidades y otras instituciones educativas, públicas
o privadas, nacionales o extranjeras, con el objeto de brin-
dar formación académica integral y de excelencia a los ser-
vidores públicos de sus respectivas dependencias. 

Las obligaciones enumeradas en el presente artículo rigen
también para las entidades homólogas de capacitación, for-
mación, actualización y especialización de los miembros
del Poder Judicial y Secretaría de Defensa Nacional, en los
tres órdenes de gobierno.

Artículo 173. La Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos y las instituciones públicas de protección de los dere-
chos humanos en las entidades federativas deberán coordi-
narse con el objeto de cumplir cabalmente las atribuciones
a ellas referidas. 

Dichas instituciones deberán realizar sus labores priorita-
riamente enfocadas a que la asistencia, apoyo, asesora-
miento y seguimiento sea eficaz y permita un ejercicio re-
al de los derechos de las víctimas. 

Artículo 174. Como parte de la asistencia, atención y re-
paración integral, se brindará a las víctimas formación, ca-
pacitación y orientación ocupacional

La formación y capacitación se realizará con enfoque dife-
rencial y transformador. Se ofrecerá a la víctima programas
en virtud de su interés, condición y contexto, atendiendo a
la utilidad de dicha capacitación o formación. El objeto es
brindar a la víctima herramientas idóneas que ayuden a ha-
cer efectiva la atención y la reparación integral, así como
favorecer el fortalecimiento y resiliencia de la víctima. 

Asimismo deberá brindarse a la víctima orientación ocupa-
cional específica que le permita optar sobre los programas,
planes y rutas de capacitación y formación más idóneos
conforme su interés, condición y contexto. 
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Para el cumplimiento de lo descrito se aplicarán lo progra-
mas existentes en los tres órdenes de gobierno al momento
de expedición de la presente Ley, garantizando su coheren-
cia con los principios rectores, derechos y garantías deta-
llados en la misma. Cuando en el gobierno federal, entida-
des federativas, Distrito Federal no cuenten con el soporte
necesario para el cumplimiento de las obligaciones aquí re-
feridas, deberán crear los programas y planes específicos. 

TÍTULO DÉCIMO
DE LA ASESORÍA JURÍDICA FEDERAL

DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 175. Se crea en la Comisión Ejecutiva, la Aseso-
ría Jurídica Federal de Atención a Víctimas, área especiali-
zada en asesoría jurídica para víctimas.

Artículo 176. La Asesoría Jurídica Federal estará integra-
da por Asesores Jurídicos Federales de Atención a Vícti-
mas, peritos y profesionistas técnicos de diversas discipli-
nas que se requieran para la defensa de los derechos de las
víctimas.

Contará con una Junta Directiva, un Director General y las
unidades administrativas que se requieran para el desem-
peño de sus funciones, en los términos que señala el Re-
glamento. 

Artículo 177. La Asesoría Jurídica Federal tiene a su car-
go las siguientes funciones:

I. Coordinar el servicio de Asesoría Jurídica para Vícti-
mas en asuntos del fuero federal, a fin de garantizar los
derechos de las víctimas contenidos en esta Ley, en tra-
tados internacionales y demás disposiciones aplicables;

II. Coordinar el servicio de representación y asesoría ju-
rídica de las víctimas en materia penal, civil y de dere-
chos humanos del fuero federal, a fin de garantizar el
acceso a la justicia, a la verdad y la reparación integral;

III. Seleccionar y capacitar a los servidores públicos
adscritos a la Asesoría Jurídica Federal;

IV. Designar por cada Unidad Investigadora del Mi-
nisterio Público de la Federación, Tribunal de Circui-
to y por cada Juzgado Federal que conozca de materia

penal, cuando menos a un Asesor Jurídico de las Víc-
timas y al personal de auxilio necesario;

V. Celebrar convenios de coordinación con todos aque-
llos que pueden coadyuvar en la defensa de los derechos
de las víctimas, y 

VI. Las demás que se requiera para la defensa de los de-
rechos de las víctimas.

Artículo 178. Prestación del servicio de Asesoría Jurídica
de las Víctimas

La víctima tendrá derecho a nombrar un Asesor jurídico el
cual elegirá libremente desde el momento de su ingreso al
Sistema. En caso de no contar con abogado particular, la Co-
misión Ejecutiva del Sistema Nacional de Víctimas deberá
nombrarle uno a través de la Asesoría Jurídica Federal.

La víctima tendrá el derecho de que su abogado comparez-
ca a todos los actos en los que ésta sea requerida.

El servicio de la Asesoría Jurídica Federal será gratuito y
se prestará a todas las víctimas que quieran o pueden con-
tratar a un abogado particular y en especial a: 

I. Las personas que estén desempleadas y no perciban
ingresos;

II. Los trabajadores jubilados o pensionados, así como
sus cónyuges;

III. Los trabajadores eventuales o subempleados;

IV. Los indígenas, y

V. Las personas que por cualquier razón social o econó-
mica tengan la necesidad de estos servicios.

Artículo 179. Se crea la figura del Asesor Jurídico Federal
de Atención a Víctimas el cual tendrá las funciones si-
guientes:

I. Asistir y asesorar a la víctima desde el primer mo-
mento en que tenga contacto con la autoridad;

II. Representar a la víctima de manera integral en todos
los procedimientos y juicios en los que sea parte, para lo
cual deberá realizar todas las acciones legales tendien-
tes a su defensa, incluyendo las que correspondan en
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materia de derechos humanos tanto en el ámbito nacio-
nal como internacional;

III. Proporcionar a la víctima de forma clara, accesible,
oportuna y detallada la información y la asesoría legal
que requiera, sea esta en materia penal, civil, familiar,
laboral y administrativa;

IV. Informar a la víctima, respecto al sentido y alcance de
las medidas de protección, ayuda, asistencia, atención y
reparación integral, y en su caso, tramitarlas ante las auto-
ridades judiciales y administrativas;

V. Dar el seguimiento a todos los trámites de medidas de
protección, ayuda, asistencia y atención, que sean nece-
sarias para garantizar la integridad física y psíquica de
las víctimas, así como su plena recuperación;

VI. Informar y asesorar a los familiares de la víctima
o a las personas que ésta decida, sobre los servicios
con que cuenta el Estado para brindarle ayuda, asis-
tencia, asesoría, representación legal y demás dere-
chos establecidos en esta Ley, en los tratados interna-
cionales y demás leyes aplicables;

VII. Llevar un registro puntual de las acciones realiza-
das y formar un expediente del caso;

VIII. Tramitar y entregar copias de su expediente a la
víctima, en caso de que esta las requiera, 

IX. Vigilar la efectiva protección y goce de los derechos
de las víctimas en las actuaciones del Ministerio Públi-
co en todas y cada una de las etapas del procedimiento
penal y, cuando lo amerite, suplir las deficiencias de és-
te ante la autoridad jurisdiccional correspondiente cuan-
do el asesor jurídico federal de las víctimas considere
que no se vela efectivamente por la tutela de los dere-
chos de las víctimas por parte del Ministerio Público, y

X. Las demás que se requieran para la defensa integral
de los derechos de las víctimas.

Artículo 180. Para ingresar y permanecer como Asesor Ju-
rídico se requiere:

I. Ser mexicano o extranjero con calidad migratoria de
inmigrado en ejercicio de sus derechos políticos y civi-
les;

II. Ser licenciado en derecho, con cédula profesional ex-
pedida por la autoridad competente;

III. Aprobar los exámenes de ingreso y oposición co-
rrespondientes, y

IV. No haber sido condenado por delito doloso con san-
ción privativa de libertad mayor de un año.

Artículo 181. El Asesor Jurídico será asignado inmediata-
mente por la Comisión Ejecutiva, sin más requisitos que la
solicitud formulada por la víctima o a petición de alguna
institución, organismo de derechos humanos u organiza-
ción de la sociedad civil. 

Artículo 182. El servicio civil de carrera para los Asesores
Jurídicos, comprende la selección, ingreso, adscripción, per-
manencia, promoción, capacitación, prestaciones, estímulos
y sanciones. Este servicio civil de carrera se regirá por las
disposiciones establecidas en el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 183. El Director General, los asesores jurídicos y
el personal técnico de la Asesoría Jurídica Federal serán
considerados servidores públicos de confianza.

Artículo 184. La Junta Directiva estará integrada por el
Director General de la Asesoría Jurídica Federal, quien la
presidirá, así como por seis profesionales del Derecho de
reconocido prestigio, nombrados por la Comisión Ejecuti-
va, a propuesta del Director General.

Los miembros de la Junta Directiva realizarán sus funcio-
nes de manera personal e indelegable y durarán en su car-
go tres años y podrán ser reelectos por otros tres.

Artículo 185. La Junta Directiva podrá sesionar con un mí-
nimo de cuatro miembros y tomará sus decisiones por ma-
yoría de votos de los miembros presentes. En caso de em-
pate el Director General tendrá voto de calidad.

Las sesiones ordinarias se verificarán cuando menos cada
dos meses, sin perjuicio de que puedan convocarse por el
Director General o mediante solicitud que a éste formulen
por lo menos tres miembros de la Junta Directiva, cuando
se estime que hay razones de importancia para ello.

Artículo 186. Son las Facultades de la Junta Directiva:

I. Fijar la política y las acciones relacionadas con la ase-
soría jurídica de las víctimas;
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II. Promover que las instituciones, organismos y asocia-
ciones públicas y privadas contribuyan a la elevación
del nivel profesional de los asesores jurídicos, e igual-
mente se proporcione a la Junta asesoramiento técnico
en las áreas o asuntos específicos en que ésta lo requie-
ra;

III. Promover la realización de estudios tendientes a per-
feccionar el servicio de Asesoría Jurídica Federal;

IV. Impulsar la celebración de convenios con los distin-
tos sectores sociales y organismos públicos y privados,
en temas como capacitación y apoyo;

V. Aprobar los lineamientos para la selección, ingreso y
promoción de los asesores jurídicos de atención a vícti-
mas;

VI. Aprobar las bases generales de organización y fun-
cionamiento de la Asesoría Jurídica Federal;

VII. Aprobar la propuesta de anteproyecto de presu-
puesto que se someta a la consideración de la Comisión
Ejecutiva;

VIII. Aprobar los lineamientos generales para la contra-
tación de peritos y especialistas en las diversa áreas del
conocimiento en que se requieran;

IX. Aprobar el Plan Anual de Capacitación y Estímulos
de la Asesoría Jurídica Federal;

X. Examinar y aprobar los informes periódicos que so-
meta a su consideración el Director General, y

XI. Las demás que le otorgue esta Ley y otras disposi-
ciones jurídicas aplicables.

Artículo 187. El Director General de la Asesoría Jurídica
Federal, será nombrado por el Consejero Presidente, con
aprobación del Pleno de Comisionados y durará tres años
en su cargo, pudiendo ser reelecto hasta por tres años más.

Artículo 188. El Director General de la Asesoría Jurídica
Federal deberá reunir para su designación, los requisitos si-
guientes:

I. Ser ciudadano mexicano y estar en pleno ejercicio de
sus derechos;

II. Tener cuando menos treinta años de edad el día de su
designación;

III. Acreditar experiencia de tres años en el ejercicio de
la abogacía, relacionada especialmente, con las materias
afines a sus funciones; y poseer, al día de la designa-
ción, título y cédula profesional de licenciado en dere-
cho, expedido por la autoridad o institución legalmente
facultada para ello con antigüedad mínima de cinco
años computada al día de su designación, y

IV. Gozar de buena reputación, prestigio profesional y
no haber sido condenado por delito doloso con sanción
privativa de libertad mayor de un año. Empero, si se tra-
tare de ilícitos como el robo, fraude, falsificación, abu-
so de confianza u otro que lesione seriamente la reputa-
ción de la persona en el concepto público, inhabilitará a
ésta para ocupar el cargo cualquiera que haya sido la pe-
nalidad impuesta.

La Comisión Ejecutiva procurará preferir, en igualdad de
circunstancias, a quien haya desempeñado el cargo de de-
fensor público o similar.

Artículo 189. El Director General de la Asesoría Jurídica
Federal tendrá las atribuciones siguientes:

I. Organizar, dirigir, evaluar y controlar los servicios de
Asesoría Jurídica de las Víctimas que se presten, así co-
mo sus unidades administrativas;

II. Conocer de las quejas que se presenten contra los
asesores jurídicos de atención a víctimas y, en su caso,
investigar la probable responsabilidad de los empleados
de la Asesoría Jurídica Federal;

III. Vigilar que se cumplan todas y cada una de las obli-
gaciones impuestas a los asesores jurídicos; determi-
nando, si han incurrido en alguna causal de responsabi-
lidad por parte de éstos o de los empleados de la
Asesoría Jurídica Federal;

IV. Proponer a la Junta Directiva las políticas que esti-
me convenientes para la mayor eficacia de la defensa de
los derechos e intereses de las víctimas;

V. Proponer a la Comisión Ejecutiva, las sanciones y co-
rrecciones disciplinarias que se deban imponer a los
asesores jurídicos;

Año III, Segundo Periodo, 30 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados150



VI. Promover y fortalecer las relaciones de la Asesoría
Jurídica Federal con las instituciones públicas, sociales
y privadas que por la naturaleza de sus funciones pue-
dan colaborar al cumplimiento de sus atribuciones;

VII. Proponer a la Junta Directiva el proyecto de Plan
Anual de Capacitación y Estímulos de la Asesoría Jurí-
dica Federal; así como un programa de difusión de sus
servicios;

VIII. Elaborar un informe anual de labores sobre las ac-
tividades integrales desarrolladas por todos y cada uno
de los asesores jurídicos que pertenezcan a la Asesoría
Jurídica Federal, el cual deberá ser publicado;

IX. Elaborar la propuesta de anteproyecto de presupuesto
que se someta a la consideración de la Junta Directiva, y

X. Las demás que sean necesarias para cumplir con el
objeto de esta Ley.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- La Ley entrará en vigor 30 días después de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales
que se opongan a la presente Ley.

TERCERO.-El Reglamento de la presente Ley deberá ex-
pedirse dentro de los seis meses siguientes a la fecha en
que la Ley entre en vigor.

CUARTO.-El Sistema Nacional de Ayuda, Atención y Re-
paración Integral de Víctimas a que se refiere la presente
Ley deberá crearse dentro de los noventa días naturales a
partir de la entrada en vigor de esta Ley.

QUINTO.- La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas
a que se refiere la presente Ley deberá elegirse dentro de los
treinta días naturales a partir de configuración del sistema.

SEXTO.- La Comisión Ejecutiva se instalará por primera
vez con la designación de nueve consejeros. La primera
terna durará en su encargo un año; la segunda terna, tres
años y la tercera terna, cinco años. 

SÉPTIMO.- En un plazo de 180 días naturales los Con-
gresos Locales deberá armonizar todos los ordenamientos
locales relacionados con la presente ley.

OCTAVO.- En un plazo de 180 días naturales deberán ser
reformadas las Leyes y Reglamentos de las Instituciones
que prestan atención médica a efecto de reconocer su obli-
gación de prestar la atención de emergencia en los térmi-
nos del artículo 38 de la presente Ley.

NOVENO.- Las autoridades relacionadas en el artículo
noventa y dos que integrarán el Sistema Nacional de Vícti-
mas en un término de 180 días naturales deberán reformar
sus Reglamentos a efecto de señalar la Dirección, Subdi-
rección, Jefatura de Departamento que estará a cargo de las
obligaciones que le impone esta nueva función.

DÉCIMO.- Las Procuradurías General de la República y
de todas las Entidades Federativas, deberán generar los
protocolos necesarios en materia pericial, a que se refiere
la presente Ley en un plazo de 180 días naturales.

DÉCIMO PRIMERO.- Las Instituciones Federales, Esta-
tales, del Distrito Federal y Municipales deberán regla-
mentar sobre la capacitación de los servidores públicos a su
cargo sobre el contenido del rubro denominado De la Ca-
pacitación, Formación, Actualización y Especialización, en
la presente Ley.

DÉCIMO SEGUNDO.- El Gobierno Federal deberá hacer
las previsiones presupuestales necesarias para la operación
de la presente Ley y establecer una partida presupuestal es-
pecífica en el Presupuesto de Egresos de la Federación pa-
ra el siguiente ejercicio fiscal a su entrada en vigor.

DÉCIMO TERCERO.- Las funciones de la defensoría en
materia de víctimas que le han sido asignadas a los Defen-
sores Públicos Federales por la Ley General para Prevenir
y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, regla-
mentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, serán asu-
midas por la Asesoría Jurídica Federal a partir de la entrada
en vigor de la presente Ley. 

DÉCIMO CUARTO.- Los asesores y abogados adscritos
a las diversas instancias de procuración de justicia y aten-
ción a víctimas recibirán una capacitación por parte de la
Asesoría Jurídica Federal a efecto de que puedan concursar
como abogados Victimales.

DÉCIMO QUINTO.- Todas las Instituciones encargadas
de la capacitación deberán establecer planes y programas
tendientes a capacitar a su personal a efecto de dar cumpli-
miento a esta Ley.
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DÉCIMO SEXTO.- Las instituciones ya existentes al mo-
mento de la entrada en vigor de la presente Ley operarán
con su estructura y presupuesto, sin perjuicio de las asigna-
ciones especiales que reciban para el cumplimiento de las
obligaciones que esta Ley les impone.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de abril de 2012.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García, Miguel Ernesto Pom-
pa Corella (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua, Camilo Ramírez
Puente, Ezequiel Rétiz Gutiérrez, Olga Luz Espinoza Morales (rúbri-
ca), Eduardo Ledesma Romo, secretarios; Jaime Aguilar Álvarez y
Mazarrasa (rúbrica), María de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Luis
Carlos Campos Villegas (rúbrica), Nancy González Ulloa (rúbrica),
Leonardo Arturo Guillén Medina, Mercedes del Carmen Guillén Vi-
cente (rúbrica), Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Elvia Hernández
García (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija, Israel Madrigal Ceja (rúbri-
ca), Sonia Mendoza Díaz, Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo
(rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alon-
so González (rúbrica), Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica),
Cuauhtémoc Salgado Romero, Miguel Ángel Terrón Mendoza (rúbri-
ca), Enoé Margarita Uranga Muñoz, Josué Cirino Valdés Huezo (rú-
brica), Alma Carolina Viggiano Austria (rúbrica), Pedro Vázquez Gon-
zález (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Arturo Zamora
Jiménez (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.
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